
Durante muchos años la corriente principal del pensamiento económico, fun-
damentada en la economía neoclásica, se olvidó de la importancia de las 
instituciones. Actualmente es aceptado unánimemente, bajo una perspec-
tiva multidisciplinar de las ciencias económicas y sociales, que el marco insti-
tucional, entendido como el conjunto de instituciones políticas, económicas 
y sociales que organizan una sociedad, es el determinante subyacente del 
funcionamiento de las economías. De la mano de la Nueva Economía Institu-
cional nos adentramos así en el estudio de la relación entre calidad institucio-
nal y la economía para ver cómo una adecuada estructura de incentivos, la 
garantía de los derechos de propiedad y unos e�cientes costes de transac-
ción pueden facilitar la cooperación y el intercambio promoviendo el desarro-
llo económico. Ese estudio constituye además una guía indispensable para 
proponer en cada país las reformas estructurales adecuadas al presente con-
texto histórico, económico y social.

77

La nueva economía institucional

II 
· 2

01
1

ISSN 0213-3865





EKONOMIAZ
N.º 77 - 2.º CUATRIMESTRE - 2011

EKONOMIA ETA OGASUN
SAILA

DEPARTAMENTO DE ECONOMÍA
Y HACIENDA

Vitoria-Gasteiz, 2011



Edita:	 Eusko Jaurlaritzaren Argitalpen Zerbitzu Nagusia 
	 Servicio Central de Publicaciones del Gobierno Vasco 
	 Donostia-San Sebastián, 1 - 01010 Vitoria-Gasteiz

Fotocomposición:	 RALI, S.A. 
	 Particular de Costa, 12-14, 7.ª - 48010 Bilbao

Impresión:	 ONA Industria Gráfica, S. A. 
	 Polígono Agustinos, Calle F - 31013 PAMPLONA)

Depósito Legal:	 BI 2017-1985

ISSN:	 0213-3865

ERREDAKZIO KONTSEILUA
Alberto Alberdi Larizgoitia (Zuzendaria) 

Ekonomia eta Ogasun Saila. Eusko Jaurlaritza

Javier Gúrpide Ibarrola (Zuzendariordea) 
Ekonomia eta Ogasun Saila. Eusko Jaurlaritza

Alexander Boto Bastegieta 
Ihobe

Jon Barrutia Güenaga 
UPV-EHU

Sara de la Rica Goirizelaia 
UPV-EHU

Josune Sáenz Martínez 
Deustuko Unibertsitatea

Jesús Ferreiro Aparicio 
UPV-EHU

Mikel Navarro Arancegui 
Deustuko Unibertsitatea

ADMINISTRAZIOA ETA ERREDAKZIOA
Ekonomia eta Ogasun Saila

Donostia-San Sebastián, z/g.
01010 Vitoria-Gasteiz

T.: 945/01 90 38. Administrazioa
945/01 90 36. Erredakzioa

http://www1.euskadi.net/ekonomiaz

URTEKO HARPIDETZA
Partikularrak: 18 . Erakunde eta enpresak: 30 .

Ale bakarren prezioa: 12 .

EKONOMIAZ aldizkarian parte hartu nahi dutenek Eusko Jaur-
laritzako Ekonomia eta Ogasun Sailera igorri beharko dituzte 
beren idazlanak.

Erredakzio Kontseiluak beretzat gordetzen du jasotako artiku-
luak argitaratzeko eskubidea, aurrez ebaluatzaile anonimo ba-
ten edo batzuen iritzia ezagutuko duelarik. Idazlana argitara
tzeak ez du, berez, edukiarekiko adostasunik adierazi nahi. 
Artikuluaren erantzukizuna egilearena izango da eta ez beste 
inorena.

Artikuluak aurkezteko arauen laburpena honako web orri ho-
netan dago: http://www1.euskadi.net/ekonomiaz

EKONOMIAZ aldizkariko artikuluak indexatuak dira ondoko da-
tutegietan: CSICeko ISOC eta American Economic Association 
elkarteko Journal of Economic Literature-k argitaratzen dituen 
JEL CD formatoan, e-JEL eta EconLit, LATINDEX, DIALNET 
alerta-sarean, DOAJ katalogoan eta RePec-en.

EKONOMIAZek, hau da, Euskal Autonomia Erkidegoko Adminis-
trazioak, EKONOMIAZ aldizkarian argitaratuko diren artikuluen ja-
betza eskubide guztiak dauzka, zeintzuk Creative Commons 

  

 

 lizentziaren arabera eratuko diren.

CONSEJO DE REDACCIÓN
Alberto Alberdi Larizgoitia (Director) 

Departamento de Economía y Hacienda. Gobierno Vasco

Javier Gúrpide Ibarrola (Subdirector) 
Departamento de Economía y Hacienda. Gobierno Vasco

Alexander Boto Bastegieta 
Ihobe

Jon Barrutia Güenaga 
UPV-EHU

Sara de la Rica Goirizelaia 
UPV-EHU

Josune Sáenz Martínez 
Universidad de Deusto

Jesús Ferreiro Aparicio 
UPV-EHU

Mikel Navarro Arancegui 
Universidad de Deusto

REDACCIÓN Y ADMINISTRACIÓN
Departamento de Economía y Hacienda

c/ Donostia-San Sebastián, s/n.
01010 Vitoria-Gasteiz

T.: 945/01 90 38. Administración
945/01 90 36. Redacción

http://www1.euskadi.net/ekonomiaz

SUSCRIPCIÓN ANUAL
Particulares: 18 . Instituciones y empresas: 30 .

Precio de un ejemplar: 12 .

Todas aquellas personas que deseen colaborar en EKONO-
MIAZ deberán enviar sus artículos al Departamento de Econo-
mía y Hacienda del Gobierno Vasco.

El Consejo de Redacción se reserva el derecho de publicar los 
artículos que reciba, previo sometimiento a un proceso de 
evaluación anónima doble. Su publicación no significa necesa
riamente el acuerdo con el contenido que será de responsabi
lidad exclusiva del autor.

Un resumen de las normas de presentación de los artículos se 
puede encontrar en la página web: http://www1. euskadi.net/
ekonomiaz

Los artículos de EKONOMIAZ son indexados en las bases de 
datos ISOC del CSIC y JEL en CD, e-JEL y EconLit del Journal 
of Economic Literature de la American Economic Association, 
LATINDEX, en la red de alertas DIALNET, en el directorio DOAJ 
y en RePec.

EKONOMIAZ (la Administración General de la Comunidad Au-
tónoma de Euskadi) es la titular de todos los derechos de pro-
piedad intelectual de los artículos originales publicados en 
EKONOMIAZ, que serán gestionados conforme a la licencia 
Creative Commons   

 

.



SUMARIO

LA NUEVA ECONOMÍA INSTITUCIONAL	 Coordinador:
	 Gonzalo Caballero Miguez

Presentación 7

Economía de las instituciones: de Coase y North 
a Williamson y Ostrom

14 Gonzalo Caballero Miguez

La economía política de los derechos de propiedad 52 Gary D. Libecap

Intermediación y confianza 64 Christopher Kingston

Viejos y nuevos institucionalismos bajo el prisma 
del individualismo institucional

86 Fernando Toboso López

Calidad institucional y crecimiento económico: 
nuevos avances y evidencia

126
José Aixalá Pastó 
Gema Fabro Esteban

El impacto de la ayuda internacional sobre la calidad 
de las instituciones

158
José Antonio Alonso 
Carlos Garcimartín

Instituciones, mercados y políticas a la luz de la Gran 
Recesión

176 Xosé Carlos Arias

El análisis económico del derecho en la encrucijada 200
Francisco Cabrillo Rodríguez 
Rocío Albert López-Ibor

Perspectivas de análisis institucional contemporáneo: 
enfoques, métodos y experimentos

222
Gonzalo Caballero Miguez 
Xosé H. Vázquez

Reformas institucionales en la Unión Europea.  
Hacia una política marítima integral

252
Manuel Varela Lafuente 
María Dolores Garza Gil

Institucionalismo y teoría del riesgo: una nota sobre el 
principio de la ‘mano encubridora’ de Hirschman

272
Ana Esther Castro Fernández 
José Francisco Teixeira Bautista

OTRAS COLABORACIONES

Análisis de la organización interna de la industria. Una 
aplicación a la industria vitivinícola en la Denominación 
de Origen Calificada Rioja

280
Idana Salazar Terrero 
Carmen Galve Górriz





7

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

Presentación

La ciencia económica nació como economía política con un fuerte contenido 
institucional, pero la corriente principal del pensamiento económico se fundamentó 
en la economía neoclásica y se olvidó de la importancia capital de las instituciones. 
Sin embargo, en los últimos años, la ciencia económica ha experimentado un inten­
so proceso a través del cual las instituciones se convirtieron nuevamente en centro 
de atención. La reciente concesión del premio Nobel de Economía de 2009 a Oliver 
Williamson y Elinor Ostrom ha reforzado la posición de aquellos economistas que 
asumen la importancia de las instituciones y de su análisis para el avance del pensa­
miento económico. Actualmente la investigación económica sobre las instituciones 
constituye un eje de referencia de la corriente principal de la ciencia económica del 
siglo xxi.

El marco institucional, entendido como la estructura de instituciones políticas, 
económicas y sociales que organizan la vida social de cada país, es vital para enten­
der las posibilidades de desarrollo de cualquier sociedad o región. La transición eco­
nómica al capitalismo de los países comunistas de la Europa del Este o de la propia 
URSS, las dificultades de Latinoamérica para alcanzar sendas duraderas de desarro­
llo sostenible o los cambios graduales del modelo económico chino son algunos de 
los fenómenos de los últimos decenios que requieren de un estudio institucional 
profundo para su adecuada comprensión. Estos acontecimientos se suman a otros 
casos tradicionales del análisis institucional como el desarrollo económico de Esta­
dos Unidos, el cambio político británico tras la Revolución Gloriosa o la estructura 
de organización industrial del Congreso norteamericano.

Las instituciones son fundamentales porque estructuran los incentivos para el 
comportamiento de los agentes económicos y determinan las posibilidades de coo­
peración de una sociedad. Una sociedad con unas instituciones adecuadas conse­
guirá garantizar los derechos de propiedad, facilitar el intercambio económico, im­
pulsar la innovación y el aprendizaje, favorecer la inversión y, por lo tanto, 
promover el crecimiento y el desarrollo económico. Resulta así que, el estudio de la 
calidad institucional está directamente relacionado con el funcionamiento de la 
economía, y por tanto la comprensión del papel de las instituciones es vital para 
entender la economía y la sociedad.

Las instituciones están en proceso continuo de cambio, pero en términos gene­
rales tienden a cambiar gradualmente y a perdurar en la sociedad porque no son fre­
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cuentes los cambios institucionales radicales. En todo caso la sociedad es dinámica, 
y el paso del tiempo importa, por lo que los procesos de cambio institucional intere­
san a los economistas, que deben estar motivados para entender las claves del diseño 
institucional. Estas claves nos pueden ayudar a proponer e impulsar acertadamente 
las reformas estructurales necesarias en cada contexto histórico, económico y social.

El objetivo de este número monográfico de Ekonomiaz es realizar una aproxi­
mación a la economía de las instituciones estudiando la relación entre la calidad ins­
titucional y el funcionamiento económico. Para ello, resulta fundamental el progra­
ma de la Nueva Economía Institucional (NEI), que en los últimos años ha 
protagonizado el redescubrimiento de las instituciones por parte de la ciencia eco­
nómica, y en el que, este monográfico se ha introducido para estudiar cómo las ins­
tituciones importan para el funcionamiento económico.

La NEI constituye un cuerpo teórico que permite entender el papel de las insti­
tuciones en economía, partiendo del enfoque económico neoclásico pero modifi­
cando algunos de sus supuestos fundamentales como la racionalidad o el carácter 
atemporal. Para ello, la NEI incorpora tanto una perspectiva macro-analítica como 
micro-analítica, así como una perspectiva sobre las instituciones políticas. Todo ello 
ha permitido un importante avance de la frontera de investigación del análisis insti­
tucional en la ciencia económica.

Para entender el papel de las instituciones en la economía, debemos asumir que 
las creencias, la historia y la política importan, por lo que el nuevo institucionalismo 
económico enriquece su campo de trabajo con diversos factores que habían estado 
fuera del punto de mira de la ortodoxia económica. La corriente principal de la 
ciencia económica de principios del siglo xxi asume la importancia de las institucio­
nes, y con ello la relevancia de factores culturales, históricos y políticos en la econo­
mía. Así, la NEI introduce un enfoque multidisciplinar que ha generado unas nue­
vas ciencias sociales institucionales.

Este número integra aportaciones teóricas y conceptuales, que repasan los fun­
damentos del análisis económico institucional, con otras contribuciones aplicadas, 
que repasan diversas cuestiones sobre instituciones y economía. De este modo, a 
través de los artículos de este número, el lector interesado se puede acercar al estado 
del conocimiento de los economistas sobre las instituciones así como a análisis sobre 
temas específicos que generan una muestra de los conocimientos sobre la calidad 
institucional.

El monográfico está integrado por trabajos de especialistas nacionales sobre ins­
tituciones económicas, pero también incorpora sendos artículos de dos reputados 
institucionalistas norteamericanos, Gary Libecap (University of California in Santa 
Barbara) y Christopher Kingston (Amherst College), cuyos textos originales en in­
glés están disponibles en la página web de la revista Ekonomiaz. En relación a los 
participantes procedentes de la universidad española, los profesores Caballero, To­
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boso, Aixalá, Fabro, Alonso, Garcimartin, Arias y Vázquez constituyen parte del nú­
cleo académico español que ha contribuido al estudio de las instituciones desde el 
enfoque de la nueva economía institucional, mientras los profesores Cabrillo y Al­
bert se han centrado en el estudio de las instituciones del derecho, los profesores 
Garza y Varela en las instituciones de los recursos pesqueros, y los profesores Castro 
y Teixeira en cuestiones de instituciones y finanzas.

El artículo de Gonzalo Caballero realiza una aproximación a la Nueva Econo­
mía Institucional (NEI) a través de la revisión de las aportaciones de Ronald Coase 
sobre los costes de transacción, la empresa y el problema del coste social; de Do­
uglass North sobre las instituciones y el cambio institucional; de Oliver Williamson 
sobre la gobernanza de la empresa; y de Elinor Ostrom sobre la gobernanza de los 
bienes comunes. El trabajo distingue las bases de la NEI frente al enfoque de la eco­
nomía neoclásica precoaseana y frente a los fundamentos del viejo institucionalismo 
económico norteamericano de principios del siglo xx. El artículo también presenta 
una agenda de temas relevantes para la NEI en la actualidad. Así se señala que las 
políticas públicas deben pretender instituciones de segundo óptimo dadas las res­
tricciones informacionales, transaccionales, culturales e históricas que impiden al­
canzar la solución de primer óptimo. También se destaca la importancia del cambio 
institucional para la NEI, y se presentan los avances institucionalistas para endoge­
neizar el cambio institucional. Finalmente se aborda la relación entre procesos cog­
nitivos y cambio institucional.

El artículo de Gary D. Libecap estudia la economía política de los derechos de 
propiedad. El texto parte de las aportaciones de Coase para analizar por qué la 
adopción de derechos de propiedad se suele realizar de forma tardía, por ejemplo en 
el caso de externalidades. Libecap argumenta que los derechos de propiedad son 
costosos de definir por dos tipos de razones. Por una parte, por los costes derivados 
de medir el activo, demarcar la propiedad y hacer ejecutar la normativa. Pero ade­
más, hay costes políticos en la definición de los derechos de propiedad en la medida 
en que la asignación de derechos de propiedad tiene efectos distributivos. El artículo 
presenta tres casos para estudiar la problemática de los derechos de propiedad. En el 
caso de los recursos pesqueros, en primer lugar se suele optar por la regulación de 
temporadas, buques y equipos, mientras los derechos de propiedad no han consti­
tuido la principal solución preventiva ante los problemas de sobrepesca. Sin embar­
go, a medida que se reducen las reservas de peces y el problema de la sobrepesca se 
agrava, se recurre al sistema de derechos de propiedad a través de mecanismos como 
las cuotas individuales transferibles. De forma análoga, Libecap estudia también 
como en el caso de la contaminación del aire y en el de la gestión del agua los dere­
chos de propiedad también aparecen de forma tardía.

El artículo de Christopher Kingston presenta un modelo que estudia cómo en 
la interacción puede haber un tipo de actores intermediarios («corredores») que fa­
ciliten la cooperación al no hacer necesario que todos los participantes tengan infor­
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mación sobre todos los demás individuos con los que interactúan. Para ello, es clave 
el papel desempeñado por esos intermediarios, quienes pueden generar la confianza 
necesaria entre las partes contratantes para realizar el intercambio. La confianza de­
positada en el intermediario permite realizar transacciones sin que sea necesario que 
cada parte contratante confíe en la otra parte, sino que la confianza se deposita en el 
intermediario y puede ser suficiente. Cuando ambas partes de una transacción tie­
nen la oportunidad de engañar a la otra parte, el intermediario sustituye la necesi­
dad de confiar en la otra parte, por lo que la transacción se puede analizar dividida 
en dos sub-transacciones: una entre el comprador y el intermediario, y otra entre el 
intermediario y el vendedor. El intermediario tiene incentivos a no engañar a las 
partes contratantes en la media en que va a mantener su actividad de intermediario 
en el futuro: la capacidad del intermediario de crear confianza se basa en el volumen 
de transacciones que realiza. El artículo no solamente trabaja en un escenario en el 
que exista un único corredor, sino que trabaja en un escenario con múltiples inter­
mediarios. El enfoque del artículo combina la tradición de la organización industrial 
sobre intermediarios con la teoría de juegos repetidos con información privada.

El artículo de Fernando Toboso sostiene que existe un método de razonamien­
to explicativo intermedio entre el holismo y el individualismo metodológico, deno­
minado por Agassi en 1960 como «individualismo institucional», que permite supe­
rar las limitaciones del análisis sistémico y también los del reduccionismo 
individualista. Este artículo expone las tres reglas básicas del individualismo institu­
cional: sólo las personas pueden perseguir objetivos y promover intereses; los con­
juntos de reglas legales y normas sociales que afectan a las interacciones entre las 
personas deben ser parte de las variables explicativas si se juzgan relevantes, junto al 
resto de variables no institucionales; y en tercer lugar, los cambios marginales que 
tienen lugar en unos u otros marcos institucionales formales son siempre el resulta­
do de la acción independiente o colectiva de algunas personas. Y siempre tienen lu­
gar dentro de otros marcos institucionales formales e informales más amplios. El ar­
tículo muestra que existen aportaciones que asumen el individualismo institucional 
y repasa algunas de ellas, tanto desde la tradición de la vieja economía institucional 
como desde la nueva economía institucional,.

El artículo de José Aixalá y Gema Fabro estudia la relación entre calidad institu­
cional y crecimiento, e identifica los debates abiertos relacionados con la construc­
ción de indicadores, las perspectivas teóricas y la estrategia empírica. El artículo re­
visa los principales indicadores institucionales existentes en la actualidad para 
acercarse a diversas dimensiones institucionales como las instituciones económicas 
relacionadas con la libertad económica, aquellas que tienen que ver con las institu­
ciones políticas y aquellas que tienen que ver con instituciones sociales referentes a 
la corrupción, el capital social o los valores. Además de revisar los indicadores se 
analizan las principales dificultades de estos indicadores y sus retos. Posteriormente, 
el artículo entra en el debate teórico sobre la relación entre instituciones y creci­
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miento, estudiando cuestiones como los efectos de la libertad económica y de la li­
bertad política sobre el crecimiento desde distintas tradiciones, así como los argu­
mentos principales sobre los efectos del capital social o la corrupción sobre el 
crecimiento. También se aborda el debate sobre si las instituciones son más o menos 
relevantes para el crecimiento que otros factores como los recursos naturales, el ori­
gen colonial o la geografía. Finalmente, se revisa la evidencia empírica sobre creci­
miento y se estudia el impacto de la libertad económica y política; el papel de la 
inestabilidad política, la corrupción y el capital social; y otras cuestiones adicionales 
como la dimensión temporal, la endogeneidad y los efectos indirectos.

El artículo de José Antonio Alonso y Carlos Garcimartín realiza un análisis em­
pírico que corrige dos importantes deficiencias existentes en aquella literatura que 
señalaba que la ayuda al desarrollo podía tener un efecto perverso sobre la calidad 
institucional de los países que la reciben, dando lugar a una especie de maldición de 
la ayuda. Estas dos deficiencias son, por una parte, que en ninguno de los trabajos 
existentes se había efectuado una investigación previa sobre los determinantes de la 
calidad institucional, lo que da lugar a un problema de variables omitidas, y por otra 
que no se había contemplado la posibilidad de que existan rendimientos decrecien­
tes en la ayuda. Con objeto de superar estas deficiencias, el artículo incorpora la va­
riable de ayuda internacional a una estimación donde están presentes los principales 
determinantes de la calidad institucional identificados en investigaciones previas: ni­
vel de renta per cápita, distribución del ingreso, nivel educativo de la población y la 
presencia de un sistema impositivo sólido. Al incorporar la ayuda a dicho modelo el 
parámetro correspondiente no resulta significativo, pero una vez que se controla 
por los determinantes de la calidad institucional, el artículo concluye que la ayuda 
incide de forma positiva sobre la calidad institucional, pero lo hace con rendimien­
tos decrecientes.

El artículo de Xosé Carlos Arias analiza cómo la Gran Recesión de la economía 
mundial afecta al pensamiento económico y específicamente a la nueva economía 
institucional. El autor expone cómo la crisis económica cuestiona varias construc­
ciones teóricas de la corriente principal en economía, como la noción de plena ra­
cionalidad, pero señala que esta situación de crisis científica no afecta de la misma 
forma a las distintas ramas del saber económico. En el caso del nuevo enfoque insti­
tucional, el nuevo escenario no implica un replanteamiento general de los conceptos 
básicos, y algunos de estos incluso salen reforzados, pero sí puede conllevar ciertos 
efectos en el análisis aplicado. Así, la crisis económica muestra que la virtud institu­
cional de los países occidentales no era aquella que se había supuesto, por lo que la 
ineficiencia institucional recupera peso también para los análisis de los países desa­
rrollados. Asimismo, el artículo señal que si se produce un proceso de desapalanca­
miento financiero general tras la crisis, la posibilidad de un crecimiento sostenido 
descansará todavía con más claridad sobre la existencia de estructuras instituciona­
les eficientes. El trabajo aborda también cuestiones institucionales referentes al mo­
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delo de la política económica, como el asunto de las reglas o la gobernanza de los 
bancos centrales.

El artículo de Francisco Cabrillo y Rocío Albert estudia la situación actual del 
análisis económico del derecho (AED), que constituye un programa de investiga­
ción muy relevante sobre las instituciones jurídicas y que ha establecido importantes 
puentes de diálogo con la NEI. Al analizar el buen estado del análisis económico del 
derecho en la actualidad, se señala que en la disciplina se ha producido una progre­
siva preeminencia estadounidense sobre los demás continentes, y específicamente 
sobre el europeo. Asimismo, el artículo revisa los principales enfoques del análisis 
económico del derecho: la economía institucional, el análisis económico del derecho 
conductista, los estudios empíricos de análisis económico del derecho, y la econo­
mía experimental, ofreciendo una análisis de la situación actual, así como de algu­
nos debates y posibilidades de futuro, del AED en aspectos como el derecho de fa­
milia o el derecho penal.

El artículo de Gonzalo Caballero y Xosé H. Vázquez ofrece un panorama sobre 
enfoques y métodos del análisis institucional contemporáneo, específicamente mos­
trando el pluralismo metodológico de la NEI. El nuevo institucionalismo incluye di­
versos enfoques de análisis institucional procedente de las distintas ciencias sociales: 
el institucionalismo normativo, el histórico, el empírico, el sociológico, el de repre­
sentación de intereses, el internacional, el de elección racional y la NEI. Esta última 
ha conseguido un desarrollo especialmente notable, pero lejos de pretender un úni­
co método de análisis, se ha caracterizado por el pluralismo metodológico, lo que le 
ha permitido utilizar los estudios de caso, el análisis comparativo, las aplicaciones 
econométricas y el análisis experimental. En el artículo se revisan las distintas apor­
taciones de cada modalidad que avalan el éxito empírico del nuevo enfoque econó­
mico institucional, destacando que a la hora de realizar análisis de caso, la propuesta 
metodológica de las «narrativas analíticas» supone un avance para el trabajo aplica­
do institucional, y que lo mismo ocurre con el análisis histórico e institucional com­
parativo al realizar aproximaciones comparadas.

El artículo de Manuel Varela y Dolores Garza estudia el caso de la reforma ins­
titucional de la política marítima en la UE. El incremento de las actividades relacio­
nadas con el medio marino en todo el mundo, y en Europa en particular, y el impul­
so de la Comisión Europea para redefinir su estrategia marítima con un enfoque 
más integral convierte al estudio del marco institucional marítimo europeo en una 
cuestión relevante en la UE. El artículo revisa las principales características de las ac­
tividades marítimas de la UE como la pesca, la acuicultura, el transporte marítimo, 
el turismo y la explotación energética de fuentes marinas para estudiar cómo proce­
der a un diseño institucional que tenga en cuenta las características de esas diferen­
tes actividades. El artículo caracteriza la complejidad y diversidad institucional que 
atañe al espacio y los recursos marinos, para posteriormente proceder a un análisis 
comparado de las operaciones marítimas en aspectos como frecuencia, homogenei­
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dad, grado de concentración, calidad y costes de la información, calidad y coste de 
las operaciones de control, y costes privados y públicos. De este modo, se formula 
un análisis de caso sobre la reforma institucional de la política marítima europea

La nota de Ana Esther Castro y José Francisco Teixeira retoma la noción de la 
mano encubridora» de Hirschman. Este autor analizó las decisiones de riesgo con 
un enfoque multidisciplinar y propuso una explicación acerca del proceso a través 
del cual decisores «no expertos» construyen «esquemas mentales» que guían sus de­
cisiones y que, en ocasiones, les impiden percibir el riesgo asociado a tales decisiones 
económicas. La explicación provee una guía para indagar en las causas que generan 
la doble subestimación que pone en marcha el mecanismo de la mano encubridora, 
y establece el mecanismo del aprendizaje como la principal consecuencia de todo el 
proceso (aprendizaje por riesgo no percibido). En opinión de los autores, esta es se­
guramente la aportación más relevante que esta mirada retrospectiva a la teoría de la 
«mano encubridora» puede hacer a la moderna teoría del riesgo.

Por último, en el apartado de otras colaboraciones, Carmen Galve e Idana Sala-
zar nos ofrecen el artículo «Análisis de la organización interna de la industria. Una 
aplicación a la industria vitivinícola en la denominación de Origen Calificada Rioja». 
La aplicación de la teoría de costes de transacción al estudio de las organizaciones les 
permite explicar por qué los límites verticales de las empresas no están basados úni­
camente en criterios puramente productivos, sino en la minimización de los costes 
totales, es decir, los costes de transacción y producción. Se demuestra entonces que 
los agentes actúan de forma especializada en las diferentes fases del ciclo productivo y 
que efectúan transacciones entre ellos o se asocian en forma de cooperativas. El grado 
de integración de las empresas pertenecientes a la misma industria, las transacciones 
efectuadas y la forma de gobierno elegida para realizar esas transacciones, nos ofrece 
información sobre la estructura vertical de esa industria.
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Economía de las instituciones: de Coase 
y North a Williamson y Ostrom

La Economía de las instituciones constituye un campo de referencia en la ciencia económica 
de principios del siglo xxi. La Nueva Economía Institucional impulsó el retorno de las insti-
tuciones a la agenda de investigación principal de los economistas. Para ello, Ronald Coase 
aportó la noción de los costes de transacción, Douglass North concibió a las instituciones 
como reglas de juego, Oliver Williamson conceptualizó la gobernanza de la empresa y 
Elinor Ostrom la gobernanza de los bienes comunes. La concesión del Nobel de Economía a 
Coase (1991), North (1993), Williamson (2009) y Ostrom (2009) evidencia el reconocimien-
to de los avances del análisis institucional moderno. Este artículo realiza una aproximación 
a las instituciones, la gobernanza y el cambio institucional mediante el análisis de las princi-
pales aportaciones de los cuatro autores de referencia y la discusión de los argumentos fun-
damentales de Nueva Economía institucional.

Erakunde ekonomia erreferentziako eremua da xxi. mendearen hasierako zientzia ekonomikoan. 
Erakunde Ekonomia Berriak erakundeak ekonomialarien ikerketa-agenda nagusira itzultzea bul
tzatu zuen. Horretarako, Ronald Coasek transakzio-kostuen nozioa ekarri zuen, Douglass Nor-
thek joko-arautzat hartu zituen erakundeak, Oliver Williamsonek enpresaren gobernantza azaldu 
zuen, eta Elinor Ostromek ondasun erkideen gobernantza. Ekonomiako Nobel saria Coase (1991), 
North (1993), Williamson (2009) eta Ostromek (2009) jaso izanak argi uzten du erakunde-
azterketa modernoaren aurrerapenak aintzatesten direla. Artikulu honek erakundeak, gobernan
tza eta erakunde-aldaketa azaltzen ditu, aipatutako lau egileen ekarpen nagusiak aztertuz eta 
Erakunde Ekonomiaren funtsezko argudioak eztabaidatuz.

Economics of Institutions constitutes a main field in economics of xxi Century. The New 
Institutional Economics propelled the «return of institutions» into the research agenda of the 
mainstream in economics. Ronald Coase provided the notion of transaction costs, Douglass 
North understood institutions as the rules of the game, Oliver Williamson conceptualized 
the governance of the firm and Elinor Ostrom studied the governance of the commons. The 
Nobel prizes awarded to Coase in 1991, North in 1993, Williamson in 2009 and Ostrom in 
2009 show the advances of the modern institutional analysis. This paper implies an approach 
to institutions, governance and institutional change from the analyses of the main 
contributions of the four principal authors and the debate over the central arguments of the 
institutional economic literature.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Durante la mayor parte del siglo xx, la corriente principal de la ciencia econó­
mica se fundamentó en los principios de la economía neoclásica precoaseana, y las 
instituciones no constituían una agenda de investigación relevante para los econo­
mistas ortodoxos. Sin embargo, a finales del siglo, esa situación empieza a cambiar 

*  Facultad de Economía. Campus As Lagoas, Marcosende. 36310 Vigo. Universidad de Vigo. España. 
Este trabajo es deudor de mis estancias en la Washington University en St. Louis, en la Universidad de 
California en Santa Bárbara y en la Universidad de California en Berkeley, así como de las enseñanzas y 
conversaciones con Lee Alston, Lee Benham, Gary Libecap, Douglass North, John Nye, Elinor Ostrom y 
Oliver Williamson, especialmente en el Ronald Coase Institute, la European School for New Institutional 
Economics, el Center for New Institutional Social Sciences y las conferencias de ISNIE. Junto al respaldo de 
la Dirección Xeral de I+D+i de la Xunta de Galicia, esta línea de trabajo tuvo el apoyo de los proyectos 
HUM2007-62276 y ECO2009-10324 del Ministerio de Ciencia.
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sustancialmente y la Economía de las instituciones se convierte en un campo de 
referencia consolidado y reconocido dentro de la ciencia económica. Este proceso 
sólo puede entenderse por las contribuciones realizadas por la Nueva Economía 
Institucional (NEI), que a partir de los fundamentos neoclásicos justificó la im­
portancia de las instituciones para la economía. Dicho de otra manera, hubo que 
esperar hasta las últimas décadas del siglo xx para que la capacidad analítica de la 
NEI, en su esfuerzo de investigación sobre las instituciones, alcanzase el reconoci­
miento académico necesario para que la corriente principal en economía asumiese 
que «las instituciones tienen importancia y son susceptibles de ser analizadas» 
(Williamson, 2000).

La NEI estudia las instituciones y cómo las instituciones interactúan con las fór­
mulas organizativas, y cómo esa matriz institucional-organizativa afecta a la econo­
mía y a la sociedad. Cuando hablamos de instituciones hacemos referencia a las re­
glas, normas y restricciones —escritas y no escritas— que existen en la sociedad, y 
que incluyen: a) los códigos de conducta, normas de comportamiento y creencias; 
b) las constituciones, leyes y reglas que gobiernan la política y la sociedad; c) los 
acuerdos y reglas escritas que rigen las relaciones contractuales. Cuando hablamos 
de fórmulas organizativas hacemos referencia a diferentes modos de gobernanza que 
los agentes ponen en marcha para poder realizar transacciones y potenciar la activi­
dad productiva basada en el intercambio. Estas fórmulas organizativas incluyen 
mercados, empresas y relaciones contractuales, así como los comportamientos sub­
yacentes a esos acuerdos (Ménard y Shirley, 2005).

La concesión del premio Nobel de Economía a Ronald Coase en 1991 y a 
Douglass North en 1993 permitió que se reconociese la relevancia argumental y la 
capacidad analítica de la NEI, mientras la reciente concesión del Nobel en 2009 a 
Oliver Williamson y Elinor Ostrom evidenció la consolidación y pujanza del enfo­
que. El propio Paul Krugman, señalaba en su blog que el Nobel concedido a los pro­
fesores Williamson y Ostrom «se trata de una distinción a la economía institucional, 
o más específicamente a la NEI»1.

Ronald Coase y Douglass North fueron los dos grandes impulsores de la NEI, 
respectivamente, por la noción de costes de transacción y por la de instituciones 
(Caballero, 2001, 2002). Coase (1937, 1960) sostuvo que realizar transacciones eco­
nómicas implica costes, y que cuando los costes de transacción son superiores a las 
ganancias derivadas del intercambio, este intercambio dejará de realizarse en el mer­
cado. Douglass North (1990a) fue quién definió las instituciones como las reglas 
formales, normas informales y mecanismos de cumplimiento, y explicó cómo esas 
«reglas de juego» determinan el volumen de los costes de transacción existentes, y 
por tanto el nivel de eficiencia alcanzable en la economía. Desde la concesión del 
Nobel a Coase y North en los años noventa, el análisis institucional ha logrado avan­

1  http://krugman.blogs.nytimes.com, 12 de Octubre, 2009.
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ces teóricos y aplicados de forma creciente (Furubotn y Richter, 1998; Acemoglu, 

Johnson y Robinson, 2000; Williamson, 2000; Aoki, 2001; Ménard y Shirley, 2005; 

Ostrom; 2005; Greif, 2006; Brousseau y Glachant, 2008).

Instituciones y gobernanza son cuestiones interrelacionadas. Dixit (2009) define 

la gobernanza económica como «la estructura y el funcionamiento de las institucio­

nes legales y sociales que sustentan la actividad económica y las transacciones eco­

nómicas por medio de la protección de derechos de propiedad, el cumplimiento de 

contratos y la realización de la acción colectiva para proveer infraestructura organi­

zativa y física»2. En este sentido, se señala que una buena gobernanza económica re­

quiere derechos de propiedad seguros, cumplimiento de contratos y la solución a la 

acción colectiva evitando el problema del free-riding. Lo cierto es que en las tres últi­

mas décadas la palabra gobernanza ha pasado de la práctica inexistencia a ser consi­

derada un asunto central en economía3.

Ahora, cuando la importancia de las instituciones y la gobernanza constituye un 

punto de consenso no sólo en la ciencia económica, sino también en los organismos 

públicos y en la agenda de los policy-makers, el Nobel de 2009 a Williamson y Os­

trom distingue específicamente el programa de investigación institucional sobre la 

gobernanza, cuestión clave para la gestión y la organización política y económica. 

En particular, a Williamson se le reconoce por su «análisis de la gobernanza econó­

mica, especialmente sobre los límites de la empresa», que configuró una línea de in­

vestigación (Wiliamson 1975, 1985) que dio continuidad a la perspectiva microana­

lítica de Coase (1937) sobre la naturaleza de la empresa. A Elinor Ostrom se le ha 

concedido el Nobel «por su análisis de la gobernanza, especialmente sobre los bienes 

comunes», que configuró una línea de investigación (Ostrom, 1990) que abre las 

puertas a estudiar cómo gobernar la «tragedia de los bienes comunes». 

La NEI ha generado una comunidad académica que ha encontrado su punto de 

encuentro en la International Society for New Institutional Economics (ISNIE), que 

fundada en 1996 tuvo como primeros presidentes a Coase, North y Williamson4. Le­

jos de pretender constituir una escuela de pensamiento, la NEI ha asumido que las 

instituciones, la gobernanza y las organizaciones deben ser analizadas para entender 

el funcionamiento de una economía real, y la ISNIE ha favorecido el avance y la ex­

tensión de la NEI.

2  A lo largo de los últimos veinte años, el término «gobernanza» ha sido utilizado con al menos seis 
acepciones: Estado mínimo, gobernanza corporativa, nueva gestión pública, buena gobernanza, sistema 
socio-cibernético y redes auto-organizativas (Rhodes, 1996).
3  En este sentido, Dixit (2009) apunta el uso creciente del término governance en inglés, y lo cierto es que 
en castellano el uso de la palabra «gobernanza» no comenzó a extenderse hasta principios del siglo xxi.
4  También Ostrom ha participado en conferencias de ISNIE y ha mantenido contacto continuo con 
Douglass North y su Center for New Institutional Social Sciences.
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Como señala Arrow (1987, p. 734), la NEI «no pretende responder a las cuestio­
nes tradicionales de la economía (asignación de recursos y grado de utilización), 
sino responder a nuevos interrogantes: por qué las instituciones económicas emer­
gieron de una forma y no de otra». Realmente, los avances de la NEI permitieron ex­
tender el conocimiento en diversas áreas que estudian multitud de fenómenos polí­
ticos, sociales y económicos. Este ha sido el caso, entre otros, de programas como la 
organización empresarial (Williamson, 1985; Ménard, 2005), el crecimiento y el de­
sarrollo económico (Rodrik et al., 2004; Shirley, 2005), la historia económica 
(North, 1989; Greif, 2006), el análisis económico del Derecho (Garoupa y Stephen, 
2004; Hadfield, 2005), el análisis de los procesos legislativos (Weingast y Marshall, 
1988; Caballero, 2007), el federalismo (Weingast, 1995; Caballero, 2005), el capital 
social (Knack y Keefer, 1997; Caballero y Kingston, 2005a), la economía de los re­
cursos naturales (Libecap, 2007; Ostrom; 2008; Caballero, et al. 2009), las políticas 
de regulación (Joskow, 2002; Spiller and Tommasi 2005) o la economía política 
(Schofield y Caballero, 2011).

Estudios de caso en derecho, ciencia política, economía, sociología y antropolo­
gía han ayudado a mejorar nuestro conocimiento sobre las instituciones de la gober­
nanza y este programa de investigación puede facilitar el reencuentro de las ciencias 
sociales después de su separación hace un siglo (Dixit, 2009). La NEI ha asumido un 
claro perfil interdisciplinar en las ciencias sociales, al entender que la realidad social 
y económica no puede ser compartimentalizada. Economistas, politólogos, historia­
dores económicos y sociólogos, entre otros, están llamados a un esfuerzo común 
para comprender el papel de las instituciones. Cabe destacar en este punto, a modo 
de ejemplo, que Ostrom no desarrolló su trabajo en un departamento de Economía, 
sino que lo hace en el de Ciencia Política, habiendo sido presidenta de la Asociación 
Americana de Ciencia Política. De hecho, el propio North ha defendido la impor­
tancia de la interrelación entre la ciencia política y la económica, y a la vez que avan­
zaba la NEI se han ido desarrollando los respectivos enfoques institucionales en la 
ciencia política (Hall y Taylor, 1996; Peters, 2001) y la sociología (Brinton y Nee, 
1998). El «retorno de las instituciones» ha renovado los fundamentos teóricos en las 
ciencias sociales. Asimismo, la NEI ha permitido impulsar la Economía Política mo­
derna mediante el trabajo inter-disciplinar de economistas y politólogos.

Este artículo ofrece una visión panorámica de la NEI mediante una exposición 
actualizada, no exhaustiva, de las principales aportaciones de los cuatro autores de 
referencia —Coase, North, Williamson y Ostrom— y analiza algunas claves recien­
tes del programa de investigación de la NEI, permitiendo una aproximación riguro­
sa a los argumentos fundamentales sobre instituciones, gobernanza y cambio insti­
tucional. Este panorama explica la importancia del reciente premio Nobel a 
Williamson y Ostrom tras su concesión a Coase y Williamson en los años noventa, y 
permite acercarse a algunas de las principales contribuciones de la NEI, incluidas 
aquellas relativas al cambio institucional.
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2.	 RONALD COASE: LOS COSTES DE TRANSACCIÓN EN LA EMPRESA
Y EN LA SOCIEDAD

La teoría económica neoclásica se centraba en estudiar cómo el sistema de pre­
cios asignaba el uso de recursos pero no analizaba el funcionamiento interno de la 
empresa: la empresa se considerada como una «figura misteriosa» —según expre­
sión de Hann (1981)— que se limitaba a convertir inputs en outputs, porque en la 
corriente económica principal se suponían costes de transacción nulos. La teoría 
neoclásica reducía la empresa a un conjunto de relaciones de intercambio idénticas 
a las de mercado, pero Coase (1937) señaló que lo que verdaderamente distingue a 
la empresa es que reemplaza el sistema de precios porque éste supone costes, por lo 
que puede que las organizaciones jerárquicas afronten ciertas transacciones con me­
nores costes.

Tal como muestra Coase (1937) en La naturaleza de la empresa, en ausencia de 
costes de transacción, no existe fundamento económico para la existencia de la 
empresa como estructura organizativa. Si el mecanismo de precios fuese gratuito, 
no sería rentable crear áreas de planificación dentro de organizaciones. Pero cuan­
do Coase (1937) trabaja con costes de transacción positivos, expone que las em­
presas surgen para organizar lo que de otra manera serían transacciones mercanti­
les de mercado, en aquellos casos en los que los costes de realizar estas 
transacciones a través de organizaciones sean menores que los de realizarlas a tra­
vés del mercado.

En El problema del coste social, Coase (1960) extiende el análisis transaccional al 
problema de las externalidades. En un mundo con costes de transacción nulos, las 
partes realizarían todas aquellas transacciones que implicasen ganancias sociales de 
eficiencia (Coase, 1960). En este escenario, se llevarían a cabo todas aquellas transfe­
rencias de derechos que permitiesen situar esos derechos en manos de aquellos que 
más los valorasen, de forma que los ganadores por la asignación de derechos com­
pensarían a aquellos agentes que se los cediesen. Estaríamos en un mundo en el cual 
se alcanzaría la solución socialmente óptima, de forma que al final los derechos aca­
barían recayendo en los sujetos que más los valoran.

Pero frente a ese mundo hipotético en el que negociar no es costoso, en la reali­
dad económica los mercados perfectos con costes de transacción nulos no existen. 
Los mercados económicos se caracterizan por la presencia de costes de transacción 
positivos, y cuando estos costes superan a los beneficios esperados de la transacción, 
ésta dejará de llevarse a cabo (Coase, 1960). La reacomodación de derechos sólo se 
acometerá cuando el aumento en el valor de la producción fruto de esa transacción 
sea mayor que los costes necesarios para alcanzarla. Por el contrario, cuando sea 
menor se interrumpirá una actividad que sí se efectuaría si las transacciones de mer­
cado tuviesen costes menores (Coase, 1960). De este modo, cuanto mayores sean los 
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costes de transacción, más se encarece la contratación y, por tanto, más se dificulta 
la cooperación vía intercambio5.

Un argumento central en la distinción entre la teoría económica neoclásica pre­
coaseana y la NEI se fundamenta en el «teorema de Coase» (Coase, 1960). Realmen­
te Coase no enunció directamente el teorema que se le atribuye, sino que fue George 
Stigler (1966) quien, analizando los argumentos defendidos por Coase (1960), lo ar­
gumentó: «bajo competencia perfecta los costes sociales y privados serán iguales» 
(aunque Coase (1960) solamente hacía referencia explícita a maximizar el valor de la 
producción).

La idea que subyace es que individuos racionales, en un marco en el cual las 
transacciones no tienen costes, realizarán todas aquellas que permitan mejoras pare­
tianas de eficiencia (con las correspondientes compensaciones pagadas por los gana­
dores a los perdedores). Si no existen fricciones transaccionales e interactuar no tie­
ne costes, los agentes no incurrirán en costes al intercambiar los derechos, por lo 
que el resultado asignativo no se verá afectado por la distribución inicial de derechos 
de propiedad. El equilibrio será aquel en el que se maximice la renta agregada. La 
teoría neoclásica precoaseana trabaja con ese modelo de mercado perfectamente 
competitivo en el que la información es completa y no existen costes de transacción. 
En ese mundo neoclásico sin costes de transacción, las sociedades lograrían producir 
los mejores resultados económicos posibles, prevaleciendo la solución competitiva 
eficiente.

Coase (1960) plantea que la corriente principal de la ciencia económica se había 
olvidado de que los costes de transacción existen. Consciente de que los mercados 
perfectos con costes de transacción nulos no existen, defiende que en el mundo real 
los costes de transacción aparecen derivados de problemas como los de información 
asimétrica o los de acción colectiva (free rider). Como argumenta posteriormente el 
propio Coase (1999), el mundo de costes de transacción nulos es el mundo de la 
moderna teoría económica, no el «mundo coaseano». Así, desde la perspectiva de la 
NEI, la economía neoclásica se refiere a un mundo sin fricciones, sin instituciones y 
donde todo el intercambio tiene lugar en mercados perfectamente competitivos.

Las contribuciones de Coase incluyen trabajos desde el año 1935 hasta el cambio 
de siglo. En esta larga trayectoria, realiza estudios sobre la relación entre el sistema 
de precios y la «controversia sobre el coste marginal» (Coase, 1940), sobre el sistema 
de regulación que la Comisión Federal de Comunicaciones establece para las fre­

5  Coase (1960), en relación a las acciones de empresas, argumenta que tienen efectos perjudiciales para 
terceros, y plantea la naturaleza recíproca del problema (permitir que A perjudique a B o permitir que B 
perjudique a A). El artículo estudia el sistema de precios tanto cuando existe responsabilidad por daños 
como cuando no existe, y desarrolla una serie de casos de litigios jurídicos que evidencian la naturaleza 
del problema económico subyacente. Coase expone los efectos que tiene considerar los costes de tran­
sacción positivos y rechaza la perspectiva pigouviana.
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cuencias de radio en Estados Unidos (Coase, 1959) o sobre el papel de Pigou como 
sucesor de Marshall en Cambridge (Coase, 1972), entre otras. No obstante, sus artí­
culos en Coase (1937) y Coase (1960) son fundamentales para entender su legado 
sobre la «estructura institucional de producción» (Coase, 1992), que aborda en la 
recepción del premio Nobel.

Si Coase realizó la aportación pionera sobre la noción de costes de transacción, 
contribuciones posteriores como Wallis y North (1986), Allen (1991), Eggertsson 
(1990), North y Wallis (1994) o Benham y Benham (2000) desarrollaron esta no­
ción. Desde esta perspectiva transaccional, en toda sociedad tiene que haber meca­
nismos que restrinjan el acceso libre al capital humano y no humano, y a los recur­
sos naturales. Estos mecanismos implican una determinada distribución de 
derechos de propiedad, entendidos como las capacidades que tienen los individuos 
para ejercitar la elección sobre los bienes. En busca de la satisfacción de necesidades 
humanas en un mundo de recursos escasos, los individuos realizan transacciones, 
esto es, llevan a cabo transferencias de derechos de propiedad, y para ello incurren 
en unos costes de transacción.

En toda transacción hay dos etapas (North, 1981). En la primera se incurre en 
los costes de definir y controlar la exclusividad en ausencia de intercambio, mientras 
en la segunda se incurre en los costes asociados a la negociación y al cumplimiento 
de los contratos del intercambio y traspaso de los derechos. Dado que hemos defini­
do las transacciones como intercambios de derechos, es necesario establecer estos 
derechos para que se produzcan transacciones en busca del interés de las partes. Se­
gún North, en un escenario con ausencia de derechos de propiedad no hay ganan­
cias derivadas del comercio, mientras que en uno con derechos de propiedad com­
pletos esas ganancias se maximizan. Entre estos extremos existe un sin número de 
escenarios, de tal forma que en aquellos en los que los derechos de propiedad están 
mejor definidos se incrementan las ganancias del intercambio. De este modo, pode­
mos definir los costes de transacción como los recursos usados para establecer, 
mantener e intercambiar los derechos de propiedad, es decir, como la suma de cos­
tes requeridos para llevar a cabo la «función de transacción» (North y Wallis, 1994).

La realización de transacciones puede entenderse como un problema de contra­
tación, de forma que los costes de transacción son aquellos que se derivan de la sus­
cripción ex-ante de un contrato, y de su control y cumplimiento ex-post. El objeto 
de contratación no debe considerarse un bien simple, sino un vector de atributos 
variables y alterables, de forma que el valor de los bienes no depende solamente de 
atributos físicos, sino también de los atributos de derechos de propiedad de los bie­
nes. Las partes estarán interesadas en contratar —de forma implícita o explícita— 
todas aquellas transacciones en las que los costes de transacción no superen las ga­
nancias de eficiencia. Y es que la presencia de costes positivos de transacción en los 
mercados implicará que dejen de llevarse a cabo intercambios eficientes de derechos 
(Caballero, 2001, 2002).



GONZALO CABALLERO MIGUEZ

22

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

Finalmente cabe destacar la importancia de la obra de Coase (1960) para el 
mundo del derecho norteamericano, y específicamente en el Law & Economics. Ar­
gumentalmente, en cuanto nos movemos hacia el mundo de costes de transacción 
positivos, el sistema legal se convierte en un factor crucial (Coase, 1992), por eso 
Coase potenció la interconexión entre Derecho y Economía, especialmente desde 
su cátedra en la Universidad de Chicago que compatibilizó con su función de edi­
tor del Journal of Law and Economics. La concesión del premio Nobel a Coase en 
1991 por su descubrimiento y clarificación de la importancia de los costes de tran­
sacción y los derechos de propiedad para la estructura institucional y el funciona­
miento de la economía resultó un avance clave para la consolidación y extensión 
de la NEI.

3.	 DOUGLASS NORTH: INSTITUCIONES, CAMBIO INSTITUCIONAL
Y CREENCIAS

El nivel de los costes de transacción va a depender de los rasgos característicos de 
cada transacción concreta, pero también de las características del entorno institucional 
en que esa transacción se lleve a cabo. En este sentido, en cada sociedad habrá unas 
«reglas de juego» (North 1990a) que determinen el coste de realizar las transacciones. 
Esas reglas que facilitarán o dificultarán las transacciones, no son relevantes cuando 
suponemos costes de transacción nulos, pero adquieren la mayor importancia en una 
realidad económica donde negociar es costoso. Esas reglas de juego, entendidas como 
las limitaciones ideadas o asimiladas por el hombre para dar forma a la interacción 
humana, son las instituciones6 (North, 1990a). La visión northiana es propia de un en­
foque de instituciones como reglas: las instituciones son las reglas formales e informa­
les7 que moldean el comportamiento de los individuos y de las organizaciones, así 
como los mecanismos de cumplimiento de esas reglas (North, 1990a). Sin embargo, 
para comprender esta perspectiva institucional a la que Douglass North llega avanzada 
la década de los ochenta, conviene repasar la evolución de su pensamiento económico 
a lo largo del tiempo.

En este sentido, la obra de Douglass North ha experimentado diversas fases y 
etapas en relación a sus principios teóricos y metodológicos. Mientras North 
(1961) analizaba el crecimiento económico de Estados Unidos desde una perspec­
tiva neoclásica en una obra que se convertiría en pieza fundacional de la cliome­

6  Las instituciones definen y limitan el conjunto de elecciones de los individuos, estableciendo las reglas 
según las que se desarrolla el juego. Para extraer mejor las oportunidades de este juego será posible que 
varios jugadores se agrupen y formen una organización, entidad compuesta por individuos que actúan 
colectivamente en busca de un conjunto de objetivos.
7  Las instituciones formales son explícitas (constituciones, leyes, contratos,..) frente a las informales 
(códigos de conducta, valores sociales, cultura cívica, cuestiones éticas o religiosas,...).



ECONOMÍA DE LAS INSTITUCIONES: DE COASE Y NORTH A WILLIAMSON Y OSTROM

23

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

tría8 y de la nueva historia económica, en Davis y North (1971) el cambio institu­
cional aparece ya como factor determinante del crecimiento. Pero en esta etapa 
northiana, todavía se asumía un efficiency view —característico de la economía 
neoclásica— que dominaba la tendencia del cambio institucional hacia la eficien­
cia (su estudio sobre el caso norteamericano muestra cómo en un período históri­
camente breve se crean instituciones eficientes). Es en North y Thomas (1973) 
cuando se empieza a romper esa perspectiva eficientista en una dirección que pos­
tula a las instituciones ineficientes como causa del fracaso económico. Esta nueva 
argumentación se desarrolla en North (1981); en esta etapa, North incorpora la 
relevancia de los costes de transacción en una economía, planteando que una teo­
ría de las instituciones debe cimentarse sobre una teoría de los derechos de pro­
piedad, sobre una teoría de la percepción-ideología y sobre una teoría del Estado.

La teoría del Estado de North (1981) propone al soberano como un maximiza­
dor de riquezas, y se plantean dos modelos de Estado alternativos: el Estado depre­
dador (que se enriquece aún cuando implique el fracaso económico del país) y el Es­
tado contractual (que nace de un contracto aglutinador de los distintos sectores 
sociales, constituyéndose como un marco institucional que respeta los derechos de 
propiedad y es propicio para el crecimiento económico). En North y Weingast 
(1989) se analiza la transición de las instituciones públicas británicas durante el siglo 
xvii desde una situación de Estado depredador a una de Estado contractual. Poste­
riormente, North (2000) ha enriquecido su teoría del Estado los sistemas de creen­
cias y las percepciones de súbditos y ciudadanos.

En la década de los ochenta, las instituciones políticas protagonizaron buena 
parte de la agenda de investigación de North, al ser fundamentales para establecer el 
orden social y atajar el volumen de los costes de transacción. Los costes de transac­
ción son fundamentales para entender el funcionamiento de la economía, por lo que 
resulta necesaria su integración en el entorno de la historia económica, tal como se­
ñala explícitamente North (1985). En este contexto, es preciso remarcar que en una 
economía de estructura compleja, con altos grados de especialización y división del 
trabajo, para mitigar los costes de transacción resulta imprescindible una adecuada 
solución institucional, que implica que el Estado y la política se constituyen en va­
riables claves del éxito económico (North, 1989). En ciertos escenarios históricos ha 
habido soluciones institucionales que han hecho frente a los costes de transacción 
mediante mecanismos privados, sin recurrir al Estado (Milgrom, North y Weingast, 
1990). Pero estas soluciones, imperfectas y complejas, resultan inviables a mayores 
niveles de desarrollo económico y social. Este interés hacia lo político conduce al 
propio North (1990b) a formular una teoría política de costes de transacción, pro­

8  Método de análisis que utiliza de manera sistemática la teoría económica, la estadística y la econome­
tría para el estudio de la historia económica. Su nombre deriva de Clío, musa griega de la Historia, y me-
tría, medición.
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duciéndose con ella una reorientación de la economía política moderna (Caballero y 
Arias, 2003).

La principal aportación northiana a la Nueva Economía Institucional (NEI) viene 
dada por North (1990a). En ella se modifican los supuestos que sobre la conducta de 
los individuos asumía la economía neoclásica, se destaca el peso de las instituciones in­
formales y se estudian los procesos de cambio institucional9. North (1990a) afirma 
que el enfoque racional es deficiente por dos cuestiones: 1) la motivación del indivi­
duo no sólo ni siempre es maximizar la riqueza: el altruismo y las limitaciones au­
toimpuestas pueden motivar las conductas de los individuos; y 2) los individuos pro­
cesan subjetivamente y con información incompleta el mundo que les rodea: hay que 
distinguir realidad y percepción. La NEI defiende que los individuos actúan con infor­
mación incompleta y modelos subjetivamente deducidos, y asumen el modelo de ra­
cionalidad limitada, concibiendo al individuo como intencionalmente racional pero 
sólo de forma limitada, conforme a las tesis de Herbert Simon (Caballero, 2002).

En el análisis de la dinámica institucional, North (1990a) desarrolla la noción de 
dependencia de la senda, según la cual la vía del cambio institucional se caracteriza 
por la presencia de rendimientos crecientes y la existencia de mercados imperfectos, 
con altos costes de transacción. Debido a los rendimientos crecientes en el marco 
institucional, los procesos de cambio a lo largo de la senda son mayoritariamente in­
crementales, aunque a lo largo de la historia también han sido relevantes los cam­
bios institucionales discontinuos, por ejemplo por conquista o por revolución (Nor­
th, 1990a, 1990b). En esta línea, se llega en North y Wallis (1994) al estudio de la 
interrelación entre cambio institucional y cambio técnico en la historia económica.

En la obra northiana el cambio institucional se convierte en una cuestión clave 
en los años noventa. North (1995) expone algunas claves para entender el cambio 
institucional; a) La interacción continua entre instituciones y organizaciones en el 
contexto económico de escasez, y por tanto de competencia, es la clave del cambio 
institucional; b) La competencia fuerza a las organizaciones a invertir continuamen­
te en habilidades y conocimiento para sobrevivir; c) El marco institucional provee 
los incentivos que establecen las clases de habilidades y conocimientos que son per­
cibidas como de máximo beneficio para los individuos; d) Las percepciones derivan 
de los modelos mentales de los jugadores; e) Las economías de escala, las comple­
mentariedades y las externalidades de red de la matriz institucional hacen el cambio 
institucional mayoritariamente incremental y dependiente de la senda.

A lo largo de los años noventa, tal como se desprendía de su discurso de recep­
ción del premio Nobel (North, 1994), la obra northiana ha recalado con insistencia 
en posturas nítidamente institucionalistas, distantes de las preocupaciones habituales 

9  Estos desarrollos, junto a otros tratados en el libro, convierten ya a esta obra en un clásico de la eco­
nomía institucional, con carácter de texto seminal para la NEI.
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de la economía neoclásica, insistiendo en cuestiones como los modelos mentales y 
cognitivos de los agentes, la eficiencia adaptativa o los procesos de aprendizaje (Den­
zau y North, 1994; Mantzavinos, North y Shariq, 2001). Esta evolución conducirá 
hasta la reciente aproximación de North (2005) a los procesos de cambio económico, 
que constituye una extensión de la NEI que será analizada en el apartado 7.4.

Recientemente, North, Wallis y Weingast (2009) avanzan una propuesta con­
ceptual para entender la violencia y el orden social en la historia humana. Para ello, 
caracterizan a la «sociedad en estado natural» (control del poder y el acceso a rentas 
por élites sociales, uso de la violencia para mantener privilegios) y a la «sociedad de 
entrada abierta» (normas impersonales, mercados, competencia), y estudian las 
condiciones que permiten pasar de un tipo de sociedad a otro como camino hacia la 
prosperidad y el desarrollo. En particular, estudian la revolución agrícola que hace 
unos 10.000 años dio lugar a «sociedades de acceso limitado», así como la revolu­
ción industrial, tecnológica y social que dio lugar a sociedades de acceso abierto en­
tre los siglos xvii y xix. Sin duda, una aportación de referencia en la economía polí­
tica del siglo xxi.

4.	 OLIVER WILLIAMSON: JERARQUÍAS, MERCADOS Y GOBERNANZA
DE LAS ORGANIZACIONES

La pregunta que se planteó Oliver Williamson en su programa de investigación 
fue la formulada por Coase (1937) cuando se planteaba qué factores de eficiencia 
determinan cuando una empresa produce un bien o servicio por sí misma, mejor 
que de forma externalizada. En los años setenta y ochenta del siglo pasado, William­
son (1971, 1975, 1985) creó un marco teórico-conceptual sobre la gobernanza, y 
desde entonces sus aportaciones se enmarcan dentro de ese marco. Con los prece­
dentes de Coase (1937, 1960) y Arrow (1969) y analizando un escenario con costes 
de transacción positivos, Williamson (1971, 1975, 1985) desarrolla un marco teórico 
para entender a la empresa como estructura de gobernanza en vez de como función 
de producción (Williamson, 2002). En este sentido, Williamson siempre ha recono­
cido el legado de John Commons (1932) por destacar la importancia de la transac­
ción como unidad de análisis, así como de Buchanan (1975) cuando destacaba la 
importancia de desarrollar el enfoque contractual frente al de la elección a la hora de 
estudiar la organización económica.

El programa de investigación de Williamson se ha centrado en la complejidad 
de los contratos y en la organización económica desde una perspectiva microanalíti­
ca heredera de la tradición coaseana. De este modo, ha desarrollado la Economía de 
los costes de transacción, a la que también se ha denominado Economía de la gober­
nanza o Economía de la organización, que configura una parte fundamental dentro 
de la NEI. La transacción es considerada la unidad básica del análisis y la gobernan­
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za es el medio para infundir orden, mitigar conflicto y realizar ganancias mutuas en 
las transacciones10 (Williamson, 2010). De este modo, se estudia si, dado un marco 
institucional, las unidades económicas deciden cooperar o competir en función de 
los costes de transacción. El objetivo de este análisis es estudiar los mecanismos de 
gobernanza, comparando las posibilidades de contratación en el mercado y en las 
organizaciones. De este modo se desarrolla teóricamente la cuestión de la organiza­
ción interna de la empresa, aspecto que poco interesaba a una economía neoclásica 
precoaseana centrada en la asignación de recursos.

El enfoque transaccional y microanalítico de Williamson sobre la organización y 
la gobernanza económica constituye su gran contribución a la NEI (Williamson, 
1971, 1975, 1979, 1981, 1985, 1986, 1996), y el núcleo del enfoque se ha sostenido 
sobre los mismos fundamentos hasta las aportaciones más recientes del autor (Wi­
lliamson, 2002a, 2002b, 2005a, 2005b, 2010). Pero previamente a desarrollar algu­
nos de los principales argumentos de estas aportaciones, el discurso de Williamson 
(2000) como Presidente de la International Society for New Institutional Economics 
presenta un enfoque general sobre distintos niveles de análisis social que permite 
enmarcar el análisis institucional. En particular, Williamson (2000) distingue cuatro 
niveles de análisis social e intenta precisar así el papel de los distintos tipos de insti­
tuciones en función del nivel en el que se sitúan, consciente de que cada nivel impo­
ne restricciones sobre los inferiores pero que también hay retroalimentación de aba­
jo a arriba.

1.	 El primer nivel de análisis social de Williamson (2000) hace referencia a ele­
mentos institucionales asumidos intrínsecamente por la sociedad, incluyen­
do normas, tradiciones y religión. En este nivel se sitúan los debates sobre 
teoría social, y el origen de estas instituciones informales —que cambian 
muy lentamente— hay que buscarlo en los procesos de evolución, y a menu­
do es más bien espontáneo que fruto del cálculo o de la elección.

2.	 El segundo nivel se centra en las reglas institucionales que son fruto de un 
«primer orden de actividad economizadora», es decir, las reglas formales del 
juego que los individuos configuran para organizar la sociedad (por ejemplo, 
las Constituciones). La investigación sobre este nivel ha generado programas 
como la economía de los derechos de propiedad o la teoría política positiva.

3.	 El tercer nivel incorpora las instituciones de gobernanza, en cuya elección los 
agentes realizan un «segundo proceso de actividad economizadora». Se trata 
de estudiar la organización de las relaciones contractuales, configurando la 
economía de los costes de transacción en la que el propio Williamson ha 
centrado sus esfuerzos.

10  El enfoque de Williamson (2009) considera a la ciencia económica como ciencia de la transacción, y 
en una argumentación buchaniana considera que la ciencia económica se equivocó al centrarse en la 
cuestión de la elección y la optimización en vez de hacerlo en la cuestión contractual.
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4.	 El cuarto nivel implica un último orden de actividad economizadora centra­
do en la asignación, y se corresponde con el nivel de análisis neoclásico, con 
la teoría de precios como elemento medular. Se trata de buscar ajustes en 
precios y outputs a través de los rendimientos marginales. En este nivel se de­
sarrolla la teoría de agencia y la economía neoclásica.

De acuerdo a Williamson (2000), el programa de la NEI se centra especialmente 
en el segundo y tercer nivel de análisis social, aunque muchas aproximaciones insti­
tucionalistas abarcan también el primer nivel, y específicamente la obra de William­
son (1971, 1975, 1985, 2010) se sitúa en el tercer nivel de análisis social sobre la go­
bernanza económica. A continuación, presentamos ciertos argumentos y desarrollos 
del autor en ese tercer nivel de análisis social.

Desde la perspectiva de Williamson es necesario estudiar la «estructura de los fa­
llos de organización», considerando que las indivisibilidades y las inseparabilidades 
tecnológicas sólo sirven para explicar tipos muy simples de jerarquías porque son las 
consideraciones transaccionales y no las tecnológicas las determinantes del modo de 
organización.

Williamson (1971) estudió la integración vertical de la producción de una for­
ma novedosa al adoptar un enfoque de contrato, con racionalidad limitada, con 
comportamiento estratégico, con especificidad de activos y centrándose en la cues­
tión central de la adaptación de la organización económica. En su trabajo sobre la 
integración vertical, Williamson descubre tres cuestiones claves: la especificidad de 
los activos, la incertidumbre y la frecuencia de las transacciones. Las inversiones en 
activos específicos motivan la integración vertical porque la estructura jerárquica 
puede reducir el comportamiento oportunista. La incertidumbre, que imposibilita a 
las partes contratantes especificar completamente las posibles contingencias del fu­
turo, también impulsa a la integración vertical de las relaciones contractuales cuan­
do hay activos específicos. La frecuencia o regularidad con que se produce la tran­
sacción también es relevante, entre otras cuestiones porque ejecutar una integración 
vertical conlleva costes: cuando los riesgos de los activos específicos y la incertidum­
bre están presentes en transacciones frecuentes, entonces internalizar esa transac­
ción puede ser rentable.

Pero la integración vertical no es sino un caso particular que necesitaba ser en­
marcado en un enfoque general de economía de los costes de transacción (William­
son, 2010). Como ya se apuntó en la integración vertical, al estudiar la gobernanza 
económica un factor clave son los activos específicos, que suponen inversiones que 
una vez realizadas no se pueden transferir a otros usos alternativos sin que pierdan 
su valor. Una vez hecha la inversión no hay marcha atrás, y si la otra parte del con­
trato es oportunista puede intentar expropiarle parte de lo que le correspondía. De 
este modo, el grado de especificidad de un activo puede medirse a través de la dife­
rencia entre el coste del activo y el valor de su mejor uso alternativo. Con la inver­
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sión específica, se generan cuasi-rentas (la diferencia del valor de los activos en la ac­
tividad específica y en su mejor alternativa) y los agentes se van a mover en un 
marco de «números pequeños» (no se enfrenta a un mercado de ese activo específi­
co, sino que la negociación tiene un número de participantes acotado); y las partes 
van a tener incentivos a elaborar «salvaguardas» o «rehenes» que protejan sus inver­
siones, que en otro caso quizá no se lleven a cabo. Una salvaguarda de la contrata­
ción es una estructura de gobernanza que puede establecer mecanismos de ajuste11.

Williamson (1985) expone que cuando se unen racionalidad limitada, oportu­
nismo y especificidad de los activos, el mecanismo vía precios no es el apropiado, y 
las transacciones se realizarán en estructuras de «gobernanza». Además, se plantea 
que, cuando es difícil especificar eventualidades futuras, los contratos a largo plazo 
resultan complicados y costosos, mientras que la organización interna puede facili­
tar una toma de decisiones continua y flexible.

Al estudiar las diferencias de los costes de transacción entre modos alternativos 
de gobernanza, Williamson aborda los conceptos fundamentales de mercados y je­
rarquías. Los mercados son un conjunto de instituciones, es decir, reglas con sus 
mecanismos de cumplimiento, que determinan el escenario para llevar a cabo tran­
sacciones impersonales y discontinuas, sin requerir una relación contractual conti­
nua. Las jerarquías son conjuntos de reglas para hacer transacciones basadas en lí­
neas verticales de decisión por autoridad. Mientras que las transacciones de 
mercado implican el intercambio entre entidades económicas autónomas, en las 
transacciones jerárquicas se extiende una sola entidad administrativa, de forma que 
prevalece alguna forma de subordinación y se logra una propiedad consolidada 
(Williamson, 1985). Mercados y empresas aparecen como instrumentos opcionales 
para llevar a cabo transacciones: «las empresas combinan incentivos bajos con un 
montón de instrumentos de control y usan la jerarquía, más que las cortes judicia­
les, para resolver disputas; los mercados son el polo opuesto, y los híbridos están en­
tre ambos» (Williamson, 2007).

En todo caso, las fórmulas organizativas de gobernanza son realmente muy di­
versas, y no responden a una única dicotomía mercados versus jerarquías, sino que 
la realidad muestra que existe una amplia gama de fórmulas híbridas para organi­
zarse12. Ante las dificultades de proceder a realizar medidas en términos absolutos, 
Williamson (2007) destaca que «comparar la estructura de gobernanza A con la es­
tructura de gobernanza B con respecto a las necesidades adaptativas de la transac­

11  Este marco conceptual permite también una adecuada comprensión de la gobernanza al estudiar el 
desarrollo y la gobernanza (Williamson, 1994).
12  Cabe señalar que en una extensión de su enfoque conceptual hacia la burocracia pública, Williamson 
(1999) analiza como la burocracia pública constituye una fórmula de gobernanza que es adecuada para 
cierto tipo de transacciones pero no para otras. De este modo estudia el puzzle de la burocracia pública 
y concluye que las «transacciones soberanas» se pueden llevar a cabo de forma eficiente a través de buro­
cracias públicas.
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ción T no requiere de medidas absolutas y estas comparaciones a menudo resultan 
informativas».

Finalmente, cabe señalar que el enfoque microanalítico de Williamson sobre la 
contratación, las transacciones y la gobernanza económica ha impulsado específica­
mente el programa de investigación sobre «Law, Economics and Organization» (Wi­
lliamson, 2005b).

5.	 ELINOR OSTROM: EL GOBIERNO DE LOS RECURSOS COMUNES,
EL CAPITAL SOCIAL Y LOS SISTEMAS ECONÓMICOS COMPLEJOS

A Elinor Ostrom se le ha concedido el Nobel «por su análisis de la gobernanza, 
especialmente sobre los recursos comunes». El problema de gestión de los recursos 
comunes ya había sido planteado por autores como Hardin (1968), quién concluía 
que «la lógica inherente a los bienes comunes genera inmisericordemente una trage­
dia», o por Gordon (1954), quién señalaba que «la propiedad de todos es la propie­
dad de nadie»13. La «tragedia de los comunes» hace referencia a la situación de de­
gradación del entorno que es esperable cuando muchos individuos usan un recurso 
en común, y las contribuciones de Elinor Ostrom permitieron importantes avances 
en este programa de investigación, con aportación teórica pero también con una 
amplísima gama de trabajo empírico.

Cuando hablamos de un recurso común hacemos referencia a aquellos recursos 
que se caracterizan por la dificultad de excluir a los beneficiarios y por la rivalidad 
de su uso (si lo consumo o uso yo, no lo puede hacer otro usuario), compartiendo la 
primera característica con los bienes públicos y la segunda con los bienes privados 
(Ostrom, 1990, 2005). La gestión de diversos recursos naturales (los pastos comuna­
les, los sistemas de agua, bosques y pesquerías) se ve muy afectada por el problema 
de los recursos comunes, pero la problemática de los mismos se extiende a una am­
plia gama de problemas sociales y económicos.

Tradicionalmente, la propiedad privada y la propiedad estatal han sido presen­
tadas como las alternativas de solución óptima ante el problema de los comunes, 
pero los estudios de caso abordados por Ostrom muestran también las posibilidades 
de las normas sociales para la buena gobernanza de los recursos comunes. Para evi­
tar la «tragedia de los comunes» en la gestión de los recursos naturales, la comuni­
dad puede auto-organizarse y pueden surgir normas sociales o acuerdos entre los 
actores participantes para mitigar el grado de ineficiencia (Ostrom, 1990, 2008). En 
este sentido, las predicciones de Gordon (1954) sobre la tragedia comunal habría 

13  El programa de investigación sobre la gestión de los comunes incluye multitud de aportaciones. A 
modo ilustrativo podemos señalar el reciente artículo de Copeland y Taylor (2009) o las diversas contri­
buciones de Gary Libecap.
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que matizarlas si los participantes no son anónimos y pueden comunicarse, porque 
en este caso la comunidad puede establecer normas e incluso su propio sistema de 
sanción14. De este modo, los derechos de propiedad pueden ser privados o públicos, 
pero también pueden emerger otros mecanismos sociales de control desde la comu­
nidad humana relacionada con los bienes comunes (Ostrom, 2008), y de hecho hay 
diversos sistemas locales de gobernanza que han evitado la tragedia de los comunes 
de muchos recursos15. Ostrom (2008) señala que al estudiar experiencias concretas 
de propiedad privada, de propiedad estatal y de propiedad comunal, se encuentran 
tanto casos con resultados satisfactorios como otros insatisfactorios. Por ello, con­
cluye que «en vez de presumir que cada uno diseña un sistema óptimo avanzado y lo 
hace funcionar, debemos estudiar la estructura de los recursos comunes y como és­
tos cambian a lo largo del tiempo, y adoptar un enfoque experimental y multinivel 
más que un enfoque de arriba a abajo para el diseño de instituciones efectivas».

En relación a los derechos de propiedad, entendidos como las reglas que permi­
ten controlar el acceso y uso de los recursos para evitar las pérdidas derivadas de la 
tragedia de los comunes, Ostrom (1990) constituye una aportación seminal. Pero al 
analizar esta temática, conviene señalar también el trabajo de Schlager y Ostrom 
(1992). En este artículo distinguen cinco tipos de derechos de propiedad; a) El dere­
cho de acceso, es decir, el derecho de entrar en una determinada propiedad física; 
b) El derecho de extracción, es decir, el derecho de obtener los productos de un re­
curso; c) El derecho de gestión, es decir, el derecho a regular normas internas de uso 
y transformar el recurso haciendo mejoras; d) El derecho de exclusión, es decir, el 
derecho a determinar quien tendrá derecho al acceso y como ese derecho puede ser 
transformado; e) El derecho de alienación o transferibilidad, es decir, el derecho a 
vender o alquilar cada uno los dos anteriores derechos.

Ostrom (1994, 1995) se centra en analizar como bajo ciertas circunstancias, en 
comunidades locales, el cambio del capital físico no conlleva una mejora productiva 
porque se ignora el efecto de este cambio sobre el capital social y sobre el equilibrio 
de intereses previamente existente16. De este modo, al estudiar como las sociedades y 
las comunidades locales abordan la gestión de los recursos comunes, Ostrom detecta 
que un factor clave es el capital social17. De acuerdo al programa de investigación 

14  En este sentido, Ostrom (2009) señala como los estudios empíricos en el laboratorio permiten estu­
diar mediante experimentos como cambia la gestión de los bienes comunes baja distintas condiciones.
15  En todo caso, hay recursos comunes que exceden el carácter local, como el cambio climático o la defores­
tación en el trópico (Dietz et al., 2003), y en estos casos la solución de la comunidad local no es suficiente.
16  A partir de un estudio sobre sistemas de regadío en Nepal, argumenta que cuando los participantes se 
caracterizan por heterogeneidades importantes de capacidades e intereses, las reglas adoptadas tienen un 
efecto sustancial sobre la distribución de resultados, y esto afecta a un delicado equilibrio de intereses 
incrustado en la estructura del capital social.
17  Las referencias de Ostrom al capital social coinciden con el desarrollo del programa de investigación 
impulsado con la publicación de Putnam et al. (1993). Este programa entendía el capital social como un 
conjunto de redes sociales, normas informales y vida asociativa.
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abierto por Putnam (1993), el capital social hace referencia al conjunto de redes de 
confianza interpersonal en las sociedades humanas, redes que pueden ser impulsa­
das por normas de reciprocidad y de ayuda mutua y que tienen una fuerte relación 
con las redes sociales y la participación en las asociaciones de la comunidad18. La 
presencia de estas redes de confianza implica una solución a los problemas de coo­
peración en la interacción humana y hace que los individuos cooperen más de lo 
que las asunciones habituales de racionalidad individual implicarían19.

En una obra colectiva de referencia sobre el capital social impulsada por el Ban­
co Mundial, Ostrom (1999) profundiza sobre su enfoque del capital social y analiza 
las especificidades del capital social respecto al capital físico: a) El capital social no se 
desgasta con el uso, sino más bien con el desuso; b) El capital social no es fácil de ver 
ni de medir; c) El capital social es difícil de construir a través de intervenciones ex­
ternas; d) Las instituciones gubernamentales afectan mucho al nivel y tipo de capital 
social del que los individuos disponen en la búsqueda de sus objetivos de desarrollo 
a largo plazo. Posteriormente, Ahn y Ostrom (2002) argumentan que el concepto de 
capital social debería situarse en el marco de una segunda generación de teorías de la 
acción colectiva, y consideran tres formas básicas de capital social: confiabilidad, re­
des e instituciones. De este modo, Brondizio, Ostrom y Young (2009) entienden el 
capital social como «el valor de la confianza generada por redes sociales para facilitar 
la cooperación individual y de grupo sobre intereses compartidos y la organización 
de instituciones sociales a escalas diferentes»20.

Todo ello lleva a Ostrom a enfatizar la relevancia de la diversidad institucional a 
través del marco analítico del Análisis Institucional y Desarrollo (Ostrom, 2005). Este 
marco permite estudiar como se producen las interacciones, las reglas empleadas por 
los participantes para ordenar las relaciones, las condiciones del entorno biofísico y 
las características de la comunidad en la que se producen las interacciones (Ostrom, 
2005). En este sentido, Ostrom acaba desarrollando un nuevo programa de investiga­
ción sobre la gobernanza ambiental en torno a la noción de Sistemas Socio-Ecológi­
cos (SSE), el cual desborda el enfoque de la NEI (Anderies, Janssen y Ostrom, 2004; 
Ostrom, 2007, 2009). En los últimos años, Ostrom mantiene su interés en las normas 
sociales y el capital social, pero centra su atención en las cuestiones de complejidad, 
incertidumbre e instituciones (Laerhoven y Ostrom, 2007; Ostrom, 2009b). La com­

18  Realmente, en la literatura existen tres posibles enfoques de definición del capital social: el capital so­
cial como confianza, el capital social como facilidad para la cooperación y el capital social como conjun­
to de redes. Evidentemente estas tres concepciones tienen conexiones, especialmente las de la confianza 
y la cooperación, mientras que el enfoque de redes está más relacionado con el análisis sociológico de las 
relaciones sociales entre individuos (Caballero y Kingston, 2005a).
19  El capital social favorece el compartir información, la coordinación de actividades y la adopción de 
elecciones colectivas.
20  Realmente, las aportaciones olsonianas sobre capital social y gestión de los recursos naturales han 
sido variadas. Por ejemplo, Gibson, MaKean y Ostrom (2000) exponen las complejas interacciones entre 
las comunidades locales y sus bosques, analizando un conjunto de experiencias de gestión forestal.
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plejidad es una característica de los sistemas ecológicos, pero también de los sistemas 
sociales y de la interacción entre ambos tipos de sistemas. La incertidumbre hace re­
ferencia a la imposibilidad de predecir los resultados de las interacciones complejas 
entre sistemas sociales y ecológicos, especialmente cuando los entramados institucio­
nales dejan abiertas muchas posibilidades de elección y de sendas institucionales.

Analizar las instituciones y la gobernanza de los recursos naturales en entornos 
complejos e inciertos, en los que existe una conexión creciente entre sistemas de 
usos de recursos y de la interdependencia entre los sistemas sociales y ecológicos, lle­
va a Ostrom a proponer el estudio de los SSE. Un SSE es un sistema ecológico in­
trincadamente afectado y relacionado con uno o más sistemas sociales, por lo que 
nunca está totalmente diseñado ni controlado, y Ostrom (2007, 2010) presenta un 
marco para el diagnóstico sistemático de la estructura y resultados de SSE complejos 
y de múltiples niveles, llegando a proponer un conjunto de variables relevantes para 
el análisis de la gobernanza.

De acuerdo a este marco (Ostrom, 2010), los subsistemas claves de un SSE son 
el sistema del recurso, las unidades del recurso generadas por el sistema, los usuarios 
y el sistema de gobernanza. Cada uno de ellos, y sus características propias, afectan y 
son afectados por las interacciones y resultados que se producen en un momento y 
lugar concreto, y a la vez se produce una interacción con sistemas políticos, so­
cioeconómicos y ecológicos más amplios, y con otros más pequeños.

El enfoque de los SSE de Ostrom integra cuestiones sociales y ecológicas, y cons­
tituye un nuevo reto del análisis institucional para la gestión de los recursos natura­
les: «Los teóricos institucionales debemos reconocer lo que los ecologistas recono­
cieron hace tiempo: la complejidad de lo que estudiamos y la necesidad de 
reconocer los aspectos dinámicos, auto-organizativos y no-lineales, así como los ob­
jetivos múltiples y las escalas temporales y espaciales relacionadas» (Ostrom, 2008). 
De este modo, se proponen sistemas policéntricos para hacer frente a la complejidad 
(Ostrom, 2009b). En todo caso, la propia Ostrom et al. (2007, 2009) reconoce que el 
estudio de los SSE no es todavía una ciencia aplicada madura y que requiere de mu­
chos esfuerzos interdisciplinares que incluyen las cuestiones institucionales. Como 
destacan Brondizio, Ostrom y Young (2009), «el papel de las instituciones a la hora 
de facilitar la gobernanza ambiental en diferentes niveles constituye una forma de 
capital social que es esencial para la protección a largo plazo de los ecosistemas y el 
bienestar de diferentes poblaciones».

En definitiva, las aportaciones de Ostrom constituyen un destacado avance en el 
análisis de la gobernanza social, analizando cuidadosamente las instituciones que a 
menudo emergen de abajo a arriba (Frey, 2010). Para ello, Elinor Ostrom se ha 
adentrado en el trabajo de campo, y con sus grupos de trabajo ha utilizado distintos 
métodos de investigación como el análisis estadístico, el trabajo de laboratorio y el 
meta-análisis (Shepsle, 2010).
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6.	 LA NUEVA ECONOMÍA INSTITUCIONAL: UNA PRIMERA 
APROXIMACIÓN

Las contribuciones de Coase, North, Williamson y Ostrom permiten un acerca­
miento certero a la NEI, pero conviene señalar algunos fundamentos y rasgos que 
permiten una aproximación genérica a su programa de investigación.

En el mundo neoclásico precoaseano de costes de transacción nulos y racionali­
dad instrumental, las instituciones no eran necesarias, las ideas e ideologías no im­
portaban y los mercados eficientes caracterizaban a las economías (North, 1993). 
Frente a ese escenario, los fundamentos de la NEI implican una modificación de la 
teoría neoclásica precoaseana, que conserva los supuestos básicos de escasez y com­
petencia, así como los instrumentos analíticos de la teoría microeconómica, pero 
que rectifican el supuesto de la racionalidad y añaden la dimensión del tiempo 
(North, 1994). De este modo, la NEI incorpora el papel de las instituciones y su 
marco teórico justifica que las creencias, la historia y la política importan en el análi­
sis económico21 (Caballero, 2001, 2002).

De acuerdo al cuadro n.º 1, la economía neoclásica precoaseana entiende a la 
economía como ciencia de la elección, y asume supuestos de racionalidad sustantiva 
para unos individuos que actúan en un escenario de cero costes de transacción, en el 
que no hay lugar para las instituciones y el mercado permite alcanzar asignaciones 
eficientes. Por el contrario, la NEI enfatiza la importancia de las transacciones para 
el análisis económico, y asume modelos de comportamiento humano menos restric­
tivos e idealizados que los neoclásicos (la NEI asume la racionalidad limitada como 
punto inicial, pero son muchos los autores institucionalistas que han avanzado a 
planteamientos muchos más amplios y complejos). Sobre estas bases, la NEI asume 
que la realidad económica se caracteriza por costes de transacción positivos y por 
mercados con fricciones, de modo que el papel de las instituciones, entendidas 
como reglas de juego, es clave. Al asumir la existencia de costes de transacción e ins­
tituciones, la NEI permite explicar la existencia de organizaciones, y particularmente 
la empresa, la ley y la política son analizadas como estructuras institucionales, mien­
tras la economía neoclásica no encontraba un lugar relevante para las mismas. Asi­
mismo, la NEI realiza análisis específicos que son sensibles al contexto institucional 
y asume la importancia del paso del tiempo y del cambio institucional, escapando de 
la perspectiva idealizadora que implica el análisis neoclásico intemporal y universali­
zador de un mundo sin instituciones donde negociar no es costoso22.

21  En un trabajo reciente, Alston et al. (2009) realizan un análisis de caso en el que justamente abordan 
cuestiones políticas de coerción, culturales, históricas y contractuales para el caso de las Haciendas 
mexicanas de Yucatán (1870-1915).
22  Asimismo, de acuerdo a Caballero y Arias (2003), mientras la economía neoclásica permitió el desa­
rrollo de una teoría económica de la elección pública, la NEI generó el análisis político de los costes de 
transacción.
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Cuadro n.º 1.  �ECONOMÍA NEOCLÁSICA ‘PRECOASEANA’ Y NUEVA ECONOMÍA 
INSTITUCIONAL

Economía Neoclásica Precoaseana Nueva Economía Institucional

— La Economía: ciencia de la elección.

— Racionalidad instrumental.

— Mercados eficientes.

— Costes de transacción nulos.

— Ausencia de las instituciones.

— Empresa, ley y política como cajas negras.

— Un mundo ideal de eficiencia paretiana.

— Teorías universales.

— Análisis intemporales.

— Teoría de la elección pública.

— La Economía: ciencia de la transacción.

— Racionalidad limitada.

— Mercados imperfectos, con fricciones.

— Costes de transacción positivos.

— Las instituciones como reglas de juego.

— Explica las empresas, leyes y política.

— Mayor realismo: ausencia de óptimo social.

— Análisis más específicos.

— El tiempo, la historia son decisivos.

— Análisis político de costes de transacción.

Fuente: Elaboración propia.

Lo cierto es que la teoría de precios permite responder a algunos interrogantes 
económicos importantes, pero no a otros que requieren un cuerpo teórico más enri­
quecido. Como hemos señalado, Arrow (1987) destacaba que era preciso responder 
a nuevos interrogantes tradicionalmente no planteados por la corriente principal en 
economía. Por ejemplo, North (2005) señala que la economía neoclásica no fue 
creada para explicar el proceso de cambio económico, y mucho menos el político o 
social, mientras a los institucionalistas les interesan los procesos de cambio. En este 
sentido, el programa de la NEI no intenta sustituir la teoría de precios, sino situarla 
en un marco más fructífero, incorporando las cuestiones institucionales (Coase, 
1999). Para ello, la NEI ha conseguido que la corriente principal de la ciencia econó­
mica se reencontrase con las instituciones a finales del siglo xx, pero conviene seña­
lar que ese nuevo institucionalismo emerge desde fuentes distintas a las del institu­
cionalismo norteamericano de finales del siglo xix.

Y es que a finales del siglo xix y principios del siglo xx, el institucionalismo eco­
nómico de autores como Thorstein Veblen, Clarence Ayres y John Commons cons­
tituía parte del paradigma dominante en la academia norteamericana. Esta tradición 
no circunscribía el comportamiento humano al homo economicus y asumía el enfo­
que holista o sistémico para la ciencia económica. De este modo, se concebía la eco­
nomía como un sistema abierto y dinámico en el que el énfasis no estaba en el equi­
librio sino en el proceso, en el que los hábitos, las instituciones y las relaciones de 
poder se consideraban determinantes de la evolución económica. Este instituciona­
lismo asumía una perspectiva conductista, colectivista y lejana al formalismo, recha­
zando el criterio del bienestar individual; se centraba en las consecuencias distributi­
vas de unas u otras estructuras institucionales y en los conflictos institucionales que 
subyacen en todo proceso de cambio institucional; y elaboró sus teorías asumiendo 
la relevancia del poder (Toboso, 1997; Caballero, 2004).
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Frente a ello, la NEI que emerge en las últimas décadas del siglo xx asume ini­
cialmente el individualismo metodológico, se centra en el estudio sobre cómo mar­
cos institucionales alternativos afectan a la eficiencia, y elabora sus teorías y análisis 
a partir de la conceptualización del intercambio voluntario (Toboso, 1997). A gran­
des rasgos, el individualismo metodológico, el enfoque de la eficiencia y el intercam­
bio voluntario caracterizan el punto de partida de la NEI, que aparece como más 
formalista, individualista y reduccionista; se orienta hacia la elección racional y ha­
cia los modelos de economización, y generalmente manifiesta un carácter no tan in­
tervencionista como el denominado viejo institucionalismo (Rutherford, 1994). El 
cuadro n.º 2 recoge a grandes rasgos algunas diferencias entre el viejo y el nuevo ins­
titucionalismo.

Cuadro n.º 2.  �VIEJO Y NUEVO INSTITUCIONALISMO ECONÓMICO: 
DIFERENCIAS BÁSICAS

Viejo institucionalismo económico Fundamentos iniciales de la NEI

— �Rechazo de las bases de la Economía 
Neoclásica.

— �Holismo.

— �Las cuestiones distributivas son clave.

— �Relevancia de la coerción y el poder.

— �Las preferencias de los individuos no deben 
tomarse como dadas.

— �Los hábitos son claves para el 
comportamiento humano.

— �Instituciones como hábitos comunes de 
pensamiento.

— �NEI emerge desde la economía neoclásica. 

— �Individualismo metodológico.

— �Criterio de eficiencia para el análisis.

— �Énfasis en el intercambio libre entre iguales.

— �Funciones de preferencias individuales 
como dadas.

— �Comportamiento individual racional 
(racionalidad limitada).

— �Instituciones como «reglas del juego».

Fuente: Elaboración propia.

Realmente, la NEI no emerge desde el viejo institucionalismo económico, sino 
que se configura a través del enriquecimiento institucional que busca corregir fallos 
de la economía neoclásica. De hecho, la NEI consideró al viejo institucionalismo 
como un ejercicio de descripción de las instituciones en el que éstas no eran someti­
das a análisis riguroso, y aceptó como reto propio el proceder a tales análisis median­
te el trabajo aplicado (Coase, 1999; Wiliamson, 2000). El propio Coase (1984) afirmó 
que el trabajo de los viejos institucionalistas americanos no condujo a nada y que «si 
los institucionalistas modernos tienen algún antecedente no hay que buscarlo en sus 
inmediatos predecesores». Sin embargo, hay que reconocer que en años recientes, y a 
medida que la NEI ha ido desarrollando un perfil más nítidamente institucionalista, 
se han producido ciertos puentes de comunicación y diálogo entre la NEI y aquellos 
autores que continúan la tradición de análisis del viejo institucionalismo (Groenewe­
ger, 1995; Hodgson, 1998). De este modo, en la NEI existen aportaciones que desbor­
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dan el individualismo metodológico (Toboso, 2001; Greif, 2006), que se centran en 
las cuestiones distributivas (Toboso y Compés, 2003), que incorporan el análisis de la 
coerción (Nye, 1997) o que realizan planteamientos sobre el comportamiento huma­
no que desbordan la racionalidad (North, 2005; Greif, 2006).

En todo caso, la NEI asume un carácter interdisciplinar en las ciencias sociales, 
por lo que su diálogo con otros institucionalismos no es extraña. La NEI pretende 
afrontar las tareas de investigación con un enfoque multidisciplinar que busca mo­
delos político-económicos institucionalmente ricos, que tomen en cuenta modelos 
de comportamiento más complejos que los considerados por la economía neoclásica 
tradicional. En este sentido, Coase (1999b) defiende la conveniencia de vincular la 
ciencia económica con otras materias para conseguir convertirla en una ciencia 
dura: «Tenemos que tener en cuenta los efectos del sistema legal, del sistema políti­
co, etc. Y si mi impresión es correcta, sus teorías a menudo tienen una base empírica 
más fuerte de lo que es habitual en economía». Asimismo, Coase (1999b) destaca 
cómo las ciencias híbridas son «sorprendentemente fértiles» frente a las puras, sien­
do la Nueva Economía Institucional un prototipo de híbrido. En esta defensa de 
reencuentro de las ciencias sociales, la NEI se aleja del tradicional «imperialismo 
económico» y adopta un carácter interdisciplinar de mutua colaboración entre las 
ciencias sociales en una postura que asume un cierto eclecticismo. De hecho, el pro­
pio North (1999) llega a plantear la hipótesis de un matrimonio entre la teoría polí­
tica y la teoría económica.

La NEI no pretende la universalidad de las conclusiones de la ciencia económi­
ca, ni en el plano positivo ni en el normativo. En esta dirección han argumentado 
Coase, North, Williamon y Ostrom. Las economías con sendas institucionales, capi­
tal social o modelos mentales distintos, tienen comportamientos peculiares y distin­
guibles, de forma que las conclusiones del análisis económico positivo obtenidas 
para una economía no son directamente exportables a otra: «hay diferentes respues­
tas para cada país y cada situación histórica»23 (Coase, 1999a). Además, las prescrip­
ciones normativas elaboradas para conseguir ciertos objetivos en una economía no 
tienen por qué ser adecuadas para otras: «no existe un único camino para mejorar el 
sistema económico porque todo depende de la sociedad en la que se esté» (Coase, 
1999a). Los análisis deben ser específicos a cada contexto institucional.

En este sentido, Dixit (2009) señala que no hay institución o sistema que resulte 
perfecto o ideal bajo todas las circunstancias, por lo que lejos de alcanzar una solu­
ción óptima, la realidad económica sólo nos permite alcanzar un «second-best» su­
jeto a numerosas restricciones de información, incentivos, compromisos y reglas del 
juego político. Ostrom (2008) señala que los economistas institucionales deben re­

23  Sobre esta cuestión de la «especificidad histórica» resultan de interés las reflexiones institucionalistas, 
(aunque no enmarcadas en la NEI) de Hodgson (2001) analizando la posibilidad de que diferentes fenó­
menos socioeconómicos puedan requerir teorías propias diferentes a las válidas para otros fenómenos.
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conocer que «derivar un simple y bonito modelo matemático no es el único objetivo 
de nuestro análisis», y que «podemos causar daño aplicando a todos los casos una 
única prescripción institucional basada en modelos excesivamente simplificados». 
La «diversidad institucional» es característica de nuestro entorno humano (Becker y 
Ostrom, 1995; Ostrom, 2005), y las propuestas institucionales deben ir más allá de 
aquellas «panaceas» que recomiendan un único sistema de gobernanza para todos 
los problemas24 (Ostrom, Janssen y Anderies, 2007).

Al estudiar la gobernanza, la NEI supera la vieja confrontación «mercado-Esta­
do» al entender que instituciones privadas y gubernamentales coexisten incluso en 
las economías modernas de mercado (Dixit, 2009). En esta línea argumental, se pue­
de señalar a efectos expositivos una distinción relevante entre las instituciones for­
males del Estado y las instituciones sociales informales, pero la comprensión de la 
gobernanza debe afrontarse desde una perspectiva que incorpore la interacción en­
tre ambas categorías de instituciones. Por una parte, las instituciones formales del 
Estado incluyen la Constitución, las leyes y el propio sistema judicial, que dan forma 
al monopolio del poder coercitivo legitimado socialmente. Por otra, la gobernanza 
privada de los contratos puede llevarse a cabo en sistemas de una parte (cuando el 
propio sistema interno de valores del agente le impide engañar o hacer trampas por 
honorabilidad, sentimiento de culpabilidad u otro motivo), en sistemas de dos par­
tes (cuando se intenta resolver el dilema del prisionero por repetición bien sea en un 
juego bilateral o multilateral) o en sistemas con una tercera parte (en los que una 
parte que es ajena a la transacción genera la estructura de gobernanza) (Dixit, 2009).

7.	 LA AGENDA DEL NUEVO INSTITUCIONALISMO ECONÓMICO:
UNA MUESTRA

7.1.	 Instituciones de segundo óptimo y políticas

La NEI ha señalado que un adecuado marco institucional favorece el funciona­
miento económico: «los inversores confían en derechos de propiedad seguros, facili­
tan la inversión en capital humano y físico, el poder del gobierno está limitado y res­
tringido por un sistema judicial independiente, los contratos se ejecutan 
efectivamente, respaldando las transacciones económicas privadas» (Henry y Miller, 
2009, p. 261). La influencia de la NEI sobre la corriente principal en economía ha 

24  En esta dirección, Eggertsson (2005) advierte de los riesgos de promover «trasplantes institucionales» 
de unas sociedades a otras: a veces los países intentan importar «tecnologías sociales» a través de este 
tipo de trasplantes, pero tales intentos normalmente fracasan debido al conocimiento imperfecto sobre 
las propiedades de los paquetes institucionales. De hecho, la aplicación de instituciones formales sobre 
normas informales que no encajan constituye la vía para el fracaso económico (North, 2000). Además 
también hay que tener en cuenta la efectividad de las instituciones porque «la simple aprobación de una 
ley no equivale a crear una institución efectiva» y «las reglas que no se hacen cumplir son mera palabre­
ría» (Ostrom, 2004).
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cambiado el centro de atención en los países en vías de desarrollo, desde reformas 
centradas en buscar precios correctos a reformas centradas en definir instituciones 
correctas (Rodrik, 2008). Los mercados son construcciones institucionales que no 
están garantizadas en los países en vías de desarrollo, y por tanto previamente a la 
búsqueda de precios hay que atender el diseño institucional.

A la hora de buscar soluciones institucionales, la NEI asume que las políticas 
públicas deben plantearse como objetivo un second best dadas las restricciones infor­
macionales, transaccionales, culturales e históricas que impiden alcanzar la solución 
de primer óptimo. Dependiendo de las condiciones iniciales de cada sociedad con­
creta, y ante la imposibilidad de alcanzar soluciones institucionales perfectas, debe­
mos plantearnos las soluciones «de segundo óptimo» que asumir como objetivo, en 
áreas como la ejecución de contratos, la creación de empresas, la apertura comercial 
o la estabilidad macroeconómica (Rodrik, 2008). Desde esta perspectiva, debemos 
tener en cuenta cómo las soluciones institucionales propuestas implican múltiples 
distorsiones, y esto nos aleja del escenario óptimo.

Esas Second-Best Institutions tienen que tener en cuenta las restricciones institu­
cionales, y también las posibilidades de cambio de las distintas instituciones existen­
tes. Las visiones institucionales reduccionistas «de arriba a abajo» —en el sentido 
presentado por Easterly (2008)— tienden a asumir que hay un único conjunto de 
instituciones que son las óptimas, mientras que a medida que la NEI ha ido asumien­
do la importancia de instituciones que emergen «desde abajo» se desarrolla un enfo­
que que asume que las sociedades generen diversas instituciones incluso a largo pla­
zo. De este modo, los intentos de introducir instituciones formales en las sociedades 
menos desarrolladas, donde se carece de las adecuadas instituciones informales «de 
abajo arriba», no replicará los éxitos institucionales de los países desarrollados. Por 
ejemplo, la terapia de choque en la antigua URSS fue un fracaso notorio de reforma 
de «arriba abajo», mientras el caso Chino evidencia un enfoque más gradual y evolu­
tivo de reforma desde el comunismo al capitalismo25. En este sentido, los intentos de 
cambio institucional rápido y radical pueden tener efectos negativos, y «una agenda 
de reformas graduales que reconozca las restricciones evolutivas de abajo a arriba lle­
varán a resultados más esperanzadores que un intento ilusorio de cambio «de arriba 
abajo» que pretenda alcanzar la perfección institucional (Easterly, 2008).

Recientemente, se ha destacado la importancia de los efectos a largo plazo de las 
instituciones. En este sentido, el artículo seminal de Acemoglu et al. (2001) ha im­
pulsado una línea de investigación que destaca que las instituciones de la etapa colo­
nial americana pueden constituir los fundamentos para entender el desarrollo eco­
nómico en el continente, tanto en el Norte como en el Sur (North, Summerhill and 
Weingast, 2000). De este modo, las instituciones poseen una influencia causal en el 

25  Haggard y Noland (2010) documentan la experiencia Norcoreana en la que las reformas realizadas 
desde abajo surgen como una respuesta privada, ni intencionada ni querida, al fracaso del Estado. 
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desarrollo a largo plazo, pero la importancia de las políticas públicas, particular­
mente de las macroeconómicas, tampoco debe ser minimizado para entender la tra­
yectoria de una economía: «los países no tienen control sobre su localización geo­
gráfica, herencia colonial u origen legal, pero ellos tienen una relación de agencia 
sobre las políticas que llevan a cabo» (Henry y Miller, 2009, p. 266). En este sentido, 
experiencias de análisis de casos como las dos Coreas o «Barbados frente a Jamaica» 
apuntan como junto al efecto institucional de largo plazo, las políticas públicas pue­
den determinar la evolución de una economía, y en buena medida, evidencian la 
importancia de combinar un adecuado diseño de instituciones y políticas. El enfo­
que institucional no puede relegar la importancia de las políticas ni el hecho de que 
existan grados de libertad para determinar la política económica (Dixit, 1996). Des­
de un enfoque de elección racional se concluiría un escenario de cero grados de li­
bertad para la reforma institucional cuando el sistema social es un equilibrio («Para­
doja de Bhagwati»), pero con conocimiento limitado y modelos incompletos de 
política —como los que asume el análisis político de costes de transacción— se en­
cuentran fundamentos para la reforma de las políticas (Eggertsson, 2005).

Entre los últimos avances del análisis institucional, González de Lara, Greif y Jha 
(2008) desbordan la visión de las reglas constitucionales como soluciones focales 
que coordinan a los individuos, para pasar a considerar a las Constituciones como 
equilibrios con reguladores restringidos por aquellos administradores que ejecutan 
la política. El énfasis en los administradores refleja la situación común en la que los 
decisores tienen una capacidad limitada de intervenir en las políticas: el imperio de 
la ley puede ser un equilibrio con administradores suficientemente poderosos para 
restringir a los reguladores políticos. Este enfoque constitucional basado en la distri­
bución del poder administrativo, sustituye a la visión constitucional de Barry Wein­
gast basada en la coordinación de los individuos. El nuevo enfoque permite enten­
der qué reglas constitucionales son self-enforcing y qué derechos son un resultado de 
equilibrio. De este modo, se avanza en la apertura de la «caja negra» del Estado. En 
el ámbito de la economía pública actual, existe una amplia diversidad de arreglos 
institucionales desde lo local a lo nacional y a lo global, intentando diseñar sistemas 
complejos en los que instituciones y políticas constituyen un entramado organizati­
vo (Ostrom, 2007a, 2007b).

7.2.	 El cambio institucional

La habilidad para estudiar las instituciones y su dinámica es crucial si queremos 
entender las claves del éxito y del fracaso económico de diferentes sociedades a lo 
largo del tiempo, y también para comprender qué se puede hacer para mejorar esta 
situación. ¿Cómo influyen las instituciones en las trayectorias institucionales del fu­
turo y, por lo tanto, en el desarrollo histórico? Dixit (2009) señala que para com­
prender el cambio institucional hay que combinar las perspectivas de diversas disci­
plinas (economía, historia, ciencia política, sociología, psicología, antropología, 
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derecho y biología evolutiva) y usar muchas tecnologías (estudios de caso y narrati­
vas analíticas, estudios estadísticos empíricos, modelización teórica).

Para entender el cambio institucional, Easterly (2008) señala que en la NEI hay 
dos visiones, una «de arriba abajo» (que concibe las instituciones como las determi­
nadas por leyes redactadas por líderes políticos) y otra «de abajo arriba» (que asume 
las instituciones como normas sociales, costumbre, tradiciones, creencias y valores 
de los individuos en sociedad, que emergen espontáneamente y que luego son for­
malizadas en leyes escritas). Cada una de estas visiones tiene distintas implicaciones 
sobre el cambio institucional: mientras para el enfoque «de arriba abajo» el lideraz­
go político puede ejecutar el cambio institucional a través de decisiones políticas y 
nuevas leyes, para la visión «de abajo arriba» las instituciones actuales están muy 
restringidas por las previas, por lo que el cambio institucional es más bien gradual y 
evolutivo que revolucionario. Para esta segunda visión, la razón por la que una insti­
tución ha emergido afectará las consecuencias de los intentos de cambiar esa institu­
ción (Easterly, 2008).

En una reciente contribución, Kingston y Caballero (2009) analizan las teorías 
del cambio institucional y distinguen cuatro grandes grupos posibles que permiten 
agrupar los distintos enfoques: teorías de acción colectiva del cambio institucional 
(centralizadas), teorías evolutivas del cambio institucional (descentralizadas), teo­
rías que combinan diseño y evolución, y teorías que analizan el cambio institucional 
como cambio de equilibrio. Cada enfoque teórico puede tener mayor o menor utili­
dad en función del proceso de cambio institucional que es objeto de estudio.

Si como señala Dixit (2009) las instituciones constituyen un equilibrio, y el 
cambio institucional significa un cambio a un nuevo equilibrio, se requiere: a) com­
pensar a los que perderían con el cambio o superar su resistencia en el proceso polí­
tico; b) el cambio de la información y la alineación de incentivos; c) crear conoci­
miento común para sostener el nuevo equilibrio. Para enriquecer esta perspectiva 
necesitamos abordar la cuestión del cambio institucional endógeno de Greif (2006).

7.3.	 La teoría del cambio institucional endógeno

En relación al cambio institucional, Greif (2006) acomete la tarea de intentar 
avanzar hacia una teoría del cambio institucional endógeno. En vez de tomar los 
mercados y la política como exógenos, se consideran endógenos y se estudian sus 
fundamentos institucionales. La argumentación se configura del siguiente modo:

a)	 El estudio del cambio institucional endógeno requiere de análisis específi­
cos al contexto que desbordan las propuestas tradicionales de teoría deduc­
tiva y del estudio estadístico, y se basan en el uso de la teoría, la modeliza­
ción y el conocimiento del contexto histórico para identificar la institución, 
clarificar su origen y comprender su persistencia y cambio.
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b)	 Para ciertos propósitos analíticos es útil asumir que el Estado tiene un mo­
nopolio sobre el poder coercitivo y que puede imponer reglas, pero el or­
den político y el Estado efectivo son resultados de procesos sociales.

c)	 El análisis institucional propuesto estudia la motivación endógena inte­
grando un enfoque de agencia y uno estructural. Al considerar a la transac­
ción como unidad básica de análisis se facilita el análisis comparativo insti­
tucional en el tiempo y en el espacio.

d)	 En las instituciones de autocumplimiento (self-enforcing) toda la motiva­
ción es endógenamente generada. Cada individuo, respondiendo a los ele­
mentos institucionales que implica el comportamiento presente y esperado 
de otros, se comporta de una manera que contribuye a permitir, guiar y 
motivar a otros a comportarse de una manera que lleve a los elementos ins­
titucionales que generaron el comportamiento del individuo a comenzar de 
nuevo el proceso.

e)	 Una institución endógena de autocumplimiento puede reforzarse o des­
truirse a sí misma si consideramos un horizonte temporal más amplio.

f)	 Podemos considerar algunos aspectos de una situación como parámetros 
cuando estudiamos el autocumplimiento, pero debemos considerarlos como 
variables sujetas a cambio cuando estudiamos la dinámica institucional. Es 
decir, algunos aspectos pueden considerarse como parámetros al estudiar el 
autocumplimiento en el corto plazo pero como endógenamente selecciona­
dos en el largo plazo (a estas variables las denominamos «cuasiparámetros»).

g)	 Los cuasiparámetros deben ser considerados como parámetros al estudiar 
la condición de autocumplimiento de una institución a corto plazo, pero 
hay que considerarlos variables endógenas y variables cuando estudiamos la 
misma institución a largo plazo. La distinción entre parámetros, cuasipará­
metros y variables no es rígida, y se basa en el estudio empírico de aquellos 
resultados institucionales que puedan afectar a un cambio de comporta­
miento en un horizonte temporal más amplio.

h)	 Aquella institución de autocumplimiento que se refuerza cuando los cam­
bios en los cuasiparámetros relevantes a lo largo del tiempo implican que el 
comportamiento asociado es de autocumplimiento en un conjunto más 
amplio de situaciones constituye una «institución autoreforzadora».

i)	 Por el contrario, una institución de autocumplimiento también puede so­
cavarse con el paso de tiempo cuando los cambios en los cuasiparámetros 
que motiva implican que el comportamiento asociado será de autocumpli­
miento en un grupo menor de situaciones. En este caso estamos ante una 
institución «autodestructiva».

j)	 Uno de los fundamentos del análisis del cambio institucional endógeno es 
la dinámica de creencias de autocumplimiento y el comportamiento asocia­
do. Un cambio en las creencias genera cambio institucional cuando el com­
portamiento asociado deja de ser de autocumplimiento.
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k)	 El cambio institucional puede caracterizarse por un equilibrio puntuado, 
en el cual el cambio es realmente evolutivo pero puede parecer abrupto. Tal 
cambio abrupto está típicamente asociado con una crisis que revela que el 
comportamiento previo no era un equilibrio durante más tiempo. Cuando 
los individuos reconocen ex-post que seguir con el comportamiento pasado 
deja de ser óptimo, el cambio se manifiesta por el abandono del comporta­
miento pasado.

l)	 Una vez que el comportamiento de un número suficientemente amplio de 
gente ha cambiado al nuevo comportamiento de autocumplimiento, la me­
jor respuesta para el resto de la gente es adoptar también ese comporta­
miento. La institución previa ha sido minada y el nuevo comportamiento 
se institucionaliza.

m)	 Los elementos institucionales procedentes del pasado residen en las memo­
rias de los individuos y afectan a las preferencias, generando los microfunda­
mentos de comportamiento para nuevas situaciones (la historia importa).

7.4.	 El cambio institucional y los procesos cognitivos: North (2005)

North (2005) constituye una extensión de la NEI que intenta comprender el 
proceso de cambio económico profundizando en las clave cognitivas del comporta­
miento humano. Esta comprensión desborda ampliamente el marco teórico de la 
economía neoclásica centrada en el estudio de la asignación de recursos, y lo nove­
doso es que junto a los factores políticos, históricos e institucionales, el autor enfati­
za especialmente la importancia de las creencias y el aprendizaje como factores cla­
ves para el desarrollo.

El esquema de reflexión de North (2005) sobre el cambio económico se edifica 
sobre la triada creencias-instituciones-economía26. Como punto de partida, se asu­
men dos rasgos característicos de la acción humana: la capacidad de ser conscientes 
y la intencionalidad humana. Los fundamentos teóricos que extraemos de esta pro­
puesta incluyen: a) el entorno humano constituye un escenario dinámico y no-ergó­
dico en proceso de cambio continuo que genera altos niveles de incertidumbre27; 
b) los humanos intentan estructurar ese entorno y reducir la incertidumbre de la in­

26  Las creencias dominantes se acaban trasladando a la estructura institucional de la sociedad, buscando 
generar un orden que reduzca la incertidumbre. La cadena de relaciones parte de la realidad, en torno a 
la que los individuos forman unas creencias, que se trasladan a las instituciones, estableciéndose una es­
tructura de incentivos que afecta a las acciones de los agentes. Estas acciones modifican de nuevo la rea­
lidad, generándose un proceso de retroalimentación.
27  Los fundamentos teóricos expuestos en el capítulo segundo para el entorno humano rompen las ba­
ses sobre las que se edifica la corriente principal en economía: North asume que el mundo es no-ergódi­
co e incierto. La incertidumbre, en el sentido originario de Knight, implica que no es posible formular 
una distribución de probabilidades de resultados. La no-ergodicidad significa que la estructura subya­
cente de la economía es cambiante. En este entorno las instituciones óptimas de un determinado mo­
mento pueden ser muy perversas cuando el entorno humano cambia con el paso del tiempo.
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teracción humana; c) las decisiones de los humanos son fruto de sus intenciones so­
bre el entorno, pero estas intenciones no se consiguen convertir directamente en re­
sultados; d) las creencias, los modelos mentales subjetivos, la cultura y las 
percepciones afectan al proceso de toma de decisiones que genera el cambio econó­
mico; e) las creencias de la sociedad acaban determinando la estructura de las insti­
tuciones y f) la eficiencia adaptativa, entendida como la capacidad de una sociedad 
de adaptar sus instituciones en un mundo no-ergódico, se convierte en factor clave 
del desempeño económico a largo plazo.

North (2005) considera que la hipótesis de racionalidad no sirve para compren­
der muchas elecciones humanas que son clave para el cambio económico en un 
mundo no-ergódico. Los modelos mentales construidos para explicar e interpretar 
el entorno, las creencias y las percepciones de los individuos son elementos que inte­
rrelacionan con el contexto socio-cultural y afectan a las elecciones más importan­
tes. Es necesario realizar una aproximación a la arquitectura genética de la mente 
(en un enfoque que va más allá de la concepción restrictiva de la psicología evoluti­
va) y a las características del proceso cognitivo (más próximo a un modelo de siste­
mas neuronales y estrategias no-simbólicas que a uno de inteligencia artificial) para 
entender el comportamiento humano en economía. En este sentido, las creencias y 
la cultura son claves para reducir la incertidumbre en la toma de elecciones y para la 
supervivencia exitosa de la sociedad.

El papel de las ideas, creencias y modelos mentales es vital al estudiar el cambio 
institucional porque, como señalaba North, «las estructuras de creencias son trans­
formadas en estructuras sociales y económicas por las instituciones, las cuales inclu­
yen tanto reglas formales como normas de conducta informales. Existe una relación 
cercana entre los modelos mentales y las instituciones. Los primeros son las repre­
sentaciones internas que los sistemas cognitivos individuales crean para interpretar 
el ambiente; las segundas son los mecanismos externos a la mente que los individuos 
crean para estructurar y ordenar el ambiente» (North, 1994; Denzau y North, 1994). 
A través del estudio de esta relación, North (2005) constituye un avance central en la 
comprensión del cambio institucional y económico.

8.	 CONCLUSIONES

La Economía de las instituciones constituye un programa de investigación de re­
ferencia en la ciencia económica de principios del siglo xxi. La Nueva Economía Ins­
titucional (NEI) generó los fundamentos teóricos y empíricos necesarios para redi­
mensionar el papel fundamental de las instituciones en el análisis económico. Los 
avances del análisis institucional han sido evidentes en la investigación empírica, 
histórica y aplicada, y también en el análisis conceptual, metodológico y teórico. 
Este artículo se ha centrado en desarrollar algunos de los principales argumentos de 
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la NEI, fundamentalmente en torno a las contribuciones de los cuatro autores de re­
ferencia, permitiendo una aproximación al programa del nuevo institucionalismo 
económico y a los recientes avances sobre el cambio institucional.

Las aportaciones de Coase, North, Williamson y Ostrom han cambiado sustan­
cialmente el estado del conocimiento sobre las instituciones, la gobernanza y las or­
ganizaciones en la economía, y ha permitido el nacimiento, consolidación y desarro­
llo del programa de la NEI, en el que todos ellos han estado involucrados. Coase 
explicó la importancia de los costes de transacción en la empresa y en la sociedad. 
North expuso el papel de las instituciones y el cambio institucional en la realidad 
económica caracterizada por costes de transacción positivos. Williamson estableció 
un marco conceptual para analizar la gobernanza de las organizaciones desde una 
óptica transaccional. Ostrom analizó la diversidad institucional existente para abor­
dar la gobernanza de los recursos comunes, destacando el papel del capital social y la 
complejidad de los sistema económicos.

El papel del viejo y el nuevo institucionalismo, los fundamentos de la NEI, la 
cuestión de la racionalidad y el comportamiento económico, el papel del cambio 
institucional y de la historia, la multidisciplinariedad del enfoque en las ciencias 
sociales, la especificidad del análisis frente a las pretensiones de validez universal 
o la importancia de los factores políticos, son algunos de los argumentos que 
este artículo ha reflejado en su esfuerzo de aproximación a la NEI. Conceptos 
como los de costes de transacción, instituciones, gobernanza, derechos de pro­
piedad, contratos, racionalidad limitada, recursos comunes, mercados y jerar­
quías, modelos mentales, reglas políticas o cambio económico perfilan el conte­
nido de la NEI. Sin duda, la agenda de este artículo ha sido limitada, pero a la 
vez también novedosa y original al ofrecer una aproximación a la NEI centrada 
en los cuatro laureados.

Asimismo, el artículo ha introducido algunos temas relevantes de la agenda de 
investigación de la NEI. Es el caso de la concepción de soluciones institucionales 
de segundo óptimo o la cuestión del cambio institucional, que constituye un 
asunto puntero en la agenda de trabajo institucionalista. En este sentido, estudiar 
como cambian las instituciones es fundamental para entender el comportamiento 
hacia el éxito o el fracaso de una economía a lo largo del tiempo. Aportaciones 
como North (2005), Greif (2006) o Kingston y Caballero (2009) reflejan los avan­
ces de la investigación sobre el cambio institucional en los últimos años. En parti­
cular, Greif (2006) establece un marco para endogenizar el cambio institucional y 
se consolida como una referencia de futuro del programa de investigación institu­
cionalista que tiene actualmente a Coase, North, Williamson y Ostrom como 
principales referentes.

Como señalan Menard y Shirley (2010), la evolución de la NEI en las últimas 
décadas se refleja en «cuatro premios Nobel en veinte años, impactos significativos 



ECONOMÍA DE LAS INSTITUCIONES: DE COASE Y NORTH A WILLIAMSON Y OSTROM

45

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

en los principales debates de políticas que incluyen desde el derecho de la compe­
tencia hasta la ayuda al desarrollo, la penetración creciente en las principales revistas 
académicas, y una amplia y creciente corriente de académicos, de investigación y de 
datos». La ciencia económica del siglo xxi y su aportación a las sociedades actuales 
no puede entenderse sin los avances en economía de las instituciones que ha prota­
gonizado la Nueva Economía Institucional.
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La economía política de los derechos 
de propiedad

Aunque la asignación de los derechos de propiedad formales son la solución más eficaz a las 
externalidades que afectan al medio ambiente y los recursos naturales, normalmente no 
constituyen la primera medida tomada. De hecho, suele ser la última, y con frecuencia tras 
una crisis. ¿Por qué? La razón es que los derechos de propiedad resultan costosos de definir 
y de llevar a cabo. Los derechos de propiedad implican costes políticos porque definen la 
propiedad y por lo tanto una distribución de la riqueza, del estatus y de la influencia políti-
ca. Los riesgos políticos que ello supone lleva a que los políticos retrasen la asignación de 
derechos. Sin embargo, una crisis puede resolver los conflictos distributivos al hacerlos más 
evidentes, ya que los beneficios y los costes de tomar una decisión o los costes de no hacerlo 
se manifiestan clara y crudamente. Por esta razón, puede ser eficiente y políticamente com-
prensible por qué los derechos de propiedad se adoptan tarde.

Jabetza-eskubide formalak ingurumenari eta natura-baliabideei eragiten dieten kanpo-eraginen 
irtenbide nabarienak diren arren, normalean ez dira izaten hartzen diren lehenengo neurriak. 
Izan ere, azken neurria izan ohi da, eta sarritan krisi baten ondoren hartutakoa. Zer dela-eta? 
Garestia da jabetza-eskubideak definitzea eta abiaraztea. Jabetza-eskubideek kostu politikoak 
dakartzate, jabetza definitzen dutelako eta, horrenbestez, aberastasunaren, estatusaren eta poli-
tika-eraginaren banaketa. Horrek dakartzan arrisku politikoen ondorioz, politikariek atzeratu 
egiten dute eskubideen esleipena. Hala eta guztiz ere, krisi batek banaketa-gatazkak ebatz di
tzake, erabaki bat hartzearen ala ez hartzearen onura eta kostuak argi eta latz adierazten dire-
lako. Hori dela eta, eraginkor eta politikoki ulergarriak izan daitezke jabetza-eskubideak beran-
du hartzeko arrazoiak.

Even though the assigning of the formal property rights are the most obvious response to 
externalities involving the environment and natural resources, they typically are not the first 
action taken. Indeed, they often are the last, coming only after a crisis. Why is that? One 
reason is that property rights are costly to define. Property rights involve political costs 
because they define ownership and hence a distribution of wealth, status, and political 
influence. As a result, they often are controversial and political risk leads politicians to delay 
in assigning rights. A crisis can resolve distributional disputes by making the benefits of 
taking action or the costs of not doing so clearer. For this reason, it may be efficient and 
politically understandable why property rights are adopted late.
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1.	 INTRODUCCIÓN

En 1960, Ronald Coase publicó El problema del coste social (Coase, 1960). Los 
argumentos en este famoso artículo no sólo manifiestan la naturaleza recíproca de la 
mayoría de las externalidades (¿Quién es la fuente del problema, la fábrica o las per­
sonas que viven cerca de ella?), sino que sugieren que podría resolverse mediante la 
negociación entre ambas partes si los costes de transacción fueran lo suficientemen­
te bajos (negociación coaseana).

El problema del coste social (Coase, 1960) y La naturaleza de la empresa (Coase, 
1937) fueron las bases para la concesión a Coase del premio Nobel de Economía en 
1991. Estos artículos permanecen entre los más citados en economía, y el legado de 
Coase a través del Teorema de Coase puede que sea más importante que cualquier 
otro ganador del premio Nobel en economía.

La negociación coaseana presupone que existen derechos de propiedad para definir 
quién tiene el derecho de una acción en particular y un flujo de bienestar asociado (las 

*  Este artículo fue elaborado a partir de los argumentos desarrollados en Libecap (2007) y Libecap (2008).
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fábricas tienen el derecho a contaminar o los propietarios tienen derecho al aire lim­
pio). Una asignación de derechos de propiedad es fundamental porque de lo contrario 
no habría ninguna base para la negociación (¿Quienes serían los participantes, sobre 
qué base se negociarían, cuál sería el objeto de comercialización y a qué precio, y qué 
acuerdo se aplicaría?). Si faltase un régimen de derechos de propiedad, no habría nada 
para impedir la intervención de un tercero exigiendo un pago o un cambio de compor­
tamiento después que el acuerdo original se concluyera. Con la posibilidad de una en­
trada abierta, potencialmente ilimitada, de este tipo, no podría haber acuerdos coasea­
nos para resolver los problemas ambientales y de recursos naturales. La definición de 
los derechos de propiedad señala las partes de la negociación y subraya por qué deben 
existir derechos de propiedad para que una actividad comercial tenga lugar.

El legado de Coase también ha sido la base del auge del medio ambientalismo ba­
sado en el mercado. Los derechos de propiedad y el comercio coaseano explican por 
qué han sido tan eficaces las cuotas individuales transferibles («individual transferable 
quotas», ITQ) en la gestión de los recursos pesqueros donde se han adoptado (Costello 
et al., 2008). También subyacen en el uso de la negociación de los derechos de agua 
para promover un uso y asignación más eficiente del agua en EE.UU., Chile y Austra­
lia (Grafton et al., 2009), y son la base de los esfuerzos para tratar la contaminación del 
aire mediante la negociación de los derechos de contaminación que han sido extrema­
damente útiles en el control del SO2 y de la lluvia ácida en EE.UU. (Kehoane, 2007).

A pesar de la claridad del mensaje de Coase y los éxitos indicados en estos ejem­
plos, las soluciones de mercado a los problemas ambientales y de recursos naturales 
han sido mucho más limitados, lentos y polémicos que lo que se podría haber pre­
visto. La razón radica en la «Economía Política de los Derechos de Propiedad».

Los derechos de propiedad son costosos de definir en dos sentidos. En primer 
lugar están los costes de medir el activo, demarcando la propiedad del mismo, en 
cumplimiento de la normativa. Estos costes pueden ser altos o bajos dependiendo 
de la naturaleza física del recurso. Si es grande, móvil y no observable, como por 
ejemplo algunas reservas de pesca, entonces los costes para definir los derechos de 
propiedad son normalmente altos. Si el bien es más pequeño, inmóvil, y observable, 
como las parcelas de tierra, entonces los costos para definir los derechos de propie­
dad son normalmente bajos.

En segundo lugar, hay costes políticos en la definición de los derechos de pro­
piedad. Los derechos de propiedad son propiedad, e incluyen los derechos al privile­
gio de inversión y de uso, a los ingresos y costes asociados con ellos, y a transferir la 
propiedad a otro o transmitirla a los herederos. Por lo tanto, la asignación de dere­
chos de propiedad entraña unas claras implicaciones en la distribución.

Cualquier patrón de propiedad implica una asignación asociada de riqueza y de 
nivel social y político. Cualquier derecho de propiedad con contenido requiere ex­
clusividad. Se les negará a algunas partes (no-propietarios), mientras que a otros 
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(propietarios) se les concederá el acceso al bien. Al menos inicialmente, las institu­
ciones de propiedad crean claros ganadores y perdedores. Si como se espera, los de­
rechos de propiedad definitivos resultan en una mayor eficiencia de modo que la 
economía en conjunto se expande, todas las partes pueden estar en mejor situación. 
Pero desde un principio, estos beneficios a largo plazo son inciertos, mientras que 
las consecuencias distributivas son muy evidentes.

La política, en gran parte, trata sobre distribución. Debido a que las implicacio­
nes distributivas iniciales de una asignación de derechos de propiedad son claras e 
inmediatas, influirán decisivamente en los beneficios y costes de las decisiones polí­
ticas, así como en la viabilidad del respaldo de los políticos al medioambientalismo 
basado en la asignación de derechos.

La historia indica lo importante que pueden ser tanto los recursos como los cos­
tes políticos en la adopción de los derechos de propiedad. Consideremos el caso de 
la pesca. En un famoso artículo publicado en 1954 por H. Scott Gordon, La teoría 
económica de un recurso de propiedad común: la pesca, el problema de la sobreexplo­
tación de pesca debido a la ausencia de derechos de propiedad fue reflejada con 
efectividad (Gordon, 1954). Unos veinte años más tarde, Francis Christy (1973) pre­
sentó la utilización de cuotas individuales transferibles como una solución. Sin em­
bargo, no fue hasta trece años más tarde, en 1986 en Nueva Zelanda, y posterior­
mente, en 1989 en Islandia cuando los sistemas de derechos de propiedad en la 
pesca fueron adoptadas cuando ésta estaba al borde de la desaparición. Incluso hoy 
en día, tal vez sólo entre 2 y 5 % de las reservas de pesca en el mundo tienen un régi­
men de derechos de propiedad.

Asimismo, podemos analizar la contaminación del aire. La preocupación en 
EE.UU. por la contaminación del aire se hizo más evidente en la década entre 1940 y 
1950 en Los Ángeles. Thomas Crocker (1966) y J.H. Dales (1968) presentaron la utiliza­
ción de los permisos de emisión negociables. Sin embargo, fue unos treinta años más 
tarde cuando finalmente se establecieron los permisos negociables en el programa de 
SO2 de los EE.UU. y el programa regional de control de niebla tóxica en Los Angeles.

La cuestión es si los derechos de propiedad son una solución tan obvia al proble­
ma del medioambiente y los recursos naturales, ¿por qué se tarda tanto tiempo en re­
conocerlos y asignarlos? Como se sugirió anteriormente, la respuesta está en la políti­
ca y las implicaciones de distribución de la definición de los derechos de propiedad.

2.	 EL RETRASO EN LA ASIGNACIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD

Para que el comercio coaseano pueda ser una solución a los problemas de recur­
sos ambientales, los derechos de propiedad formales son necesarios. Estos son los 
derechos de propiedad que son reconocidos por la ley y pueden ser la base para con­



GARY D. LIBECAP

56

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

tratos ejecutables e intercambio comercial. Desgraciadamente, los derechos de pro­
piedad preventivos o aplicados de forma temprana implican costes (de recursos y 
políticos) más altos que las ganancias que se prevén. Exigen requisitos de informa­
ción e inputs formidables para la asignación, medición, delimitación y cumplimien­
to y, quizás lo más importante, tienen efectos distributivos generalmente claros y 
sustanciales, mientras que hay demasiada incertidumbre en cuanto a sus beneficios 
y costes para los intereses influyentes.

Bajo estas circunstancias, es difícil para los políticos crear acuerdos entre el elec­
torado para construir un consenso político que permita la adopción de derechos de 
propiedad como primera medida. La importancia de los problemas ambientales no 
se comprende fácilmente, ni tampoco se sabe cómo abordarlos. Esto hace que la 
asignación preferente de los derechos de propiedad formales sea demasiado arries­
gada para los políticos. Por esta razón, tiene sentido político (y económico) que los 
políticos se retrasen en adoptar medidas esperando que con el tiempo el problema 
aumente, se entienda mejor y se exija una solución.

Con el paso del tiempo, por un lado el asunto de los recursos o del medio am­
biente se agrava y se convierte en una crisis, pero por otro, se genera información 
tanto sobre la magnitud del problema y los recursos, como de los beneficios y costes 
políticos de hacerle frente. En ese momento más partícipes sociales se darán cuenta 
y estarán en mejor posición debido a una definición más clara de los derechos de 
propiedad y de esta manera los conflictos de distribución podrán ser abordados.

3.	 LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD

En la mayoría de los asuntos ambientales y de recursos, gran parte del numeroso 
electorado se ve afectado de distintas maneras por las externalidades. Dado que los 
políticos están preocupados por el electorado, éstos deben equilibrar los intereses de 
los electores de la forma descrita por Sam Peltzman (1976) y Gary Becker (1983). 
Para maximizar el apoyo político global, los políticos dirigen los beneficios a las par­
tes influyentes e intentan reducir los costes globales a los contribuyentes.

Estos esfuerzos normalmente implican pagos compensatorios —subsidios, bene­
ficios tributarios, cuotas preferenciales o derechos de propiedad— desde los que es­
peran ganar a aquellos que esperan perder. Si estas transferencias son polémicas por 
ser demasiado obvias o por ser percibidas como demasiado injustas, los políticos las 
camuflarán, vinculándolas a bienes públicos populares o ligándolas a objetivos am­
plios de distribución. Estas acciones, sin embargo, como se describe a continuación, 
pueden disminuir la eficacia global de la respuesta política a la externalidad.

Cuando los costes y beneficios totales de abordar una externalidad así como de su 
distribución a través del electorado son inciertos, las artimañas de pagos compensato­
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rios por los políticos son difíciles. Es probable que haya disputas sobre el tamaño, la 
naturaleza y la dirección de la indemnización; y estas disputas aumentan el riesgo polí­
tico y reducen los beneficios pretendidos para los políticos a la hora de tomar medidas.

Como resultado, cuando una externalidad ambiental o natural es detectada por 
primera vez, los políticos eligen las políticas que reducen la incertidumbre y aumen­
tan las ganancias netas esperadas para los grupos influyentes. Esto incluye: posponer 
cualquier medida; fomentar la investigación sobre la información de la externalidad, 
promover nueva tecnología que reduzca los costes; invertir en la mejora del volu­
men de recursos, incluyendo restringir el acceso de grupos que no son ciudadanos u 
otros grupos políticamente débiles; y, por último, adoptar reglamentos estandariza­
dos que suponen reducir la externalidad mientras parecen ser neutrales y no cam­
biar la distribución de riqueza y poder político actual.

En esta etapa, la asignación temprana de los derechos de propiedad formales 
para hacer frente a la externalidad supone para los políticos demasiados riesgos. Es­
tos derechos implican una asignación de beneficios y costos directa y transparente 
que puede no ser respaldada ampliamente. Además, si es un problema de recurso 
natural, como la sobrepesca, los derechos de propiedad pueden conducir a la recu­
peración de reservas y a un aumento de riquezas, estatus, e influencia política de los 
propietarios. Esto puede amenazar al statu quo, y generar oposición. Efectivamente, 
el electorado que se beneficia del statu quo puede ser perjudicado por un sistema 
nuevo de derechos. Las ineficiencias generan un electorado dispuesto a mantener las 
cosas como están. Este electorado requerirá que cualquier nuevo sistema de dere­
chos incorpore sus pretendidos beneficios históricos o se los compense por haberlos 
perdido. De otra forma, se opondrán al cambio. Algunos ejemplos sobre la pesca, el 
control de la contaminación del aire y el agua ilustran los problemas teóricos y prác­
ticos de la economía política en la asignación de los derechos de propiedad.

4.	 UN PRIMER CASO DE ANÁLISIS: LA PESCA

Como hemos observado, los derechos de propiedad no han constituido la solu­
ción preventiva ante los problemas de sobrepesca, sino que en primer lugar se ha 
optado por la adopción de regulaciones de temporada, buques y equipos. Existe una 
enorme diversidad de intereses, como son los de pescadores de altura y costeros, de 
propietarios de buques grandes y pequeños, de pescadores de distintas localidades, 
de pescadores deportivos y comerciales, de procesadores, de vendedores de equipos, 
de grupos de trabajadores y de funcionarios públicos. Esta situación explica que a 
menudo puede haber un acuerdo temprano solamente sobre normas genéricas es­
tandarizadas y no sobre las tareas más difíciles como es la de asignar y supervisar los 
derechos de propiedad individuales. Estas regulaciones, no obstante, generalmente 
no triunfan tal como atestigua el descenso de muchos banos de peces (Myers y 
Worm, 2003; Devine et al., 2006).
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Con el tiempo, como las reservas de peces caen en picado y el problema de so­
brepesca se convierte en crisis, entonces se recurre al sistema de derechos de propie­
dad, como por ejemplo las cuotas individuales transferibles en la Pesca (ITQ). Bajo 
ITQ, las autoridades reguladores establecen el límite máximo de capturas anuales 
permitidas, basadas en la información biológica recogida, las condiciones ambienta­
les anticipadas y el impacto de las capturas previstas. Se concede a cada pescador o 
buque autorizado una parte de la captura anual según una regla de asignación, y las 
cuotas generalmente se pueden enajenar, aunque con diversas restricciones.

Una cuestión clave de la economía política es el método por el cual se asignan 
los derechos de propiedad. La regla de asignación más común es la regla del primer 
poseedor o la captura histórica. Las inversiones del pasado en buques y equipos 
también, con frecuencia, se toman en cuenta. Los economistas a menudo reclaman 
la organización de subastas como una manera de obtener ingresos para el subasta­
dor (normalmente, el Estado) y para generar información sobre el valor real de la 
pesca. Sin embargo, las subastas transfieren fondos desde empresas pesqueras que se 
podrían utilizar para financiar inversión, fomentan la búsqueda de rentas entre los 
políticos y grupos de interés que desean el acceso a los fondos generados por las su­
bastas; y no compensan la información proporcionada a lo largo del tiempo por los 
respectivos pescadores (Anderson et al., 2009). Contar con el apoyo y los conoci­
mientos de los responsables a la hora de determinar la captura total anual puede ser 
una gran ventaja para el éxito de los sistemas de ITQ.

Los beneficios de las ITQ, como en todos los derechos de propiedad, es que alinean 
mejor las prácticas de capturas de los pescadores con las prácticas que protegen o mejo­
ran los bancos de peces. El valor de sus cuotas, que a menudo pueden ser importantes 
fuentes de riqueza, depende del estado de salud del banco a largo plazo. Entonces, hay 
incentivos para la supervisión propia y del grupo del cumplimiento de los reglamentos; 
aún más importante, las ITQ entendidas como los derechos de propiedad, son la base 
para futuras negociaciones entre pescadores para reducir la presión sobre las pesquerías.

No obstante, como en todos los derechos de propiedad surgen también problemas 
de economía. Las ventajas de las ITQ dependen de la fuerza de los derechos de propie­
dad, pero esto varía según los países. Las ITQ en Estados Unidos y Canadá se especifi­
can con claridad como «privilegios de uso» solamente, y no como derechos de propie­
dad, por lo que son revocables sin indemnización. En cambio, en Islandia, Nueva 
Zelanda y, Australia, las ITQ son consideradas derechos de propiedad más seguros.

Estas diferencias en la naturaleza de los derechos de propiedad derivan de las con­
troversias sobre la asignación y de cómo actúan algunas partes bajo un sistema de 
mercado sin restricciones. Los aspectos distributivos han dado lugar a varias restric­
ciones sobre las ITQ, y son más graves en países donde la pesca es una pequeña por­
ción del PNB, como en EE.UU. En este país, aún con sus relativamente pocos sistemas 
de ITQ, ha habido un esfuerzo para mantener la posición relativa de las regiones, co­
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munidades, flotas, capital y tripulación, limitando la asignación y la negociación de las 
ITQ. Algunas ITQ en EE.UU. están reservadas para el desarrollo comunitario y no se 
conceden a individuos. Además existen límites formales al volumen de posesión de 
cuotas individuales y a su transferibilidad. En la pesca de fletán en Alaska, por ejem­
plo, sólo están permitidas las transferencias de cuotas de buques grandes a buques pe­
queños, y ningún individuo puede poseer más de un 0,5 % de la cuota total (Doyle et 
al., 2006). Hay otros límites sobre la acumulación de cuotas y sobre el número concre­
to de buques de la flota del fletán. Además, en 1996, la Ley Magnuson estableció una 
moratoria de cuatro años en la adopción de nuevas ITQ para la pesca en los EE.UU.

5.	 UN SEGUNDO CASO DE ANÁLISIS: LA CONTAMINACIÓN DEL AIRE

Se ha observado que en el control de la contaminación del aire los derechos de 
propiedad aparecen muy tardíamente. El problema de niebla tóxica se puso de ma­
nifiesto en los años cuarenta y cincuenta, especialmente en Los Ángeles, que había 
sido anteriormente visto como un paraíso ambiental. Sin embargo, a principios de 
la posguerra de la Segunda Guerra Mundial, el humo invadía la cuenca de Los Ánge­
les. Krier y Ursin (1977) describen cómo el gobierno respondió a paso lento a la 
contaminación en el Sur de California (Krier, 1994).

Fueron necesarios aproximadamente 35 años antes de que se aprobaran las regu­
laciones para combatir el origen del problema (humos procedentes de tubos de esca­
pe de los vehículos). La primera solución regulatoria no fue la de los derechos de pro­
piedad, sino los ajustes tecnológicos para reducir las emisiones. La nueva regulación 
exigía la instalación o ajuste de dispositivos en automóviles nuevos y usados, y la 
creación de normas uniformes de emisiones para las fuentes estacionarios. Incluso la 
Ley federal de aire limpio (FCAA) de 1963, 1967 y 1970, dependía de la regulación 
tecnológica y homogénea de emisiones y no de un régimen de límites y comercio de 
derechos (Cap and Trade Regime). Los objetivos de calidad de aire no se consiguieron 
en California ni en ninguna otra parte del país.

No fue hasta 1994, unos 50 años después de las primeras preocupaciones por la 
niebla tóxica, cuando California puso en marcha los derechos de propiedad para re­
ducir NO2 y SO2 (los principales causantes de la niebla tóxica) en la cuenca de Los 
Ángeles con el mercado regional de incentivos al aire limpio (Regional Clean Air In-
centives Market, RECLAIM). Desgraciadamente, RECLAIM se aplicaba solo a ciertas 
actividades (en servicios, refinerías y plantas de fabricación, pero no a vehículos de 
motor debido a la oposición política).

Hay un patrón de comportamiento similar en el retraso nacional en la asigna­
ción de derechos de propiedad para rebajar la contaminación de S02. En los años 
1960 se incrementó la conciencia del daño causado a los lagos y bosques por la lluvia 
ácida producida por las centrales de energía que emiten S02 a la atmósfera. Las en­
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miendas a la Ley de aire limpio de 1970 y 1977 fijaron límites de concentración de 
S02 y los estados fueron obligados a cumplirlos. Las regulaciones especificaban la 
maquinaria que debería ser utilizada, como por ejemplo los tipos de filtros, aunque 
la fábrica utilizara carbón bajo en sulfúrico, y establecían nuevas normas para las 
nuevas plantas de energía (Joskow y Schmalensee, 1998).

Sin embargo, la lluvia ácida continuó siendo un problema. Las normas unifor­
mes existentes no reconocían que los costes de controlar las emisiones variaban en­
tre y en las empresas. Dado que los reglamentos tradicionales daban ventaja a las an­
tiguas plantas y a la tecnología antigua, hubo pocos incentivos para que esas 
empresas desarrollaran nuevas tecnologías para reducir las emisiones a un coste re­
ducido. Las nuevas unidades fueron forzadas a adoptar tecnología especificada por 
el regulador, en lugar de otras que podrían haber sido más rentables.

Por último, el Título IV de las enmiendas a la Ley de aire limpio de 1990 autori­
zó el uso de permisos de emisiones transferibles para que las empresas eléctricas pu­
dieran enajenar los permisos para emitir S02 mientras se reducían el total de las emi­
siones permitidas en aproximadamente un 50  %. Este fue el primer programa 
medioambiental estadounidense a gran escala y a largo plazo que se basaba en los 
derechos de propiedad. Bajo el sistema de permisos, se estableció un tope o límite al 
nivel de emisiones anual que fue prorrateado entre los titulares de los permisos, a 
quienes se les permitió emitir una cantidad específica de gases. Se distribuyeron los 
permisos de emisiones a las empresas mediante reglas de primera-posesión que se 
basan en la producción de energía del pasado, la generación de calor, el consumo de 
combustible y las emisiones. Dichos permisos estaban libres de cargas y por lo tanto 
pretendían proteger las fábricas existentes (Joskow y Schmalensee, 1998, p. 38).

La adopción de un sistema de permisos de emisiones transferibles se ha visto 
como un medio eficaz de reducir la contaminación global del aire y se estima que ha 
logrado un ahorro de más de 1 billón de dólares en relación a lo que podría haber 
sido el coste posible bajo la regulación previa. Pero al igual que a los ITQ en la pesca, 
las cuotas o permisos de emisiones transferibles no se pusieron en práctica hasta 
comprobar que la regulación existente era demasiado costosa e ineficaz para atenuar 
las externalidades. Además, en ese momento los beneficios y los costes de la adopción 
de derechos de propiedad eran lo suficientemente claros como para permitir pagos 
compensatorios en la asignación de derechos de propiedad para de esta manera solu­
cionar las demandas distributivas.

A las empresas de estados como Illinois, Indiana y Ohio se les asignó una canti­
dad adicional de 200.000 permisos anuales durante la primera fase de la regulación. 
Estos estados tenían importantes intereses en el carbón y todos habían colocado a 
sus representantes en puestos claves o en la presidencia de los distintos subcomités 
del Congreso (Ellerman, 2000; Joskow y Schmalensee, 1998, p. 42). Estas cuotas pre­
ferenciales se adoptaron en parte con el fin de crear un programa nuevo de derechos 
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de propiedad políticamente viable para las empresas establecidas y al mismo tiempo 
fomentar la inversión en nuevas tecnologías y en energías renovables por nuevas 
empresas que tenían cuotas más limitadas.

6.	 UN TERCER CASO DE ANÁLISIS: EL AGUA

El abastecimiento de agua se ha convertido, de forma creciente, en un grave pro­
blema, especialmente en regiones semiáridas, como el oeste de EE.UU. o Australia, 
donde las demandas sobrepasan la oferta disponible. En el oeste de EE.UU. el agua se 
usa predominantemente para la agricultura, de hecho en la mayoría de los estados de 
esa zona el uso agrícola supera el 60 %. Aunque los individuos no poseen el agua en 
propiedad, sí tienen derechos de uso sobre el agua de acuerdo a la doctrina de prefe­
rencia a la «apropiación previa». Bajo esta doctrina, los individuos tienen el derecho a 
desviar o extraer el agua subterránea dependiendo del momento de sus solicitudes. 
Aquellos interesados, cuyas solicitudes se realizaron más tarde, tienen menos priori­
dad. En tiempos de sequía, los que tienen más prioridad, obtienen agua primero, 
pero se puede comerciar con ella, o mejor dicho, con los derechos sobre ella.

El comercio a corto plazo entre granjeros es fácil y rutinario. Pero los acuerdos co­
merciales a largo plazo, especialmente los que están fuera estrictamente de la cuenca 
hidrográfica, como por ejemplo entre los granjeros y los consumidores urbanos, re­
quieren una aprobación regulatoria del Estado. Los estados varían en su grado de per­
misividad del comercio de derechos de agua. Además, hay muchas partes involucradas 
en las negociaciones: los titulares de los derechos; los funcionarios de los distritos de 
riego; la agencia de funcionarios del gobierno de suministro de agua, tales como la 
Oficina de Reclamaciones; o cualquier otra entidad que pueda afirmar que una opera­
ción le perjudicaría. Este daño puede ocurrir, por ejemplo, porque no toda el agua que 
se desvía se consume. Hasta un 50 % del agua podría filtrarse de nuevo a la corriente 
para su uso posterior por titulares de permisos sobre aguas de menos prioridad. Las 
transferencias de la cantidad completa desviada fuera de la cuenca del río significarían 
que no estaría disponible para uso posterior. En cualquier decisión regulatoria los as­
pectos cuantitativos y de medición son, a veces, decisivos.

Un asunto importante es que la mayoría de los derechos de agua no han sido 
cuantificados. En el pasado cuando el agua era barata, no importaba. Ahora sí im­
porta. Pero la oposición de aquellos que históricamente han utilizado más que sus 
derechos autorizados, así como la resistencia de grupos que creen que el agua es un 
«recurso público», ha significado que muchos derechos de agua permanezcan toda­
vía sin definir. El proceso de adjudicación de derechos puede ser tan polémico que 
en algunos lugares puede tardarse más de 20 años en llevarlo a cabo.

Por todas estas razones, en EE.UU. hay menos comercio de agua del que uno po­
dría esperar, posiblemente tan bajo como el 2 % del consumo anual de agua en el Oes­
te. Por esta razón, los precios del agua para usos adyacentes a menudo pueden ser dife­



GARY D. LIBECAP

62

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

rentes de manera sorprendente, por ejemplo 27 dólares por acre-pie (326.000 galones) 
de agua para el cultivo de algodón frente a entre 479 y 3.267 dólares por acre-pie de 
agua del mismo pozo para el uso urbano en Tucson, Arizona (Brewer et al., 2008).

En cambio, en Australia, los derechos sobre el agua son más firmes. Esto puede 
que tenga sentido, porque Australia en conjunto es mucho más seco que el oeste de 
EE.UU. Una sequía puede acabar con las preocupaciones de la distribución que pre­
valecen en EE.UU. Los derechos sobre el agua en Australia son similares al sistema 
de cap and trade (límite y comercio) de los derechos de emisión. Los titulares de de­
rechos tienen un porcentaje de la cantidad permitida para el consumo anual y estos 
derechos se pueden comercializar. En Australia se comercializan un 50 % de los de­
rechos del agua, una gran diferencia respecto a los EE.UU. Dado el desacuerdo polí­
tico sobre los derechos de agua en los EE.UU., ¿hará falta que haya más sequías ex­
tremas antes de que se pueda llevar a cabo una mejora en los derechos de propiedad 
y tenga lugar un mayor volumen de intercambio de permisos?.

7.	 CONCLUSIÓN

Existe una externalidad cuando terceras personas se ven afectadas por las deci­
siones tomadas por individuos que solo consideran sus costes y beneficios privados, 
y no los impactos generales y sobre terceras partes. La solución es dar una definición 
más completa y precisa de los derechos de propiedad de manera que los costes y be­
neficios sociales de las decisiones tomadas coincidan con los costes y beneficios pri­
vados. Pero los derechos de propiedad tienden a reconocerse tardíamente.

La definición de derechos de propiedad supone no sólo costes de recursos. En 
algunos casos el coste de solucionar el problema es enorme, como argumentó Coase 
en 1960 (p. 39). Esto puede aplicarse, por ejemplo, a los recursos pesqueros migra­
torios del océano que atraviesan muchas jurisdicciones. El otro problema, y tal vez 
mayor, se encuentra en la economía política de los derechos de propiedad. Los dere­
chos de propiedad son, valga la redundancia, de propiedad, y la asignación de la 
propiedad plantea serios problemas de distribución. Los políticos son profunda­
mente sensibles a este asunto. Los electores son conscientes de que cualquier asigna­
ción de los derechos de propiedad para solucionar las externalidades ambientales y 
de recursos naturales será tanto una asignación de riqueza como de posición política 
y social. Por lo tanto, compiten por lograr distribuciones favorables a sus intereses, y 
este enfrentamiento político complica y retrasa el uso de los derechos de propiedad 
en la política ambiental y de recursos naturales.

Como se muestra en los ejemplos empíricos mostrados, cuando los problemas 
se conviertan en crisis es cuando estos asuntos de distribución se pueden superar 
con una asignación más clara de los derechos de propiedad. Una crisis aclara la mag­
nitud del problema y si no es irreversible, los beneficios de afrontarlo. Hasta ese mo­
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mento, los políticos tienen incentivos para retrasarse en la toma de decisiones y para 
la adopción de políticas que implican menores costes y minimizan los efectos distri­
butivos. Esto sugiere que, a pesar de su atracción teórica, los derechos de propiedad 
a menudo son la solución en última instancia y no la primera solución a la tragedia 
de los bienes comunes.
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Intermediación y confianza

En una comunidad tradicional de comerciantes en la que dos comerciantes realizan transac-
ciones ocasionalmente, y tienen la oportunidad de hacer trampa, el intercambio comercial 
se realiza siempre y cuando la información sobre la reputación de los comerciantes pueda 
circular dentro del grupo. Sin embargo, en muchas situaciones, la capacidad para desarro-
llar la reputación es limitada. Este trabajo estudia cómo los intermediarios («corredores») 
pueden ayudar a mantener la cooperación eliminando la necesidad de que los comerciantes 
dispongan de información sobre cada uno de los demás. En vez de confiar en los demás co-
merciantes, con quienes sólo se comercia ocasionalmente, las partes depositan su confianza 
en el corredor con quien se relacionan con frecuencia. Para ilustrar esta cuestión, investiga-
mos el papel que desempeña el intermediario en las transacciones con soborno.

Ezaguna da merkatarien elkarte tradizional batean —merkatariek transakzioak egin ohi dituzte-
la eta iruzurrak egiteko aukerak dituztela— lankidetzari eutsi nahi bazaio ezinbestekoa dela 
merkatarien ospeari buruzko informazioa taldearen barruan ibiltzea. Hala eta guztiz ere, sarri-
tan, ospea garatzeko gaitasuna mugatuta dago. Lan honetan aztertu da bitartekariek («arteka-
riek») lankidetza mantentzen lagun dezaketela, eta horrela ez dela beharrezkoa izango merkata-
riek gainerakoei buruzko informazioa izatea. Noizean behingo harremanetan parte hartzen 
duten gainerako merkatariez fidatu beharrean, eurekin merkataritza-harreman ugari dituzten 
artekariengan ipintzen dute euren ustea. Gai hori argitzeko, eroskeriadun transakzioetan bitarte-
kariek duten egitekoa ikertu dugu.

It is well known that among a community of traders in which particular pairs of traders only 
transact occasionally, and have opportunities to cheat, cooperation be sustained if 
information about traders’ reputations can circulate within the group. In many applications, 
however, the potential for developing reputations is limited. This paper studies how 
intermediaries («brokers») can help to sustain cooperation by removing the need for traders 
to have information about each other. Rather than trusting other traders, each of whom they 
interact with only occasionally, traders place their trust in the broker, with whom they each 
interact frequently. To illustrate, we explore the role of intermediaries in bribe transactions.
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1.	 INTRODUCCIÓN

¿Cómo se puede sostener un comercio honesto si los jugadores tienen la oportu­
nidad de hacer trampa, y las parejas concretas de jugadores sólo negocian ocasional­
mente?

La teoría ha establecido sólidamente que la cooperación es posible mediante 
estrategias de imposición de «normas sociales»: los que no cumplen son castigados 
por sus futuros socios comerciales, aunque ellos nunca hayan defraudado a esos 
jugadores. Para que esto ocurra, es importante que la información sobre las activi­
dades pasadas de los jugadores esté disponible para los futuros socios de negocio. 
Sin embargo, en muchos casos reales, la posibilidad de que esta información cir­
cule es limitada, tanto porque la transmisión de esta información es costosa como 
porque los comerciantes mienten sobre sus experiencias. Por lo tanto, se plantea la 
cuestión: ¿es posible la cooperación sin flujos de información?

Este artículo considera juegos aleatorios repetidos en las dos partes que comer­
cian. Ambas tienen la oportunidad de hacer trampa y todas las actividades son es­
trictamente información privada (sólo el tramposo y la persona defraudada obser­

*  Estoy agradecido a Kurt Annen y los participantes del seminario de la University of Guelph por sus 
útiles comentarios.
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van la trampa). El trabajo estudia cómo los intermediarios especializados 
(corredores) pueden posibilitar la cooperación eliminando la necesidad de obtener 
información de las actividades pasadas de cada participante. De hecho, cada transac­
ción entre el vendedor y el comprador se divide en dos sub-transacciones: una entre 
el comprador y el corredor, y otra entre el corredor y el vendedor. No es necesario 
que las partes confíen entre sí, siempre que confíen en el corredor; y pueden confiar 
en el corredor ya que se relacionan con él a menudo para obtener productos y servi­
cios provenientes de una variedad de socios comerciales, con cada uno de los cuales 
sólo comercian ocasionalmente.

Para ilustralo, consideramos una transacción con soborno en la que un funcio­
nario del Gobierno acepta hacer un favor a un usuario a cambio de un soborno. Por 
razones obvias, las transacciones con soborno no se hacen cumplir por el Estado, 
por lo que los problemas de cumplimiento surgen frecuentemente. Si el soborno se 
paga por adelantado, el funcionario puede que tenga pocos incentivos para hacer el 
favor (quizás por miedo del riesgo de castigo al que se expone); en cambio, si se 
paga el soborno después de hacer el favor, el sobornador tiene el incentivo de negar­
se a pagar. Además, una o ambas partes pueden tener la oportunidad de chantajear 
al otro después del hecho.

A menos que a los jugadores se les ocurra una manera de superar estos proble­
mas de cumplimiento, la transacción con soborno (mutuamente beneficiosa) no 
ocurrirá.

Se sabe que las transacciones se pueden hacer cumplir si el juego se repite un 
número suficiente de veces. Pero suponemos que cualquier sobornador sólo necesi­
ta raramente un favor de cualquier funcionario en particular. Entonces la amenaza 
de romper una relación bilateral puede no ser suficiente para impedir el oportunis­
mo. Sin embargo, un mecanismo de reputación multilateral debería funcionar. Es 
decir, los jugadores podrían intentar crear una reputación de no engañar y no enga­
ñarían porque haciéndolo implicaría que perderían su reputación y la gente no con­
fiaría en ellos en el futuro. El problema es que esto solo puede funcionar si los de­
más jugadores observan o aprenden sobre el hecho de engañar. En el caso de 
transacciones con soborno, por ejemplo, esto es un asunto problemático; para el de­
sarrollo de la reputación se requiere compartir la información y esto puede exponer 
a las partes implicadas en una transacción con soborno a un enjuiciamiento (o a un 
chantaje).

Este artículo defiende que los corredores (intermediarios) pueden posibilitar 
que las partes generen la confianza necesaria para efectuar el intercambio. Conti­
nuando con lo citado anteriormente sobre la corrupción, supone que hay muchos 
«residentes» y muchos funcionarios. Cada funcionario se encuentra en una posición 
de proveer algún tipo particular de «favor» a los residentes, como por ejemplo, un 
carné de conducir, una conexión de teléfono o un préstamo subsidiado. Cada resi­
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dente a menudo desearía obtener favores de un tipo u otro, pero raramente tiene 
motivos para relacionarse con cualquier funcionario (así que un mecanismo de re­
putación bilateral directa no puede funcionar) y todas las transacciones son privadas 
(así que un mecanismo de reputación multilateral tampoco puede funcionar).

Ahora introducimos un corredor.1 En vez de dirigirse directamente a un funcio­
nario, el residente que necesite un favor hace un trato con el corredor y el corredor a 
cambio negocia con el funcionario. Si todos los residentes usaran el corredor para 
sus transacciones con soborno, entonces el corredor se relacionaría a menudo con 
cada residente y con cada funcionario. Esto ayuda a que entre ambas partes de la 
transacción se pueda negociar indirectamente, sin tener que confiar el uno en el 
otro, siempre que las dos partes confíen en el corredor. El residente tampoco necesi­
ta saber los detalles de la transacción entre el corredor y el funcionario, quién es el 
funcionario sobornado o cuánto le ha pagado; sin embargo, puede simplemente 
confiar que el corredor «haga algo» a su favor. El corredor no engañará al funciona­
rio ni al residente porque su objetivo es negociar con ellos a menudo en el futuro y a 
cambio ellos no le engañarán porque valoran el acceso que tiene a los favores y so­
bornos que él proporciona.

1.1.	 Literatura relacionada

Este artículo está relacionado con dos aportaciones de la literatura teórica: la li­
teratura de organización industrial sobre corredores, y la literatura teórica de juegos 
sobre confianza y gobernanza en los juegos aleatorios repetidos con información 
privada.

Algunos artículos estudian cómo los corredores pueden reducir los costes de 
búsqueda para encontrar socios en el negocio (Rubinstein y Wolinksy, 1987; Rust y 
Hall, 2003). En un caso de soborno, por ejemplo, los corredores deberían tener me­
jor información que los residentes sobre qué funcionarios están disponibles para 
proporcionar favores en concreto, y así desempeñar el papel de emparejador 
(Oldenburg, 1987; Bayar, 2005). Aunque la búsqueda de una reducción de costos es 
indudablemente una función importante de los corredores en muchas situaciones 
de la vida real, no es esta la función que se estudia en este artículo. Consideraremos 
lo que sucede cuando las partes que hacen la transacción, habiéndose encontrado, 
tienen la oportunidad de engañar.

Otra tendencia de la literatura sobre corredores demuestra cómo pueden construir 
una reputación para facilitar el intercambio cuando hay una posibilidad de engaño por 
parte del vendedor. En Biglaiser (1993), los corredores pueden invertir en adquirir las 
aptitudes necesarias para evaluar la calidad ex-ante y después crear una reputación para 

1  Las pruebas obtenidas de estudios de caso sugiere que las transacciones con soborno a menudo se rea­
lizan mediante corredores. Véase, por ejemplo, Oldenburg (1987), Lambsdorff (2002) y Bray (2005). 
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comercializar con bienes de alta calidad. Biglaiser y Friedman (1994) presentan un mo­
delo en que el corredor no es un experto en la evaluación de calidad ex-ante, aunque el 
corredor vende bienes producidos por empresas diversas y puede creíblemente boico­
tear ex-post a cualquier empresa que vende un producto de baja calidad, con el fin de 
mantener la reputación para seguir negociando solo con productos de alta calidad. Si 
un corredor vende un producto de baja calidad a un cliente, otros clientes se enterarán 
y dejarán de comprarle. La diferencia principal en este artículo es que todas las acciones 
son privadas de manera que los corredores no pueden desarrollar una reputación gene­
ral por su honestidad. Además, damos lugar a la posibilidad que los compradores ha­
gan trampas igual que los corredores y vendedores.

Una segunda tendencia relevante es la gobernanza y confianza en juegos aleatorios 
repetidos. Kandori (1992) considera una comunidad de jugadores que aleatoriamente 
son emparejados en cada periodo para jugar al dilema del prisionero, y demuestra que 
para mantener la cooperación es suficiente que los jugadores puedan observar una que 
calificación que indique si sus contrapartes son «unos tramposos», y que sea actualiza­
da en serio mediante un proceso exógeno.

Otros artículos se preguntan cómo este tipo de información sobre la reputación 
se puede compartir entre una comunidad. Greif (1994) proporciona un ejemplo his­
tórico de como el cotilleo transmitido a través de la correspondencia entre una red 
de comerciantes habilitó un mecanismo de reputación para disuadir el engaño. Gaz­
zale (2003) demuestra que los jugadores pueden tener el incentivo de cotillear sobre 
sus experiencias comerciales porque una reputación de cotilleo puede disuadir a sus 
futuros socios de negocio de engañar. Milgrom, North y Weingast (1990) exponen 
que el derecho mercantil medieval resolvió controversias y transmitió información 
sobre las reputaciones de los comerciantes en las ferias de Champagne.

Una pregunta aún más difícil tiene que ver con el contenido de la informa­
ción: ¿por qué los jugadores quieren revelar con sinceridad sus experiencias pasa­
das si el resultado del comercio es información privada? Los artículos de Kandori, 
Greif y Gazzale citados suponen que el «cotilleo» es verídico; pero esto parece ser 
un gran supuesto dado que el propósito del cotilleo es controlar el engaño. Otros 
artículos demuestran que la sinceridad se puede mantener si los resultados son 
observados por terceros. Por ejemplo, Milgrom et al. supone que el derecho mer­
cantil puede descubrir la verdad (con un coste), y demostrar que tenía incentivos 
para desvelar con sinceridad esta información para no perder el negocio futuro del 
comerciante. Ben-Porath y Kahnemann (1996) muestran que si cada acción de los 
jugadores es observada por al menos otros dos, los controladores pueden ser in­
ducidos a informar honestamente porque de lo contrario, si sus informes son dis­
tintos, serían castigados.

Esta literatura muestra que si los resultados del intercambio comercial son in­
formación privada, el obtener información verídica para apoyar un mecanismo de 
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cumplimiento de una tercera parte es problemático. Por lo tanto, este artículo abor­
da cómo obtener cooperación sin flujos de información. Otros artículos han pro­
puesto posibles maneras en las que esto funcionaría. Kandori (1992) muestra que la 
cooperación es posible a través de las estrategias «contagiosas» en las que, siguiendo 
cualquier tipo de engaño, el engaño puede extenderse rápidamente por toda la co­
munidad (como indica, tal equilibrio es frágil y poco atractivo). Ghosh y Ray (2001) 
mostraron que la cooperación puede llevarse a cabo si los jugadores pueden «aban­
donar» el mecanismo de coincidencia aleatoria y formar una relación comercial a 
largo plazo. En cierto modo, sin embargo, esto supone «tirar el bebé con el agua del 
baño»: todos los beneficios de poder cambiar los socios comerciales se pierden, así 
que no queda claro por qué la coincidencia aleatoria es del todo relevante.

Dixit (2003) contrasta un intermediario de información compartida (Info) y un 
intermediario encargado del cumplimiento (Enfo). Info es esencialmente similar al 
Derecho mercantil de Milgrom et al.: detecta y hace público el engaño. Al contrario, 
Enfo, tiene una tecnología (capacidad de violencia) que lo habilita para sancionar 
directamente a los tramposos. Los corredores en este artículo son distintos a Enfo 
respecto a que no pueden sancionar a los tramposos excepto negándose a comerciar 
con ellos en el futuro. También, son distintos a Info en que no hacen público el en­
gaño y no pueden desarrollar una reputación general por su honestidad porque los 
resultados de todos los comercios son información privada.

En resumen, este artículo estudia cómo los corredores pueden ayudar a mante­
ner la cooperación en un modelo de coincidencias aleatorias en el que cualquier 
parte (incluyendo el corredor) puede hacer trampa, y los resultados de todos los in­
tercambios comerciales son información privada. El corredor no reduce los costes 
de búsqueda, como en Rubinstein y Wolinsky (1987), ni es un experto en evaluar la 
calidad de un bien, como en Biglaiser (1993), ni experto en castigar a los tramposos 
(como en Dixit), ni en cómo transmitir información sobre la reputación (como en 
el derecho mercantil de Milgrom et al.) Más bien, el propio corredor participa acti­
vamente en el proceso de intercambio comercial, arriesgando su propia reputación 
sobre los resultados de las transacciones en las que está involucrado. Por lo tanto, el 
papel esencial del corredor es el de un depósito de confianza. No es necesario en ab­
soluto que los compradores y los vendedores confíen entre ambos o conozcan la re­
putación mutua o ni siquiera que conozcan la identidad del otro; negocian con el 
corredor directamente y ponen su confianza en él.

2.	 EL MODELO

La comunidad comercial consiste en N «compradores» designados por i ∈ 
{1,…, N}, y N «vendedores» designados por j ∈ {1,…, N}. Todos los jugadores tie­
nen una vida infinita y descuentan futuras compensaciones a un índice δ ∈ (0, 1). 
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Cada periodo, cada vendedor, j, puede producir una unidad de un único bien (o 
servicio), también designado por j. En cada periodo, t, el comprador i desea consu­
mir un bien en particular, µ(i, t) ∈ {1, ..., N} donde µ es un proceso de empareja­
miento aleatorio tal que el comprador i obtendrá una unidad de utilidad si consume 
una unidad del output del vendedor µ(i, t) en el periodo t. Suponemos que µ es in­
dependiente a lo largo de periodos y

Pr[µ(i, t) = j] =
1

N   
para todo i, j y t.

La secuencia temporal del comercio entre el comprador y el vendedor se mues­
tra en el gráfico n.º 1. Cada periodo está dividido en dos fases, «contratación» y 
«funcionamiento».

Durante la fase de contratación, para comercializar, el comprador i tiene que 
«encontrar» al vendedor µ (i, t). Esto le cuesta al comprador cF > 0, que se pueden 
definir como los «costes de transacción» para identificar, localizar y negociar con el 
vendedor apropiado. Si las partes acuerdan comerciar, el comprador asume el pago 
al vendedor del precio acordado p a cambio de la entrega de una unidad del bien j. 
El precio exacto pagado supuestamente dependerá del poder de la negociación de las 
partes, pero no es necesario modelizarlo aquí; sin embargo, preguntaremos en qué 
circunstancias podría existir un precio al cual el comercio honesto pueda realizarse.

Gráfico n.º 1.  �SECUENCIA PARA UN COMERCIO DIRECTO COMPRADOR-
VENDEDOR

El comprador puede hacer trampa
(el comprador gana g, el vendedor
pierde l)

Fase de contratación Fase de funcionamiento

El comprador i puede «encontrar»
al vendedor μ(i,t) (coste CF)

t

El vendedor puede producir
(coste CP) o hacer trampa

El comprador puede
pagar al vendedor el
precio acordado p

t +1

Durante la segunda fase de «funcionamiento», cada parte elige simultáneamente 
si respeta su parte del acuerdo. El vendedor j puede producir una unidad de un bien 
j incurriendo en los costes de producción cP , donde 0 < cP < 1, o puede «trampear» 
no produciendo nada (alternativamente, si el vendedor hace trampa puede implicar 
la producción de un bien de baja calidad). Simultáneamente, el comprador puede 
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hacer trampa tomando medidas que aumenta por g el pago del comprador mientras 
reduce el pago del vendedor por l, donde l ≥ g > 0,

Supuesto 1. Hay ganancias potenciales derivadas del comercio: cP + cF < 1

Bajo el supuesto 1, en la fase de funcionamiento, el comercio es un juego de mo­
vimiento simultáneo con ganancias.

Vendedor
Cooperar Engañar

Comprador
Cooperar  1 – p – cF, p – cP – p – cF , p

Engañar 1 – p – cF + g, p – cP – l – p – cF + g, p – l

Téngase en cuenta que el comprador puede ganar g hacienda trampa y el vende­
dor gana cP hacienda trampa, pero el resultado causado {Engaño, Engaño} es inefi­
ciente.

Por ejemplo, en el caso de una transacción con soborno, el vendedor (funciona­
rio) puede hacer trampa no cumpliendo el servicio como había prometido, mientras 
el pagador del soborno puede tener la oportunidad de hacer trampa chantajeando al 
funcionario o cooperando con los investigadores a cambio de inmunidad. En otros 
casos, el comprador puede tener la oportunidad de hacer trampa ocultando infor­
mación que puede afectar al coste de producción del vendedor, o tomar medidas 
que aumentan ese coste. Por ejemplo, después de que un funcionario haya aceptado 
un soborno, el pagador del soborno puede fallar en la discreción necesaria para ha­
cer que esa transacción permanezca en secreto, exponiendo al funcionario al riesgo 
de una sanción.

El supuesto del movimiento simultáneo asegura que ambas partes de una tran­
sacción tienen la oportunidad de engañar. Por supuesto, en algunos ámbitos, los 
compradores no tienen la oportunidad de hacer trampa (como en Biglaiser and 
Friedman, 1994). Esto corresponde al caso especial donde g = l = 0.

El siguiente supuesto nos permite superar una dificultad técnica para construir 
un equilibrio cuando todas las acciones son información privada.

Supuesto 2. En cualquier momento, cualquier jugador puede ofrecerle a cual­
quier otro jugador un pago compensatorio oculto. Estos pagos son solamente obser­
vados por el que lo hace y por el que lo recibe.

2.1.	 Cumplimiento multilateral con control público

Si todas las acciones se observan públicamente, o si la información verídica so­
bre la reputación circula entre la comunidad, entonces la cooperación es posible con 
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una estrategia de «norma social» en que los tramposos son castigados por todos los 
miembros de la comunidad.

Lema 2.1. Con un control público perfecto, el comercio honesto se puede soste­
ner en un equilibrio perfecto en subjuegos si y solo si

	

δ
1 −δ

≥
c P + g

1 − c P − c F 	
(1)

Prueba. Considera una estrategia trigger, a la que denominamos estrategia de «dis­
parador», donde un jugador que usa esta estrategia deja de cumplir sus obligaciones 
desde que detecta un incumplimiento del oponente (castigos más realistas, específicos 
y moderados son posibles, pero no los tratamos aquí). Ver, por ejemplo, Kandori 
(1992) o Milgrom et al. (1990). Debido a que cada parte no recibe pago alguno des­
pués de una ruptura de la confianza, esta estrategia trigger es un código penal óptimo 
(el peor castigo posible), por lo que la cooperación no puede mantenerse por ninguna 
estrategia salvo que pueda ser posible mediante una estrategia de disparador (Abreu, 
1988). Un comprador puede ganar g haciendo trampa a un vendedor; un vendedor 
puede ganar cP haciendo trampa a un comprador. Una desviación de la estrategia coo­
perativa puede resultar en pérdida neta por periodo en todos los futuros periodos de 
(1 − p − cF) para cada comprador, y (p − cP) para cada vendedor. Por lo tanto, la co­
operación es factible si y solo si existe un precio p tal que las siguientes restricciones de 
compatibilidad de incentivos sean (ambas) satisfechas: 

	
g ≤

δ
1 −δ

(1 − p − c F)	
(2)

	
cP ≤

δ
1 −δ

(p − cP)
	

(3)

Estas desigualdades revelan los límites inferior y superior para p: 

1 − cF −
1 −δ

δ
g ≥ p ≥

cP

δ

Un valor de p que satisfaga ambas condiciones existe si y solo si (1) se cumple. A 
la inversa, si (1) no se cumple, entonces ningún precio satisface ambas restricciones 
de compatibilidad de incentivos, por lo que la cooperación no puede ser sostenida.

2.2.	 Cumplimiento personal con control privado

En muchas situaciones, el supuesto de que todos los jugadores pueden observar 
la historia del juego no es realista. Por lo tanto, a partir de este momento supone­
mos que los resultados de toda la actividad comercial son estrictamente información 
privada. Como de costumbre, si los jugadores tienen paciencia suficiente, entonces 
la cooperación puede realizarse mediante el cumplimiento personal.
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Lema 2.2. Con un control privado perfecto, el comercio honesto entre un com­
prador y un vendedor es posible en un equilibrio perfecto en sub-juegos si y solo si

	

δ
1 −δ

≥
N(cP + g)

1 − cP − cF 	
(4)

Prueba. Siempre que se presente una oportunidad, el comprador puede ganar g 
haciéndole trampa al vendedor; el vendedor puede ganar cP haciéndole trampa al 
comprador. Si los jugadores adoptan una «estrategia disparador» (grim-trigger), la 
trampa (por otro jugador) resultará en una pérdida neta de 1 − p − cF para el com­
prador siempre cuando estos jugadores se emparejen otra vez, lo que ocurre con la 
probabilidad 1/N en cada periodo, y una perdida neta de p − cP para el vendedor 
cuando los jugadores son emparejados otra vez. Por lo tanto, la cooperación se pue­
de mantener si y solo si los dos siguientes condiciones se cumplen.

	
g ≤

δ
1 −δ

1

N
 
 
 

 
 
 (1 − p − cF)

	
(5)

	
cP ≤

δ
1 −δ

1

N

 
 
 

 
 
 (p − cP)

	
(6)

Un valor de p que satisfaga ambas condiciones existe si y solo si (4) se cumple.

A la inversa, como la estrategia de disparador es un código penal óptimo, la coope­
ración no puede darse si (4) no se cumple

2.3.	 Comercio mediante un corredor

A continuación consideramos que un corredor puede facilitar la actividad co­
mercial, manteniendo el supuesto de que los resultados de toda actividad comercial 
son estrictamente información privada. El gráfico n.º 2 muestra la secuencia para el 
comercio intermediado por el corredor.

En cada periodo, el comprador i puede o bien buscar al vendedor μ(i, t) directa­
mente, a un coste cF, o encontrar al corredor, a un coste cA. El corredor, a cambio, 
puede encontrar a cualquier vendedor a un coste cB. Sea p* el pago realizado por el 
comprador al corredor, y sea p** el pago realizado por el corredor al vendedor. 
Como antes, no ataremos los precios; sin embargo, preguntaremos bajo que condi­
ciones pueden existir los precios que permitirán una actividad comercial.2

2  Los precios dependerán del poder de negociación de las partes. Si el corredor tiene todo el poder de 
negociación (consigue fijar los precios), su estrategia óptima de fijar precios puede consistir en una 
combinación de cuotas fijas de socios y cuotas marginales por transacción. Ver Rochet y Tirole (2006) 
para un modelo que investiga estructuras óptimas de fijación de precios en un entorno sin riesgo moral.
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Gráfico n.º 2.  �SECUENCIA PARA EL COMERCIO INTERMEDIADO POR EL 
CORREDOR

Fase de contratación Fase de funcionamiento

t t +1

El comprador i
puede «encontrar»
al corredor
(coste CA)

El corredor puede
«encontrar» al
vendedor μ(i,t)
(coste CB)

El vendedor puede producir
(coste CP) o engañar

El comprador
puede pagar al
corredor el precio p*

Corredor puede
pagar al vendedor
precio p**

Comprador puede engañar
(comprador compra g,
vendedor pierde l)

Un comprador contrata a un corredor tal como hace con un vendedor: paga al co­
rredor y promete no hacer trampa, a cambio de una promesa de la entrega de un bien 
o un servicio. El corredor puede entonces encontrar y contratar el vendedor, realizan­
do un pago y prometiendo que el comprador no engañará, a cambio de una promesa 
de entrega. Cualquiera de las dos partes pueden engañar en cualquier transacción: el 
comprador puede prometer al corredor que no hará trampa, pero puede engañar a 
posteriori si la oportunidad se presenta (esto no afecta al corredor directamente, pero 
puede tener un impacto negativo en la relación del corredor con el vendedor, como se 
argumenta a continuación); el vendedor puede prometer la entrega pero fallar a la 
hora de hacerlo; el corredor puede engañar al comprador despreocupándose de asegu­
rar que el vendedor entregue el bien o el servicio como prometió, y puede engañar al 
vendedor despreocupándose de asegurar que el comprador no engañe al vendedor. 
Hay que señalar, por lo tanto, que «engañar» por parte del corredor puede entonces 
ocurrir por dos razones: o bien porque hace trampa a propósito, o porque una de las 
partes en negociación «le defrauda», no dejándole otra alternativa que «engañar» a la 
otra parte. Sin embargo, de cualquier manera, el corredor no ha cumplido con su 
compromiso, y como compradores y vendedores tratan directamente con el corredor, 
desde el punto de vista de ambos, no es relevante si los engañó a propósito o no. Así, el 
comprador y el vendedor depositan su confianza en el corredor, que garantiza que no 
serán engañados, y el corredor, a cambio, tiene que confiar en ellos poniendo su repu­
tación en sus manos, ya que él responde por el comportamiento de ellos.

Para que el comercio intermediado por un corredor pueda funcionar, es necesa­
rio que el corredor sea capaz de observar las actividades del comprador y del vende­
dor durante la fase de funcionamiento. No obstante, a diferencia del derecho mercan­
til de Migrom et al., el papel principal del corredor no es de un «controlador» 
especialista que investiga las quejas y trasmite información sobre la identidad de los 
jugadores que han hecho trampa. Sino, más bien, y dado que es él quien ha contrata­
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do con ambas partes, es él la víctima de engaño de cualquiera de las partes. Por ejem­
plo, si el vendedor no suministra el bien que se ha contratado, esto afecta al corredor 
perjudicando su relación con el comprador. Efectivamente, el corredor es el único 
que puede saber con seguridad quién hizo trampa, porque solo él conoce los términos 
del acuerdo pactado por las otras partes, acuerdo auspiciado por él mismo. En nues­
tro ejemplo de una transacción con soborno, el corredor, y solo el corredor, sabe qué 
sobornos se han pagado y qué servicios se han prometido a cambio. En algunas apli­
caciones, puede haber economías de escala en el proceso de emparejamiento, así que 
el comercio por medio de un corredor es más eficiente que el comercio directo, es de­
cir, cA + cB < cF. Es esencialmente el caso estudiado por Rubinstein y Wolinsky (1987), 
que demuestran que en su modelo los corredores son viables sólo si son más eficien­
tes que otros comerciantes haciendo contactos directamente. Para aclarar por qué este 
modelo es distinto, introduce la siguiente suposición, que sustituye al supuesto 1.

Supuesto 3. El comercio a través de los corredores es ligeramente menos eficien­
te que el comercio directo, pero suficientemente eficiente para que existan ganancias 
potenciales para el comercio a través de los corredores: 

1 − cP > cA + cB ≥ cF

Recuerde que cualquiera de los jugadores puede hacer un pago compensatorio 
oculto a cualquier otro jugador en cualquier momento (Supuesto 2). Estos pagos no se 
harán en un equilibrio, pero proporcionan a los jugadores un medio de castigo en el 
caso que hubieran sido engañados. Esto nos permitirá evitar la complicación constatada 
por Kandori (1992): en los subjuegos fuera de la trayectoria de juego, en los que mu­
chos jugadores han hecho trampa, el valor de mantener una relación de confianza dis­
minuye, así que los jugadores tienen incentivos para engañar. Los pagos compensato­
rios ocultos nos permiten abordar esta dificultad porque, aunque el estado de cualquier 
relación en cualquier momento solo es conocido por las partes involucradas, mientras 
todos los jugadores esperan que todos los demás intenten mantener una relación de 
confianza (haciendo un pago compensatorio si es necesario), ellos mismos tendrán in­
centivos para intentar mantener una relación de confianza. Como los pagos compensa­
torios solo son visibles por el pagador y el beneficiario, las creencias de cada jugador en 
el equilibrio al principio del periodo, incluso fuera de la trayectoria de juego, son que 
todas las relaciones de los jugadores son de confianza y se mantendrán así en el futuro.

Lema 2.3. El comercio honesto a través de los corredores se puede sostener 
como un equilibrio bayesiano perfecto si y solo si

	

δ
1 −δ

≥
cP + g + max(cB +

cP

δ
,g)

1 − cA − cB − cP 	
(7)

Prueba. Considera un equilibrio en el que todos los compradores y todos los vende­
dores tienen relaciones con el corredor que puede estar tanto en una situación de con­
fianza como de no confianza en cualquier momento concreto. Al principio del juego, 
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todas las relaciones son de confianza y se mantienen así hasta que una u otra parte enga­
ña (el engaño simultáneo por las dos partes es ignorado). Si una parte engaña, la rela­
ción puede volver posteriormente a una situación de confianza si la parte que engañó 
realiza un pago compensatorio oculto a la parte engañada equivalente a la cantidad ga­
nada por el engaño. De este modo, un comprador que engañó al corredor debe pagar g. 
Un vendedor que haya engañado al corredor debe pagar cP. Un corredor que haya enga­
ñado un comprador (en el sentido de que el vendedor no cumplió con el suministro del 
bien o el servicio que se contrató) tiene que pagar p** + cB. Un corredor que engaña a un 
vendedor (en el sentido que el comprador engañó al vendedor a pesar que el corredor 
aseguró que no lo haría) tiene que pagar g. Considera el siguiente perfil de estrategia: 

Compradores: Si tu relación con el corredor es de confianza, contrata al corredor 
para la compra del bien, y no hagas trampa. Si no, no intentes comerciar. Al final de 
cada periodo, si la relación no es de confianza, y engañaste al corredor la última vez 
que comerciaste con él, entonces haz un pago compensatorio de g al corredor.

Vendedores: Si un comprador intenta hacer una compra de un bien de forma direc­
ta, engáñalos. Si el corredor intenta comprar un bien y tu relación con el corredor es de 
confianza, acepta el contrato y entrega el bien o el servicio. Al final de cada periodo, si 
tu relación con el corredor no es de confianza, y si le engañaste al corredor la última vez 
que negociaste con el, entonces hazle al corredor un pago compensatorio de cP .

Corredor: En el periodo t, si tus relaciones con ambos comprador i y vendedor μ(i,t) 
son de confianza, entonces contrata con el comprador i y el vendedor μ(i,t) para la entre­
ga del bien; en otro caso, rechaza comerciar con el comprador i en ese periodo. Comercia 
honestamente con ambos compradores y vendedores con quienes tu relación es de con­
fianza. Al final del periodo, si tu relación con un comprador no es de confianza, y si les 
engañaste la última vez que negociaste con ellos, hazle un pago compensatorio de (p** + 
cB) al comprador; si tu relación con un vendedor no es de confianza, y si les engañaste la 
última vez que negociaste con ellos, haz un pago compensatorio de g al vendedor.

Para que estas estrategias puedan constituir un perfil de estrategias de equilibrio, 
se deben cumplir las siguientes condiciones de compatibilidad de incentivos: 

Compradores: El comprador puede ganar g engañando. Como (por suposición) 
espera que todos los otros jugadores adhieran a un perfil especifico de estrategias, es­
pera que el corredor tenga una relación de confianza con todos los otros compradores 
y vendedores en todos los futuros periodos. Por lo tanto, el comprador engaña (y no 
hace el pago compensatorio como sanción), espera perder un flujo de utilidad futura 
que vale (1 − p* − cA) en cada futuro periodo. Por lo tanto, cooperará siempre que

	
g ≤

δ
1 −δ

(1 − p * −cA)
	

(8)

Vendedores: El vendedor puede ganar cP engañando al corredor (fallando en la 
entrega al comprador). Salvo que pague cP para recuperar su relación con el corre­
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dor, perderá (p**− cP) en cada periodo futuro (puesto que se espera que todos los 
compradores usen el corredor en todos los futuros periodos). Estará dispuesto a 
cooperar siempre que

	
cP ≤

δ
1 −δ

(p ** − cP )
	

(9)

Corredor: Engañando a ambas partes (y no haciendo el pago compensatorio 
para recuperar la confianza), el corredor pierde la oportunidad para captar todos los 
futuros intercambios donde esa parte podría tener un papel. El corredor puede ha­
cer un intento único de una ganancia neta de (p** + cB) engañando al comprador 
(despreocupándose de contratar o pagar al vendedor). Por lo tanto, el corredor pre­
fiere no engañar al comprador siempre que

	
p ** + cB ≤

δ
1 −δ

(p * −p ** − cB)
	

(10)

Si el corredor y un comprador conspiran para engañar al vendedor, el corredor 
puede ganar como máximo g (el comprador, en un periodo en que tiene la oportu­
nidad de engañar, estará dispuesto a pagar al corredor un soborno hasta g por el de­
recho de engañar al vendedor con impunidad). Por lo tanto, el corredor prefiere no 
engañar al vendedor siempre que

	
g ≤

δ
1 −δ

(p * −p ** − cB)
	

(11)

Simplificando, las siguientes condiciones son necesarias para efectuar la coope­
ración: 

[Comprador]	 δ(1 − cA) − g(1 −δ ) ≥δp*	 (8)’

[Vendedor]	 δp ** ≥ cP	 (9)’

[Corredor]	 δp* ≥ p ** + cB	 (10)’

[Corredor]	 δp* ≥ g(1 −δ) +δp ** +δcB	 (11)’

La combinación de estas condiciones revela que los valores de p* and p** que 
pueden sostener el comercio honesto por medio de los corredores, existen si y solo 
si ambos

δ(1 − cA ) − g(1 −δ) ≥
cP

δ
+ cB

y	 δ(1 − cA ) − g(1 −δ) ≥ g(1 −δ) + cP +δcB

que pueden ser transformados para obtener, respectivamente,

δ
1 −δ

≥
g + cP + cB +

cP

δ
1 − cA − cB − cP     

y
    

δ
1 −δ

≥
2g + cP

1 − cA − cB − cP
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Las estrategias disparador (trigger) que se adoptarían si los jugadores no pagan 
una sanción son códigos penales óptimos, así que si cualquiera de estas condiciones 
no se cumplen, entonces en cualquier combinación de precios p* y p**, por lo me­
nos un jugador tiene el incentivo a engañar, por lo tanto no se puede llevar a cabo 
una cooperación.

Proposición 1. Denominamos la tasa de descuento mínimo necesaria para sos­
tener el comercio intermediado por el corredor como δCorredor, la tasa de mínimo 
descuento necesario para sostener el comercio directo a través del cumplimiento 
multilateral con información pública como δComunidad, y la tasa de descuento mínimo 
necesario para sostener el comercio directo a través del cumplimiento personal 
como δPersonal (N). Entonces bajo el Supuesto 3, existe N* es tal que para N ≥ N*,

1 > δPersonal (N) > δCorredor > δComunidad = δPersonal (1) > 0

Prueba. Esto sigue directamente de (1), (4), (7), y Supuesto 3.

En el caso del control público, el cumplimiento vía comunidad (para cualquier 
N) es tan eficiente como el cumplimiento personal sin emparejamiento aleatorio. 
Esto ilustra el punto de Kandori que señala que «el cambio de parejas en sí no es im­
portante y el punto más importante del tema es la transmisión de la información 
entre los miembros de la comunidad» (Kandori 1992, p.64). Téngase en cuenta tam­
bién que incluso si cA + cB = cF, el cumplimiento vía comunidad puede sostener el 
comercio para un valor estrictamente más bajo de δ que el que es requerido para 
sostener el comercio a través de corredores. Esto refleja la necesidad de proporcio­
nar a los corredores rentas positivas para mantenerlos honestos.

En cambio, en el caso del control privado, el cumplimiento vía comunidad no es 
factible, y como N se incrementa, la tasa de descuento necesario para sostener el co­
mercio usando el cumplimiento personal va aumentando hasta aproximarse a la 
unidad. Aquí es donde los corredores pueden jugar un papel: el comercio mediante 
los corredores supone bastante menos requisitos de información rigurosa que en un 
sistema de cumplimiento vía comunidad, aunque puede ser sostenible aun cuando 
el cumplimiento personal no lo es.

Como los corredores ganan rentas, salvo que los corredores sean inherentemen­
te más eficientes que el comercio directo, deberíamos esperar que los compradores y 
los vendedores intentasen comerciar directamente si el cumplimiento personal es 
factible. En particular, si δ ≥ δPersonal(N), bajo información privada, entonces un 
equilibrio con un comercio intermediado por un corredor no sería coherente con 
una desviación conjunta por una pareja de comprador-vendedor quienes acordasen 
ejecutar sus acuerdos comerciales directamente. Por lo tanto, aunque puede existir 
un equilibrio en el que alguna fracción de compradores y vendedores funcionan 
mediante corredores mientras otros comercializan directamente, tal equilibrio resul­
ta bastante frágil.
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Si δ < δPersonal(N), sin embargo, un comprador no podría creíblemente dirigirse 
a un vendedor y ofrecerle negociar honestamente, y entonces deberíamos confiar en 
que los vendedores rechazasen comerciar directamente, con la expectativa de que 
serían engañados. Por ejemplo, en el caso de los pyraveekars que actuaban como in­
termediarios en las transacciones con soborno en el sur de India, Ram Reddy y Ha­
ragopal (1985) descubrieron que los funcionarios preferían tratar con los pyravee-
kars porque les parecían «dignos de confianza», y a menudo se negaban a tratar con 
los residentes directamente, ordenándoles que hicieran sus peticiones a través de un 
pyraveekar, agente intermediario.

3.	 MÚLTIPLES CORREDORES

En la sección previa, supusimos que había solo un corredor, pero en muchos 
mercados observamos múltiples corredores. En esta sección, permitimos la libre en­
trada de los corredores con el fin de investigar la probable evolución de la estructura 
de mercado de los corredores.

Supuesto 4. Hay una población de corredores potenciales que pueden libremen­
te entrar o salir del negocio de la correduría. Su utilidad de reserva es cero.

Supongamos que hay K corredores designados por k ∈ {1,…, K}. Denominemos 
al número de compradores representados por el corredor k como nk, donde

nk1

k∑ ≤ N . Nuestro objetivo en esta sección es endogeneizar K y nk: es decir, enten­
der como el número y la «cantidad» de corredores se determina en equilibrio.

La secuencia temporal para el comercio es como indicamos anteriormente en el 
gráfico n.º 2. Los compradores pueden negociar directamente o a través de un corre­
dor. Si un comprador puede elegir libremente el corredor que desea emplear, y todos 
los corredores podían negociar con cualquier vendedor, entonces sería difícil sostener 
un comercio honesto (sin flujos de información) porque un comprador podría simple­
mente engañar a un corredor y emplear a otros corredores en el futuro. Sin embargo, 
podríamos buscar un equilibrio en el que los corredores evitan este problema creando 
«canales de comercialización» regulares. Esto nos lleva a la siguiente suposición.

Supuesto 5. Cada corredor actúa en nombre de un grupo fijo de compradores. 3

Lema 3.1. Supongamos que el corredor propone una oferta (p**) del tipo «cóge­
la o déjala» (take-it-or-leave-it (TIOLI)) al vendedor. Entonces el valor mínimo 
compatible con los incentivos de p** es decreciente en nk.

Prueba. La probabilidad con la que el corredor k interactúa con cualquier ven­
dedor en particular en cualquier periodo particular es 

nk

N . Para asegurar que el ven­

3  Ninguno de nuestros resultados sería cuantitativamente diferente si hiciéramos una suposición alter­
nativa en la que que los corredores se especializan en negociar con un grupo particular de vendedores.
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dedor no engañará, la siguiente restricción de compatibilidad de incentivos debe ser 
satisfecha: 

cP ≤
δ

1 −δ
nk

N

 
 
 

 
 
 (p ** − cP)

Siempre que el corredor haga una oferta TIOLI, esta restricción se cumplirá con 
igualdad, así que,

	
p ** = cP +

1 −δ
δ

N

nk

 

 
 

 

 
 cP

	
(12)

donde el segundo término puede interpretarse como una renta pagada al vende­
dor para impedir el engaño.

Esta renta, y por lo tanto p**, es decreciente en nk.

La intuición del Lema 3.1 es que un corredor «más grande» (aquel con más 
clientes) puede ofrecer a un vendedor un precio más bajo, porque su frecuencia es­
perada de interacción repetida con el vendedor es más alta, lo cual reduce el incenti­
vo del vendedor a engañar. Si estos ahorros de costes son traspasados a los compra­
dores o no, depende de sus poderes de negociación, que a su vez dependerá de lo 
difícil que sea a los compradores cambiar entre corredores. Si los compradores po­
seen un considerable poder de negociación, entonces un corredor más grande pasa­
rá sus ahorros de costes al comprador (reduciendo p*); por lo tanto, los comprado­
res preferirán asociarse con corredores más grandes. Alternativamente, si el corredor 
tiene un considerable poder de negociación (e.g., el consigue fijar p* como una ofer­
ta TIOLI al comprador), entonces un corredor más potente tendrá unas ganancias 
más altas por transacción que un corredor más pequeño. El supuesto apropiado de­
penderá del contexto, pero de cualquier manera, esto parece crear un impulso para 
la concentración en el sector de correduría.

Para mantener las cosas sencillas, suponemos que con entrada libre, la industria 
del corretaje es suficientemente competitiva que los compradores tienen todo el po­
der de negociación, así que el comprador pueda hacer ofertas TIOLI de p* a los co­
rredores (esto es análogo a Biglaiser y Friedman (1994) quienes asumieron que la 
competición asegura que los corredores cobren los precios más bajos compatibles 
con los incentivos.

Lema 3.2. Suponemos que los compradores pueden hacer ofertas TIOLI a los 
corredores. Entonces el mínimo valor de incentivos compatible de p* es decreciente 
en nk. Es decir, cuantos más compradores represente un corredor, menores son las 
ofertas TIOLI que un comprador pueda hacer a un corredor.

Prueba. La restricción de compatibilidad de incentivos del corredor directamen­
te al comprador es dada por la ecuación (10)’ como antes. Su restricción de compa­
tibilidad de incentivos directamente al vendedor es
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g ≤

δ
1 −δ

nk

N

 
 
 

 
 
 (p * −p ** − cB)

	
(13)

o

	
p* ≥ p ** + cB +

1 −δ
δ

N

nk

 

 
 

 

 
 

 

 
 

 

 
 g

	
(14)

Cualquiera de las restricciones ((10)’ o (14)) se unen, dado que p** es decre­
ciente en nk (Lema 3.1), el valor mínimo incentivo-compatible de p* también decre­
menta en nk.

El Lema 3.2 muestra que si los mercados de corretaje son competitivos, los co­
rredores más grandes pueden creíblemente ofrecer precios más bajos a los compra­
dores.

Supongamos ahora que los compradores pueden cambiar de corredor a largo 
plazo, por ejemplo, porque la relaciones corredor-comprador se rompen ocasional­
mente por razones exógenas, como el fallecimiento, liberando a las partes para for­
mar nuevas relaciones sin crear problemas de incentivos dentro de las relaciones 
existentes. En ese caso una situación con corredores múltiples es posible que sea 
inestable a largo plazo. Para dar un ejemplo concreto: en el caso del soborno, un in­
termediario «bien conectado» que tiene muchas interacciones puede pagar sobornos 
más bajos y por tanto podrá cobrar cuotas más bajas que un intermediario que lleva 
un menor volumen de negocios. Como resultado, podrá «cazar» los negocios de los 
corredores con menos clientela. Esto lleva a la siguiente proposición, la cual para 
evitar una complejidad innecesaria expondremos informalmente.

Proposición 2. Si hay entrada libre en la industria del corretaje, y los comprado­
res pueden fácilmente cambiar de corredor a largo plazo, entonces a largo plazo, la 
única situación estable es aquella en la que existe un único corredor.

La Proposición 2 en efecto dice que el corretaje puede ser un monopolio natural. 
Esto puede parecer ser contra-intuitivo (entrada libre lleva al monopolio). La intui­
ción es que el corretaje se convierte en un monopolio natural debido a los efectos de 
red que aseguran que un corredor más potente pueda atraer más clientes cobrando 
precios menores a los compradores; pero este efecto solo puede funcionar si los com­
pradores no se enfrentan a costes prohibitivos cuando quieren cambiar de corredor. 
Téngase en cuenta que a pesar de que haya entrada y salida libre, un corredor que 
esté en activo ganará rentas en equilibrio. La explicación es simplemente que los co­
rredores tienen que ganar un sueldo de eficiencia para que se mantengan honestos.

Esta situación puede cambiar si el poder de negociación de los corredores se in­
crementa a medida que la industria de correduría se va concentrando (porque los 
compradores no tienen otro corredor alternativo al que acudir). Las rentas que po­
drían ganarse por el corredor monopolista dependerían de la tecnología de entrada, 
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en particular, por lo fácil que resulte a los compradores amenazar creíblemente con 
una deserción en masa hacia otro corredor (entrante). Sin embargo, si los compra­
dores tienen la habilidad de coordinar un movimiento hacia el corredor entrante si 
el entrante está preparado a ofrecerles un precio p* más bajo que el existente, enton­
ces los compradores retendrían el poder de negociación aún si el negocio de corre­
duría se hace más concentrado.

3.1.	 Múltiples corredores con restricciones de capacidad

A pesar de las implicaciones de la Proposición 2, en muchas aplicaciones obser­
vamos corredores múltiples. Esta sección considera la posibilidad de que los corre­
dores se enfrentan a restricciones de capacidad: un corredor individual simplemente 
no tendría tiempo de llevar a cabo todas las negociaciones.

Supuesto 6. Los compradores hacen ofertas TIOLI a los corredores, y los corre­
dores hacen ofertas TIOLI a los vendedores.

Supuesto 7. El costo del corredor para «encontrar un vendedor», cB, es una fun­
ción del número de negociaciones realizadas por el corredor en el periodo actual, 
Además, cB’(n)>0 y cB»(n)>0.

El supuesto 7 modifica el análisis de la sección previa. Por un lado, un corredor 
más grande aún tiene la ventaja de que puede creíblemente ganar rentas más bajas y 
puede pagar precios menores al vendedor. Sin embargo, esta ventaja está desplazada 
por el aumento de costes por la realización de comercios adicionales.

Denotemos por p*(n,N) la mínima oferta TIOLI de compatibilidad de incenti­
vos que un comprador puede hacer a un corredor de tamaño n cuando el tamaño de 
la población es N.

Lema 3.3. Bajo los supuestos 2-7, para un valor dado de N, p*(n,N) es una fun­
ción convexa de n con un mínimo en algún valor finito n*(N) > 0.

Prueba. El corredor k, que representa nk compradores, tiene que ofrecer al ven­
dedor p** dado por (12). El corredor tiene las restricciones de CI vis-à-vis del com­
prador y del vendedor, y son (10)’ y (14), como antes. Sustituyendo (12) en (10)’ y 
(14), el valor mínimo de p* que el comprador puede ofrecer a un corredor con n 
clientes mientras satisface estas condiciones es

p * (n,N) = max
c P + c B (n)

δ
+

1 −δ
δ 2

N

n

 
 
 

 
 
 c P ,c P + c B (n) +

1 −δ
δ

N

n

 
 
 

 
 
 (g + c P )

 
 
 

 
 
 	

(15)

Ambas 1
n

 y cB(n) son funciones convexas de n, así sigue que p* es una función 
convexa de n. Dependiendo de que restricción une, p* es minimizado tanto donde
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cB'(n) =

1 −δ
δ

N

n2

 
 
 

 
 
 cP

  
o

  
cB '(n) =

1 −δ
δ

N

n2

 
 
 

 
 
 (g + cP)

	
(16)

y desde que cB’(·) > 0 y lim
n → ∞

1

n2 = 0, tal mínimo existe para n finito. 

El lema 3.3 demuestra que existe una escala de operaciones, n*(N), que minimi­
za el coste que un corredor tiene que cobrar a sus clientes. Si n*(N) > N, entonces 
un corredor monopolista individual permanece como el resultado más probable. 
Sin embargo, si n*(N) < N, entonces, suponiendo algún tipo de competición entre 
los corredores a largo plazo, los corredores que están más cerca a esta escala de ope­
raciones podrían dejar fuera de competencia a aquellos corredores que fuesen más 
grandes o más pequeños, y (ignorando problemas de números enteros) un equili­
brio con aproximadamente N

n * (N)
 corredores debería emerger.

Téngase en cuenta que, como en la sub-sección previa, los corredores ganarían 
rentas positivas a pesar de la libre entrada y salida.

Proposición 3. Bajo los supuestos 2-7, existe un N̂  tal que el comercio intermedia-
do por corredor es viable sólo para el tamaño de población N < N̂ .

Prueba. Considera cualquiera de las condiciones de la ecuación (16). Una de 
estas ecuaciones define implícitamente el valor óptimo de n, n*(N). El lado iz­
quierdo de cada una de estas ecuaciones es creciente en n, y el lado derecho de­
creciente en n. Un incremento en N causará que cada una de las ecuaciones sean

satisfechas a un valor más alto de n. Por lo tanto, 
N

n * (N) es también creciente en

N. Por esto, y porque cB’(n) > 0, sigue desde (15) que 
dp * (n * (N),N)

dN
> 0. Si

el comercio intermediado por un corredor puede ser viable, sin embargo, el va­
lor de p* es limitado por arriba por la restricción de compatibilidad de incenti­
vos del comprador (8)’, que no depende de N.

La intuición para el supuesto 3 es la siguiente. A medida que N aumenta, las in­
teracciones entre corredores y vendedores particulares se hacen menos frecuentes, 
así que las rentas que los corredores y vendedores deben recibir para mantenerlos 
honestos se incrementan. Finalmente, aumentan tanto que los compradores no es­
tán dispuestos por más tiempo a pagar un precio tan alto, aunque los corredores ac­
túen en una escala de rentas-minimizadas, n*(N).

En este caso, el comercio intermediado por corredor fracasa.

Consideremos ahora lo que estos resultados implican en relación al papel poten­
cial para los corredores en una comunidad de comerciantes a medida que va crecien­
do el mercado. Cuando N es pequeño, los individuos pueden contratar frecuentes in­
teracciones frente a frente, consiguiendo confianza sin la necesidad de corredores. Sin 
embargo, a medida que N aumenta, la negociación entre jugadores particulares se 
hace menos frecuente, el cumplimiento personal fracasa, y los corredores emergen. 
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Ambos, el volumen de transacciones manejadas por un corredor individual y el nú­
mero de corredores, tendrán tendencia a crecer a medida que el mercado crece. Sin 
embargo, si la población crece demasiado, los corredores no podrán hacer cumplir 
las transacciones, y habrá que desarrollar alguna clase de instituciones de gobernanza 
alternativa, por ejemplo, para compartir la información sobre la reputación de los ju­
gadores (como el «derecho mercantil» de Milgrom et al.), o para castigar a los tram­
posos directamente, como Enfo de Dixit. Es decir, mientras el mercado con corredo­
res es viable a partir de un cierto número de población, el alcance del mercado es 
limitado sin la existencia de instituciones formales de cumplimiento.

4.	 CONCLUSIÓN

Este artículo explica un papel para los corredores que no ha sido tratado por la 
literatura existente sobre el mercado de intermediación. En situaciones donde am­
bas partes de la transacción tienen la oportunidad de hacer trampa, el corredor eli­
mina la necesidad de confiar entre las partes, dividiendo cada transacción entre el 
comprador y el vendedor en dos sub-transacciones entre el comprador y el corre­
dor, y entre el corredor y el vendedor, respectivamente. La clave para el papel del co­
rredor en el cultivo de relaciones de confianza con participantes en cada lado del 
mercado, y su habilidad para crear confianza es simplemente producto del volumen 
de transacciones que emprende. Sin restricciones de capacidad, y con entrada libre, 
la correduría se convierte en un monopolio natural debido a los efectos de las redes. 
Con restricciones de capacidad, el comercio intermediado por corredores puede ser 
viable solamente para los niveles intermedios de especialización; a medida que el 
mercado se expande, el comercio intermediado por corredores al final fracasa y hace 
a la larga necesarios mecanismos de cumplimiento formales.

Aunque hemos utilizado el ejemplo de transacciones con soborno, los corredores 
desempeñan un papel en muchas clases de intercambio económico, incluyendo segu­
ros, sector inmobiliario y mercado laboral (ej. agencias de trabajo temporal). La natu­
raleza del papel de los corredores varía dependiendo del contexto. En un mercado in­
mobiliario, por ejemplo, la baja frecuencia de transacciones y la dependencia de los 
contratos formales significa que los corredores se usan principalmente para reducir los 
costes de búsqueda más que para asegurar «confianza». Sin embargo, en un mercado 
de seguros, donde las aseguradoras pueden hacer trampa evitando hacer pagos de in­
demnizaciones y los asegurados pueden hacer trampa no tomando las precauciones 
adecuadas para evitar incurrir en riesgos y cobrar dichas indemnizaciones, los corredo­
res a menudo desempeñan un papel importante en ayudar a asegurar a ambas partes a 
confiar en que el otro actuará de «buena fe» (Doherty y Muermann; Kingston 2007).

En muchos casos reales, los corredores parecen cumplir varias funciones a la 
vez. Una vía interesante para la investigación futura sería estudiar cómo el papel del 
corredor que se ha modelizado en este artículo como un intermediario directo im­
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plicado en el comercio, complementa o sustituye otros posibles papeles intermedia­
rios como la reducción de los costes de búsqueda o la transmisión de información 
sobre la reputación. El comercio mediante corredores, tal como lo hemos modeliza­
do aquí, es ineficiente (en relación al primer-óptimo) porque los corredores incu­
rren en los costes de entablar transacciones innecesarias y entonces debe pagarse 
una prima para garantizar el comportamiento honesto. Otro aspecto interesante se­
ría comparar la eficiencia del comercio intermediado por corredor con un mercado 
con más mecanismos formales de cumplimiento.
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Viejos y nuevos institucionalismos bajo 
el prisma del individualismo institucional

¿Han de elaborarse los análisis institucionalistas necesariamente sobre las concepciones del 
«individualismo metodológico» o sobre las del «holismo metodológico» en sus diversas ver-
siones? Existe una vía intermedia entre las dos anteriores a la que Agassi en 1960 se refirió 
de manera pionera con el nombre de «individualismo institucional». Este trabajo muestra 
que las tres reglas que definen dicho método están siendo adoptadas, explícita o implícita-
mente, por cada vez más investigadores adscritos a diferentes corrientes de análisis econó-
mico institucional. Ello no significa afirmar que se esté produciendo necesariamente algún 
tipo de convergencia entre diferentes corrientes, ni que dicha convergencia sea algo desea-
ble. El trabajo concluye afirmando que las tres reglas que conforman el «individualismo ins-
titucional» permiten elaborar análisis metodológico y empíricamente menos extremos y 
más persuasivos, que los tradicionales análisis sistémicos y los provenientes del individua-
lismo reduccionista.

Azterketa instituzionalistak nahitaez egin behar al dira «indibidualismo metodologikoaren» 
arauen gainean edo «holismo metodologikoaren» arauen gainean, edozein bertsiotan? Metodo 
bat dagoela aurreko bien artean, Agassik «indibidualismo instituzional» izendatu zuena 1960. 
urtean, hain zuzen ere. Lan honek azaltzen du metodo hori definitzen duten hiru arau gero eta 
gehiago erabiltzen dutela ekonomia- eta erakunde-azterketaren joera ezberdinei lotuta dauden 
ikertzaileek. Horrek ez du esan nahi joera ezberdinak nahitaez bateratzen dabiltzanik, ez eta 
bateratze hori desiragarria denik ere. Lanaren amaieran baieztatu da «indibidualismo insti-
tuzionala» osatzen duten hiru arauek aukera ematen dutela metodologiko eta enpirikoki hain 
muturrekoak ez diren eta gehiago konbentzitzen duten azterketak egiteko, ohiko azterketa siste-
mikoekin eta indibidualismo erredukzionistatik eratorritakoekin alderatuz.

Must institutional analyses be built on the methodological rules of “methodological 
individualism” or on those of “methodological holism”, in their several varieties? A middle 
way mode of explanation exists which Aggasi firstly named it as “institutional individualism” 
in 1960. The arguments and citations contained here show that this mode of explanation is 
being used by researchers working upon different perspectives in institutional analysis. This 
does not necessarily mean that a kind of convergence is occurring. No statement in favor of 
such a convergence is made in the present article. The paper concludes that the three 
methodological rules that define «institutional individualism» allow for building analyses less 
extreme, and also more persuasive, than those traditionally made upon the rules of 
“methodological individualism» and «methodological holism”.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Para el análisis de nuestros asuntos político-económicos, ¿hay algún método de 
razonamiento explicativo que proporcione una vía intermedia entre el individualis­
mo metodológico (IM) y el holismo metodológico (HM) en sus diversas versiones?1 

*  Borradores previos en inglés de estas ideas han sido presentados en varias conferencias y workshops 
(EAEPE, SASE, ETHP, AES), siendo la última de ellas la que tuvo lugar en Michigan como homenaje a 
la trayectoria académica de Allan Schmid. Varias colegas, y especialmente Gonzalo Caballero y el propio 
Allan Schmid me han hecho útiles comentarios a una u otra versión de estas ideas. Obvio resulta decir 
que toda responsabilidad por lo aquí expresado recae únicamente sobre el autor. 
1  Aunque en lengua castellana solemos utilizar la expresión «métodos de análisis», resulta más apropia­
do afirmar que el individualismo metodológico o el individualismo institucional constituyen «métodos 
de razonamiento explicativo» (modes of explanation, en inglés), como acertadamente me sugirió Uskali 
Maki la primera vez que presenté estas ideas en inglés. Como veremos aquí, las reglas que los conforman 
no constituyen un método de análisis completo.
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Ofrecer una respuesta a esta pregunta es el objetivo básico del presente artículo. 
Puesto que ya se han publicado innumerables trabajos sobre las virtudes comparati­
vas de ambos métodos, mi objetivo aquí no es el de dar cuenta de dichos debates 
sino el concentrarme en ese otro método intermedio.

El trabajo se organiza de la siguiente manera. Tras resaltar brevemente la insatis­
facción que algunos destacados autores han manifestado en relación tanto con los 
análisis sistémicos como con aquellos más reduccionistas, en el apartado 2 se realiza 
una breve y sintética demarcación del individualismo metodológico y del holismo 
metodológico. Dicha demarcación permite mostrar las diferencias existentes entre 
ambos y el amplio hueco que queda entre los mismos. En la sección 3 se explica cuá­
les son las reglas que definen al individualismo institucional (II), como vía interme­
dia de elaboración de análisis institucionales no sistémicos y no reduccionistas. Por 
último, en los apartados 4 y 5 el trabajo aporta ejemplos de análisis institucionalistas 
así construidos, principalmente en relación con los asuntos económicos públicos. En 
el apartado 4, los ejemplos proceden del campo de llamada Vieja Economía Institu­
cional (VEI) o Economía Institucional Original, mientras que en el apartado 5 proce­
den del campo de la Nueva Economía Institucional (NEI). Puesto que estos temas 
han generado constantes debates y polémicas ya desde la década de 1960, en las notas 
a pie de página se ofrecen abundantes comentarios y referencias a efectos de comple­
mentar la principal línea argumental del trabajo.

Para evitar cualquier interpretación equivocada de las conclusiones a las que la 
presente investigación permite llegar, lo primero que habría que aclarar en esta in­
troducción es que el asunto relativo al mayor o menor grado de verdad o falsedad 
(relevancia empírica) de unos u otros análisis institucionales ha sido explícitamente 
excluido de consideración en el presente trabajo. En igual sentido, afirmar que existe 
un método de análisis intermedio y mostrar ejemplos de análisis así elaborados pro­
cedentes de diferentes corrientes, en absoluto implica afirmar que se esté producien­
do necesariamente ningún tipo de convergencia entre estos dos diferenciados enfo­
ques de análisis institucional.

En el presente trabajo tampoco se afirma que dicha convergencia sea algo desea­
ble. Las marcadas diferencias de enfoque y contenido que habitualmente se encuen­
tran en las publicaciones de los miembros de ISNIE2 frente a los de los miembros de 
la AFEE3 o la EAEPE4, por ejemplo, podrían mantenerse incluso aunque ambos ti­
pos de análisis se reelaborasen sobre las reglas del individualismo institucional. Las 
reglas de este método de explicación no impiden dar cuenta, por ejemplo, de los 
conflictos distributivos entre personas y grupos de personas que puedan existir en 
uno u otro ámbito, como les gusta a los institucionalistas en la tradición de la VEI. 

2  International Society for New Institutional Economics.
3  Association for Evolutionary Economics.
4  European Association for Evolutionary.
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Eso sí, trabajar sobre dichas reglas impide dar cuenta de ello mediante razonamien­
tos de naturaleza sistémica. Dicho método tampoco impide aproximarse al análisis 
de las transacciones económicas mediante lo que se conoce como la «conceptualiza­
ción del intercambio voluntario» y utilizar conceptos como los de costes de transac­
ción, eficiencia, etc., como muchos nuevos institucionalistas suelen hacer. Eso sí, los 
razonamientos explicativos no han de aspirar a ese reduccionismo exigido por las 
reglas del individualismo metodológico, tan practicadas en muchos ámbitos.

Aunque otros aspectos metodológicos, presentes en toda investigación, aparecen 
estrechamente relacionados con el aquí estudiado, en el presente artículo pongo un 
especial énfasis en separar lo concerniente al método de análisis respecto a esos otros 
principios y criterios metodológicos tales como el tipo de racionalidad atribuido a 
los agentes, el modo de interacción asumido, la presunción sobre el grado de incer­
tidumbre de unos y otros, etc. Asuntos todos ellos sobre los que cualquier investiga­
dor ha de adoptar, explícita o implícitamente, una posición u otra.

Por último, en coherencia con los principios del pluralismo metodológico con 
los que simpatizo, he de dejar claro también que el objetivo del presente trabajo no 
consiste en argumentar en contra de los análisis construidos sobre las reglas del HM 
o los construidos sobre las del IM, sino en mostrar que una vía intermedia existe y 
está siendo usada.

2.	� ¿A QUIÉN LE IMPORTA SI EXISTEN O NO ANÁLISIS ECONÓMICOS
DE VÍA MEDIA?

¿A quién le importa si existen esos análisis económicos elaborados sobre métodos 
de análisis menos extremos que el holismo metodológico y el individualismo meto­
dológico? En relación con aquellas contribuciones que aspiran a conformar teorías 
económicas generales con elevado grado de abstracción, creo que no sería difícil con­
cluir que entre ellas abundan tanto los análisis metodológicamente individualistas 
como los holistas o sistémicos. Sin embargo, si nos fijamos en otros trabajos e infor­
mes económicos publicados en revistas con orientación más aplicada o sectorial estos 
dos tipos de razonamiento explicativo más extremo no son tan fáciles de encontrar.

Lo mismo suele ocurrir con los relatos explicativos de los asuntos humanos con­
tados por los periodistas, por ejemplo. Esto es particularmente cierto en los relatos 
de la prensa local sobre asuntos colectivos relacionados con cambios institucionales 
y organizativos ocurridos a escala municipal. La manera en la que casi todos pensa­
mos acerca de nuestros asuntos individuales o colectivos más próximos, aquellos en 
los que somos partícipes y hemos de opinar o votar (relacionados, por ejemplo, con 
el funcionamiento de una comunidad de vecinos) tampoco es tan extrema.

Si esto es así, no resultará difícil encontrar en la literatura económica quejas y crí­
ticas sobre el modo en el que esas teorías generales se construyen. En el ámbito de las 
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llamadas ciencias sociales, se pueden encontrar siempre muchas críticas sobre una 
cosa y su contraria, por supuesto.5 Algunas de estas quejas, respecto al tema que nos 
ocupa, hacen referencia al hecho de que cada vez se publican más análisis económi­
cos con una abstracción y sofisticación formal creciente, incorporando un creciente 
número de modelos matemáticos. O con ecuaciones econométricas en busca de co­
rrelaciones estadísticamente significativas sobre asuntos de escasa relevancia e inclu­
so, a veces, de nula relación causal.6 Pero no es éste el tema que quiero tratar aquí.

La existencia tanto de análisis sistémicos como metodológicamente individualis­
tas ha ido acompañada de un recurrente debate sobre la relevancia explicativa de 
ambos tipos de análisis, amén de otras polémicas sobre sus respectivas virtudes ideo­
lógicas, políticas, etc. En cuanto a la literatura de orientación institucionalista, ese 
debate quedó sintetizado en dos trabajos publicados hace ya más de veinte años por 
Langlois (1989) y Rutherford (1989). A Langlois no le resultaban persuasivos los 
análisis explicativos de naturaleza sistémica tan abundantes en las publicaciones de 
la época realizadas por autores adscritos al campo de la VEI. A Rutherford, en cam­
bio, no le gustaba el requisito reduccionista que en su interpretación más extendida 
se asocia con el individualismo metodológico, fundamento metodológico éste sobre 
el que muchos nuevos institucionalistas explícitamente decían construir sus análisis 
durante aquellos años de las décadas de los 70 y 80, e incluso después.

En los ámbitos de la filosofía y la sociología de la ciencia, éste y otros relaciona­
dos debates ya habían tenido lugar bastantes años antes.7 Entre los economistas y es­
pecialistas en metodología y epistemología de la investigación económica fue duran­
te las décadas de los 80 y los 90 cuando un gran número de trabajos sobre estas 
cuestiones irrumpió en revistas especializadas y libros colectivos en lengua inglesa, 
amén de otros temas tratados (retórica y realismo en los discursos académicos, per­
suasión académica, ideología e intereses en el trabajo de los analistas, etc.). Si todos 
esos debates hubieran de resumirse con una simple palabra, la que yo elegiría sería: 
enfrentamiento. En realidad, muchos de estas disputas entre quienes respaldan una 
aproximación sistémica y quienes defienden las exigencias reduccionistas del indivi­
dualismo metodológico responden a marcadas diferencias ideológicas y políticas, 
dejando aparte otros factores explicativos complementarios.8

5  Véase Samuels (2004, p.XI) y Davis (2006).
6  Afirmaciones similares pueden encontrarse en Debreu (1991), Blaug (1998), Stigler (1988), Buchanan 
(2001) y Coase (1974), (1982), (1992) y Rothschild (2006).
7  Ejemplos clásicos de estos debates son las colecciones publicadas en Krimmerman, E. (1969), Bro­
dbeck, M. (1968), O’Neill, J. (1973), and Lakatos, I. & Musgrave, A. (1968). (1973) y Lakatos, I. y Mus­
grave, A. (1968). Pueden verse también Harsanyi, JC (1969), Machlup (1961), Blaug (1975), Popper 
(1968), (1976), (1985) Lakatos (1978), Katouzian (1981), Feyerabend (1975), Elster (1982), Roemer 
(1981), McKloskey (1985), (1990), (1993) y (1994).
8  Para quienes deseen adentrarse en dichos debates, cabría mencionar, entre otros muchos trabajos, los 
de Bush (1981a) y (1981b), Seckler (1980) y (1981), Rutherford (1995), Stanfield (1995), Medema 
(1995), Groenewegen (1996), Boland (2001), Hausman (1998) y (2001), Backhouse (1997), Wang 
(2003), Howard y King (2001) y Ayer (2001).
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Aunque mi propósito no es argumentar en favor o en contra de ninguno de los 
dos métodos de análisis o razonamiento explicativo tradicionales (HM o IM), sí que 
cabe aquí hacer unos breves comentarios introductorios a efectos de diferenciar uno 
y otro y facilitar así una mejor comprensión del contenido de los apartados siguien­
tes. Hacer esa diferenciación no es tarea fácil, no obstante, porque esa confrontación 
antes mencionada ha ido acompañada de una no desdeñable confusión a medida 
que más y más autores publicaban sus propias contribuciones e interpretaciones. Y 
también interpretaciones de las interpretaciones en algunos casos.9

Aunque en relación con el holismo metodológico han sido varias las versio­
nes10 propuestas y utilizadas, el ya clásico y muy citado trabajo de Wilber y Harri­
son (1978), o el libro de Rutherford (1994), pueden ambos ser citados como ejem­
plos que aportan una definición no sólo precisa sino también útil para el objetivo 
perseguido en el presente trabajo. En este sentido, cuando unos u otros autores 
adoptan un modo de explicación holista, por lo general suelen adoptar la presun­
ción explícita o implícita de que las acciones individuales sólo pueden ser explica­
das adecuadamente si los agentes involucrados son considerados como elementos o 
componentes de algunas otras entidades sociales y sistemas (grupos, asociaciones, 
corporaciones, partidos políticos, estados, sistema de producción fordista, relación 
capital-trabajo, etc.). La posición que unos u otros agentes ocupan en dichas es­
tructuras se consideran factores clave que determinan los valores, las ideas, los co­
nocimientos, las preferencias, los objetivos, y las circunstancias y restricciones a las 
que unos u otros se enfrentan. Por lo tanto, para analizar las interacciones huma­
nas y los eventos que de ello se generan, estos autores sistémicos suelen prestar es­
pecial atención a todas esas entidades sociales y sistemas  en las que muchos indivi­
duos se ven atrapados como miembros pasivos que internalizan o asumen (sin 
analizar ahora en el modo en que ello ocurre) fines, valores, normas, relaciones, 
modos de comportamiento, etc., que por lo general fueron establecidos tiempo 
atrás como características propias de esas entidades o sistemas. Es esta presunción 
la que induce a muchos viejos institucionalistas a elaborar análisis en los que todos 
estos factores sistémicos ocupan una posición central. En estos análisis holistas se 
suele presuponer también, explícita o implícitamente, que estas entidades sociales y 
sistemas originan una especie de fuerza o lógica sistémica propia que impulsa los 
acontecimientos de una manera tal que resulta inadecuado para el analista el inten­
tar descubrir y asignar responsabilidades individuales en relación con los hechos o 
fenómenos investigados. Eventos como los continuos cambios en los precios, el au­
mento del desempleo, los cambios tecnológicos, e incluso los cambios instituciona­
les tienden a explicarse revelando esas fuerzas sistémicas e impersonales que su­

9  Declaraciones similares se pueden encontrar en Rutherford (1994, p. 27) y Maki (1993a, p. 26). Véase 
también Boland (2003). 
10  Véase, por ejemplo, Klein (1993), Bush (1981a) (1981b) y (1993), Hodgson (1993a) y (1998) o Gis­
lain y Steiner (1999). Boyland y O’Gorman (1995), (1997) y (2006) se refieren al «holismo causal».
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puestamente los originan, además de hacer referencia claro a otros diversos 
aspectos y factores complementarios.11

Por supuesto, la anterior es una breve y estilizada presentación. No todos los 
análisis sistémicos lo son en grado similar. No todos pueden ser objeto de las ya tra­
dicionales acusaciones de funcionalismo, holismo ontológico y organicismo.12 Algu­
nos análisis incorporan explicaciones funcionalistas con fuerzas y procesos que los 
autores justifican por el hecho de que resultan útiles-funcionales para esto o lo otro 
pero sin hacer referencia a ningún mecanismo causal. Pero no todos los análisis sis­
témicos son así. No todos atribuyen un papel tan insignificante a la acción humana 
individual.13 Y, por supuesto, no todas las contribuciones en el marco de la VEI se 
elaboran bajo estos principios y presunciones holistas. Algunos de estos autores 
también publican trabajos en los que la acción individual tiene un papel destacado 
pero bajo la presunción de comportamientos no calculadores basados en rutinas y 
hábitos aprendidos o en normas sociales y preceptos ideológicos igualmente apren­
didos o incluso inculcados.14 Como afirmó Rutherford (1994, capítulo 3) en su ya 
clásico libro: «... Estos entes colectivos («social wholes») se conciben como fuerzas 
que influyen y condicionan el comportamiento individual. No obstante, la fuerza de 
ese condicionamiento varía fuertemente de unos autores holistas a otros... En algu­
nos casos estos autores parecen presuponer que esas entidades sociales o macro tie­
nen una especie de fuerza autónoma para actuar, pero no cabe decir eso de todos los 
holistas».

Por el contrario, el individualismo metodológico en cuanto método de razo­
namiento explicativo o método de análisis se asocia generalmente con una clara 
exigencia de reduccionismo, aunque ha existido aquí también una recurrente con­
troversia.15 De entre las varias versiones del individualismo metodológico existen­
tes, lo habitual entre los economistas que se preocupan de los temas metodológi­
cos es referirse a la versión más difundida a través de los artículos, libros y 
manuales de orientación neoclásica, especialmente desde la pionera definición de 
Lionel Robbins en 1932 del problema económico como un problema de asigna­
ción de medios escasos para conseguir fines alternativos.16 Gary Becker también 

11  Para un análisis en mayor profundidad del método de análisis holista que suele caracterizar a muchas 
de las aportaciones elaboradas en el marco de la VEI, véase Hodgson (1998). Véase también Danto, AC 
(1965), Hempel, CG (1968), Harsanyi, J.C. (1969), y Cohen, GA (1982).
12  Véase Maki (1993b, p. 27). Véase también Boyland y O’Gorman (1995), (1997), (2006).
13  Rutherford (1983), entre otros, resalta cómo las aportaciones realizadas en la «tradición de Commons» 
son menos holistas.
14  Véase, por ejemplo, Hogdson (1985), (1993a) (1993c), (1993d), y (1998) que siempre se refiere a las 
obras de Veblen.
15  Véanse los ya clásicos debates contenidos en Brodbeck (1954) y Watkings (1969a), (1969b), y 
(1969c).
16  Para una evaluación crítica de estos análisis basados en el supuesto de optimización neoclásico, véan­
se las contribuciones de autores tan diversos como Schmid (1987, capítulo 1), Buchanan (1975), Toboso 
(1993) y Williamson (2003). 
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ha contribuido a popularizar dicha aproximación metodológica a través de sus es­
fuerzos por extender ese enfoque económico basado en el principio de maximiza­
ción neoclásico (como Boland, 1981 y otros enfatizaron) al análisis de casi todas 
las elecciones humanas.17 Esa es también la versión que caracteriza a muchos aná­
lisis económicos de elección racional en el marco de la teoría de juegos convencio­
nal en los que algunos individuos estratégicamente calculan sus mejores elecciones 
en situaciones estilizadas que han sido privadas de gran parte de su contenido ins­
titucional formal e informal. Con excepción de la regla de la competencia y de al­
gunas otras normas o convenciones definidas con precisión por el analista, quién 
además suele presuponer que los jugadores las conocen bien pero no siempre las 
respetan.18

De acuerdo con esta extendida interpretación, que es además especialmente 
útil para mi propósito aquí, los fenómenos económicos (subidas de precios, au­
mento del paro, crisis financieras, aumento de los déficit públicos e incluso cam­
bios culturales) habrían de ser explicados, si el analista aspira de verdad a construir 
análisis metodológicamente individualistas, en términos de acciones individuales, 
con unas preferencias concretas e incorporando al análisis las restricciones «mate­
riales» relevantes (naturales, tecnológicas, presupuestarias y similares) que condi­
cionan las decisiones de los agentes participantes y los hechos o fenómenos investi­
gados, pero reduciendo al mínimo la referencia a factores o entidades sociales 
como variables explicativas. Si se hace referencia a estas entidades sociales imperso­
nales tales como el partido político o la empresa multinacional, por ejemplo, ello 
habría de hacerse como manera abreviada de referirse a los grupos de personas res­
ponsables de las decisiones colectivas adoptadas en uno u otro caso. Si aspira a ela­
borar análisis explicativos de este tipo, el analista debería ser capaz de «reducir» o 
«descomponer» esos conceptos y argumentaciones en decisiones y acciones de los 
participantes relevantes de la manera antes mencionada. Las actuaciones colectivas 
llevadas a cabo en equipo mediante organizaciones deben resultar coherentes con, 
al menos, las acciones llevadas a cabo por algunos miembros; no pueden aparecer 
como impuestas de manera impersonal sobre todos los miembros salvo que se ex­
plicite mediante qué mecanismos otros agentes externos han conseguido imponer 
esas decisiones.

Recientemente Boland (2006) ha hecho referencia al «principio de sustitución» 
contenido en los Principios de Economía de Marshall como uno de los primeros an­
tecedentes de esta exigencia de reduccionismo metodológico. Boland escribe: «En el 
otro extremo se sitúa el enfoque de Marshall, inspiración de casi todos los análisis 
neoclásicos de las instituciones ... Como expliqué antes, éste (el principio de sustitu­

17  Becker (1976), (1981) y (1993).
18  Schooter (1983) es un ejemplo clásico. Vega Redondo (1993) y (1998) contienen sofisticados mode­
los de teoría de juegos que utilizan una especie de «matemáticas evolutivas» que incorporar algunas 
otras variables institucionales. 
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ción) implica que cualquier cosa que pueda variar durante el periodo bajo conside­
ración habrá de someterse al principio de sustitución, esto es, ser explicada también 
como resultado del cálculo individual de optimización».

La enorme difusión de estos preceptos y reglas metodológicas hubo de contri­
buir, sin duda, a que durante la década de 1970 y 1980 destacados nuevos institu­
cionalistas (incluido el Nobel Douglass North) elaborasen diversas aportaciones so­
bre unos u otros cambios institucionales a partir de ese burdo y reduccionista 
cálculo maximizador sujeto sólo a restricciones «materiales».19 De hecho, aquellas 
contribuciones presentaban un grado de reduccionismo tan elevado que casi no re­
sulta apropiado calificarlas como análisis institucionales.20 Paradójicamente, y se­
guramente como consecuencia de esa exigencia de reduccionismo, los cambios ins­
titucionales tendían a ser explicados mediante análisis en los que se excluía toda 
referencia a factores institucionales en cuanto factores explicativos. Varias contri­
buciones de aquellos años intentaban explicar la evolución institucional ocurrida 
en los países occidentales como consecuencia de cambios habidos en precios relati­
vos de esto o aquello. Cualquiera que fuera la causa de dichos cambios de precios 
relativos, el análisis consistía en presuponer que los mismos generaban los incenti­
vos suficientes para que los participantes diseñaran y pusieran en marcha colectiva­
mente nuevas y más eficientes estructuras organizativas para regular sus relaciones 
recíprocas (efficiency view-explanation). No es de extrañar que algunos de esos aná­
lisis fueran acusados de funcionalismo21 y que el propio Douglas North rechazara 
explícitamente este tipo de explicación causal durante los años noventa (North, 
1990, p.7).

Por supuesto, no todas las publicaciones de estos autores fueron, durante aque­
llos años, tan reduccionistas. Ya en 1993, después del seminario celebrado ese año 
en el marco de los «International Semminar Series on the New Institucional Econo­
mics» en Saar, Furubotn (1993, p. 8) escribió en su discurso final de conclusiones lo 
siguiente: «Aunque pensamos en un principio que el desarrollo de la NEI podía aco­
meterse mediante una simple ampliación de la teoría neoclásica, existen hoy razones 
para creer que se necesita algo diferente..... Algunas aportaciones del análisis neoclá­
sico continuarán siendo valiosas, pero los desarrollos teóricos parecen avanzar más 
en la línea de construir análisis basados en un enfoque de economía política más 
comprehensivo y flexible». Sin embargo, sólo unos años antes el mismo Furubotn, 
E. [1984, p. 3] había identificado los fundamentos metodológicos de la Nueva Eco­
nomía Institucional «con la fundamentación básica de la teoría neoclásica, esto es, el 
individualismo metodológico y el principio del interés propio».

19  Véase, por ejemplo, David y North (1971), North y Thomas (1973), Axelrod (1984), (1986) o Schoo­
ter (1981)
20  Véase Dugger (1983).
21  Véase Basu, R., Jones, E., y Schlicht, e. (1987), and Binger, BR and Hoffman, E. (1989). (1987) o Bin­
ger, BR y Hoffman, E. (1989) o Schmid, AA (1987, capítulo 11).
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Lo dicho hasta ahora ha de resultar suficiente como presentación diferenciadora 
y, sin duda, discutible de ambos métodos de análisis. El objetivo ha sido, recuérdese, 
no el de cerrar ningún debate, por supuesto, sino el de facilitar la comprensión y ha­
cer más persuasivo el contenido de los apartados que siguen. Especialmente para 
economistas poco interesados en estos debates metodológicos y epistemológicos por 
considerarlos extremadamente sofisticados, aburridos y poco clarificadores.

3.	 ¿EN QUÉ CONSISTE, PUES, ESE OTRO MÉTODO INTERMEDIO 
DENOMINADO INDIVIDUALISMO INSTITUCIONAL?

Los comentarios anteriores muestran que existe una cierta demanda de este 
tipo de análisis de vía media por parte de destacados autores y que también parece 
existir un cierto hueco metodológico para los mismos, al menos en el campo del 
análisis institucional. Veamos en qué consiste ese método y cómo de grande es di­
cho hueco.

Hasta donde llega mi conocimiento, fue Agassi (1975) quien primero lo deno­
minó como individualismo institucional (II), realizando además una presentación 
detallada del mismo. En el presente apartado me propongo realizar una presenta­
ción innovadora de las ideas de Aggassi aprovechando la diferenciación antes reali­
zada del holismo y el individualismo metodológicos. Y lo haré mediante una defini­
ción y presentación de dicho método que cubra los aspectos esenciales y evite los 
accesorios si éstos sólo resultan interesantes a los especialistas en metodología pero 
no a quienes hacen análisis económicos.

Para ello he de clarificar primero que II y «programa de análisis situacional po­
pperiano» (PASP) no son la misma cosa, aunque contengan algunos elementos en 
común. Para la elaboración de análisis situacionales a la Popper los investigadores 
han de adoptar no sólo un método de razonamiento explicativo como el II sino 
también algunas otras presunciones, conceptualizaciones y supuestos complemen­
tarios, tales como el supuesto sobre la racionalidad de los agentes. Por el contrario, 
es posible elaborar explicaciones que respeten las reglas del individualismo institu­
cional sobre comportamientos no calculadores (basados en hábitos y rutinas, o 
guiados por normas sociales inculcadas, o inspirados por compromisos ideológi­
cos, etc.).

Un programa de análisis situacional exige la adopción por parte del analista de 
varios fundamentos metodológicos básicos, esos que forman el núcleo firme de todo 
programa de investigación si utilizamos, aunque un tanto superficialmente, la ter­
minología lakatosiana. El individualismo institucional es sólo uno de estos pilares 
metodológicos. Sin embargo, el individualismo institucional, en cuanto método de 
análisis o razonamiento explicativo, se puede utilizar en combinación con diversos, 
e incluso opuestos, fundamentos metodológicos pertenecientes a núcleos firmes de 



FERNANDO TOBOSO LÓPEZ

96

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

programas de investigación bien distintos. Es decir, no sólo en combinación con las 
presunciones y supuestos motivacionales explícitamente incluidos en el PASP.22

Debido a que los escritos de Popper sobre dicho análisis situacional no son muy 
precisos, la interpretación más citada de esas ideas es la de Koertge (1975, 1979).23 
Aunque he modificado deliberadamente el orden de los elementos, el esquema que 
sigue mantiene los componentes esenciales y la estructura de un análisis situacional 
según esta interpretación: elementos básicos de todo programa de análisis situacio­
nal popperiano: 

1.  Presunción sobre la racionalidad de los agentes: 

   �  Los agentes siempre actúan adecuadamente (racionalmente) dada la situa­
ción.

2.  Descripción de la situación: 

   �  Un agente se encuentra en una situación tipo C.

3.  Análisis situacional bajo el supuesto de racionalidad: 

   �  En una situación tipo C, lo apropiado (racional) para el agente A es hacer X.

4.  Explanandum: 

   �  Por tanto, A hace X.

Utilizando de nuevo la terminología y las conceptualizaciones lakatosianas, po­
dríamos decir que el supuesto sobre la racionalidad ha de constituir un pilar meto­
dológico básico del núcleo duro de cualquier programa popperiano de análisis si­
tuacional. Los analistas que deseen elaborar este tipo de análisis situacionales habrán 
de dar contenido concreto a ese supuesto, por lo que no podrán elaborar análisis sis­
témicos que nieguen todo papel a la acción individual. Sin embargo, el tipo de ra­
cionalidad concreta que se atribuya a los agentes objeto de estudio es un tema dife­
rente. Los análisis estándar de elección racional sólo constituyen una manera muy 
extendida de definir este supuesto de racionalidad. Pero elaborar análisis situaciona­
les no requiere necesariamente presuponer que los agentes disponen de una racio­
nalidad completa e ilimitada para obtener, procesar y entender tanta información 
como el especialista más capaz, mejor informado y con más tiempo. Como muchos 
economistas institucionalistas conocen bien, sobre todo a raíz de las contribuciones 
pioneras de Simon (1979), también se puede definir dicha racionalidad como una 
«racionalidad limitada», por ejemplo, atribuyendo así a los agentes una mayor o 
menor limitación cognitiva en sus capacidades de procesamiento e interpretación de 
la información relevante. Por supuesto, aunque el esquema de Koertge no contiene 

22  Véase Boland (1998) y (2001).
23  B. Caldwell (1991), Las manos (1992) y U. Mäki (1993) son ejemplos de tal presentación. Véase tam­
bién Oakley (1999).
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ninguna indicación en este sentido, ese programa de análisis situacional también 
permite a los analistas dar cuenta de las posibles interacciones estratégicas entre 
agentes o grupos de agentes que pudieran existir en los fenómenos o transacciones 
objeto de investigación. Algunas características de la situación podrían inducir a 
ciertos agentes más o menos racionales a actuar de esa forma estratégica (con mayor 
o menor sofisticación) al tratar con los demás, tanto si lo hacen de manera indepen­
diente como si se coordinan con otros actuando en equipo.

Sin embargo, lo importante para el objetivo perseguido en el presente trabajo 
no es el tema de la racionalidad sino el hecho de que tanto Popper como Koertge 
no sólo incluyen las condiciones «materiales» (naturales, tecnológicas, presupues­
tarias y similares) entre los aspectos de la situación (proposición 2) que cabe tener 
en cuenta en un análisis situacional, sino también a todos los demás aspectos insti­
tucionales o sociales pertinentes que puedan servir para caracterizar esa situación 
en la que los agentes interactúan. Esto significa que entre los requisitos requeridos 
para elaborar análisis situacionales en el sentido aquí indicado no se encuentra la 
exigencia de reduccionismo antes mencionada por referencia al individualismo 
metodológico.24

Así lo explicita también Mark Blaug (1980, p. 145), por ejemplo, cuando ofrece 
la siguiente cita de Popper en relación con sus ideas sobre los análisis situacionales: 
«... este programa requiere la elaboración de un modelo de la situación social que es­
pecíficamente incorpore también la situación institucional que el agente confronta, 
de tal forma que la racionalidad de su comportamiento pueda ser así globalmente 
explicada. (Popper, 1976: 117). »

La presentación que Agassi (1975) hace del individualismo institucional no in­
cluye mención alguna al supuesto sobre la racionalidad. La principal tarea que Agas­
si acomete en ese trabajo consiste en especificar qué papel debe atribuirse a los fac­
tores «sociales» e «institucionales» en un análisis que pueda resultar relevante y 
persuasivo de las interacciones humanas y sus consecuencias. Agassi no se preocupa 
del asunto de las capacidades racionales de los agentes. Para Agassi, aunque estos as­
pectos están relacionados y todo investigador ha de adoptar explícita o implícita­
mente una posición al respecto, estos dos elementos constituyen fundamentos me­
todológicos distintos. Tampoco se preocupa en este artículo por las muchas 
presunciones, principios y criterios metodológicos que los investigadores sociales 
necesariamente han de adoptar, explícita o implícitamente de nuevo. El debate so­
bre el instrumentalismo versus realismo de los supuestos y presunciones tampoco es 
abordado por el autor en dicho trabajo.25

24  Véase la posición coincidente sobre el tema de autores tan diversos como Blaug (1980: 71), Caldwell 
(1991: 14), Langlois (1989: 278), Langlois y Csontos (1993: 122) y Rutherford (1989: 304).
25  Sobre el debate acerca del instrumentalismo metodológico puede verse, por ejemplo, Boland (2003), 
(2001), (1983), (1981) y (1979), y Caldwell (1983).
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Todo esto revela que el individualismo institucional era para Agassi sólo uno de 
los varios pilares metodológicos sobre los que cabe fundamentar los análisis de los 
asuntos humanos, económicos y otros. Y que dicho método de razonamiento expli­
cativo puede ser combinado con muchos otros supuestos, conceptualizaciones, 
principios y criterios metodológicos.

¿En qué consiste pues ese modo de razonamiento explicativo? Aunque Agassi 
(1975) lo define desde el punto de vista comparativo, yo lo voy a definir de manera au­
tónoma desde el principio, siguiendo un esquema similar al empleado por Agassi para 
definir el holismo metodológico y el individualismo metodológico, y también por Ru­
therford (1994), por ejemplo. Y ello con el objetivo de dar respuesta a estas dos cuestio­
nes básicas: ¿pueden los aspectos sociales e institucionales ser incorporados al análisis 
como variables explicativas?; ¿cómo habría que hacerlo a efectos de elaborar análisis no 
sistémicos y no reduccionistas? Un asunto complementario sería el determinar la vía 
por la que esos aspectos «socio-institucionales» suelen influir sobre el comportamiento, 
o incluso sobre las preferencias y los procesos mentales de los agentes objeto de la in­
vestigación. Otra cuestión relacionada es la de dilucidar si cabe hacer referencia a unos 
factores o aspectos institucionales para explicar los cambios ocurridos en otros.

Las reglas del individualismo institucional ofrecen una respuesta inmediata a to­
das estas cuestiones metodológicas de la investigación social en general, y de los aná­
lisis económicos en particular. No obstante, hay que enfatizar de nuevo que esas re­
glas no bastan. Para la elaboración de cualquier análisis explicativo sobre nuestras 
decisiones colectivas el analista ha de adoptar, explícita o implícitamente, otra serie 
de presunciones, conceptualizaciones, principios y criterios metodológicos. ¿Qué 
tipo de racionalidad y preferencias van a ser atribuidas a los agentes investigados? 
¿va a fundamentarse el análisis sobre la presunción del intercambio voluntario y to­
dos los conceptos compatibles con la misma o vamos a intentar explicitar influen­
cias de poder entre personas, ejercicios de persuasión y manipulación o amenazas 
múltiples? ¿va a centrarse el análisis en los aspectos relacionados con la eficiencia o 
van a ser considerados también los aspectos distributivos? Y así sucesivamente. Las 
reglas del individualismo institucional constituyen sólo uno de estos fundamentos 
metodológicos necesarios para la elaboración de cualquier teoría, análisis o informe. 
Y esas reglas resultan compatibles con muchas, si no todas, las opciones alternativas 
existentes para el resto de conceptualizaciones, principios y criterios metodológicos.

Aunque Agassi (1975) no elaboró el esquema que sigue, éste incorpora todas sus 
ideas y argumentos básicos sobre el individualismo institucional. De acuerdo con 
este esquema, para la elaboración de análisis institucionalmente individualistas se 
han de respectar las tres reglas siguientes: 

1.  �Sólo las personas pueden perseguir objetivos y promover intereses.

   �  Actuando de forma individual o actuando de forma coordinada en grupos de 
individuos. Esos objetivos e intereses pueden ser percibidos como propios o 
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como de otros, pudiendo aparecer o no en documentos escritos. Dichos ob­
jetivos e intereses pueden mantenerse inalterados o pueden cambiar si cam­
bian las preferencias y los modelos mentales o si cambian las circunstancias, 
cualquiera que sea la causa.

2. � Los conjuntos de reglas legales y normas sociales que afectan a las interacciones 
entre las personas deben ser parte de las variables explicativas si se juzgan rele-
vantes, junto al resto de variables no institucionales.

   �  Estos marcos institucionales formales e informales pueden estar formados 
por reglas y normas de muy diversa naturaleza. Los principios ideológicos 
compartidos, las normas culturales comunes, los valores y convenciones so­
ciales compartidos, las rutinas de comportamiento generalizadas, etc., son 
ejemplos de estructuras institucionales informales en las que diferentes gru­
pos de personas interactúan. Las expectativas de cada cual acerca del com­
portamiento probable de aquellos con quienes se interactúa no constituyen 
marcos institucionales informales ya que pueden variar de persona a perso­
na. Los marcos formales también pueden estar formados por reglas legales 
muy diversas. Desde las normas constitucionales, por ejemplo, a los procedi­
mientos concretos establecidos en un contrato. Estos marcos institucionales 
formales e informales pueden constituir elementos situacionales exógenos 
que influyen sobre los derechos y oportunidades de unos y otros participan­
tes pero no sobre sus preferencias fijas, o bien pueden afectar a las preferen­
cias de algunos si espontáneamente tratan de adaptarse a los nuevos entornos 
institucionales, formales e informales, que hayan sido creados por otros. Esos 
entornos institucionales de reglas legales y normas sociales también pueden 
dar lugar a cambios de preferencias de algunos porque otros deliberadamen­
te les persuaden directa o indirectamente. Obviamente, en los análisis institu­
cionalmente individualistas cabe tener en cuenta también cualquier otra va­
riable no institucional que pueda considerarse relevante.

3. � Los cambios marginales que tienen lugar en unos u otros marcos institucionales 
formales son siempre el resultado de la acción independiente o colectiva de algu-
nas personas. Y siempre tienen lugar dentro de otros marcos institucionales for-
males e informales más amplios.

   �  Estas acciones colectivas o individuales de reforma institucional pueden ser 
también de muy diverso tipo: desde reformas en una ley hasta cambios en las 
normas de aparcamiento de los garajes de varios centros comerciales de una 
ciudad. Estas acciones pueden estar guiadas por cálculos estratégicos de maxi­
mización caso por caso del interés propio compartido bajo la presunción de 
información completa por parte de los participantes relevantes, o por cálculos 
de maximización estratégica pero con racionalidad limitada e información in­
completa, o por cálculos de comportamiento racional adaptativo por imita­
ción, etc. O ser acciones muy influidas por normas y principios ideológicos, 
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morales u otros. O tratarse de un interés propio muy amplio donde el bienes­
tar de otros también tiene un hueco. Algunas personas pueden tener mayores 
capacidades para esos cálculos de maximización estratégica tanto en situacio­
nes de decisión individual como en los ámbitos de decisión y negociación co­
lectiva. En estos procesos de decisión independiente o colectiva algunas perso­
nas pueden tratar de persuadir a los demás a fin de que interioricen ciertas 
normas o convenciones sociales, o para que voten convencidos de la bondad 
de determinadas reformas legales por su grado de justicia, etc. Tales acciones 
independientes o colectivas puede dar lugar a consecuencias inesperadas. 
Cuando un marco institucional formal se cambia o se reforma, no sólo esas 
acciones humanas han de ser tenidas en cuenta como variables explicativas, 
también lo han de ser esas otras reglas legales y normas sociales que no se mo­
difican si están condicionando la reforma. Por supuesto, otras circunstancias 
no institucionales relevantes han de tenerse también en cuenta.

Los comentarios añadidos bajo cada regla han de considerarse únicamente como 
ejemplos que revelan el potencial y la flexibilidad del individualismo institucional en 
cuando método de razonamiento explicativo. Los mismos no agotan todas las posibi­
lidades. La regla 1 lo convierte en algo distinto al holismo metodológico antes mencio­
nado. Elaborar modelos, teorías, análisis o informes bajo las exigencias de dicha regla 
obliga a no incorporar en el análisis entidad impersonal alguna que parezca tener ob­
jetivos propios y genere fuerzas sistémicas fuera del control de todos y cada uno de los 
implicados porque elaborar análisis institucionalmente individualistas requiere buscar 
a los, al menos, parcialmente culpables, directa o indirectamente. Ello no quiere decir 
que no puedan ser incluidas como variables explicativas diversos factores sistémicos, 
institucionales o incluso sociales, algunos de ellos existentes únicamente como valores 
en las cabezas de los participantes. Pero ello ha de hacerse respetando las tres reglas 
antes mencionadas si el análisis aspira a ser de esa vía media aquí estudiada.

La regla 2 lo convierte en algo diferente al individualismo metodológico descrito 
en apartados anteriores pues no resulta necesario aspirar a eliminar del conjunto de 
variables explicativas toda referencia a aspectos sociales-institucionales. Elaborar 
análisis institucionalmente individualistas es incompatible, por tanto, con la presun­
ción de que entre las variables explicativas sólo cabe incluir a las preferencias indivi­
duales y a las condiciones materiales (naturales, tecnológicos, económicos, etc.) de 
la situación. La regla 3 no sólo exige que los cambios institucionales formales se ex­
pliquen por referencia a las decisiones y acciones de algunas personas y grupos, exi­
ge también que se preste atención o los otros posibles aspectos socio-institucionales 
bajo los que tiene lugar la reforma estudiada. De nuevo, la incorporación de estos 
aspectos habría de ser coherente con los dictados de las reglas 1 y 226.

26  Hodgson (1985), (1986), (1989), y (1998) ha insistido en las limitaciones de los análisis de la elección 
racional que asumen modelos mentales estables y preferencias exógenas para explicar estos procesos de 
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Por comparación con las presunciones y normas del holismo y del individualis­
mo metodológicos aquí mencionadas no hay duda de que las tres reglas del indivi­
dualismo institucional permiten la elaboración de análisis de vía media en los que la 
acción individual no quede completamente anulada por fuerzas sistémicas de las 
que nadie es, ni siquiera indirectamente, responsable, pero en los que tampoco que­
de todo reducido a la interacción de agentes que más que personas parezcan «indivi­
duos» compitiendo en situaciones artificialmente desprovistas de todo lo que carac­
teriza la vida humana en sociedad.

4.	 EJEMPLOS DE ANÁLISIS BAJO LAS REGLAS DEL INDIVIDUALIMO 
INSTITUCIONAL EN LA ‘VIEJA’ ECONOMÍA INSTITUCIONAL

Llegados a este punto, una nueva pregunta se hace necesaria: ¿existen ejemplos 
de análisis institucionalmente individualistas en los campos de la Vieja y la Nueva 
economía institucional? Por supuesto que los hay. Como no pretendo realizar aquí 
un survey de estas aportaciones sino únicamente persuadir a los lectores de que una 
vía intermedia existe y está siendo usada, bastará con mencionar algunos destacados 
ejemplos. En este apartado me referiré a algunos análisis elaborados a partir de los 
principios metodológicos tradicionalmente utilizados en el campo de la VEI pero 
que no pueden ser calificados como análisis sistémicos en el sentido aquí descrito. 
Los siguientes ejemplos provendrán del campo de la NEI. El objetivo perseguido en 
el presente trabajo hace posible también el no entrar aquí en las cuestiones relativas 
al «grado de verdad o falsedad» de unos u otros tipos de análisis, ni en el tema de 
qué «intereses» pueden defenderse mejor con una u otra perspectiva de análisis eco­
nómico institucional. No son estos los temas que me preocupan aquí.

Schmid (1987, 2.ª ed.) constituye un destacado ejemplo en el campo de la VEI. 
Por supuesto, la referencia a este libro clásico de ninguna manera implica que todas 
las contribuciones de Schmid estén elaboradas de igual manera. Aunque en este libro 
el autor adopta un método de razonamiento explicativo que respeta las tres reglas an­
tes mencionadas, ello no le impide prestar una permanente atención al tema de las 
posibles influencias de poder y conflictos distributivos. Al igual que presta atención 
también a otros aspectos tales como los costos de transacción y de producción, las 
economías de escala, la rentabilidad del transporte aéreo por segmentos, etc., cuando 
considera que son aspectos relevantes para el análisis llevado a cabo. Tratando de re­
sumir algunos de sus análisis de la manera más precisa posible para evitar cualquier 
acusación de re-escritura al expresarlos en castellano, cabría decir que, entre otros 
muchos análisis institucionalmente individualistas, en ese libro Schmid se refiere a la 
situación institucional existente en la Europa feudal en la que coexistían el derecho 

cambio y reforma institucional. Para un completo survey de las diversas aproximaciones institucionalis­
tas al análisis explicativo del cambio institucional véase Kingston y Caballero (2009).



FERNANDO TOBOSO LÓPEZ

102

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

de uso privado de ciertas tierras para cultivo y el derecho de acceso comunitario a 
ciertos pastos. Si alguien no podía hacer uso de su derecho común a esos pastos, no 
era posible vender ese derecho a otros. Según Schmid el fenómeno de las enclosures y 
la transformación de los derechos de uso comunitario en derechos privados suscepti­
bles de ser vendidos constituyó una reforma institucional de gran calado que no tuvo 
sólo efectos en términos de eficiencia y crecimiento global a medio y largo plazo sino 
que constituyó también un hecho histórico con un gran impacto redistributivo al 
acabar empeorando las condiciones de vida de un gran número de personas que pa­
saron a ser aún más pobres durante aquellos años al no disponer ya más del acceso a 
los pastos comunes. Dicha reforma institucional fue el motor que hizo posible que al­
gunas personas acabaran acumulando enormes fortunas, pudiendo hacer que otros 
trabajasen para ellos. En la sociedad feudal sin derechos de transferencia sobre la tie­
rra, Schmid decía, algunas personas, sin duda más enérgicas y hábiles, ya disponían 
de un privilegiado acceso a ciertos recursos naturales, pero las diferencias de riqueza 
eran más limitadas. Lo que la reforma hizo fue el permitir que esas diferencias pudie­
ran llegar a ser astronómicas. Una vez privatizadas las tierras y permitido el derecho 
de cambio, resulta evidente que cuanto mayor sea la ignorancia del otro más ventajo­
sa puede ser la negociación o compra. En una economía de mercado moderna, escri­
bía ya Schmid en 1987, una buena dosis de talento y energía se dirige hacia la mani­
pulación de los activos financieros y la evasión fiscal, o hacia la creación de la escasez 
a fin de que aumenten los precios.

El análisis que Schmid hace de esos asuntos es, sin duda, del tipo aquí mencio­
nado. Al igual que lo es, por ejemplo, su análisis de otro hecho histórico como la 
abolición del institucionalizado sistema de piratería que caracterizó durante siglos a 
la navegación en el mediterráneo (Schmid (1987, pp. 247). O su análisis del funcio­
namiento del mercado de transporte aéreo en Estados Unidos durante los años 70 y 
80. La configuración institucional del mercado, el reparto de rutas por compañías 
aéreas y la regulación en materia de sistema de fijación de precios, en su caso, afec­
tan, dice Schmid, no sólo a la rentabilidad global de cada compañía sino a la canti­
dad, calidad y precio que unos u otros viajeros pueden obtener, con efectos redistri­
butivos incluso entre pasajeros. En las rutas menos demandadas el servicio se podía 
mantener a unos precios razonables que no permitían cubrir costes porque los viaje­
ros de las rutas rentables cubrían los suyos sobradamente. La viabilidad de todo el 
sistema requería una buena asignación de las rutas en paquetes y la prohibición de 
suprimir las rutas no rentables. Además de la acción individual de todos los partici­
pantes en cada mercado, incluyendo los reguladores (regla 1), Schmid otorga un pa­
pel explicativo clave a esa estructura institucional (regla 2) por lo que su análisis 
vuelve a ser un claro ejemplo de análisis sistémico y no reduccionista.

Aunque metodológicamente menos extremos que los habituales análisis sistémi­
cos predominantes en el campo de la VEI, la búsqueda de poder y control por parte 
de unos u otros participantes y las consecuencias distributivas derivadas de unas u 
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otras decisiones siguen siendo para Schmid factores fundamentales a la hora de ex­
plicar un gran número de hechos o fenómenos económicos, tanto en las sociedades 
democráticas actuales como en las sociedades medievales o en cualesquiera otras. 
Tanto en lo que se refiere a las decisiones o interacciones que tienen lugar bajo un 
marco institucional estable (marco de reglas legales y normas-valores sociales) como 
para aquellas decisiones colectivas que acaban conduciendo a la modificación de di­
chos marcos institucionales. En este último caso, por ejemplo, es algo evidente para 
Schmid que aunque una reforma organizativa/institucional pueda contribuir a re­
ducir los costes (de producción o de transacción) de algún proceso económico con­
creto, mejorando así su grado de eficiencia económica, también es seguro que dicha 
reforma tendrá consecuencias distributivas distintas sobre los agentes afectados.

Lo que es cierto para el funcionamiento de los mercados también lo es, según 
Schmid, para el análisis de los procesos políticos, y el autor ofrece en el mencionado 
libro diversos ejemplos de análisis así realizados. Por ejemplo en relación con el muy 
citado ejemplo del lago Michigan. De acuerdo con la regla 2, en el análisis de las de­
cisiones políticas han de tenerse en cuenta como factores explicativos tanto las reglas 
políticas formales como las informales que resulten relevantes por afectar a unos u 
otros participantes. Eso es lo que Schmid hizo para explicar por qué un representan­
te político actuó de un modo diferente sobre el mismo asunto cuando cambió el dis­
trito al que representaba. No es que viera modificadas sus preferencias, opinión o 
valoración de los beneficios y costes del proyecto sino que cambió el entorno socio-
institucional en el que actuaba. La cuestión se suscitó en el marco de una propuesta 
para reestructurar y convertir una zona boscosa en un parque nacional en una pe­
nínsula junto al Lago Michigan. Muchos de los habitantes locales que residían cerca 
de esa zona se opusieron porque temían la avalancha de visitantes y la consiguiente 
congestión, tráfico, ruido, etc. En un primer momento, cuando era representante en 
el Congreso de Estados Unidos por ese distrito concreto afectado por la propuesta, 
dicho agente político se opuso al proyecto. Poco tiempo después se convirtió en se­
nador, en representación ya no de ese distrito sino de todo el estado de Michigan. Y 
entonces apoyó la construcción del parque. En todo el estado el interés dominante 
era el de los votantes de Detroit, que estaban lo suficientemente cerca como para 
poder aprovechar al máximo ese nuevo lugar de esparcimiento público, alejado de la 
ajetreada ciudad. También es interesante observar, como lo hace Schmid, que el 
parque fue propuesto originalmente por un senador del también vecino estado de 
Illinois, donde la ciudad más grande estaba también a muy poca distancia en coche 
de esa zona boscosa.

Ese congresista, y más tarde senador, de Michigan fue elegido democráticamen­
te en ambos casos pero cambió de actuación como consecuencia del cambio ocurri­
do en el entorno institucional en el que actuaba (distrito electoral efectivo). Al cam­
biar los límites de la circunscripción electoral el nuevo senador percibió que ahora 
había muchos mas votantes a favor del proyecto que en contra... Parece que la frase 
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«el poder del pueblo», dice Schmid, no adquiere su pleno significado hasta que nos 
preguntamos ¿qué pueblo? No es lo mismo que el derecho a decidir resida en la gen­
te de las localidades cercanas al lago Michigan, que resida en todos los ciudadanos 
del estado. La creación del parque federal-nacional conllevó perjuicios para una 
gran parte de la población local, no para todos claro, que no recibieron ninguna in­
demnización. El resultado hubiera sido distinto si el derecho a decidir hubiera sido 
asignado a la población local pues tal vez el parque se hubiera acabado construyen­
do igual pero a cambio de un pago compensatorio, dice Schmid.

Schmid (1987, 2.ª ed.) contiene, sin duda, innumerables ejemplos de análisis de esa 
vía metodológicamente intermedia aquí resaltada, en los que, sin embargo, los conflic­
tos de distribución y las influencias de poder entre personas y grupos siguen estando 
presentes, como es habitual en las aportaciones más tradicionales en el campo de la 
Vieja Economía Institucional.27 Recientemente, en relación con sus análisis del cambio 
institucional, Schmid (2004, p. 257 ) ha declarado que su análisis se fundamente «en las 
tres reglas a las que Toboso (2001: 773-4) llama individualismo institucional».

Otro ejemplo clásico y muy citado de análisis institucionalmente individualista 
procedente del campo de la VEI es el también muy citado trabajo de Warren 
Samuels (1981) sobre el caso judicial «Miller y otros contra Schoene» que tuvo lugar 
en los tribunales de justicia del estado de Virginia durante 1914. Lo dicho para los 
trabajos de Schmid vale también para los de Samuel. Esto es, no todos sus artículos y 
libros contienen el mismo tipo de razonamiento explicativo. En muchos de sus tra­
bajos Samuels construye explicaciones sistémicas.28

En relación con su trabajo sobre el caso «Miller y otros contra Shoene», Samuels 
analiza una situación caracterizada por la existencia de un efecto externo negativo 
sin responsabilidad individual. El conflicto surgió entre los propietarios de planta­
ciones de manzanos y los propietarios de plantaciones de cedros rojos utilizados 
para madera. Los cedros podían incubar una bacteria que no les afectaba pero que 
después podía trasladarse a los campos de manzanos próximos y destrozar la cose­
cha. Los propietarios de manzanos lograron, según Samuels, que el Congreso del Es­
tado de Virginia aprobara un decreto-ley mediante el cual si en algún campo de ce­
dros rojos se detectaba la presencia de dicha bacteria y dichos cedros estaban a una 
distancia inferior a 3,2 kilómetros aproximadamente de un campo de manzanos, 
entonces el propietario de los cedros quedaba obligado a arrancar todos aquellos 
que estuvieran afectados, sin recibir compensación alguna, o serían los funcionarios 
del estado los que lo harían en caso de no hacerlo aquél en un determinado plazo.

Los tribunales ordinarios sentenciaron, no obstante, que dicho decreto-ley era in­
constitucional porque llevaba en sí la realización de actuaciones públicas que mediante 

27  Véase también Schmid y Sorokob (1997).
28  Un ejemplo de esos otros análisis sistémicos es, por ejemplo, Samuels (1981b).
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el uso de la fuerza destrozaban las legítimas propiedades de unos ciudadanos en benefi­
cio de otros cuando los propietarios de cedros no tenían responsabilidad alguna en la 
aparición de la bacteria. El daño ocasionado por la bacteria podía considerarse similar 
al daño causado sobre los manzanos por un pedrisco del que nadie es responsable. La 
Corte Suprema de apelaciones anuló, sin embargo, la anterior sentencia reconociendo 
que el Congreso estaba constitucionalmente legitimado tanto para actuar como para no 
actuar ante tales sucesos y reclamaciones por parte de los propietarios de manzanos. Si 
decidía no actuar y dejaba la legislación como estaba, escribe Samuels, los costes de ese 
hecho accidental recaían sobre los propietarios de manzanos. Si decidía aprobar el de­
creto-ley que finalmente se aprobó, el nuevo marco legal resultante daría lugar a una 
distribución de daños distinta si volvía a ocurrir algo parecido. Serían entonces los pro­
pietarios de cedros los que sufrirían dichos efectos. No cabía neutralidad posible ante 
dicho asunto. Ambas situaciones legislativas eran constitucionales.

La argumentación inicial de los tribunales ordinarios resultaba plenamente 
coincidente con lo que posteriormente durante la décadas de 1970 y 80 se denominó 
la teoría económica de los derechos de propiedad. Según Samuels, preocupados por la 
eficiencia, los tribunales ordinarios de Virginia parecían haber concluido inicial­
mente, según Samuels, que en aquellas situaciones donde estén claramente definidos 
los derechos de propiedad privada (cómo lo estaban en el ejemplo arriba menciona­
do) y donde los costes de transacción sean bajos, la negociación entre los afectados 
es la única vía para mejorar la eficiencia de la situación. Dicho análisis conduce, 
como es sabido y como resulta chocante, a que los perjudicados (los propietarios de 
los manzanos en nuestro ejemplo, o los vecinos próximos a una fábrica o a un aero­
puerto) tengan que pagar (a los propietarios de cedros en nuestro ejemplo) para evi­
tar el daño o disminuir su impacto.

Los argumentos de la Corte Suprema sin embargo, dice Samuels, son más coin­
cidentes con los análisis habitualmente realizados por muchos viejos institucionalis­
tas en los que la dimensión distributiva está siempre presente. La pregunta clave no 
es, escribe Samuels, si el gobierno o parlamento debe o no debe intervenir, sino 
¿quién usa el gobierno y para qué fines? El marco legal no es neutral, ni en términos 
de eficiencia ni en términos de derechos y oportunidades ni, por tanto, en términos 
distributivos. Resulta obvio decir que unas y otras personas y grupos procuran in­
fluir para modificarlo para que se adapte mejor a los propios fines, sean estos egoís­
tas o solidarios.

En nuestro ejemplo, en la medida en que los propietarios de manzanas eran 
más, estaban mejor organizados, algunos diputados tenían extensas propiedades de 
manzanos, los campos de manzanos generaban muchos puestos de trabajo local (di­
rectos e indirectos), etc., era previsible la decisión legislativa que finalmente adoptó 
el Congreso del Estado de Virginia. Podría haber habido compensación, con lo que 
el daño no se habría hecho recaer exclusivamente sobre los propietarios de cedros. 
Pero no fue así.
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En el análisis del «caso Miller y otros contra Schoene» realizado por Samuels 
éste pone de relieve cómo el marco legal ejerce una influencia decisiva en los resulta­
dos económicos, tanto en términos de cantidades, calidades, precios, grado de efi­
ciencia, resultados distributivos, etc., porque afecta a los derechos y oportunidades 
de los agentes, y con ello a sus capacidades de decisión y negociación, entre otras. 
Los esfuerzos dirigidos a modificar dicho marco legal serán la norma y no la excep­
ción. Y entramados de reglas legales hay muchos y de distinto nivel en cualquier so­
ciedad democrática: desde las reglas constitucionales, las leyes laborales, las leyes de 
sociedades anónimas, las leyes sobre arrendamientos urbanos, las leyes de reforma 
universitaria, los reglamentos de régimen interno de los Departamentos universita­
rios, las normas de organización interna en las empresas, etc.

Así pues las normas-valores sociales predominantes, los entramados de reglas 
legales, la acción en grupo, el ejercicio de influencias de poder y los aspectos distribu­
tivos constituyen para Samuels variables clave a tener en cuenta en el análisis explica­
tivo y prescriptivo de un gran número de asuntos económicos, como es habitual en el 
marco de la VEI. De nuevo, el análisis realizado por Samuels otorga un papel clave a 
la acción individual, independiente o en equipo (regla 1), pero también al marco ins­
titucional relevante (regla 2). Samuel también tiene claro en este trabajo que los mar­
cos institucionales son realidades «anidadas» (nested institucional realities) por lo que 
las reformas de algunos de esos marcos no ocurren en el vacío institucional (regla 3). 
Sin el análisis de Samuels aquí mencionado respeta las tres reglas del individualismo 
institucional, constituyendo un análisis no sistémico y no reduccionista.

Por supuesto, varios otros análisis adscritos al campo de la VEI podrían ser 
mencionados como ejemplo de análisis institucionalmente individualistas. Ruther­
ford (1983, 1984, 1987, 1989), por ejemplo, ha buscado este tipo de razonamientos 
explicativos en la obra de institucionalistas pioneros, y especialmente en los trabajos 
de Commons. Vanberg (1989) realiza una presentación de algunas ideas centrales 
del libro de Commons The Economics of Collective Action en la que las explicaciones 
ni son sistémicas ni son reduccionistas. Biddle (1990) y Ramstad (1987, 1989, 1991) 
también se refieren a otros análisis de Commons en los que la acción humana ocupa 
siempre un cierto papel, mayor o menor. El libro de Bartlett (1989) es otro excelente 
ejemplo por contener diversos análisis institucionalmente individualistas en los que 
sin embargo se presta atención a las influencias de poder mutuo que unas personas y 
grupos pueden ejercer sobre otros. Por último, cabría aquí mencionar algunos otros 
libros y artículos que contienen este tipo de análisis institucionalistas menos extre­
mos pero que no resultan fácilmente clasificables; Barthan (2004) y Knight (1990) 
son los libros; Greiff (2005) y Kruse (2005), por ejemplo, son los artículos.29

29  Véase también Knight y North (1997), y Barthan (2000), (2001), y (2005). Barthan y Greiff han parti­
cipado en varios libros colectivos editados recientemente por Menard con el título de «nueva economía 
institucional».
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Es evidente, pues, que resulta posible elaborar análisis que manteniendo muchas 
de las conceptualizaciones predominantes en el campo de la VEI no necesitan sin 
embargo fundamentarse en las exigencias del holismo metodológico. Aunque los 
viejos institucionalistas razonen mayoritariamente en términos sistémicos, ello no 
impide que algunos de ellos profundicen en el análisis hasta revelar cómo determi­
nadas reformas han afectado a personas concretas en términos distributivos o inclu­
so para mostrar qué personas han tenido mayor influencia en los cambios 
institucionales resultantes (actuando en solitario o en equipo). Resultando posible 
mostrar así también que una norma legal que origina elevados costes de transacción 

para unos agentes es el mecanismo que asegura mayores rentas a otros. Las normas 
constitucionales que aseguran el derecho de huelga generan sin duda costes de tran­
sacción para los propietarios de las empresas superiores a los que se derivarían de su 
no existencia, pero también son un mecanismo que otorga mayor fuerza negociado­
ra a la otra parte. Las reformas eficientes (en el sentido de disminuir los costes de 
producción o de transacción) pueden y suelen tener consecuencias distributivas ne­
gativas para algunos agentes implicados. En la explicación de todo esto aquí resalta­
da los autores mencionados elaboran un tipo de análisis que no es sistémico y que 
tampoco aspira a ser reduccionista.

5.	 EJEMPLOS DE ANÁLISIS BAJO LAS REGLAS DEL INDIVIDUALISMO 
INSTITUCIONAL EN LA ‘NUEVA’ ECONOMÍA INSTITUCIONAL

Pasando ahora al campo de la Nueva Economía Institucional, también es evi­
dente que cada vez existen más trabajos elaborados por destacados (y autodenomi­
nados) nuevos institucionalistas que resultan plenamente compatibles con esas tres 
reglas del individualismo institucional aquí estudiadas. Decir esto no significa afir­
mar que se esté produciendo necesariamente ningún tipo de convergencia en mate­
ria de enfoque entre estas dos diferenciadas corrientes de análisis institucional. En 
ningún apartado de este trabajo se afirma tampoco que dicha convergencia sea algo 
deseable, aunque cada vez más autores se preguntan sobre esa posibilidad.30 De nue­
vo, resulta necesario volver a remarcar aquí que en este trabajo no pretendo realizar 
ningún ejercicio de evaluación comparativa del grado de relevancia empírica de las 
contribuciones elaboradas bajo la vieja y la nueva economía institucional ni tampo­
co pretendo hacer referencia alguna al tema de qué intereses podrían defenderse 
mejor con una u otra perspectiva analítica, en su caso.

Aunque el número de ejemplos ha aumentado recientemente, los últimos traba­
jos de North representan ejemplos pioneros muy citados tras la concesión del Nobel 

30  Véase, por ejemplo, Rutherford (1995), Groenewegen et al. (1995), Vandenberg (2005) o Zouboula­
kis (2005).
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que sirven perfectamente para mi propósito. Ya a finales de los ochenta North había 
escrito: 

En la literatura sobre las instituciones y costes de transacción la preocupa­
ción dominante ha sido la de aproximarse a esos marcos institucionales como 
soluciones eficientes a los problemas de organización en entornos competitivos 
—Williamson, OE (1975 ), (1985)— ... valiosa como ha sido esta aportación, la 
misma ha dejado fuera otra contribución aún más importante que el análisis 
institucional puede hacer al pensamiento económico ... (la de que) las restric­
ciones económicas formales de carácter general... son creadas y protegidas en el 
proceso político. En la literatura moderna en el campo de la organización in­
dustrial esto se asume como dado y no se entra a analizarlo. Lo que tenemos 
que hacer es no analizar únicamente las instituciones económicas sino también 
esos marcos institucionales de naturaleza política, los procesos de los que sur­
gen y sus consecuencias económicas. (North 1989, p. 240)

Al igual que indiqué en el apartado anterior, tampoco todas las publicaciones 
de North están elaboradas metodológicamente de la misma manera, ni son todas 
compatibles con las reglas del individualismo institucional.31 Sin embargo, resulta 
evidente que en North (1990), (1988), (1991ª), (1991b), (1993), (1995), (2005ª), 
(2005b), por ejemplo, el autor abandona esas explicaciones basadas en la llamada 
presunción de eficiencia que caracterizaban varios de sus trabajos anteriores. Tam­
bién abandona ese objetivo que mantuvo explícitamente durante varios años de 
intentar explicar todos los cambios institucionales en términos de acciones huma­
nas en interés propio generadas como resultado de cambios en precios, cambios 
tecnológicos o cambios en otras condiciones materiales. En estos trabajos antes 
mencionados el autor ofrece también algunas respuestas al modo en el que los 
«modelos mentales» y las concepciones ideológicas puedan entrar en los análisis 
en cuanto a variables explicativas de unos u otros cambios institucionales ocurri­
dos. Su preocupación por la inercia cultural y la dependencia de la senda no debe­
ría sorprender a nadie, dado que North es historiador. En North (1990), por ejem­
plo, dedicó todo un capítulo a clarificar los supuestos básicos de comportamiento 
en los que basaba su análisis y a diferenciar éstos de los supuestos habituales en la 
teoría neoclásica estándar. En North (2005, p. 21) incluso llega a afirmar lo si­
guiente: 

[...] en contraste con la teoría estándar (neoclásica) inspirada en la física, la 
modelización de los procesos de cambio institucional debe inspirarse en la bio­
logía evolutiva. Pero a diferencia de la teoría darwinista en la que los mecanis­
mos de selección no se ven afectados por las creencias acerca de las posibles 
consecuencias, la evolución de las obras colectivas humanas sí que se ve influida 
por las percepciones de los participantes cuando eligen-deciden entre opcio­
nes... en aras al logro de sus objetivos.

31  David y North (1971), North y Thomas (1973) son ejemplos bien conocidos de su neoclásico aproxi­
mación más a las cuestiones de los cambios económicos.
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Todas esas afirmaciones ya permiten vislumbrar cuál ha sido la evolución de su 
enfoque de análisis, y también el de sus aportaciones en el campo de la Political Eco-
nomy of Institutions and Decisions. Nombre éste que el propio autor utiliza y sirve 
también para denominar la serie de libros que, junto a Alt, edita en la Cambridge 
University Press.

Ya desde la década de los 90 North ha venido haciendo referencia a las estructu­
ras institucionales (formales e informales) como principales factores, no únicos cla­
ro, que explican las diferencias de desarrollo logradas por unas y otras sociedades, 
frente al énfasis puesto en factores no institucionales en sus trabajos previos muchas 
más reduccionistas metodológicamente. Son estas estructuras las que definen los in­
centivos al esfuerzo, al ahorro, a la inversión, a la aparición de unas u otras políticas 
públicas, al respeto o no de la legalidad, etc., además de influir sobre los costes de 
producción y transacción existentes en unos y otros ámbitos. Debido a que en la li­
teratura sobre el crecimiento de inspiración neoclásica apenas se hace referencia a 
estos factores institucionales, ni por supuesto al tema de los costes de transacción, 
estos análisis son para North de poca ayuda a la hora de explicar el origen de esas di­
ferencias.

Aunque esos análisis de North incorporan muchas de las presunciones, concep­
tos y criterios habitualmente utilizados por los miembros de la ISNIE, su enfoque de 
análisis se ha ido ampliando, renunciando con ello a ese afán reduccionista que ca­
racterizó algunos de sus trabajos iniciales. En sus aportaciones sobre el desarrollo 
económico, por ejemplo, incluso hace referencia a la importancia que en determina­
das situaciones han tenido los conflictos distributivos entre personas y grupos. Así 
por ejemplo en North (2005, p. 165) éste escribe: «Como indiqué anteriormente, la 
alteración de las reglas económicas implica ganadores y perdedores, y es esencial estar al 
tanto de estos aspectos ...». En 1990 North (1990, p. 16), ya había mencionado explí­
citamente lo siguiente: 

Las instituciones no son necesariamente, ni siquiera habitualmente creadas 
para ser socialmente eficientes, más bien, o al menos las reglas formales, se 
crean para servir a los intereses de quienes tienen el suficiente poder de nego­
ciación para alumbrar nuevas normas.32

En North (1997) afirma, por ejemplo, que la preocupación por el estudio del 
marco institucional se vio fuertemente impulsada por la búsqueda de explicaciones 
a esa divergente evolución económica de unos y otros países occidentales entre sí y 
también, y especialmente, entre éstos y el bloque del Este, o entre éstos y los países 
islámicos. Junto a otros factores, la incapacidad histórica para generar unas reglas 
del juego económico que estimulen un desarrollo sostenido constituye un elemento 
básico en esa explicación. Aunque la especialización, el intercambio y la dotación de 
factores, entre otros, constituyen también factores importantes. Cuando las activi­

32  Véase Toboso y Compés (2003).



FERNANDO TOBOSO LÓPEZ

110

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

dades económicas surgen fundamentalmente de la iniciativa de personas que indivi­
dualmente o en equipo (creando organizaciones, asociaciones, empresas, gobiernos, 
etc.) trabajan, compran, emprenden o gobiernan resulta razonable pensar que cuan­
to más asegurado esté el disfrute de los posibles logros obtenidos (económicos o de 
otra índole) mayor será el incentivo a esforzarse para conseguirlos. Siendo North 
historiador, sus trabajos sobre el tema del crecimiento y desarrollo económicos son 
muchos, obviamente. En North (1981) o North (1995) enfatiza el papel que el mar­
co institucional en general y los derechos de propiedad en particular pueden cum­
plir como motores del crecimiento económico cuando dichas reglas y derechos es­
tán definidos y asegurados en un sistema económico en el que los mercados 
(siempre regulados de una u otra manera) son una pieza esencial, aunque no exclu­
siva, de la organización de las actividades económicas.33

El hecho de que North no suela hacer referencia a los muchos fallos de mercado 
existentes en las economías occidentales, no significa que éste y otros nuevos institu­
cionalistas no sean conscientes de ello. Mas bien se trata del típico proceder de 
quién sitúa determinados aspectos dentro de la cláusula del ceteris paribus a efectos 
de concentrarse en otros y resaltar así su, otras veces ignorada, importancia. Ello 
constituye, sin embargo, un sesgo explicativo del análisis derivado de su fundamen­
tación metodológica. Los análisis de North, y otros nuevos institucionalistas, suelen 
poner el acento en remarcar los mayores costes de transacción e ineficiencias exis­
tentes en el ámbito de los procesos políticos y las administraciones públicas frente a 
los existentes en los mercados en general.

Es ese proceder el que le lleva a afirmar que el mayor desarrollo alcanzado por 
Gran Bretaña a partir de la revolución de 1668, por comparación con el alcanzado 
en España durante los siglos xvii-xix, se explica fundamentalmente porque en Gran 
Bretaña dicha revolución creó un orden institucional estable en el que los derechos 
de propiedad quedaron claramente asegurados, mientras que en España la organiza­
ción de la sociedad, el gobierno y la economía existente inhibía el crecimiento eco­
nómico. En Gran Bretaña, dicha organización institucional incluía, entre otras, se­
veras limitaciones a la capacidad de expropiación unilateral de la Corona y 
limitaciones a la capacidad de actuación del Parlamento en determinados temas y 
circunstancias que pasaron a considerarse como actuaciones arbitrarias. Asimismo 
se creó una administración judicial suficientemente independiente como para ga­
rantizar el cumplimiento de los contratos y pactos económicos, incluidas las obliga­
ciones económicas contraídas por el gobierno. En España, afirma, el control que los 
representantes de la Iglesia y del Estado ejercían sobre los intercambios económicos 
y las normas por ellos impuestas dificultaron el crecimiento económico, al igual que 
lo hicieron en las, entonces, colonias (North y Weingast,1989).

33  Myhrmann (1989) muestra en este sentido como Suecia era uno de los países más pobres de Europa 
Occidental a mediados del siglo xix mientras que a finales del de la década de 1980 ocupaba el puesto nú­
mero siete a nivel mundial, por encima de la entonces Alemania Occidental.
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Todos estos argumentos son, por supuesto, discutibles. Sin embargo, confor­
man un análisis institucionalmente individualista en el que North hace mención 
también a veces, como ya he resaltado, a cuestiones distributivas, a conflictos de in­
tereses y a cómo grupos de personas concretas que disponen de mayor o menor ca­
pacidad para modificar las reglas del juego político y económico lo intentan sistemá­
ticamente. Efectivamente, decir que North y otros nuevos institucionalistas prestan 
poca atención a las cuestiones distributivas no significa afirmar que no les presten 
ninguna atención. Cuando North realiza un análisis detallado de algún hecho histó­
rico estos aspectos suelen aparecer mencionados. En North (2005, p. 112), por 
ejemplo, hace referencia a la violenta lucha ocurrida «entre los grupos que compiten 
por el control de la política y la economía» que se llevó a cabo en todas las nuevas 
repúblicas de América Latina creadas tras la derrota del ejército español y los movi­
mientos de independencia surgidos. Aunque muchos países adoptaron formalmente 
versiones similares al modelo de Constitución de los Estados Unidos, las consecuen­
cias económicas de dicha organización constitucional fueron radicalmente diferen­
tes a las de allí, escribe North, debido a la herencia colonial que padecían. Esa heren­
cia era el resultado de un sistema político y económico orientado a la extracción de 
metales preciosos para la Corona española, que fue impuesto y que otorgó el mono­
polio del comercio a un grupo reducido personas. Al canalizar también el tráfico 
marítimo con España a través de pocos puertos los efectos económicos positivos 
quedaron muy localizados y poco repartidos. El objetivo no consistía en fomentar el 
desarrollo de las colonias, dice North.

Al no existir una tradición de autogobierno democrático, ni unos mercados de­
sarrollados sobre regulaciones estables y de cumplimiento asegurado, ni existir una 
legitimada distribución de los recursos económicos, los procesos de independencia 
acabaron desencadenando, escribe North, violentas luchas entre los grupos que 
competían por el control político como vía para intentar controlar las recursos y ac­
tividades económicas. Los grupos que salieron victoriosos establecieron regímenes 
autoritarios a fin de garantizar el orden y los «caudillismos» pasaron a ser la norma. 
Pero los intereses de estas nuevas elites dirigentes y quienes les apoyaban pronto en­
traron en conflicto con los intereses de aquellas personas y familias que habían lo­
grado mantener los privilegios y derechos otorgados por la Corona española. Enor­
mes extensiones de tierras habían sido otorgadas a ricas familias individuales, e 
incluso a las elites eclesiásticas, dice North. Y varias familias disponían de derechos 
monopolísticos para la explotación y comercio de ciertos recursos básicos. El resul­
tado fue, y sigue siendo dice North, una inestabilidad política permanente, una ex­
tendidísima actividad de búsqueda de rentas en detrimento de las actividades pro­
ductivas, una escandalosamente desigual distribución personal de la renta, un 
suministro paupérrimo de bienes y servicios públicos, y un descomunal número de 
personas en situaciones de extrema pobreza. North concluye que el recurrir a las di­
ferencias en dotaciones de recursos no permite explicar adecuadamente las diferen­
tes sendas de desarrollo logradas por unos y otros países. Esos factores han de com­
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plementarse por referencia a otro factor fundamental. Esto es al hecho de que 
determinados acontecimientos del pasado, como la herencia colonial mencionada, 
influyen sobremanera sobre las instituciones formales e informales que acaban pre­
dominando en unos y otros lugares y, consecuentemente, sobre el desempeño polí­
tico y económico que tiene lugar.

Esos marcos institucionales informales o conjuntos de normas sociales, valores 
culturales, principios éticos, convenciones o normas de conducta social aceptadas 
ejercen una influencia a veces superior a la de los propios marcos legales. En muchos 
casos convirtiendo a éstos en papel mojado. El problema es, según North, que mien­
tras la estructura legal puede ser reformada en muy poco tiempo, las normas socia­
les y valores predominantes cambian poco y de manera muy lenta. En la medida en 
que las normas sociales induzcan comportamientos distintos a los promovidos por 
las reglas legales, los problemas derivados del incumplimiento y los mayores costes 
necesarios para minimizar los mismos representan una ineficiencia que repercute 
negativamente en las posibilidades de crecimiento económico.34

Si los trabajos anteriores constituyen ejemplos pioneros de análisis institucional­
mente individualistas sobre el crecimiento y desarrollo económico en el marco de la 
NEI, estos otros que siguen también lo son en relación con el análisis de los procesos 
políticos y el funcionamiento de las administraciones públicas: Weingast (1989), We­
ingast y North (1988), Weingast y Marshall (1988) y Horn (1995). Al igual que ocu­
rría con los trabajos anteriores, en éstos se pone también un énfasis especial, de nue­
vo, en destacar la importancia de determinadas acciones de personas y grupos 
concretos (regla 1 del individualismo institucional) además de resaltar los aspectos 
organizativos-institucionales relevantes de cada situación investigada (reglas 2 y 3).

En Weingast (1988), por ejemplo, este autor analiza el funcionamiento del siste­
ma de comités del Congreso norteamericano, intentando mostrar que dicho sistema 
presenta unos menores costes de transacción y está menos afectado por los proble­
mas derivados del incumplimiento de lo pactado que el tradicional sistema de inter­
cambio puntual de apoyos o votos (logrolling). Su preocupación principal es, por su­
puesto, determinar si dicho sistema es más eficiente que el otro en el sentido de que 
genera unos menores costes de transacción para los legisladores en su recurrente ta­
rea de alcanzar acuerdos sobre las medidas legislativas a adoptar, ceteris paribus. Si la 
respuesta es afirmativa, afirma Weingast, en la medida en que dichos legisladores 
buscan en último término ser reelegidos en sus propias circunscripciones preferirán 
dicho sistema frente al tradicional sistema de intercambio puntual de apoyos o votos, 
porque dicho sistema asegura el cumplimiento de lo pactado en mayor medida que el 
otro, permitiendo así sacar adelante, con unos menores costes de transacción, las 
propias propuestas en beneficio de los electores de su circunscripción. Dado que el 
apoyo presente otorgado a una iniciativa legislativa es algo cierto mientras que la pro­

34  Véase también Eggertsson (1996).
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mesa de apoyo futuro puede verse incumplida por múltiples razones (entre ellas el 
cambio en las circunstancias que dieron lugar al pacto, o el cambio de opinión resul­
tante del paso del tiempo) parece obvio que los legisladores preferirán aquel sistema 
que mejor asegure el cumplimiento de lo pactado. Según Weingast, ni los factores de 
reputación ni el que la interacción sea repetida impiden que en determinadas cir­
cunstancias los acuerdos puedan incumplirse. La diversidad de intereses existente en­
tre los legisladores facilita el logro de acuerdos en mutuo beneficio de los respectivos 
residentes, pero el sistema tradicional de intercambio puntual de apoyos o votos ge­
nera mucha más incertidumbre sobre el resultado final y, por tanto, unos mayores 
costes de transacción que el sistema de comités mencionado, dada la permanente po­
sibilidad de incumplimiento o la exigencia de renegociación como consecuencia de 
los cambios de contexto o de opinión mencionados. El convencimiento progresivo 
de que ello era así condujo en su momento a la aprobación de las modificaciones re­
glamentarias que supusieron la implantación del mismo sin apenas oposición.

Weingast elabora primero un modelo con un sistema ideal de comités y argu­
menta que la evidencia empírica obtenida del funcionamiento del Congreso norte­
americano no refuta dicho modelo. En su modelo, los comités legislativos están for­
mados por determinados escaños. Cada escaño pertenece a un congresista 
individual quien tiene un “derecho de propiedad” sobre el escaño. La asignación es 
histórica, basada en la antigüedad (seniority system) y da derecho a permanecer en 
ese puesto hasta que el congresista lo desee. Cada comité tiene asignado un conjunto 
de temas sobre los que ejerce el derecho exclusivo a proponer actuaciones y refor­
mas para ser votadas en el Congreso. Cuando un puesto queda vacante, éste se ocu­
pa por un procedimiento técnico consistente en ver cuál es el congresista más anti­
guo que lo solicitó en un orden anterior en su declaración escrita de preferencias de 
pertenencia a comités.

El control de la agenda, esto es, qué propuestas se presentarán en el Congreso a 
votación, y cuándo y cómo, otorga a los comités un derecho de veto sobre las pro­
puestas que otros congresistas puedan hacer a dicho comité y sesga el proceso hacia la 
presentación de aquellas propuestas más deseadas por los miembros del comité. No es 
por ello extraño ver cómo los congresistas provenientes de distritos rurales solicitan 
pertenecer en primer lugar a los comités sobre temas agrarios y no al comité de vivien­
da ni al comité de la marina mercante, por ejemplo. La estabilidad de las alianzas y 
acuerdos dentro de un comité o entre miembros de distintos comités se ve reforzada 
por el sistema de propiedad de los puestos prevaleciente. La institucionalización de di­
cho sistema de intercambios y apoyos no es, pues, neutral ni en términos de resultados 
globales ni en cuanto a la distribución de los beneficios resultantes de las actuaciones 
legislativas y presupuestarias finalmente aprobadas en el Congreso. Pero lo que Wein­
gast intenta mostrar es que dicho sistema reduce los costes de transacción (informa­
ción, negociación, vigilancia y prevención de incumplimiento) derivados de la nego­
ciación política diaria existente en el Congreso norteamericano, dado el particular y 
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personalizado sistema de elección de representantes. Las reglas formales e informales 
por las que se organiza dicha actividad son para Weingast un factor explicativo clave a 
tener en cuenta porque ellas influyen en los costes de transacción resultantes.

Como es habitual en el marco de la NEI, Weingast hace en este artículo un aná­
lisis institucional comparativo. El sistema de comisiones legislativas del Congreso de 
los EE.UU. resulta para Weingast más eficiente que un puro sistema de intercambio 
de votos en el sentido de que genera menos costes de transacción para los partici­
pantes al estar mucho menos afectado por los problemas de incumplimiento expost 
de los acuerdos.35

A los efectos del presente trabajo no es relevante si esto es verdad o no, o si otros 
análisis podrían enfatizar aspectos relevantes que Weingast ignora. Lo que ha de re­
sultar evidente es que los análisis Weingast y North aquí mencionados están forma­
dos por un tipo de razonamiento explicativo compatible con las tres reglas del indi­
vidualismo institucional.

Aunque mi objetivo aquí no es el de realizar un survey, sí que cabe al menos 
mencionar algunos otros ejemplos en el campo de la NEI, incluso procedentes de la 
otra gran área de investigación a la que se suele hacer referencia como «organización 
industrial y empresarial» por referencia a los trabajos pioneros de Coase y William­
son, entre otros.36

De hecho, mi impresión es que en la evolución de esta corriente de análisis insti­
tucional se produjo un punto de inflexión en 1983 cuando se iniciaron los semina­
rios internacionales sobre la Nueva Economía Institucional y los debates habidos se 
publicaron en el Journal of Institucional and Theoretical Economics.37 En 1997, cuan­
do la Internacional Society for the New Institucional Economics (ISNIE) se puso en 
marcha, muchos autores habían recorrido ya un largo camino en lo que al enfoque 
de análisis hace referencia. Ronald Coase y Douglass North ya habían recibido el 
premio Nobel, lo que ayudó también a difundir este tipo de aproximación analítica 
y a atraer más y más investigadores, procedentes de distintas disciplinas, incluida la 
sociología, la antropología social, la ciencia política, etc.38

En este sentido, Williamson (2003, p.921) ha subrayado recientemente, por 
ejemplo, que en contraste con el enfoque tradicional neoclásico de asignación de re­

35  Caballero (2006) compara este funcionamiento con el del congreso de los diputados español donde 
las relaciones jerárquicas, la disciplina de partido y el liderazgo ejercicio por los máximos dirigentes del 
partido que están tanto en el ejecutivo como en el parlamento ocupa un papel predominante. Un exa­
men de otras modalidades de gobernanza basada en relaciones jerárquicas puede encontrarse en Me­
nard (1996a).
36  Algunas otras contribuciones muy citadas, pero no en todos los casos siempre bien entendidas, son 
Coase (1937), (1974), (1982), (1992). Véase también el Toboso y Compés (2003).
37  La lista de participantes y los temas debatidos en estos seminarios aún aparecen en <http: //www.
mpp-rdg.mpg.de/oekinst.html>
38  En <www.isnie.org> aparece una declaración explícita a favor de dicha interdisciplinariedad.
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cursos escasos lo que la perspectiva de la NEI representa es la sustitución del paradig­
ma de la optimización por el paradigma contractual, permitiendo así un más adecua­
do estudio de los aspectos organizativos-institucionales y de otros aspectos 
relacionados con la, ahora llamada, gobernanza. Aunque principalmente centrado en 
el ámbito de la organización industrial y empresarial, el análisis de Williamson puede 
considerarse también como un análisis institucionalmente individualista en el senti­
do metodológico aquí estudiado. Las estructuras y estilos de gobernanza a nivel de 
empresa, incluyendo la regulación contractual, constituyen para Williamson ejem­
plos de marcos institucionales formales e informales que facilitan una mayor o me­
nor coordinación y reparto de esfuerzos entre los agentes participantes, elemento bá­
sico también en el análisis de Williamson (reglas 1 y 2 del individualismo 
institucional).

Williamson (1991), (1993), (1996), (2003) y Menard (1996abc), (2004b) y (2006) 
son ejemplos que también contienen este tipo de aproximación analítica intermedia 
en la que ni la acción individual queda anulada por fuerzas sistémicas ni el análisis se 
hace tan reduccionista, y supuestamente de validez universal, como para resultar de 
una pobreza institucional clamorosa a ojos de cualquiera que haya hecho negocios o 
gestionado empresas, haya sido representante sindical, o haya participado en proce­
sos de decisión colectiva en uno u otro ámbito de gobierno o en una u otra adminis­
tración pública, por poner algunos ejemplos. A partir de dicha aproximación meto­
dológica ambos autores se adentran en el estudio de distintas modalidades 
contractuales y formas de organizar la producción y la distribución como las franqui­
cias, la subcontratación, la constitución de redes de distribución, las alianzas, las aso­
ciaciones de productores, etc. Todas las estructuras institucionales en las que no sólo 
las reglas legales formales tienen importancia sino también los valores y cultura cor­
porativa. Aunque en este campo se suele prestar igualmente poca atención a los as­
pectos distributivos, de nuevo ello no significa que no se preste ninguna atención en 
absoluto. Tanto Williamson como Menard, por ejemplo, suelen hacer referencia a los 
aspectos de control, a las relaciones de conflicto, a las relaciones jerárquicas, a las ór­
denes, a la existencia de información asimétrica, e incluso a las relaciones de poder.39

6.	 CONCLUSIONES

Los argumentos y citas de este trabajo revelan que los investigadores económi­
cos no tenemos por qué elaborar necesariamente nuestros informes, artículos o li­

39  Véase Williamson (1996b), (1997). En Menard (1997, p. 36) donde dice: «Formas de poder discrecio­
nal.  Esta capacidad de mando requiere una base de carácter oficial sobre los derechos y normas defini­
das en el plano del «ambiente institucional» (...) Pero el ejercicio de esta facultad discrecional y las mo­
dalidades de control relacionadas varían significativamente de una organización a otra». Ver también 
Menard (2004b, pp. 39-45).
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bros sobre esos dos modos tradicionales de explicación ya mencionados, a los que 
nos referimos a veces, no muy acertadamente, como métodos de análisis. Una alter­
nativa intermedia existe y está siendo usada. La misma permite situar a la acción in­
dividual (independiente o en equipo) y a las estructuras socio-institucionales (reali­
dades también existentes) en una posición analítica igualmente importante, sin que 
la una tenga por qué anular a la otra. Mostrar cuáles son esas reglas metodológicas 
que definen al individualismo institucional y examinar algunos ejemplos de análisis 
así elaborados, tanto en el campo de la VEI como en el de la NEI, ha sido el objetivo 
básico acometido en el trabajo. Como quedó claro al principio, no he pretendido 
aquí evaluar qué aportaciones resultan más o menos relevantes, o más o menos úti­
les para unos u otros fines.

La extensa bibliografía aquí examinada permiten concluir que, ciertamente, la 
imagen de la realidad que se transmite en los análisis institucionalmente individua­
listas no es exactamente la misma imagen transmitida en las aportaciones más tradi­
cionales en las que se abordan los mismos temas. Y eso es cierto en ambos campos. 
Como el presente trabajo destaca, esas imágenes están siempre impregnadas de teo­
ría en cierta medida debido a los conceptos o categorías de análisis, a las presuncio­
nes de partida, a los postulados motivacionales asumidos, así como a otros princi­
pios, normas y criterios utilizados por los analistas. Aspectos éstos que difieren de 
unas corrientes o escuelas de economistas a otras. Sólo en lengua inglesa hay dece­
nas de «corrientes» en las que explícitamente se subraya la «singularidad-originali­
dad» del propio enfoque.

Aunque las cuestiones epistemológicas han sido aquí explícitamente dejadas al 
margen, sí que cabe finalmente hacer algunos breves comentarios. Porque eviden­
temente esas imágenes de la realidad también se ven influidas por los procedimien­
tos específicos que unos y otros grupos de analistas siguen, en el caso de que lo ha­
gan, para intentar contrastar empíricamente sus análisis explicativos y poder así 
perfeccionar los mismos. Estos procedimientos también influyen en los resultados 
de las investigaciones que tienen lugar en el ámbito de las ciencias sociales. Y no 
siempre se ejecutan bien dichos procedimientos cuando lo que se pretende es imi­
tar lo que se hace, por ejemplo, en la investigación bacteriológica. Porque en el ám­
bito de los análisis económicos todavía parece predominar esa concepción ingenua 
de intentar contrastar teorías o modelos frente a unos supuestos datos teóricamen­
te neutrales y puros.

En muchos casos se sigue incluso hablando de estrategias de contrastación em­
pírica para «validar» dichos modelos (empirismo ingenuo). E incluso muchos auto­
res que han superado esa ingenuidad de «contrastar para validar», y ya hablan de 
«contrastar para refutar», siguen sin embargo practicando estrategias de refutación 
también ingenuas, es decir prepopperianas. Y no sólo en las revistas españolas de 
economía, también en las editadas en inglés. Por supuesto que algunos modelos o 
análisis económicos seguro que tendrán una mayor capacidad explicativa que otros 
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a la hora de estudiar determinados asuntos, ¿pero cuáles son esos análisis si lo que 
vemos es una permanente discrepancia y una multiplicidad de aproximaciones ana­
líticas en cualquier tema? Difícil resulta determinarlo si uno intenta aplicar los fa­
mosos criterios del método científico predominante en las llamadas ciencias natura­
les. Evidentemente, los investigadores económicos también suelen hacer 
evaluaciones explícitas de la situación bajo estudio, además de proponer recomen­
daciones. Para ello son necesarios nuevos criterios e hipótesis, tanto si estos investi­
gadores trabajan por su cuenta, como si lo hacen por encargo para quienes pagan 
por obtener un asesoramiento económico útil para determinados fines, sean éstos 
los que sean (egoístas o solidarios).

De lo expuesto cabe concluir que no sólo resulta difícil aplicar en el ámbito de la 
investigación económica los procedimientos para la búsqueda de verdades que pre­
dominan entre los científicos naturales. Sino que, además, ese dogmatismo científi­
co puede resultar peligroso si quienes lo practican arropan sus análisis con un man­
to de verdad «científico-técnica» única y definitiva, ignorando u ocultando que 
existen discrepancias y multiplicidad de aproximaciones e hipótesis alternativas. 
Todo ello no significa, sin embargo, que los investigadores y analistas económicos 
no sean, por lo general, gente inteligente y bien informada.

En el ámbito de las llamadas «ciencias» sociales, y en particular en materia de 
análisis económicos y politico-económicos, la discrepancia no cabe asociarla auto­
máticamente al desconocimiento, la ignorancia o la mala práctica investigadora de 
todos los que discrepan en sus análisis. Aquí hay más aspectos en juego: uno de ellos 
es la mayor complejidad y variabilidad, por comparación con el comportamiento de 
los virus, de lo que las personas hacemos con nuestros asuntos económicos y politi­
co-económicos en unas sociedades u otras, en unas culturas u otras, a unas edades u 
otras, habiendo crecido en unos entornos familiares u otros incluso dentro de una 
misma ciudad, etc. ¿Cómo es posible pretender que las tareas investigadoras sobre 
unos u asuntos económicos hayan de ser juzgadas exactamente de la misma manera 
como se juzgan las investigaciones sobre las infecciones provocadas por los virus?.

Pero otro, y no menos importante, es el tema de los intereses divergentes. Em­
pezando por los intereses de los analistas económicos. En materia de investigaciones 
económicas las cosas son aún más complicadas debido a que muchos artículos, li­
bros e informes están siendo elaborados por autores que explícitamente no tratan de 
jugar a ese juego científico de tratar de encontrar la explicación más relevante (me­
nos refutable) para los asuntos humanos bajo análisis. Quede claro de nuevo, que en 
ninguna parte de este trabajo se dice que debieran hacerlo. Si las transacciones eco­
nómicas están siempre muy influidas por las expectativas que los participantes tie­
nen acerca de lo que unos y otros van a obtener, parece evidente que esos partici­
pantes estarán principalmente interesados en obtener informes económicos útiles 
para conseguir sus fines concretos en circunstancias específicas, y no en informes 
simplemente «verdaderos». Y esto es válido tanto para los asesores contratados por 



FERNANDO TOBOSO LÓPEZ

118

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

un sindicato de trabajadores, o para aquellos analistas e investigadores que simpati­
zan con esos proyectos e intereses, como para los asesores empresariales que hubie­
ran de redactar un informe sobre cómo reducir los costes de transacción sufridos, 
por ejemplo, por algunos empresarios que deseen cooperar para coordinar sus estra­
tegias frente a la competencia. Muchos otros ejemplos podrían ser mencionados.

Si esos análisis e informes han de resultar relevantes, instructivos y útiles desde 
la perspectiva e intereses de unos u otros participantes en éste o aquél mercado, en 
ésta o aquélla administración, etc, parece difícil que todos los análisis se puede cons­
truir sobre una idéntica camisa de fuerza metodológica que conduzca a la elabora­
ción de análisis abstractos de validez universal (verdaderos) si los objetivos, los inte­
reses o los puntos de vista difieren entre esos participantes. Dar cuenta de las 
particularidades relevantes para unos u otros o mostrar qué intereses se están viendo 
más favorecidos en un determinado entorno institucional, o cómo podrían verse 
afectados por cada reforma institucional alternativa sujeta a negociación, etc., re­
quiere, por supuesto, de la adopción de un enfoque teórico metodológicamente co­
herente constituido por un núcleo duro de conceptualizaciones, principios y crite­
rios básicos, pero también por un cinturón protector de supuestos, presunciones y 
conceptos complementarios entre los que elegir dependiendo de la situación investi­
gada y el objetivo investigador perseguido. Pero como también los investigadores 
económicos han tenido una formación diferenciada, tienen intereses divergentes y 
simpatizan con posicionamientos políticos distintos, pues lo normal es que existan, 
como así ocurre, decenas de enfoques o escuelas económicas distintas. En las llama­
das ciencias sociales, y particularmente en el ámbito de los estudios económicos, 
esto no sólo es inevitable sino que, en mi opinión, es también deseable a fin de no 
caer en la trampa tecnocrática antes mencionada. En asuntos de dinero una excesiva 
unanimidad resulta siempre sospechosa. Es por ello que el espíritu del presente tra­
bajo se sitúa en las antípodas de esos planteamientos tecnocráticos o cientifistas tan 
habituales en muchos ámbitos académicos.
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Calidad institucional y crecimiento 
económico: nuevos avances y evidencia

El objetivo de este trabajo es analizar el estado de la cuestión a propósito del efecto de las 
instituciones sobre el crecimiento económico. Por un lado, se presenta un análisis de los es-
tudios teóricos y empíricos, que han alcanzado un elevado grado de consenso sobre el efecto 
positivo de la calidad institucional. Por otro lado, se identifican un buen número de cuestio-
nes pendientes y debates generados que exigen nuevas investigaciones. En particular, no to-
das las dimensiones institucionales tienen el mismo impacto sobre el desarrollo y algunos 
estudios no comparten la tesis de que la influencia de los factores geográficos sobre el creci-
miento se produce sólo a través de las instituciones. Además, el tipo de indicador, la mues-
tra de países y los métodos empleados pueden condicionar en buena medida los resultados 
obtenidos.

Lan honen helburua da gaiaren egoera aztertzea erakundeek hazkuntza ekonomikoan duten era-
ginarekin lotuta. Alde batetik, azterlan teoriko eta enpirikoen azterketa egin da, adostasun-maila 
handia lortu dutenak erakundeen kalitatearen eragin positiboari buruz. Beste alde batetik, era-
bat eztabaidagarriak diren eta ikerketa gehiago behar duten erabaki gabeko hainbat gai identi-
fikatu dira. Bereziki, dimentsio instituzional guztiek ez dute eragin bera garapenean. Azterlan 
batzuk ez datoz bat faktore geografikoek hazkundean duten eragina erakundeen bitartez baka-
rrik izaten dela dioen tesiarekin. Gainera, adierazle-motak, herrialdeen laginak eta erabilitako 
metodoek nabarmen baldintzatu ditzakete eskuratutako emaitzak.

The aim of this paper is to analyse the effect of institutions on economic growth. On the one 
hand, we present an analysis of the existing theoretical and empirical studies, which have 
achieved wide consensus regarding the positive effects of institutional quality. On the other 
hand, we identify a good number of pending questions and generated debates which require 
further research.  For instance,  not all institutional dimensions have the same impact on 
development and some authors do not agree with the thesis that the influence of 
geographical factors upon growth is only produced through institutions. Moreover, the type 
of  indicator, the sample of countries and the methodology used may greatly condition the 
achieved results.
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1.	 INTRODUCCIÓN

La literatura que relaciona la calidad institucional con el crecimiento económico 
ha experimentado un importante desarrollo en los últimos años. Desde una perspecti­
va teórica, los modelos neoclásico y de crecimiento endógeno han dado paso a la de­
nominada «nueva teoría del crecimiento», que incorpora variables institucionales en la 
búsqueda de una explicación más completa de los procesos de desarrollo. Los estudios 
empíricos muestran que la incorporación de dichos factores institucionales mejora 
sustancialmente la capacidad explicativa de los modelos, y señalan a las instituciones 
como un elemento clave del crecimiento, con un efecto incluso superior a otros facto­
res como la población y la inversión en capital físico. El desarrollo de esta literatura ha 
sido favorecido, además, por la publicación de gran variedad de nuevos indicadores 
por parte de diversos organismos públicos y privados, lo que ha permitido cuantificar 
aspectos que tradicionalmente se consideraban sólo de forma cualitativa.

Ahora bien, la relación entre instituciones y crecimiento, lejos de ser un debate 
cerrado, deja abiertos muchos campos de análisis que los investigadores deben ex­
plorar. En primer lugar, no todas las dimensiones institucionales contribuyen en la 
misma medida al crecimiento y se debe diferenciar entre instituciones económicas, 
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políticas y sociales. Su importancia no será tampoco la misma dependiendo de qué 
muestra de países se esté analizando (desarrollados, en desarrollo, en transición). 
Además, el tipo de indicador utilizado y su método de elaboración (simple, agrega­
do, percepciones subjetivas, datos objetivos) puede condicionar los resultados obte­
nidos. En segundo lugar, existe un debate más profundo que trata de clarificar la 
primacía de las instituciones sobre los factores geográficos. En este sentido, los de­
fensores de la hipótesis geográfica sostienen que la geografía y los recursos naturales 
son determinantes directos del crecimiento, mientras que la hipótesis institucional 
considera que estos factores son relevantes sólo a través de su impacto sobre las ins­
tituciones.

El objetivo de este trabajo es doble. Por un lado, explorar todos estos aspectos 
referidos a la relación entre instituciones y crecimiento, con el fin de presentar un 
balance sobre el estado de la cuestión y el grado de acuerdo alcanzado en cada caso. 
Por otro, identificar los debates que siguen abiertos y exigen nuevas investigaciones, 
relacionados con la construcción de indicadores, el debate teórico y la estrategia de 
corroboración o refutación empírica. Para ello, el epígrafe 2 identifica las dimensio­
nes institucionales que afectan al crecimiento, prestando especial atención a su me­
dición y limitaciones; el apartado 3 desarrolla el debate teórico a propósito de la re­
lación entre instituciones y crecimiento; el apartado 4 presenta la evidencia empírica 
al respecto, identificando además una serie de condicionantes que pueden surgir a la 
hora de contrastar las hipótesis; por último las conclusiones y las referencias biblio­
gráficas cierran el trabajo.

2.	 LAS DIMENSIONES INSTITUCIONALES QUE AFECTAN AL CRECIMIENTO: 
MEDICIÓN Y LIMITACIONES

Desde Adam Smith, una de las principales preocupaciones de los economistas ha 
sido analizar los factores que determinan el crecimiento económico de los países y ex­
plicar sus diferencias en términos de renta per cápita. La literatura en este sentido ha 
sido abundante, pero la investigación empírica ha obtenido un éxito limitado a la hora 
de mostrar qué hay detrás de los procesos de crecimiento económico y de las desigual­
dades observadas. Por ello, se han ido incorporando variables a los modelos de creci­
miento, de forma que en las dos últimos decenios se han incluido factores institucio­
nales junto con las variables más tradicionales, como trabajo, capital físico y humano y 
tecnología, empleadas en los modelos de crecimiento neoclásico y endógeno.

La teoría institucional propuesta por Olson (1982) y North (1990) concibe el 
término instituciones en un sentido amplio. Incorpora tanto relaciones informales 
(valores culturales, principios éticos, conducta social o principios ideológicos) como 
relaciones formalmente institucionalizadas, tales como la forma de gobierno, el régi­
men político, el Estado de derecho, el sistema judicial y las libertades políticas y civi­
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les. North (1990) define instituciones como las «reglas de juego» de una sociedad o, 
de forma más precisa y formal, el conjunto de restricciones del comportamiento que 
modulan la interacción humana. En consecuencia, estas instituciones estructuran 
los incentivos del intercambio humano, sean éstos políticos, económicos o sociales. 
Ya con anterioridad, North y Thomas (1973) desarrollaron el concepto de «infraes­
tructura social», destacando su efecto sobre la reducción de la incertidumbre y los 
costes de transacción.

Una vez señalada la importancia de las instituciones para el crecimiento econó­
mico, conviene poner de manifiesto que no todas las dimensiones institucionales 
tienen el mismo impacto sobre el mismo. Así, la literatura ha generado un amplio 
abanico de indicadores institucionales que pretenden ser un proxy de dichas dimen­
siones, y que abarcan aspectos muy dispares. Como se verá más adelante, cuando los 
trabajos empíricos incorporan estos indicadores para explicar el crecimiento, los re­
sultados que se obtienen son más o menos satisfactorios dependiendo de la dimen­
sión institucional empleada.

Se pueden identificar tres categorías de dimensiones institucionales: 

1. � En primer lugar, aquellas que tienen que ver con las instituciones económi­
cas (libertad económica): están relacionadas con la libertad para elegir, el 
funcionamiento de los mercados y el respeto a la propiedad privada. En con­
creto Gwartney y Lawson (2003) consideran que la «libertad económica» en­
globa la seguridad de los derechos de propiedad legalmente adquiridos y la li­
bertad para realizar transacciones voluntarias dentro y fuera de las fronteras 
de la nación.

2. � En segundo lugar, aquellas que tienen que ver con las instituciones políticas 
(libertad política, que engloba libertades civiles y derechos políticos, y la esta­
bilidad o inestabilidad política), que recogen cuestiones relativas a los dere­
chos de los ciudadanos en su comportamiento político, así como la estabili­
dad del sistema. Las «libertades civiles» comprenden libertad de prensa, 
expresión y creencias, derechos de asociación, reunión y organización, proce­
sos judiciales imparciales y autonomía personal sin interferencias del Estado. 
Los «derechos políticos» suponen libertad para participar libremente en el 
proceso político: incluyen el derecho de voto, libertad para establecer parti­
dos políticos y organizaciones, suficiente competencia en la esfera política y 
elecciones libres e imparciales con rendición de cuentas por parte de los re­
presentantes elegidos (Gastil, 1991). La «inestabilidad política» recoge los si­
guientes aspectos: la violencia motivada por cuestiones políticas (guerrillas, 
terrorismo), fenómenos de descontento social o protesta civil en masa (re­
vueltas, asesinatos o golpes de Estado) y el grado de renovación del ejecutivo, 
que incluye tanto el cambio de régimen político como la inestabilidad dentro 
del propio régimen (Sanders, 1981).
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3. � En tercer lugar, aquellas que tienen que ver con las instituciones sociales (co­
rrupción y capital social) recogen cuestiones de confianza, valores y princi­
pios éticos. La «corrupción» se entiende como la utilización de un cargo pú­
blico en beneficio propio o del agente corruptor, incluyendo, por tanto, el 
soborno y la extorsión y otros actos delictivos como el fraude y la malversa­
ción de fondos (Mauro, 1995). El «capital social» comprende instituciones, 
relaciones y normas que conforman la calidad y cantidad de las interacciones 
sociales de una sociedad, tales como indicadores de confianza generalizada y 
normas cívicas (Putnam, 1993a).

Además, existen indicadores que combinan varias de las dimensiones institucio­
nales anteriormente mencionadas. Podrían denominarse «indicadores agregados de 
calidad institucional» y recogen mediciones sobre múltiples aspectos relacionados 
en los apartados anteriores, tales como la seguridad de los derechos de propiedad, 
previsibilidad de las políticas del gobierno, fiabilidad del sistema judicial, eficiencia 
del sistema legislativo, eficacia de la burocracia, corrupción, Estado de derecho, ries­
go de expropiación y diversas categorías de estabilidad política.

La utilización de estas dimensiones institucionales en la literatura se ha produci­
do con diferente intensidad. Además, como ya se ha señalado, los resultados y el 
consenso alcanzado sobre su efecto en el crecimiento han sido diversos. La libertad 
económica es la dimensión que mayor atención ha recibido y la que mayor acuerdo 
ha suscitado a la hora de evaluar su efecto positivo sobre el crecimiento, y ello a pe­
sar de que en la concepción de los indicadores de libertad económica aparecen algu­
nas controversias. En concreto, organismos como Fraser Institute y Heritage Founda-
tion valoran de forma más negativa que Freedom House la inestabilidad monetaria y 
el mayor tamaño del sector público, lo que lleva a una clasificación diferente de paí­
ses y a la obtención de un impacto diferente sobre el crecimiento económico. Sin 
embargo, la inclusión en todos los indicadores de libertad económica de aspectos 
clave como derechos de propiedad, política comercial y flujos de capital extranjero, 
hace que ésta sea la dimensión que genera resultados más homogéneos y sólidos.

La libertad política, que englobaría libertades civiles y derechos políticos, tam­
bién ha recibido una atención importante en la literatura y ha sido la que mayores 
discrepancias ha generado. Por lo que respecta a las libertades civiles, los indicadores 
van desde aspectos parciales, como los índices de libertad de prensa que publican 
Freedom House y Reporters Without Borders, hasta indicadores como el índice de li­
bertades civiles de Freedom House, que constituye una aproximación más adecuada 
al concepto de esta dimensión institucional, al contemplar de forma más completa 
los distintos aspectos incluidos en la definición de la misma. Por su parte, otras ins­
tituciones adaptan la construcción del indicador a las características de los países a 
los que se refiere. Así, los indicadores Nations in Transit y Countries at the Cros-
sroads, publicados por Freedom House, incluyen aspectos relevantes para economías 
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en transición o en desarrollo, como reformas constitucionales o derechos de mino­
rías étnicas, entre otros.

Los indicadores de derechos políticos, como los suministrados por Freedom 
House, Afrobarómetro y Latinobarómetro, tienden a hacer hincapié en la dimensión 
electoral (celebración regular de elecciones limpias y competitivas), desatendiendo 
otros elementos más difíciles de medir como asimetrías de información, exclusión 
social o presencia de mecanismos informales que dificultan la relación entre ciuda­
danos y políticos y, por tanto, la capacidad del sistema político para dar respuesta a 
las demandas ciudadanas. Freedom House suministra de forma separada un indica­
dor de libertades civiles, otro de derechos políticos y, a su vez, combina ambos en 
un indicador de libertad política; sin embargo, se publican en ocasiones indicadores 
que, bajo el nombre de derechos políticos, incluyen también factores que tienen que 
ver con las libertades civiles, por lo que en realidad se trataría de indicadores de li­
bertad política. Tal es el caso del «índice de democracia» publicado en Bollen (1990) 
o las encuestas de opinión sobre democracia de Latinobarómetro y Afrobarómetro. 
Si aceptamos que libertades civiles y derechos políticos son, tal como han quedado 
definidos anteriormente, dos conceptos distintos con implicaciones diferentes para 
el crecimiento económico, es probable que su utilización conjunta haya contribuido 
en parte a la falta de consenso existente en relación al efecto que la libertad política 
tiene en el crecimiento.

Por lo que hace referencia a la inestabilidad política, los indicadores se constru­
yen en general mediante datos objetivos y son distintos en función del concepto de 
inestabilidad política que adopta el autor u organismo que los publica, lo que no 
impide que el acuerdo sea amplio a propósito de su impacto negativo en el creci­
miento. Así, Alesina y Perotti (1996) proponen la construcción de índices de inesta­
bilidad sociopolítica combinando variables que intentan recoger fenómenos de des­
contento social, tales como revueltas, asesinatos o golpes de Estado. Otros, como 
The Political Regime Dataset de Gasiorowski (1993) para países del Tercer Mundo, o 
Cross National Time-Series Data Archive del Center for Social Analysis para una 
muestra más amplia, subrayan la renovación del ejecutivo como un indicador de 
inestabilidad o fracaso del mismo. Por otra parte, Political and Social Indicators Se-
ries de Taylor y Jodice (1988) o The Failes Status Index de Foreign Policy incluyen 
múltiples aspectos parciales de inestabilidad sociopolítica, como asesinatos políticos, 
huelgas, conflictos sociales y golpes de Estado.

Entre los índices de corrupción, sin duda el publicado por Transparency Inter-
national es el que presenta mayor cobertura temporal y geográfica (número de paí­
ses). Este hecho, junto a la reputación y credibilidad de la organización que lo publi­
ca, hace que sea el más empleado en la literatura sobre crecimiento económico. Se 
trata de un índice agregado que recoge las percepciones de empresarios, académicos 
y analistas acerca del grado de corrupción de funcionarios públicos y políticos. Lo 
mismo se puede decir con respecto a la «Encuesta Mundial de Valores» del World 
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Values Survey Association referida al capital social, que recoge mediciones sobre 
creencias religiosas, confianza en los demás, tolerancia social, participación en acti­
vidades sociales o activismo político.

Por último, haciendo referencia a los «indicadores agregados de calidad institu­
cional», en ocasiones puede resultar interesante su utilización puesto que combinan 
varias dimensiones institucionales de las anteriormente relacionadas. Ahora bien, al­
gunos suministrados por instituciones como Political Risk Services o Business Envi-
ronment Risk Intelligence son más bien índices de riesgo político y económico desti­
nados fundamentalmente a inversores internacionales, por lo que resultarían más 
adecuados para explicar los flujos de inversión extranjera. Lo mismo sucede con los 
índices elaborados por el World Economic Forum y el Institute for Management Deve-
lopment, que constituyen más bien índices de competitividad basados en datos 
cuantitativos de países desarrollados y serían útiles para realizar pronósticos por 
parte de ejecutivos de empresas. Otros, como los Indicadores Agregados de Gober­
nabilidad de Banco Mundial («voz y responsabilidad», «estabilidad política y ausen­
cia de violencia», «eficacia gubernamental», «calidad regulatoria», «Estado de dere­
cho» y «control de la corrupción), presentan la calidad institucional en un sentido 
amplio, por lo que resultarían más adecuados para ser utilizados en estudios de cre­
cimiento.

Es precisamente el intenso desarrollo de indicadores cada vez más afinados, así 
como su amplia cobertura temporal y geográfica, uno de los factores que explica el 
renovado interés que en el último decenio han cobrado las instituciones para la ex­
plicación del crecimiento, así como el debate que se ha generado en torno a la im­
portancia de las diferentes dimensiones y sus efectos. De hecho, aunque algunos de 
los indicadores tienen una cobertura temporal limitada, como los Indicadores Agre­
gados de Gobernabilidad del Banco Mundial disponibles desde 1996, otros, como el 
índice de libertad económica del Fraser Institute y los índices de libertades civiles y 
derechos políticos de Freedom House, están disponibles desde principios de los se­
tenta. Por lo que respecta a la cobertura de países, ésta es bastante amplia. Así, por 
ejemplo, los índices de libertades civiles y derechos políticos de Freedom House y el 
índice de libertad económica de Heritage Foundation se publican para una muestra 
superior a 160 países.

Como se ha visto, algunos de estos indicadores han sido elaborados y publica­
dos por diferentes autores, aunque la mayoría son suministrados por organismos de 
diversa índole: entidades sin fines de lucro, como Freedom House, Fraser Institute o 
Transparency Internacional; servicios comerciales de estimación de riesgo, como Bu-
siness Internacional, Internacional Country Risk Guide, o The Political Risk Services 
Group; organismos internacionales, como el Banco Mundial, entre otros. Lógica­
mente, la composición de cada indicador, la forma de construirlo, su sentido y fina­
lidad, son distintos dependiendo del organismo que lo elabora. Así, combinan pon­
deraciones subjetivas realizadas por expertos y encuestas de opinión sobre el 
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funcionamiento y calidad de las instituciones formales e informales, con observacio­
nes objetivas acerca de las mismas. Por ejemplo, los indicadores de libertades civiles 
y derechos políticos de Freedom House, Latinobarómetro y Afrobarómetro son ela­
borados a partir de la evaluación de expertos; el indicador de libertad económica del 
Fraser Institute combina datos objetivos con estimaciones de expertos, mientras que 
el índice de corrupción de Transparency International es un indicador complejo que 
proviene de distintas fuentes. Las valoraciones subjetivas o datos objetivos que se 
combinan en la construcción de indicadores son de naturaleza dispar. Por ejemplo, 
la «Encuesta Mundial de Valores» de la World Values Survey Association recoge as­
pectos como creencias religiosas, confianza en los demás o tolerancia social, mien­
tras que la base de datos Cross National Time-Series Data Archive del Center for So-
cial Analysis describe características como el tipo de régimen, índice de 
fraccionalización partidista, golpes de Estado o huelgas generales.

Como se desprende de los párrafos anteriores, el avance en la publicación de in­
dicadores institucionales ha sido notable y ha favorecido el desarrollo de la literatura 
sobre instituciones y crecimiento. No obstante, dada la dificultad que entraña medir 
correctamente la calidad institucional, quedan tareas pendientes para seguir avan­
zando en esta línea, que a continuación pasamos a exponer.

En primer lugar, sería conveniente revisar el método utilizado para la elabora­
ción de algunos indicadores. Hay que ser especialmente cauteloso con la forma de 
agregación, ya que los índices agregados pueden incluir elementos de naturaleza di­
versa, lo que puede distorsionar los resultados. Además, en cuanto al sistema de 
ponderación, algunos componentes de los índices deberían tener más o menos im­
portancia dependiendo del tipo de países analizados (por ejemplo, en un índice de 
libertad económica la apertura comercial debería tener mayor ponderación en el 
caso de un país pequeño).

En segundo lugar, falta consenso acerca de qué elementos deben incluirse en la 
construcción de algunos indicadores. Así, en un índice de libertad económica no pare­
ce razonable, como hacen algunos organismos, atribuir menor libertad económica a 
un país con un Estado de bienestar consolidado, que implica un sector público fuerte 
y un elevado nivel de impuestos y gasto público. Los indicadores de derechos políticos, 
por su parte, califican el grado de democracia de un país sólo en función de si en él se 
celebran elecciones libres y periódicas, pero no tienen en cuenta otros elementos im­
prescindibles, como las asimetrías de información o la exclusión social, dada su difi­
cultad de medición. Los índices de inestabilidad política deberían incluir, no sólo si­
tuaciones en las que el gobierno es reemplazado o sustituido, sino también aquellas en 
las que se producen constantes cambios dentro del mismo. En cuanto a la corrupción, 
la mayoría de los índices se centran en la esfera pública, por lo que sería necesario 
construir indicadores que reflejen la corrupción en el sector privado en la medida en 
que ésta puede afectar de forma importante al crecimiento. Por lo que respecta al capi­
tal social, sigue sin estar resuelto el debate teórico del concepto y de la teoría desarro­



JOSÉ AIXALÁ PASTÓ, GEMA FABRO ESTEBAN

134

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

llada y, por tanto, qué aspectos concretos deberían ser incluidos en el índice. No está 
claro si la participación en organizaciones de tipo horizontal (redes, por ejemplo) es 
una buena medida del stock del capital social de un país.

Por último, sería conveniente una mayor transparencia en la difusión del méto­
do y las fuentes empleadas en la construcción de los indicadores. Por ejemplo, existe 
cierta opacidad en la elaboración de índices como los publicados por organismos 
privados que proporcionan valoraciones de riesgo para inversores internacionales. 
Por ello, sería deseable que los diferentes organismos acompañaran la difusión de 
sus indicadores con publicaciones que de forma rigurosa explicaran el método em­
pleado en su elaboración, así como las fuentes utilizadas. Así, cuando se emplean va­
loraciones subjetivas deberían publicarse los cuestionarios y la muestra encuestada; 
para los datos objetivos, seleccionar adecuadamente las fuentes. Un ejemplo de la ci­
tada transparencia sería el Banco Mundial con sus Indicadores Agregados de Gober­
nabilidad, que acompaña con publicaciones metodológicas exhaustivas sobre su 
construcción y fuentes.

Por todo lo anterior, sería recomendable cierta cautela a la hora de extraer con­
clusiones en cuanto a la relación entre instituciones y crecimiento, debido tanto a las 
carencias detectadas en la construcción de indicadores que acaban de señalarse, 
como al hecho de que no importan lo mismo unas instituciones que otras, depen­
diendo de su naturaleza económica, civil o política.

3.	 EL DEBATE TEÓRICO

La «nueva teoría del crecimiento», siguiendo las ideas de Olson (1982) y North 
(1990), acepta que en la realidad económica se dan costes de transacción positivos 
e introduce las disparidades institucionales como un elemento fundamental para 
explicar las diferencias en crecimiento y desarrollo económico observadas entre 
países. Sostiene que una fracción significativa del crecimiento de las economías 
obedece a cambios en la productividad total de los factores, de modo que los mo­
delos neoclásico (Solow, 1956) y endógeno (Romer, 1986; Lucas, 1988), basados en 
la acumulación de factores, resultan insatisfactorios en la explicación de dicho cre­
cimiento.

El proceso de integración de las instituciones en las explicaciones del creci­
miento económico ha llevado a que el parámetro de eficiencia o progreso tecnoló­
gico del modelo neoclásico deje de considerarse constante entre países. Por esta ra­
zón, los nuevos modelos de crecimiento incorporan aspectos institucionales entre 
las variables explicativas de la productividad total de los factores. Si proponemos 
una realidad económica con costes de transacción positivos, es necesario introducir 
las instituciones en las hipótesis de crecimiento porque sólo así podemos explicar 
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por qué países con la misma tecnología, capital y trabajo difieren en términos de 
crecimiento.

North (1990) identifica dos canales de influencia del marco institucional sobre 
el crecimiento: uno directo y otro indirecto. Por un lado, unas instituciones débiles 
pueden tener un efecto directo negativo sobre el crecimiento reduciendo la produc­
tividad total de los factores. En un entorno de escasa confianza en la protección de 
los derechos de propiedad las empresas tenderán a tener un tamaño más reducido, 
emplear tecnologías poco intensivas en capital y operar con un horizonte de corto 
plazo. Por otro lado, unos costes de transacción elevados, consecuencia de sobornos, 
excesiva burocracia y comportamientos de búsqueda de rentas, tienen un efecto in­
directo negativo sobre el crecimiento desincentivando la inversión.

A la par que este proceso de integración del marco institucional, e incluso en al­
gunos casos con anterioridad, los economistas han elaborado teorías explicativas 
acerca de los vínculos existentes entre distintas dimensiones institucionales y el cre­
cimiento económico. Así, se han estudiado los vínculos que variables como la liber­
tad económica, la libertad política, la inestabilidad política, la corrupción y el capital 
social presentan con el desarrollo económico de los países. A continuación, se pre­
sentan las principales argumentaciones teóricas al respecto.

En relación a los vínculos existentes entre libertad económica y crecimiento, ya 
Adam Smith recogía la idea de minimizar la intervención del Estado en la actividad 
económica y dejar actuar a la «mano invisible» del mercado para fomentar el creci­
miento. David Ricardo, por su parte, defendía el libre comercio para promover el 
desarrollo económico. Del mismo modo, también los historiadores han destacado el 
importante papel que los derechos de propiedad juegan en el crecimiento económi­
co a largo plazo (North y Thomas, 1973).

Posteriormente, los teóricos del crecimiento incorporaron algunas ideas recogi­
das por la escuela de los derechos de propiedad y algunas aportaciones de North, ad­
virtiendo que la libertad económica, al reducir los costes de transacción, incentiva la 
acumulación de capital físico y humano y, por tanto, incentiva el crecimiento1. El 
funcionamiento eficiente del mercado precisa de unos derechos de propiedad preci­
sos y bien definidos ya que, de lo contrario, los costes de negociación implicados en 
la asignación y distribución de recursos serían prohibitivos (Tornell, 1997). Además, 
la falta de información adecuada y transparente, los obstáculos a la entrada de nue­
vos competidores y a la competencia internacional, imponen unos costes de transac­

1  Como se desprende de Caballero (2002), la noción de costes de transacción de Coase junto a la de ins­
tituciones de North resultan claves para la inclusión de las instituciones en el análisis económico. Se en­
tiende por costes de transacción el esfuerzo económico que los agentes deben hacer para intervenir en el 
sistema de intercambios reglados en un mercado específico. Éstos se pueden subdividir en tres tipos: 
costes de información, costes de negociación, y costes de vigilancia y ejecución, entendidos estos últimos 
como la fuerza necesaria para imponer el cumplimiento de los contratos.
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ción a las economías que limitan las oportunidades de mercado y las actividades 
económicas. La libertad económica aumenta la productividad mediante la reduc­
ción de costes y de la capacidad no utilizada, favorece la especialización y las econo­
mías de escala y promueve organizaciones más eficientes. Además, fomenta la inno­
vación empresarial y el uso de nuevas y mejores tecnologías, fuente fundamental del 
crecimiento económico (Kirzner, 1973).

Frente al consenso teórico en torno a la libertad económica, las posiciones teóri­
cas son más dispares en el caso de la libertad política y las agrupamos en tres grandes 
categorías: la perspectiva del conflicto, la de la comparabilidad y la escéptica, en la 
terminología de Sirowy e Inkeles (1990).

La «perspectiva del conflicto» considera que la democracia dificulta el creci­
miento económico de los países en vías de desarrollo, de modo que éstos se enfren­
tan al dilema de tener que elegir entre un proceso democrático o un régimen autori­
tario que ponga en marcha políticas y reformas necesarias para un crecimiento 
económico rápido, aunque éstas sean impopulares (Bhagwati, 1966). Así, Hunting­
ton (1968) argumenta que las instituciones políticas de los países pobres son débiles 
y frágiles, a lo que hay que añadir las enormes presiones y fuentes de inestabilidad a 
las que se ve sometido el nuevo sistema democrático creado, ya que los grupos de 
presión harán aparición expresando sus demandas a los políticos, quienes en su em­
peño por mantenerse en el poder las atenderán (Olson, 1982; Becker, 1983). Meltzer 
y Richard (1981) señalan la tendencia de las democracias a promover políticas redis­
tributivas, las cuales, en muchos casos, implicarán un aumento de transferencias de 
renta en detrimento de los gastos de tipo productivo. Además, los conflictos inter­
nos en países con una división étnica, religiosa, ideológica y de clases muy significa­
tiva, pueden estallar en un sistema democrático. En este sentido, los regímenes auto­
ritarios están, según estos autores, más capacitados para disuadir dichos conflictos y 
mantener la estabilidad política.

Desde la «perspectiva de la comparabilidad» (Wittman, 1989), los sistemas de­
mocráticos, con la existencia de amplias libertades civiles y derechos políticos, 
muestran mayor eficiencia que los autoritarios y son, además, los más adecuados 
para armonizar redistribución y desarrollo económico. Las instituciones democráti­
cas proveen formalmente al sistema de un conjunto de controles sobre el gobierno, 
que limitan el uso del poder para el enriquecimiento personal y obstaculizan la 
adopción de ciertas políticas impopulares que benefician a un pequeño grupo de 
ciudadanos, perjudicando a la mayoría. Si bien los regímenes autoritarios, en algu­
nas ocasiones, pueden permitir un crecimiento más rápido a corto plazo, son los sis­
temas democráticos los que permiten un crecimiento equitativo y sostenible a largo 
plazo (Sirowy e Inkeles, 1990). Por un lado, estos sistemas pueden ser más efectivos 
a la hora de reformar la economía que los autoritarios, ya que algunas características 
institucionales de la democracia, como la independencia del sistema judicial, son 
condición necesaria para una liberalización exitosa. Por otro lado, garantizan un 
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mayor respeto a los derechos de propiedad, elemento clave en los procesos de desa­
rrollo al promover el ahorro y la inversión. En regímenes no democráticos es difícil 
dotar de credibilidad a la protección de tales derechos, de modo que la confiscación 
arbitraria se convierte en una amenaza permanente (Clague et al. 1996).

Por último, la «perspectiva escéptica» duda de cualquier vínculo existente entre 
democracia y crecimiento al considerar que, más importante que la libertad y el sis­
tema político son el tipo de políticas llevadas a cabo y otros aspectos institucionales, 
tales como la estabilidad política. En esta línea, Hirschman (1994) defiende que no 
existen vínculos sistemáticos entre democracia política y desarrollo económico váli­
das para todos los países y todos los tiempos. No existen secuencias de desarrollo 
idóneas; simplemente algunas son mejores que otras dependiendo de los contextos e 
instituciones locales.

En cuanto a la dimensión inestabilidad política, ésta dificulta el crecimiento 
económico al crear incertidumbre política y, en algunos casos, amenaza los derechos 
de propiedad de los agentes privados, desincentivando con ello la inversión y, por lo 
tanto, el desarrollo económico (Rodrik, 1991; Pearson y Tabellini, 1994). En perío­
dos de inestabilidad política, especialmente cuando la misma es causada por aconte­
cimientos no constitucionales, los mecanismos de protección de los derechos de 
propiedad se vuelven más frágiles y es probable que los empresarios reduzcan y rea­
signen sus inversiones con el fin de evitar riesgos. Del mismo modo, los inversores 
extranjeros preferirán invertir en países con un entorno político estable. Además de 
desincentivar la inversión, la inestabilidad política puede desembocar en un incre­
mento de actividades improductivas, tales como la búsqueda de rentas y la corrup­
ción. Un gobierno débil necesitará el apoyo de ciertos grupos de presión, de modo 
que los agentes tendrán más incentivos para llevar a cabo este tipo de actividades 
(Murphy et al., 1993; Shleifer y Vishny, 1993).

La literatura teórica que estudia el papel de la corrupción en el crecimiento eco­
nómico puede dividirse en dos grandes líneas (Mauro, 1995). La primera de ellas 
sostiene que la corrupción puede fomentar el crecimiento económico al evitar deter­
minados retrasos burocráticos, acelerando, por ejemplo, la concesión de licencias 
públicas, o permitiendo un trabajo más intenso de los funcionarios públicos, incen­
tivados éstos por los sobornos económicos recibidos (Leff, 1964).

La segunda línea de trabajo, más actual y con mayor apoyo, acentúa los efectos 
perniciosos que la corrupción ejerce sobre el crecimiento económico (Shleifer y Vis­
hny, 1993). La corrupción desvía el talento hacia actividades improductivas como la 
búsqueda de rentas, actúa como una tasa impositiva desincentivando la inversión, 
aumenta los costes de transacción y la incertidumbre en la economía, menoscaba la 
legitimidad del Estado y puede distorsionar la composición del gasto público al des­
viar la inversión pública hacia proyectos poco productivos y reduciendo el gasto en 
educación. Los gobiernos corruptos tienen incentivos para contratar grandes opera­
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ciones de infraestructuras y de servicios públicos con el fin de conseguir extorsiones 
más elevadas, aunque el país no las necesite, en lugar de autorizar aquellas operacio­
nes más pequeñas, pero realmente necesarias y menos costosas. Además, los países 
con mayores niveles de corrupción tendrán menores flujos de inversión extranjera, 
ya que los inversores temerán ser sometidos a una fuerte inseguridad jurídica, cuan­
do no directamente a chantajes, por parte de las autoridades del país de destino. 
Para Senior (2006) las consecuencias de la corrupción son la distorsión de precios, 
desigual distribución de la riqueza, subversión del proceso democrático, aumento de 
los riesgos financiero y comercial, y deterioro ético y moral de la sociedad.

Con respecto a la vinculación entre capital social y crecimiento, la prosperidad 
económica de una comunidad está relacionada con reservas de capital social impor­
tantes, tal como sostienen Coleman (1990) y Putnam (1993a), entre otros. Así, se ar­
gumenta que unas densas redes sociales fomentan la confianza social, solucionan 
problemas de cooperación y coordinación, reducen los costes de transacción y facili­
tan una mayor información e innovación, contribuyendo con ello al crecimiento 
económico. En contextos de elevada confianza en los demás, los individuos dedican 
menos recursos a protegerse de violaciones ilegales de sus derechos de propiedad, 
viéndose la inversión favorecida al percibir los agentes menos riesgos sobre la apro­
piabilidad de los beneficios futuros que genera su inversión. Además, las políticas 
gubernamentales gozan de mayor credibilidad, favoreciendo que los agentes priva­
dos adopten decisiones óptimas de inversión.

Otros aspectos beneficiosos del capital social son la amplificación de los canales 
de información y comunicación y la reducción de los estímulos al oportunismo y el 
engaño, al estar los acuerdos económicos y políticos sometidos al escrutinio de den­
sas redes de interacción social (Putnam, 1993b). Además, se estimula la acumulación 
de capital humano al favorecer la aparición de instituciones informales que permiten 
el acceso a la educación a aquellos agentes que disponen de menos recursos (Knack y 
Keefer, 1997). Del mismo modo, las escuelas son más efectivas cuando los padres y 
ciudadanos se involucran responsablemente en sus actividades y los maestros están 
más comprometidos y valorados socialmente (Braatz y Putnam, 1996).

En definitiva, esta revisión efectuada a los fundamentos teóricos pone de mani­
fiesto que, si bien en el caso de la libertad económica, el capital social y la estabilidad 
política, los argumentos teóricos coinciden en señalar el efecto favorable ejercido 
por estas dimensiones institucionales sobre el crecimiento económico, en el caso de 
la corrupción y, sobre todo, de las libertades políticas, las posiciones teóricas son 
más dispares.

Junto al debate acerca de la importancia de las diferentes dimensiones institu­
cionales para el crecimiento, existe otro que consiste en analizar si las instituciones 
son más o menos relevantes que otros factores, como el origen colonial, la geografía 
o los recursos naturales a la hora de explicar el desarrollo de los países.
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Este debate se centra, fundamentalmente, entre los defensores de la «hipótesis geo­
gráfica», que consideran que los factores geográficos afectan directamente al crecimien­
to económico (Sachs y Warner, 1997) y los defensores de la «hipótesis institucional» 
(Hall y Jones, 1999; Acemoglu et al., 2001; Easterly y Levine, 2003), que entienden que 
dichos factores tienen impacto sobre el crecimiento económico a través de su efecto so­
bre las instituciones. Acemoglu et al. (2005) señalan que, aunque los factores geográfi­
cos pueden tener importancia para el crecimiento económico, son las diferencias en ca­
lidad de las instituciones económicas el origen fundamental de las distintas tasas de 
crecimiento. Algunos autores afirman que el efecto ejercido por el marco institucional 
domina al de otras variables, tales como la apertura o la geografía (Rodrik et al., 2004).

Los defensores de la hipótesis institucional argumentan que la calidad de las insti­
tuciones depende en buena medida del comportamiento de las élites, que pudo llevar a 
un asentamiento colonial de tipo depredatorio y dificultar el desarrollo institucional en 
determinados países. Así, los argumentos que subrayan el origen colonial señalan que 
la dominación británica y, en menor medida la francesa, favorecieron la creación de 
una clase sociopolítica local fuerte, con consecuencias beneficiosas para la estabilidad 
política tras la independencia (Svedberg, 1981). Bertocchi y Canova (2002) concluyen 
que las colonias británicas y francesas presentan niveles más elevados de inversión en 
capital humano y físico, menos corrupción, mejores políticas gubernamentales, mayor 
estabilidad política y menores conflictos étnicos que otras antiguas colonias. Sin em­
bargo, la colonización portuguesa y belga fue especialmente perjudicial, ejerciendo un 
elevado nivel de monopolio desde la metrópoli, empleando formas extremas de explo­
tación y desatendiendo el establecimiento de buenas instituciones.

Para los defensores de esta hipótesis, la geografía es un factor explicativo impor­
tante sólo en la medida en que condiciona el marco institucional. Así, por ejemplo, 
la variable latitud lo condiciona porque los europeos occidentales que se asentaron 
en regiones con escasa población, alejadas del ecuador y con un clima similar al eu­
ropeo, crearon instituciones similares a las suyas, con un fuerte énfasis en la protec­
ción de la propiedad privada y en los controles del poder gubernamental. Sin em­
bargo, en colonias con clima tropical, gérmenes y enfermedades infecciosas, las tasas 
de mortalidad de los europeos fueron elevadas, desincentivando el asentamiento 
(Acemoglu et al., 2001, 2005). Ello fomentó la creación de instituciones extractivas 
que perduraron tras los procesos de independencia, asegurando los derechos de la 
tierra a las élites para garantizar su apoyo a la metrópoli, así como sistemas de mo­
nopolio, regulaciones comerciales, impuestos o incluso comercio de esclavos, todo 
ello con regímenes autoritarios y absolutistas.

Los institucionalistas destacan también la relevancia de los recursos naturales en 
la explicación de la calidad de las instituciones (Engerman y Sokoloff, 2002). Estos 
autores defienden la hipótesis de que la abundancia de materias primas (explotacio­
nes mineras y plantaciones a gran escala) y la importante masa de población indíge­
na o esclava existentes en algunos países, contribuyeron a crear sociedades desiguali­
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tarias en términos de distribución de la renta, capital humano y poder político, 
entorpeciendo el desarrollo institucional. Se desarrollaron instituciones legales y po­
líticas que protegían a las élites terratenientes y mineras, con derechos políticos limi­
tados y escaso acceso a la escolarización para la amplia masa de campesinado. En 
otros países sin recursos abundantes, sin embargo, el clima propició un tipo de agri­
cultura que presentaba economías de escala muy limitadas y no proporcionaba un 
empleo rentable de los esclavos. Ello favoreció el desarrollo de explotaciones agrarias 
por descendientes de europeos, de modo que la disposición de tierras y el tamaño de 
las granjas llevó a una distribución relativamente igualitaria de la riqueza y a una 
importante homogeneidad racial. El resultado fue la aparición de una amplia clase 
media con unas estructuras de poder ampliamente distribuidas y un desarrollo insti­
tucional más favorable.

Los defensores de la hipótesis geográfica, como Sachs y Warner (1997) y Landes 
(1998), hacen hincapié en la importancia de los factores geográficos. Existen al me­
nos tres versiones de cómo la geografía afecta al desarrollo. En primer lugar, el clima 
puede ser un factor determinante para el esfuerzo en el trabajo, los incentivos o la 
productividad. En segundo lugar, la geografía puede determinar la tecnología dispo­
nible, ya que la agricultura es más productiva en países de clima templado, lo cual 
favorece un mayor desarrollo económico que en zonas de clima tropical (Sachs, 
2001). En tercer lugar, la pobreza en ciertas zonas estaría relacionada con el hecho 
de que las enfermedades infecciosas están extendidas en los trópicos y no en las zo­
nas templadas (Bloom y Sachs, 1998).

Trabajos recientes siguen alimentando este debate. Brunnschweiler (2008) con­
cluye que los recursos naturales pueden tener un efecto positivo directo sobre el cre­
cimiento, especialmente cuando se trata de riqueza del subsuelo, incluso cuando se 
controla por la calidad institucional, por lo que no encuentra pruebas que den so­
porte a la hipótesis institucionalista. Goel y Nelson (2010) destacan la importancia 
de los factores geográficos a la hora de determinar el nivel de corrupción de un país, 
lo cual resultaría coherente con la hipótesis de que la geografía tiene impacto sobre 
el crecimiento económico por mediación de su efecto sobre la calidad institucional. 
Por su parte, Arbia et al. (2010) concluyen que, en el caso de las regiones europeas, 
las instituciones tienen un papel dominante frente a la geografía. Además, las regio­
nes que comparten un marco institucional similar tienden a converger con mayor 
rapidez entre sí.

En consecuencia con todo lo anterior, el debate teórico sobre la importancia de 
las instituciones para el desarrollo económico y sobre el efecto positivo o negativo 
de algunas dimensiones institucionales sobre el crecimiento, lejos de estar cerrado, 
sigue estimulando nuevas investigaciones. Por un lado, algunos autores siguen cues­
tionando la supremacía de los aspectos institucionales sobre los geográficos y, por 
otro, investigaciones recientes siguen alimentando el debate sobre los efectos y las 
relaciones de causalidad entre libertad política y crecimiento.
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4.	 LOS TRABAJOS EMPÍRICOS

Una serie de factores han favorecido la integración de las instituciones en los 
trabajos empíricos que analizan el crecimiento económico. Por un lado, los trabajos 
de Easterly y Levine (1997) y Hall y Jones (1999) pusieron de manifiesto la necesi­
dad de incorporarlas a los modelos de crecimiento que, hasta ese momento, se ha­
bían centrado en las variables tradicionales. Por otro lado, hasta los años noventa la 
disponibilidad de indicadores era muy limitada, ya que la mayoría de las dimensio­
nes institucionales se consideraban no cuantificables, tendiendo por ello los trabajos 
empíricos a subrayar aquellos elementos fáciles de cuantificar, como el trabajo y el 
capital. Sin embargo, como ya se ha adelantado, en los últimos años el avance en la 
elaboración y publicación de indicadores institucionales ha sido notable, incentivan­
do con ello los trabajos empíricos que relacionan instituciones y crecimiento. La 
mayoría de ellos obtienen un efecto positivo y significativo de la calidad institucio­
nal sobre el crecimiento, si bien los resultados no siempre pueden considerarse con­
cluyentes. En este sentido, se detallan a continuación los resultados obtenidos en di­
ferentes trabajos cuando cada una de las dimensiones institucionales se incluye 
como factor explicativo del crecimiento.

4.1.	 Libertad económica y libertad política: impacto sobre el crecimiento
e interrelaciones entre ambas

La libertad económica ha sido la dimensión institucional más contrastada y la 
que ha generado mayor consenso; prácticamente todos los trabajos encuentran un 
impacto positivo y significativo sobre el crecimiento (Easton y Walker, 1997; Daw­
son, 2003; Justesen, 2008). Algunos trabajos sugieren que este impacto depende del 
nivel de desarrollo de los países (Islam, 1996), que es superior al ejercido por las li­
bertades civiles y los derechos políticos (Stroup, 2007) o que es independiente del 
marco teórico empleado (Cole, 2003). Azman-Saini et al. (2010) ponen el acento en 
el importante papel que desempeña la libertad económica como condición necesaria 
para que la inversión extranjera genere crecimiento económico. Bergh y Nilsson 
(2010), por su parte, sostienen que mejorar la estructura legal y la seguridad de los 
derechos de propiedad es la mejor fórmula para promover crecimiento económico 
sin producir consecuencias negativas en la distribución de la renta.

La libertad política ha recibido también una notable atención y ha sido el aspec­
to institucional que ha generado mayores discrepancias. Los trabajos empíricos pro­
porcionan resultados más diversos y menos robustos que los obtenidos en el caso de 
la libertad económica, mostrando el conflicto entre costes y beneficios señalados por 
la teoría. Algunos de ellos encuentran un efecto general beneficioso de la libertad 
política sobre el crecimiento (Gwartney et al. 1996; Rigobon y Rodrik, 2005). Otros, 
además, concluyen que promueve una distribución más equitativa de la renta 
(Hanke y Walters, 1997), amortigua los efectos sobre el crecimiento de los shocks ex­
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ternos negativos (Rodrik, 1999), favorece la libertad de entrada en los mercados be­
neficiando la competencia y la innovación (Aghion et al., 2008), mejora la eficiencia 
del sector público al exigir mayor responsabilidad a los políticos por parte de los vo­
tantes (Adam et al., 2010) y atenúa el efecto de las crisis económicas en países con 
altos niveles de democracia al promover reformas que fomentan el crecimiento (Ca­
vallo y Cavallo, 2010).

Por el contrario, algunos trabajos encuentran que esta relación no es significati­
va o robusta (Ali y Crain, 2002; Mulligan et al., 2004) e incluso, en algunos casos, 
moderadamente negativa (Helliwell, 1994; Tavares y Wacziarg, 2001). Acemoglu 
(2008) señala que la democracia puede tener efectos positivos y negativos sobre el 
crecimiento ya que, por un lado, reduce el poder de las oligarquías para evitar la en­
trada de competidores pero, por otro, lleva a unas tasas impositivas elevadas, lo que 
desincentiva la inversión. Aghion et al. (2008), por su parte, señalan que las institu­
ciones democráticas producen crecimiento sólo en aquellos sectores más avanzados, 
cercanos a la frontera tecnológica.

Sen (1999) argumenta que, aceptado que la libertad política tiene valor por sí 
misma, si se contemplan conjuntamente todos los trabajos, la hipótesis de que no 
existe una relación clara entre crecimiento económico y libertad política parece de­
fendible en ambas direcciones de causalidad. Para Mobarak (2005) la democracia no 
promueve necesariamente crecimiento, pero lo hace menos volátil. Puesto que los 
votantes tienen aversión al riesgo y penalizan a los gobiernos por la excesiva volatili­
dad económica, los gobiernos democráticos responden adecuadamente intentando 
reducirla. En países no democráticos es más probable que las élites asuman riesgos 
que los votantes rechazarían; en consecuencia, las autocracias producen de forma 
sistemática mayor volatilidad económica que las democracias, lo cual implica que la 
estabilidad del crecimiento económico puede variar con el grado de democracia o la 
falta de ella.

La hipótesis defendida por Barro (1996) es la existencia de una relación no lineal 
entre democracia y crecimiento, de modo que mayores niveles de democracia alien­
tan el crecimiento en países con bajos niveles de libertades políticas, principalmente 
porque se limita el abuso gubernamental, pero entorpecen el mismo cuando ya se ha 
alcanzado un nivel moderado de derechos políticos. Según Barro, a partir de un de­
terminado umbral, la extensión de dichos derechos puede retardar el crecimiento 
debido, entre otras razones, a la aparición de presiones para redistribuir la renta. En 
este sentido, Aghion et al. (2008) señalan que las instituciones democráticas aumen­
tan las presiones redistributivas, lo cual puede mermar el crecimiento, especialmen­
te en los países de renta media.

Algunos trabajos concluyen que liberalizar primero la economía es la clave para 
que la extensión de los derechos políticos genere crecimiento, ya que la prioridad de 
una democracia que se desarrolla en una economía liberalizada y abierta sería pro­
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mover eficiencia económica, mientras que la democracia nacida en una economía 
cerrada con escasa libertad económica podría verse forzada a atender conflictos re­
distributivos. Además, la liberalización económica viene acompañada de una mejor 
protección de los derechos de propiedad y el cumplimiento del Estado de derecho, 
que son prerrequisitos para que la democracia genere crecimiento (Giavazzi y Tabe­
llini, 2005).

La falta de consenso observada para esta dimensión institucional podría deber­
se, en parte, a que con frecuencia se utilizan de manera conjunta los derechos políti­
cos y las libertades civiles mediante indicadores globales de libertad política. En este 
sentido, como se ha señalado con anterioridad, quizá la utilización individual de 
ambos indicadores (libertades civiles y derechos políticos) sea más apropiada a la 
hora de realizar estudios empíricos, ya que se trata de dos conceptos diferentes y, 
por lo tanto, su uso individual clarificaría los canales a través de los cuales la calidad 
institucional actúa sobre el desarrollo2. En cualquier caso, el hecho de que muchos 
estudios empíricos encuentren problemas de falta de significatividad o «robustez» 
para las variables derechos políticos y libertades civiles es indicativo de que el debate 
sigue abierto y de que resulta difícil ofrecer una valoración única para todos los paí­
ses y períodos.

Una vez analizadas las dos dimensiones institucionales que han recibido mayor 
atención, cabe señalar que los resultados obtenidos en algunos trabajos sugieren la 
existencia de un círculo virtuoso entre ambas y el crecimiento económico. En con­
creto, la libertad económica generaría crecimiento, éste favorecería la expansión de 
la libertad política que, a su vez, fomentaría la libertad económica. Se analizan a 
continuación los resultados empíricos obtenidos.

Los trabajos empíricos, como se ha señalado, han sido concluyentes a la hora de 
resaltar el fuerte impacto que la libertad económica ejerce sobre el crecimiento. Con 
respecto al efecto del desarrollo económico sobre la libertad política, diversos estu­
dios empíricos han verificado que la prosperidad económica incrementa las probabi­
lidades de que un país establezca un sistema democrático (Wu y Davis, 1999; Barro, 
1999; Cervellati et al., 2006). El argumento teórico subyacente es que el crecimiento 
acelera los procesos de movilidad social, lo que a su vez deriva en una clase media 
más amplia y en un mayor acceso a la educación y a la información, lo que a su vez 
genera una demanda creciente de derechos políticos y libertades civiles3.

Finalmente, y para cerrar el círculo, el efecto de la libertad política sobre la liber­
tad económica ha sido contrastado en diversos trabajos. En primer lugar, sólo go­

2  Adam y Filippaios (2007), por ejemplo, encuentran impactos muy distintos de las libertades civiles y 
los derechos políticos sobre la inversión extranjera directa. 
3  A pesar de este aparente consenso, Acemoglu et al. (2005) cuestionan que el impacto del crecimiento 
sobre la democracia sea robusto cuando se añaden efectos fijos para recoger características específicas de 
cada país.
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biernos con un cierto nivel de legitimidad serían capaces de llevar a cabo y sostener 
políticas económicas liberalizadoras que implican elevados costes a corto plazo. En 
segundo lugar, algunas características institucionales de la democracia, como la in­
dependencia del sistema judicial, son una condición necesaria para implantar una li­
beralización económica. Además, el respeto a los derechos de propiedad sólo es po­
sible si las libertades civiles y los derechos políticos están garantizados. Pitlik y Wirth 
(2003) comprueban un impacto positivo y significativo entre un incremento del ni­
vel de democracia de un país y su grado de libertad económica.

Para profundizar en el análisis de las relaciones entre libertad económica, liber­
tad política y crecimiento, un número reducido de trabajos han utilizado el método 
de causalidad de Granger con datos de panel. Farr et al. (1998) sugieren que la liber­
tad económica y la renta per cápita están endógenamente relacionadas, y la libertad 
económica indirectamente causa libertad política a través de su efecto sobre el creci­
miento económico. Dawson (2003) indica que los niveles de libertad económica 
producen crecimiento y mayores niveles de inversión, y vienen en buena medida de­
terminados por los niveles de libertad política. Aixalá y Fabro (2009), por su parte, 
obtienen evidencia a favor de la existencia del círculo virtuoso antes mencionado, de 
modo que la libertad económica genera crecimiento, éste fomenta la expansión de 
las libertades civiles que, a su vez, promueven una mayor libertad económica.

4.2.	 Inestabilidad política, corrupción y capital social: impacto
sobre el crecimiento

Una vez analizadas las libertades económica y política, se estudian a continua­
ción las relaciones de las variables inestabilidad política, corrupción y capital social 
con el crecimiento.

La inestabilidad política está asociada a crecimientos más lentos y menores tasas 
de inversión (Alesina et al., 1996; Easterly y Levine, 1997; Fosu, 2001). Ahora bien, 
este efecto negativo ha sido matizado por Jong-A-Pin (2009) que, siguiendo la línea 
de Sanders (1981), identifica las cuatro dimensiones de inestabilidad política ante­
riormente mencionadas en este trabajo y muestra que sólo la inestabilidad del régi­
men político presenta un efecto negativo robusto sobre el crecimiento. Por su parte, 
los estudios empíricos ponen de manifiesto que la corrupción produce un efecto ne­
gativo y significativo porque desincentiva la inversión privada (Del Monte y Papag­
ni, 2001), altera el gasto del gobierno disminuyendo el destinado a educación (Mau­
ro, 1997), reduce la eficiencia de los gastos en inversión pública (Del Monte y 
Papagni, 2001), limita el desarrollo de pequeñas y medianas empresas (Tanzi y Da­
voodi, 2002) y entorpece la actividad innovadora (Varsekelis, 2006). Sin embargo, a 
pesar del consenso alcanzado, Méon y Weill (2010) sostienen que la corrupción 
puede ejercer un impacto positivo sobre el crecimiento en países que cuentan con 
un marco institucional muy deficiente. En definitiva, los trabajos obtienen mayori­
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tariamente un efecto negativo y significativo de la inestabilidad política y la corrup­
ción, apoyando así las argumentaciones teóricas más recientes al respecto. Estos re­
sultados son especialmente relevantes para los países en desarrollo, la mayoría de 
ellos con altos niveles de inestabilidad política y corrupción.

En relación con el capital social, los estudios empíricos disponibles coinciden en 
destacar su impacto positivo en el crecimiento, aunque algunos resultados carecen 
de significatividad, en parte debido a que la variable «capital social» es susceptible de 
múltiples definiciones y mediciones. Esto es, en realidad, una consecuencia de la fal­
ta de acuerdo teórico en la definición del concepto (Durlauf y Fafchamps, 2005). De 
este modo, el acuerdo es amplio en torno al papel beneficioso que la confianza social 
y las normas cívicas ejercen sobre el crecimiento (Knack y Zak, 2001), pero algunos 
autores (Knack y Keefer, 1997) cuestionan la hipótesis defendida por Putnam 
(1993a) en relación al efecto positivo que las actividades asociativas de tipo horizon­
tal ejercen sobre la confianza y el desarrollo. Sugieren, además, que el impacto del 
capital social es mayor en los países pobres en los que, precisamente, las institucio­
nes informales permiten el funcionamiento de los mercados, sustituyendo o com­
plementando en muchos casos a las establecidas de manera formal. Akçomak y Weel 
(2009) encuentran, para una muestra de regiones europeas, que el capital social 
afecta indirectamente al crecimiento a través del fomento de la innovación, ya que el 
empresario y el investigador se mueven en un entorno de mayor confianza.

Junto a todos estos trabajos que analizan individualmente la relación de las dife­
rentes dimensiones institucionales con el crecimiento, se ha producido un creciente 
interés por conocer la contribución real de la calidad institucional en su sentido más 
amplio, sobre todo a partir de la publicación de los Indicadores Agregados de Go­
bernabilidad del Banco Mundial. Estos trabajos que han utilizado indicadores agre­
gados del marco institucional coinciden en señalar un impacto significativo del mis­
mo sobre el crecimiento económico (Kaufmann et al., 1999; Easterly y Levine, 2003; 
Fabro y Aixalá, 2009). Algunos de ellos sugieren que el efecto se produce, tanto por 
la vía de una mayor eficiencia en la asignación de recursos (Olson et al., 2000) como 
por la de unos niveles superiores de inversión en capital físico (Faruk et al., 2006) y 
humano (Hall y Jones, 1999).

En definitiva, a pesar de que el consenso alcanzado en relación con el impacto 
que las instituciones ejercen en el crecimiento es bastante amplio, en algunas cues­
tiones el debate sigue abierto. Así, si bien existe unanimidad acerca del efecto positi­
vo que ejerce la libertad económica y del negativo de la inestabilidad política y la co­
rrupción, en el caso de la libertad política y el capital social el debate sigue abierto. 
Por un lado, no todos los estudios constatan que el efecto de la libertad política sea 
significativo o robusto y en algunos casos la presencia de una relación no lineal es 
incuestionable. Por otro, no existe consenso sobre si las asociaciones de tipo hori­
zontal deberían formar parte de la definición de capital social, siendo este elemento 
el que más discrepancias ha generado en los trabajos empíricos. Por último, dada la 
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complejidad de las relaciones entre libertad económica, crecimiento y libertad polí­
tica, sería interesante seguir profundizando mediante análisis de causalidad, escasa­
mente utilizado hasta el momento.

4.3.	 Otros aspectos que condicionan los resultados: muestra de países, 
dimensión temporal, endogeneidad y efectos indirectos

Para finalizar este trabajo, se señalan algunas cuestiones que contribuyen a que 
el debate acerca del impacto de la calidad institucional sobre el crecimiento siga 
abierto y a que algunos resultados obtenidos no puedan considerarse concluyentes y 
deban interpretarse con cautela.

En primer lugar, estos resultados pueden estar condicionados por la muestra 
utilizada, dada la imposibilidad de ofrecer una respuesta general válida para todos 
los países. En segundo lugar, es importante considerar la dimensión temporal a la 
hora de extraer conclusiones, y en este sentido puede ser útil el uso de la técnica de 
datos de panel y el empleo de retardos. En tercer lugar, hay que seguir avanzando en 
el adecuado tratamiento de la endogeneidad. Por último, es conveniente considerar 
los canales indirectos a través de los cuales la calidad institucional afecta al creci­
miento.

Si aceptamos la hipótesis de que los países son heterogéneos y presentan facto­
res endógenos específicos, la importancia de las diferentes dimensiones institucio­
nales dependerá de la muestra considerada, lo cual ayudaría a explicar los diferen­
tes patrones de crecimiento observados, así como la falta de consenso con respecto 
al impacto ejercido por algunas instituciones. Así, puede resultar precipitado esta­
blecer conclusiones generales para muestras de países excesivamente amplias y he­
terogéneas.

En este sentido, Islam (1996) encuentra que la relación entre libertad económica 
y crecimiento difiere en función del nivel de renta de los países contemplados. 
Knack y Keefer (1997) concluyen que el efecto de la confianza social es mayor en los 
países pobres, donde las instituciones informales con frecuencia sustituyen o com­
plementan a aquellas establecidas legalmente. Rigobon y Rodrik (2005) constatan 
que la variable Estado de derecho es sólo significativa para países colonizados por 
europeos. Aghion (2006) señala que diferentes instituciones o políticas afectan de 
forma diferente al crecimiento de la productividad, dependiendo de la distancia del 
país a la frontera tecnológica. Eicher et al. (2006) concluyen que las instituciones 
cuentan más para el desarrollo en países con escaso capital humano. Adam y Fili­
ppaios (2007) señalan que el impacto de las libertades políticas sobre la inversión 
extranjera directa varía considerablemente entre países pertenecientes a la OCDE y 
no pertencientes. Aixalá y Fabro (2008) encuentran que para los países de renta alta 
la dimensión institucional más relevante es el Estado de derecho, mientras que para 
los países pobres lo es el control de la corrupción. Eicher y Leukert (2009) conclu­
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yen que las instituciones económicas explican una mayor proporción de la variación 
de la renta en los países OCDE en comparación con la muestra de países no OCDE.

En segundo lugar, tener en cuenta la dimensión temporal en los trabajos empí­
ricos resulta relevante en la medida en que el desarrollo de la calidad institucional de 
un país a lo largo del tiempo influye sobre su crecimiento. Por un lado, la escasa co­
bertura temporal de muchos indicadores no ha permitido el adecuado uso de datos 
de panel, por lo que durante mucho tiempo el análisis de corte transversal ha sido el 
más utilizado. Sin embargo, a medida que los datos disponibles van cubriendo un 
lapso más amplio, la técnica de datos de panel se ha ido imponiendo. Esta técnica, 
además de incorporar la dimensión temporal, permite aumentar los grados de liber­
tad y controlar la heterogeneidad que aparece en los análisis cross-country por medio 
de la utilización de efectos fijos.

Por otro lado, con frecuencia se olvida en los trabajos empíricos que las relacio­
nes de causalidad entre los factores institucionales y el crecimiento económico son 
complejas y, aunque algunos de estos efectos pueden ser contemporáneos, otros 
pueden presentar una estructura retardada. Por ejemplo, con frecuencia la libertad 
económica requiere cierto lapso para que su impacto tenga efecto, dado que la cre­
dibilidad es un factor de vital importancia en los procesos de crecimiento. Esto es 
especialmente cierto en países que históricamente han sufrido políticas inestables y 
cambiantes y donde existe una fuerte oposición hacia las políticas liberalizadoras. En 
el caso de la libertad política, los agentes necesitarán un período de tiempo relativa­
mente amplio para percibir que el cambio es permanente y no temporal antes de 
modificar sus decisiones de inversión, incluso superior al requerido para el caso de 
la libertad económica (Farr et al., 1998). Las ideas recogidas en North (1990) acerca 
de la lentitud del cambio institucional serían la base argumental para emplear retar­
dos para las variables institucionales. Esto está en la línea de las teorías de reputa­
ción e inconsistencia temporal elaboradas por Kydland y Prescott (1977), según las 
cuales las acciones de los agentes dependen en parte de las expectativas que tienen 
acerca de las futuras decisiones políticas. Por ello, al objeto de obtener estimaciones 
más realistas, sería deseable que se incluyeran en las mismas retardos de las variables 
institucionales.

En tercer lugar, una cuestión importante a la hora de analizar la relación entre el 
crecimiento económico y la calidad de las instituciones es el correcto tratamiento de 
la endogeneidad existente entre estas dos variables. Si bien en los primeros trabajos 
empíricos que analizaban esta relación este problema pocas veces se tenía en cuenta, 
obteniéndose por tanto estimaciones sesgadas, en la actualidad corregir la endoge­
neidad se ha convertido en una práctica habitual, aunque no existe acuerdo sobre la 
mejor forma de hacerlo. Muchos trabajos emplean variables instrumentales para co­
rregirla, si bien con frecuencia no se contrasta la validez de las mismas. Coviello 
(2003) advierte que algunos de los instrumentos que los investigadores definen 
como «fuertes» no siempre mantienen una correlación elevada con el regresor endó­



JOSÉ AIXALÁ PASTÓ, GEMA FABRO ESTEBAN

148

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

geno. A su vez, un problema fundamental al que se enfrentan estos estudios es el li­
mitado abanico de posibles instrumentos a utilizar, debido a que existen muy pocas 
variables que sean importantes determinantes de las instituciones y afecten a su vez 
al crecimiento sólo a través de ellas.

Respecto a los instrumentos empleados, se pueden clasificar en dos amplias ca­
tegorías: los relacionados con la geografía y los relacionados con la historia colonial 
y precolonial. Entre los primeros, los más utilizados son distancia al ecuador, sin sa­
lida al mar, minerales y cultivos; entre los segundos, mortalidad de los colonos, ori­
gen legal, composición étnica, lingüística y religiosa, densidad de la población indí­
gena precolonial y antigüedad del Estado. El problema es que algunos de estos 
instrumentos pueden ser buenos desde un punto de vista estadístico (captan una 
fuente exógena de variación en las instituciones) pero, como ya se ha indicado con 
anterioridad, no tienen detrás una teoría generalmente aceptada acerca de la rela­
ción causa efecto, dado el enfrentamiento existente entre los defensores de la hipóte­
sis institucionalista y la hipótesis geográfica. Es lo que sucede, por ejemplo, con la 
tasa de mortalidad colonial utilizada por Acemoglu et al. (2001) y Easterly y Levine 
(2003). Otros autores resuelven esta cuestión utilizando retardos de la variable en­
dógena como instrumentos.

Algunos de los problemas que se acaban de mencionar se han solucionado en 
parte al extenderse el uso del método de estimación Generalized Method of Mo-
ments, Dynamic Panel Data, propuesto por Arellano y Bond (1991). Este método 
permite, además de incorporar la dimensión temporal, controlar la existencia de 
heterogeneidad no observable, así como los problemas de endogeneidad, emplean­
do «instrumentos internos». La consideración de la heterogeneidad no observable 
entre países en este tipo de trabajos es necesaria, puesto que si no se controla la he­
terogeneidad individual pueden aparecer sesgos en la estimación de los parámetros, 
derivados de la presencia de efectos específicos de cada país. Además, el uso de ins­
trumentos internos permite evitar la polémica que genera el uso de instrumentos 
relacionados con la geografía y la historia colonial para instrumentar la calidad ins­
titucional.

Por último, como se ha señalado anteriormente, además de un canal directo vía 
productividad de los factores, existen canales indirectos mediante los cuales las insti­
tuciones afectan al crecimiento, incentivando una mayor inversión en capital físico y 
humano, que no siempre se tienen en cuenta. Sería interesante seguir profundizan­
do en el análisis de estos canales con el objetivo de tener un mejor conocimiento de 
los procesos de crecimiento económico. Por otra parte, debe tenerse presente que, si 
el capital físico y humano se incluyen como variables explicativas en las regresiones, 
el coeficiente de la variable institucional no reflejará el efecto total sobre el creci­
miento económico, derivándose de este modo conclusiones erróneas. Por este moti­
vo, la estimación de modelos de ecuaciones simultáneas es una buena opción, aun­
que no ha sido empleada con mucha frecuencia.
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Además, cuando estos efectos indirectos se consideran, la falta de consenso es 
importante. Así, para algunos autores (Hall y Jones, 1999), el efecto de las «institu­
ciones económicas» es mayor sobre la productividad que sobre la acumulación de 
factores. Para otros (Ayal y Karras, 1998), la libertad económica promueve el creci­
miento al mejorar tanto la productividad total de los factores como la acumulación 
de capital físico y humano. Algunos consideran que el crecimiento se promueve sólo 
a través de una mayor eficiencia en la asignación de recursos (De Haan y Sturm, 
2000; Ali y Crain, 2002), mientras otros recalcan el papel de la inversión (Dawson, 
2003; Eicher et al., 2006 y Pääkkönen, 2010).

Los resultados empíricos están también lejos de ser concluyentes cuando se ana­
lizan los efectos indirectos de la libertad política sobre el crecimiento, vía capital físi­
co y humano. Algunos autores sostienen que la democracia podría promover creci­
miento fomentando la acumulación de capital humano, puesto que los sistemas 
democráticos son más sensibles que las dictaduras a las demandas de políticas redis­
tributivas y de igualdad de oportunidades, incluido el acceso a la educación (Maris­
cal y Sokoloff, 2000). Sin embargo, en el caso del capital físico, las pruebas son me­
nos concluyentes (Tavares y Wacziarg, 2001). Por un lado, es probable que el 
proceso político fuerce una redistribución entre capital y trabajo favorable a este úl­
timo, dado el mayor peso de los sindicatos y de los intereses de los trabajadores. Por 
otro, la democracia garantiza un mayor respeto de los derechos de propiedad y del 
cumplimiento de los contratos, lo cual, junto con una menor incertidumbre políti­
ca, social y económica, puede incentivar la inversión privada. Algunos estudios han 
analizado la relación entre democracia e inversión extranjera directa obteniendo re­
sultados muy diversos. Harms y Ursprung (2002) y Busse (2004) encuentran que las 
empresas multinacionales son atraídas por países democráticos. Adam y Filippaios 
(2007), en cambio, concluyen que la democracia puede reducir la inversión privada, 
a pesar de tener un efecto indirecto positivo en la mejora de la protección de los de­
rechos de propiedad. Respecto al análisis de los canales indirectos a través de los 
cuales la libertad puede afectar al crecimiento, Aixalá y Fabro (2009) señalan que 
para el efecto indirecto a través del capital físico sólo la libertad económica es rele­
vante, mientras para el capital humano son importantes tanto la libertad económica 
como los derechos políticos y libertades civiles.

5.	 CONCLUSIONES

Aceptada la importancia de la calidad institucional para promover crecimiento 
económico, una primera dificultad con la que se encuentra el investigador es que di­
cha calidad tiene diferentes dimensiones y variantes, por lo que resulta difícil de me­
dir. Además, no todas ellas tienen el mismo impacto sobre el desarrollo económico 
y ello depende de su carácter económico, político o social. En todo caso, a pesar de 
las dificultades mencionadas, en los últimos años se ha producido un notable avance 
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en la elaboración y publicación de indicadores institucionales, con amplia cobertura 
temporal y geográfica incentivado los estudios sobre calidad institucional y creci­
miento. El debate acerca del efecto ejercido por cada una de las dimensiones institu­
cionales existentes sigue impulsando nuevas investigaciones.

La gran variedad de indicadores existentes para medir la calidad institucional da 
lugar a algunas discrepancias debido a su heterogeneidad y a la presencia de elemen­
tos subjetivos en su construcción. Por ello, quedan tareas pendientes de gran impor­
tancia para poder avanzar en la investigación y pisar terreno firme a la hora de sacar 
conclusiones. En primer lugar, cuando se construyen indicadores agregados se debe 
actuar con la suficiente cautela metodológica a la hora de decidir qué elementos se 
agregan y cómo se ponderan. En segundo lugar, existen algunos elementos contro­
vertidos cuya inclusión resulta, cuanto menos, discutible. Así, es cuestionable que 
un indicador de libertad económica penalice un sector público amplio o que uno de 
capital social incluya la participación en asociaciones de tipo horizontal. Por otra 
parte, existen otros elementos no incluidos que probablemente deberían incorpo­
rarse. En concreto, los indicadores de derechos políticos hacen caso omiso a cuestio­
nes relacionadas con la exclusión social, los de corrupción no contemplan la corrup­
ción en el sector privado y los de inestabilidad política suelen incorporar los 
cambios de régimen político, pero no la inestabilidad dentro del propio régimen. En 
tercer lugar, sería deseable una mayor transparencia en la publicación del método y 
las fuentes empleadas, en particular cuando se trata de encuestas de opinión que re­
flejan valoraciones subjetivas. Por último, cuando se trata de llevar a cabo estudios 
académicos sobre crecimiento, quizá debería minimizarse el uso de indicadores que 
son más bien índices de riesgo o de competitividad, dirigidos especialmente a inver­
sores internacionales para que tomen sus decisiones.

En definitiva, sería aconsejable una cierta dosis de prudencia a la hora de inter­
pretar resultados y extraer conclusiones, dadas las señaladas carencias en la cons­
trucción de indicadores, así como la diferente naturaleza económica, política o so­
cial de las dimensiones institucionales.

La literatura sobre instituciones y crecimiento ha alcanzado ya un estado de ma­
durez importante. La «nueva teoría de crecimiento» ha destacado la importancia de 
las buenas instituciones para reducir los costes de transacción y favorecer con ello el 
crecimiento económico tanto de forma directa, promoviendo una mayor productivi­
dad, como de forma indirecta, fomentando la inversión en capital físico y humano. 
Numerosos trabajos teóricos y empíricos han analizado el impacto que las diferentes 
dimensiones institucionales han ejercido sobre el desarrollo de los países, lo cual ha 
suscitado un amplio debate que, en algunos aspectos, dista mucho de estar resuelto.

Por lo que respecta a la libertad económica, la literatura ha alcanzado un amplio 
consenso acerca de su impacto positivo sobre el crecimiento, en particular en lo que 
concierne a la garantía de los derechos de propiedad que minimiza los costes de ne­
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gociación. En cuanto a la libertad política, los estudios empíricos ponen de mani­
fiesto el conflicto entre costes y beneficios identificados por la teoría, siendo por ello 
la dimensión institucional la que más discrepancias ha generado. En general se ha 
destacado su efecto positivo a largo plazo, en buena medida gracias a que la demo­
cracia ejerce control sobre el gobierno, limita los abusos de poder y garantiza los de­
rechos de propiedad. Ahora bien, la relación entre libertad política y crecimiento 
plantea conflictos entre eficiencia y equidad, a la vez que contempla el efecto negati­
vo de los grupos de presión y las actividades de búsqueda de rentas, especialmente 
en los países en desarrollo.

Las dos dimensiones anteriormente mencionadas son las que mayor atención han 
recibido en la literatura, hasta el punto de que un buen número de trabajos analizan 
las relaciones existentes entre ambas y el crecimiento y sugieren la existencia de un cír­
culo virtuoso. En concreto, sería la libertad económica la que promueve crecimiento, 
éste favorece el desarrollo de las libertades políticas que, a su vez, fomentan una mayor 
liberalización económica. En todo caso, queda un camino por recorrer en lo que res­
pecta a la investigación sobre las relaciones de causalidad antes mencionadas.

El consenso es amplio sobre el efecto negativo de la inestabilidad política y la co­
rrupción en el crecimiento. La incertidumbre política desincentiva la inversión al 
quedar desprotegidos los derechos de propiedad, a la vez que incentiva la búsqueda 
de rentas. Por su parte, la corrupción aumenta también la incertidumbre y la inse­
guridad jurídica, lo que desvía la actividad económica hacia actividades improducti­
vas y los derechos de propiedad no quedan plenamente garantizados. Algunos auto­
res, sin embargo, sostienen que en países muy burocratizados y con una muy 
deficiente calidad institucional, la corrupción puede agilizar determinados procesos 
y favorecer el crecimiento.

Por lo que respecta al capital social, se acepta en general que las «normas cívi­
cas» y la «confianza social» son ingredientes que fomentan el crecimiento, al favore­
cer la acumulación de capital humano y solucionar problemas de cooperación e in­
formación, reduciendo así los costes de transacción y generando mayor confianza en 
el respeto a los derechos de propiedad legalmente adquiridos. Sin embargo, no exis­
te consenso sobre el efecto positivo que ejercen las asociaciones de tipo horizontal, 
lo que pone de manifiesto el debate teórico que existe sobre si este elemento debe 
formar parte del concepto de capital social.

Las tres últimas dimensiones analizadas resultan especialmente relevantes para 
el desarrollo económico de los países pobres, ya que en éstos la inestabilidad política 
y la corrupción suelen ser elevadas, mientras que el capital social en buena medida 
complementa e incluso sustituye a las instituciones formales. Sería deseable profun­
dizar en la investigación sobre los efectos de estas dimensiones en los países en desa­
rrollo, dadas las implicaciones políticas que podrían derivarse para fomentar su cre­
cimiento.
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Además del debate abierto acerca de los efectos sobre el crecimiento de las dife­
rentes dimensiones de calidad institucional analizadas, existe otro más profundo re­
lacionado con la primacía de las instituciones sobre otros factores que tienen que 
ver con la geografía y los recursos naturales. Así, para los defensores de la hipótesis 
institucional, los factores geográficos y la abundancia o escasez de recursos son rele­
vantes para el crecimiento en la medida en que afectan a la calidad institucional. La 
latitud, el clima y los recursos determinan si las instituciones creadas por los coloni­
zadores fueron extractivas y explotadoras o garantizaron los derechos de propiedad 
y el control del gobierno. En cambio, los defensores de la hipótesis geográfica sostie­
nen que la geografía determina la tecnología disponible y la productividad, a la vez 
que es causante de enfermedades que lastran el crecimiento. Este debate, lejos de es­
tar cerrado, se mantiene vivo ante la constante aparición de nuevos trabajos que lo 
alimentan.

En los trabajos empíricos sobre calidad institucional y crecimiento existen una 
serie de aspectos que, si no se tratan adecuadamente, pueden conducir a conclusio­
nes erróneas y por ello sería necesario tenerlos en cuenta. En primer lugar, si acepta­
mos que los países son heterogéneos y presentan factores endógenos específicos, 
puede resultar erróneo establecer conclusiones de carácter general. El estudio de 
países con características similares o incluso país por país puede resultar una estrate­
gia adecuada. En segundo lugar, a medida que los indicadores de calidad institucio­
nal disponibles presentan una cobertura temporal más amplia, conviene contemplar 
la dimensión temporal mediante de técnicas econométricas adecuadas, ya que en 
ocasiones la calidad institucional presenta efectos retardados sobre el crecimiento, 
dada la importancia de la credibilidad a la hora de tomar decisiones por parte de los 
agentes económicos. En tercer lugar, las relaciones entre instituciones y crecimiento 
presentan problemas de endogeneidad, que deben ser tratados adecuadamente. La 
utilización de variables instrumentales ha sido una práctica habitual, pero ello ha 
agudizado el debate sobre la utilización de buenos instrumentos, lo cual alimenta el 
debate instituciones frente a geografía. Por último, es importante considerar los 
efectos indirectos a través de los cuales las instituciones afectan al crecimiento, ya 
que de lo contrario se pueden obtener estimaciones sesgadas.

En síntesis, a pesar de los avances en la línea de considerar la calidad institucio­
nal como un factor de crecimiento, quedan todavía cuestiones no resueltas que re­
quieren nuevas investigaciones: un mayor rigor en la elaboración de algunos indica­
dores, una mayor profundización en las relaciones de causalidad entre libertad 
económica, libertad política y crecimiento, así como en los efectos de la corrupción 
y el capital social en los países pobres, una clarificación sobre si la geografía tiene in­
fluencia por sí misma sobre el crecimiento o lo ejerce sólo a través de las institucio­
nes, y seguir avanzando en identificar si el efecto de las instituciones se produce fun­
damentalmente gracias al estímulo de la productividad general o gracias a la 
acumulación de capital físico y humano.
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Por último, tenemos que señalar que algunos trabajos recientes apuntan hacia 
nuevas tendencias en la consideración de las instituciones en los modelos de creci­
miento. Por un lado, aceptando la heterogeneidad que presentan los países, cada vez 
son más frecuentes los estudios de casos concretos y se ha generalizado el uso de técni­
cas econométricas que, además de corregir la endogeneidad y contemplar la dimen­
sión temporal, introducen factores fijos específicos para los países. Por otro, y con el 
fin de avanzar en la comprensión de los efectos que las instituciones políticas ejercen 
sobre el desarrollo económico, algunos estudios analizan las consecuencias económi­
cas de dichas instituciones que surgen de las democracias, tales como el sistema políti­
co, la forma del Estado y del gobierno o los sistemas de votación, entre otros.
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El impacto de la ayuda internacional 
sobre la calidad de las instituciones

Diversos trabajos han puesto de manifiesto que la ayuda al desarrollo puede tener un efecto 
perverso sobre la calidad institucional y el propio desarrollo de los países que la reciben, 
dando lugar a una especie de «maldición» de la ayuda. En opinión de los autores, sin embar-
go, esta literatura muestra dos fallos. En primer lugar, en ninguno de los trabajos se efectúa 
una investigación previa sobre los factores determinantes de la calidad institucional, lo que 
da lugar a un importante problema de variables omitidas. En segundo lugar, no se contem-
pla la posibilidad de que existan rendimientos decrecientes en la ayuda. El objetivo del pre-
sente trabajo consiste en corregir estas deficiencias mediante una estimación propia. La con-
clusión fundamental es que, una vez que la variable «ayuda» se controla mediante los 
determinantes de la calidad institucional, la incidencia es positiva pero con rendimientos 
decrecientes.

Hainbat lanek adierazi dute garapenerako laguntzak eragin negatiboa izan dezakeela erakun-
deen kalitateari eta laguntza jasotzen duten herrialdeen garapenari dagokienez, laguntzaren 
«madarikazioa» izan litekeena sortuz. Egileen iritziz, hala ere, bi hutsune ditu horrek. Lehenengo 
eta behin, lanetako batek ere ez du aurretiko ikerketarik egiten erakundeen kalitatearen faktore 
erabakigarriei buruz, eta horrek esan nahi du aipatu ez diren hainbat aldagai daudela. Bigarre-
nik, ez da azaltzen laguntzan etekin beherakorrak egoteko aukerarik. Lan honek hutsune horiek 
zuzendu nahi ditu, balioztapen propioa eginez. Ondorio nagusia da, «laguntza» aldagaia 
erakundeen kalitatearen faktore erabakigarrien bitartez kontrolatzen denean, eragina positiboa 
dela, baina etekin beherakorrekin.

Some empirical works have argued that aid hinders the institutional quality of recipient 
countries. This article argues that these works suffer from two main shortcomings that make 
their conclusions less tenable. On the one hand, a previous investigation of the determinants 
of institutional quality is usually not implemented, and as a consequence, a serious omitted 
variables problem emerges. On the other hand, aid may show decreasing returns, but this 
possibility is rarely taken into account. At the aim of overcoming these shortcomings, the 
article presents a new estimation of an institutional quality equation that incorporates its 
main determinants as well as aid. Its main results suggest that aid impacts positively on 
institutional quality, but it shows decreasing returns.
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1.	 INTRODUCCIÓN

A lo largo de los últimos decenios los factores institucionales han cobrado un 
creciente protagonismo en la explicación del desarrollo económico de los países. La 
dotación de los factores productivos y los niveles de eficiencia agregados, variables 
centrales a las que alude la teoría del crecimiento, resultan insuficientes para expli­
car, por sí solos, las extraordinarias diferencias que existen en los niveles de desarro­
llo a escala internacional. Como consecuencia, se ha buscado en el marco institucio­
nal, que modula la acción colectiva, la explicación de las tendencias a largo plazo de 
las economías.

La generación en los últimos años de un gran número de indicadores de calidad 
institucional, elaborados por organismos multilaterales, agencias calificadoras de 
riesgos, instituciones académicas y organizaciones no gubernamentales ha permiti­
do, aunque con ciertas dificultades, contrastar empíricamente esta hipótesis. En ge­
neral, los estudios corroboran el impacto positivo que la calidad institucional tiene 
sobre el nivel de desarrollo de un país. Un resultado en el que coinciden los análisis 
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de sección cruzada (Hall y Jones, 1999; Acemoglu et al., 2002; Rodrik et al., 2002, 
Easterly y Levine, 2003 o Alonso y Garcimartín, 2008), los que emplean datos de pa­
nel (Henisz, 2000; Tavares y Wacziarg, 2001 o Varsakelis, 2006) o aquellos basados 
en estudios de caso (por ejemplo, Rodrik, 2003).

Si las instituciones desempeñan un papel relevante en el progreso de las nacio­
nes, parece obligado indagar acerca de los factores que, a su vez, determinan la cali­
dad institucional. Sólo de este modo se estará en condiciones de definir y poner en 
marcha políticas orientadas a mejorar la calidad institucional y, por medio de ello, 
incidir sobre los objetivos de desarrollo de los países. El análisis de las relaciones alu­
didas interesa no sólo a los países implicados, sino también a los donantes interna­
cionales, que tratan de respaldar, mediante la ayuda al desarrollo, las iniciativas de 
mejora institucional y de progreso de los países en vías de desarrollo.

En este último caso el interés en la exploración analítica se ve espoleado por las 
contradictorias percepciones existentes acerca del impacto de la ayuda sobre la cali­
dad institucional. Frente a quienes reclaman un papel más activo y generoso de los 
donantes para acortar las distancias en los niveles de desarrollo entre países, se ha 
venido erigiendo una posición crítica que atribuye a la ayuda un efecto perverso so­
bre la calidad institucional de los países que la reciben. Se fundamenta esta última 
opinión en que la ayuda puede fomentar actividades de corrupción o de búsqueda de 
rentas, en quienes la reciben, absorber los limitados recursos humanos cualificados 
que tienen las administraciones del país receptor y permitir que estos eludan la crea­
ción de un sistema fiscal nacional más exigente. Todo ello daría lugar a una especie 
de maldición de la ayuda (the curse of aid): su recepción, en lugar de promover el 
progreso, acentuaría las causas del subdesarrollo. Diversas investigaciones han trata­
do de dar respaldo empírico a esta hipótesis (Knack, 2000; Bräutigam y Knack, 
2004; Djankov et al., 2008).

En nuestra opinión, sin embargo, esta literatura muestra dos graves deficien­
cias, que crean dudas sobre las conclusiones. En primer lugar, en ninguno de los 
trabajos se hace una investigación previa sobre los determinantes de la calidad ins­
titucional. Ello da lugar a un típico problema de variables omitidas que, a nuestro 
juicio, sesga los resultados. Por ejemplo, en algunos de estos trabajos la ayuda ter­
mina por ser el único determinante de la calidad institucional a largo plazo; un re­
sultado difícil de asumir. La segunda objeción es que ninguno de estos trabajos 
contempla la posibilidad de que existan rendimientos decrecientes en la ayuda; algo 
que han puesto de manifiesto una buena parte de los estudios empíricos sobre la 
eficacia de la ayuda y que puede condicionar la incidencia que ésta tenga sobre la 
calidad institucional.

El objetivo del presente trabajo consiste precisamente en corregir estas dos defi­
ciencias. Para ello, basándonos en dos estudios previos de los autores (Alonso y Gar­
cimartín, 2008 y 2010) se analizarán, en primer lugar, los determinantes de la calidad 
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institucional; posteriormente, se incorporará la ayuda al análisis, permitiendo la exis­
tencia de rendimientos decrecientes. La conclusión fundamental derivada de este 
ejercicio empírico es que, una vez que se controla por los determinantes de la calidad 
institucional, la ayuda incide en esta variable de forma positiva, pero con rendimien­
tos decrecientes. No existe por tanto una «maldición» genérica de la ayuda, aunque 
en países fuertemente dependientes, pueda concluirse que su efecto es negativo.

2.	 AYUDA E INSTITUCIONES

El efecto de la ayuda sobre la calidad institucional del país receptor es algo fuerte­
mente controvertido. Como apunta Rodrik (1996), la ayuda recibida puede servir 
tanto para impulsar una reforma como para atenuar los costes que comporta renun­
ciar a hacerla. En todo caso, la opinión más tradicional —y la que sustentan los ges­
tores de la cooperación— es que la ayuda tiene un impacto positivo sobre la calidad 
institucional de los países receptores. No en vano la ayuda supone para estos gestores, 
una transferencia de recursos, experiencia y capacitación técnica que debería mejorar 
el marco institucional de los países que la reciben. Confiada en este supuesto, una 
parte importante de la ayuda internacional se ha dirigido a reforzar las instituciones 
de los países pobres mediante programas específicamente orientados a ese fin.

Esta perspectiva optimista cambió tras los estudios de Burnside y Dollar (2000) y 
del Banco Mundial (1998). En ellos se acepta que la calidad institucional influye en la 
eficacia de la ayuda, pero se entiende que ésta es incapaz de incidir sobre las políticas 
e instituciones de quien la recibe (es decir, la calidad institucional se supone indepen­
diente de la ayuda). Como consecuencia, se sugiere abandonar la condicionalidad ex 
ante de los programas de ayuda y sustituirla por una especie de condicionalidad ex 
post: sólo debe otorgarse ayuda a los países que ya dispongan de instituciones de cali­
dad. Así, fueron varios los donantes que incorporaron indicadores de calidad institu­
cional en sus criterios de asignación de la ayuda, siendo probablemente el ejemplo 
más significativo al respecto la Millennium Challenge Account puesta en marcha por 
Estados Unidos a comienzos de la década del 2000 (Radelet, 2003).

Más recientemente, ha prosperado una nueva posición sobre este tema que 
asume que la ayuda influye en la calidad institucional, pero que, contrariamente a 
lo que apuntaba la visión tradicional, estima que ese efecto es negativo. Estamos 
ante un enfoque más pesimista, que supone que la ayuda, especialmente a partir de 
un determinado umbral, tiene efectos perversos sobre la calidad institucional de 
quien la recibe. En este caso habría, por tanto, una suerte de «maldición de la ayu­
da» semejante a la «maldición de los recursos» presente en la literatura sobre el de­
sarrollo.

Las consecuencias que se derivan de estas tres posiciones para la política de co­
operación son bien diferentes. En el primer caso, la relación supuesta sugiere la 
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conveniencia de intensificar la ayuda como vía para mejorar la capacidad institu­
cional de los receptores y, por tanto, su desarrollo. En el segundo, sin embargo, el 
recurso a una mayor ayuda no tendría efecto alguno sobre la calidad institucional, 
si bien ésta podría condicionar la eficacia de los recursos recibidos por los países en 
desarrollo. Por último, en el tercer caso, el incremento de la ayuda afectaría negati­
vamente a la calidad institucional incluso de los países con mejores parámetros ins­
titucionales.

Entre las causas aducidas para justificar esta última visión figuran las siguientes: 

—	 La distribución discrecional de la ayuda amplía el espacio propio para las 
prácticas corruptas y para las actividades de búsqueda de rentas en el país re­
ceptor (Alesina y Weder, 2002; Djankov et al., 2008).

—	 La elevada variabilidad de la ayuda dificulta la programación presupuestaria 
de los países que son dependientes de estos recursos externos.

—	 Al relajar las restricciones presupuestarias, la ayuda puede impulsar proyec­
tos y políticas que luego resulten insostenibles (Bräutigam y Knack, 2004; Ki­
llick, 2004);

—	 La ayuda puede originar un aumento más que proporcional del gasto públi­
co (McGillivray y Morrissey, 2000; Remmer, 2004); y, además, puede modi­
ficar su composición, favoreciendo el consumo en detrimento de la inver­
sión (Khan y Hoshino, 1992);

—	 La incorporación de técnicos locales a las agencias de cooperación extranje­
ras puede reducir el número de trabajadores cualificados disponibles para las 
administraciones de los países receptores (Brautigam, 2000).

—	 En países muy dependientes de la ayuda, la rendición de cuentas por parte de 
sus gobiernos puede estar más orientada a los donantes (de donde proceden 
buena parte de los recursos) que a sus propios ciudadanos (Moore, 1998; 
Alonso y Garcimartín, 2010);

—	 Finalmente, la ayuda puede desincentivar el desarrollo de un sistema fiscal 
sólido en los países receptores (Kimbrough, 1986; Bräutigam y Knack, 2004).

Los trabajos empíricos acerca del impacto de la ayuda sobre la calidad institu­
cional son escasos y tienden a confirmar una relación negativa entre ambas varia­
bles. Entre ellos, cabe citar, en primer lugar, el de Knack (2000), quien analiza la 
variación del índice calidad de la gobernanza del International Country Risk Guide 
(ICRG) como función de su valor en el momento inicial, el crecimiento de la po­
blación y del PIB per cápita y la ayuda. Ésta última es considerada endógena, por 
lo que recurre a una estimación en variables instrumentales, utilizando como ins­
trumentos la mortalidad infantil y el PIB per cápita inicial —como aproximacio­
nes a las necesidades del donante— y la población inicial y dummies —para Amé­
rica Central y la zona francófona— como aproximaciones a los intereses del 
receptor. Los resultados de la estimación indican que la ayuda reduce la calidad 
institucional.
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Por su parte, Bräutigam (2000) desarrolla un modelo similar, aproximando 
la calidad institucional a través del ICRG e incorporando la ayuda en proporción 
al PIB y al gasto público del receptor. La estimación en mínimos cuadrados ordi­
narios y con variables instrumentales confirma el efecto negativo de la ayuda so­
bre la calidad institucional. Empleando un enfoque muy parecido, Bräutigam y 
Knack (2004) encuentran los mismos resultados, aunque señalan que este impac­
to negativo de la ayuda sobre la calidad institucional desaparece en los años no­
venta del pasado siglo. En su opinión, ello se debe al mayor empeño de los do­
nantes en programas de mejora de la calidad institucional, y en promover una 
distribución de los recursos de la ayuda de forma más selectiva entre países, pre­
miando a aquellos que mayores esfuerzos realizan en mejorar la calidad de sus 
instituciones.

Finalmente, otro trabajo que conviene señalar es el de Djankov et al. (2008), 
quienes emplean dos variables de calidad institucional: la escala de democracia 
del proyecto Polity IV y la base de datos de instituciones políticas elaborada por 
Beck et al. (2001). Como variables explicativas, consideran los recursos petrolí­
feros, la variación de los términos de intercambio, la tasa de escolarización, el 
origen legal de cada país, el valor inicial de la variable de calidad institucional y 
la ayuda. Utilizando diversas técnicas econométricas (MCO, MCO en dos etapas 
y datos de panel dinámicos) también concluyen que la ayuda reduce la calidad 
institucional.

Pese a la similitud de sus resultados, las estimaciones referidas presentan dos 
flancos a la crítica. En primer lugar, en ningún caso se realiza un análisis previo de 
los determinantes de la calidad institucional, por lo que las conclusiones obtenidas 
pueden estar sujetas a un grave problema de variables omitidas. De hecho, en los 
trabajos citados lo que se estima es una suerte de ecuación de convergencia (tipo Ba­
rro y Sala-i-Martin) de la calidad institucional, de modo que el progreso institucio­
nal a largo plazo se hace depender de la ayuda, el crecimiento de la población y el 
PIB per cápita (en los tres primeros trabajos citados), a los que se suman (en el cuar­
to) la variación de los términos de intercambio, la tasa de escolarización y el origen 
legal de cada país. Ninguna otra variable se considera determinante de la calidad 
institucional: un planteamiento poco asumible que, además, contradice la literatura 
existente sobre el tema. Más aún, en varios de los trabajos citados la única variable 
que resulta significativa en la determinación de la calidad institucional es la ayuda (a 
la que se suman los recursos petrolíferos, aunque de forma menos robusta en el aná­
lisis de Djankov et al., 2008), una conclusión difícil de sostener, que refleja un pro­
blema de variables omitidas.

En segundo lugar, en ninguno de los trabajos citados se considera la posibili­
dad de que existan rendimientos decrecientes en la ayuda. Esta ausencia es llamati­
va, puesto que la literatura empírica sobre el impacto de la ayuda en el desarrollo 
sugiere la fuerte presencia de este tipo de efectos. Hadjimichael et al., (1995), Dur­
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barry et al. (1998), Hansen y Tarp (1999) y Rajan y Subramanian (2005), entre 
otros, confirman este hecho, aunque el umbral a partir del cual la ayuda incide ne­
gativamente en el desarrollo de los países varía entre ellos. Por ejemplo, según Had­
jimichael et al. (1995), el nivel crítico de ayuda se encuentra alrededor del 25 % del 
PIB; 40 %-45 % en el caso de Durbarry et al. (1998); llegando al 41 %-58 % en Le­
sink y White (1999).

En suma, no efectuar un análisis previo de los determinantes de la calidad insti­
tucional y suponer linealidad en los rendimientos con relación a la ayuda limita la 
validez de los ejercicios empíricos realizados. Levantar estas restricciones es el pro­
pósito del presente trabajo.

3.	 LOS DETERMINANTES DE LA CALIDAD INSTITUCIONAL

En un trabajo reciente (Alonso y Garcimartín, 2010) los autores analizaron los 
determinantes de la calidad institucional: se hará un breve resumen de los resultados 
allí obtenidos.

Se partía de la insatisfacción que producían el enfoque y los resultados de 
buena parte de los trabajos previos. El carácter socialmente endógeno e inercial 
de las instituciones predisponía a muchos investigadores a buscar en factores 
geográficos o históricos, relativamente inmutables, las causas moduladoras de la 
calidad institucional. Este planteamiento se acompañaba de un cierto sesgo em­
piricista, que hacía que las estimaciones se probasen con una amplia e informal 
combinatoria de variables, no todas ellas justificadas, para estimar su capacidad 
explicativa.

Entre los principales factores en este tipo de enfoques figuran los siguientes: 

—	 La heterogeneidad etnolingüística. Una mayor heterogeneidad puede fomen­
tar tensiones y conflictos entre los distintos grupos, disminuir la disposición 
de los agentes a la cooperación y propiciar el desajuste entre la institucionali­
dad formal e informal. Easterly y Levine (1997), Alesina et al. (2003), Eas­
terly et al. (2006) o Alonso (2007) encuentran pruebas favorables a esta hi­
pótesis. No obstante, cuando se controla por el nivel de desarrollo de los 
países, la relación pierde en gran medida su significatividad, como revelan 
Alesina et al. (2003) o Islam y Montenegro (2002).

—	 El origen del sistema legal del país. Se argumenta que aquél de origen anglo­
sajón, y en menor medida alemán o escandinavo, se fundamenta en un ma­
yor reconocimiento de la libertad de los agentes, lo que limita la capacidad 
intrusiva del Estado en la vida económica. Por el contrario, el sistema de ori­
gen francés, y más aún el soviético, están más orientados a determinar la ca­
pacidad del Estado para organizar la vida económica y social, lo que supone 
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mayor riesgo sobre los derechos de propiedad y la libertad individual. En 
consecuencia, mientras se espera que los primeros favorezcan la calidad ins­
titucional, los segundos la mermarían. La Porta et al. (1999), Glaeser y Shlei­
fer (2003), Chong y Zanforlin (2000) o Easterly y Levine (2003) obtienen 
respaldo empírico a esta hipótesis.

—	 Los diversos modos de colonización. Aunque los argumentos ofrecidos no 
siempre son coherentes, se supone que el Reino Unido ha tenido una co­
lonización que ha perjudicado en menor medida que otras al desarrollo de 
la iniciativa privada en las colonias, a la vez que ha favorecido el surgi­
miento de una institucionalidad mejor preparada para una economía de 
mercado. Se trata de una relación controvertida: hay autores que la con­
firman (Acemoglu et al. 2001; Treisman, 2000) y otros que la niegan 
(Alonso, 2007).

—	 Las condiciones geográficas. Se considera que la ubicación del país en el en­
torno de los trópicos, la ausencia de salida al mar o el grado de humedad o 
de fertilidad del suelo pueden haber influido en la posibilidad de los asenta­
mientos humanos y, a través de ellos, en el desarrollo de unas instituciones 
sólidas y de calidad. Se trata de una relación argumentada, entre otros, por 
Gallup et al. (1998) o Easterly y Levine (2003).

—	 La disposición de importantes y valiosos recursos naturales. Puede afectar 
de manera negativa a las instituciones, al acentuar comportamientos de 
búsqueda de rentas y sustituir los ingresos impositivos del Estado por 
otros menos transparentes y sometidos en menor medida a la rendición 
de cuentas. Sachs y Warner (1997) y Easterly y Levine (2003) confirman 
esta relación.

Como se ve, se trata de factores histórico-geográficos, poco susceptibles de ser 
modulados por la acción colectiva. En Alonso y Garcimartín (2008 y 2010) se trató 
de comprobar la capacidad explicativa de estos factores, una vez que se considera 
como variable de control el nivel de desarrollo de los países (una cautela no contem­
plada en alguno de los estudios previos). Pues bien, en este caso, ni la fragmentación 
étnica, ni el origen del sistema legal, ni la dotación de recursos naturales resultaron 
significativas (cuadro n.º 1). Además de ciertas diferencias en la muestra y en los in­
dicadores empleados, el principal factor que explica la diferencia en los resultados es 
el efecto de haber controlado la estimación por la renta per cápita de los países (algo 
que entendemos obligado). Respecto al origen colonial, únicamente resultó signifi­
cativa (al 90 %) la dummy para aquellos países de origen colonial español. No obs­
tante, este resultado puede enmascarar la peculiaridad que América Latina tiene en 
la distribución de la renta, que es una variable que incide en la calidad institucional, 
como se verá más adelante. La situación geográfica constituye el único factor que re­
sultó significativo. Por último, las únicas regiones que mostraron una particularidad 
en sus instituciones (en este caso negativa) fueron Medio Oriente y Norte de África 
y Europa y Asia Central.
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Cuadro n.º 1.  DETERMINANTES DE LA CALIDAD INSTITUCIONAL (I)

Variable Valor Ratio t

Constante -4,58 9,43

PIB per cápita 0,50 7,82

Fragmentación étnica 0,01 1,12

Ex-colonias R. Unido 0,18 1,63

Ex-colonias España -0,22 1,65

Ex-colonias Francia 0,05 0,33

Código inglés -0,09 0,86

Situación geográfica 1,43 3,52

Hidrocarburos -0,11 0,64

Medio Oriente y N. Áfr. -0,71 4,00

Eur. y Asia Central -0,59 4,35

R2 ajustado 0,77

N.º Observaciones 127

Endógenas: PIB per cápita 2004. Instrumentos: PIB pc 1990

Variables instrumentales. Estimaciones robustas. Ecuación exactamente identificada

Fuente: Alonso y Garcimartín (2010).

A partir de esta primera constatación, la estrategia seguida en el trabajo de Alon­
so y Garcimartín fue la siguiente: en primer lugar, para corregir el sesgo empiricista, 
se trabajó en la definición de aquellos criterios por los que cabe juzgar la calidad de 
las instituciones; posteriormente, se identificaron aquellas variables que mejor ex­
presan esos criterios, incorporándolas a la estimación. Un resultado confirmatorio 
de la prueba empírica avalaría los criterios antes definidos.

Pues bien, por lo que se refiere a los criterios de la calidad institucional, estos se 
expresan, en nuestra opinión, en las siguientes cuatro dimensiones: 

—	 La eficiencia estática: capacidad de las instituciones para promover equili­
brios que agoten las posibilidades de la frontera tecnológica.

—	 La credibilidad (o legitimidad): capacidad de las instituciones para generar 
marcos normativos que sean asumidos y condicionen, efectivamente, la con­
ducta de los agentes.

—	 La seguridad (o predictibilidad): capacidad de las instituciones para otorgar 
seguridad y estabilidad a las relaciones sociales.

—	 La adaptabilidad (o eficiencia dinámica): capacidad de las instituciones para 
anticiparse a los cambios de la realidad social.
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Pues bien, de acuerdo con estos criterios, se identificaron como potenciales can­
didatos a condicionar la calidad institucional los siguientes factores: 

—	 El nivel de desarrollo de los países, ya que determina la disposición potencial 
de recursos para la generación de instituciones de calidad y da lugar a una 
demanda más exigente de éstas. Se trata de un factor relacionado con la efi­
ciencia estática, cuya relación había sido confirmada en un buen número de 
trabajos previos (Chong y Zanforlinm 2000, Islam y Montenegro, 2002, o Ri­
gobon y Rodrik, 2004, entre otros).

—	 La distribución de la renta, que incide tanto en la predictibilidad de las insti­
tuciones como en su legitimidad. En primer lugar, porque una fuerte des­
igualdad propicia intereses discrepantes entre los distintos grupos sociales, lo 
que, a su vez, es fuente de conflictos, inestabilidad sociopolítica e inseguri­
dad. En segundo lugar, porque la desigualdad facilita que las instituciones 
queden capturadas por los grupos de poder, en contra de los intereses colec­
tivos. En tercer lugar, porque disminuye la disposición de los agentes sociales 
a la acción cooperativa y favorece el despliegue de prácticas de corrupción y 
de búsqueda de rentas. También esta relación encontraba respaldo en la lite­
ratura previa (Alesina y Rodrik, 1993; Alesina y Perotti, 1996; o Easterly, 
2001); aunque en algunos casos con particularidades regionales (por ejem­
plo, en Islam y Montenegro, 2002, la relación desaparece cuando se incorpo­
ran dummies relativas a América Latina y África Subsahariana).

—	 La apertura económica y la existencia de una densa relación de intercambios 
con otros países, que puede favorecer la calidad de las instituciones por su 
efecto sobre la eficiencia dinámica. Ello se debe a que crea un entorno más 
dinámico, sofisticado y exigente, que implica una mayor demanda de insti­
tuciones de calidad; a que dificulta las actividades de búsqueda de rentas o de 
discrecionalidad y corrupción; y por último a que facilita los procesos de 
aprendizaje e imitación de buenas prácticas a partir de la experiencia ajena. 
Esta relación entre calidad institucional y apertura ya había sido planteada 
en la literatura, aunque con resultados no totalmente coincidentes. Así, Ro­
drik et al. (2002) confirman que la mayor apertura tiene un impacto positivo 
en la calidad institucional, pero los coeficientes no resultan significativos. Ri­
gobon y Rodrik (2004) encuentran una relación positiva, aunque débil, entre 
apertura comercial y «Estado de Derecho» (uno de los componentes de los 
Indicadores de Gobernanza), pero la relación se torna negativa en el caso de 
«voz y rendición de cuentas». Islam y Montenegro (2002), por su parte, 
constatan que, cuando se controla por el nivel de desarrollo, la apertura inci­
de en algunas variables de calidad institucional, aunque no en todas. Final­
mente, el trabajo de Knack y Azfar (2003), referido a la corrupción, muestra 
que los resultados son muy sensibles a la muestra de países empleada.

—	 El nivel educativo de la población, que incide a través del criterio de eficiencia 
dinámica. La mayor formación de las personas permite la conformación de 
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instituciones de mayor calidad y preparadas para el cambio. Además, la pro­
pia sociedad, en la medida en que está compuesta por personas mejor forma­
das, es más demandante de instituciones abiertas y dinámicas. Se trata de una 
variable mucho menos considerada en la literatura empírica previa. Como ex­
cepción, cabe señalar el trabajo de Alesina y Perotti (1996) que confirma el 
impacto positivo de la educación sobre la calidad de las instituciones.

—	 El último determinante, que no había sido tratado por la literatura precedente 
sobre calidad institucional y que, sin embargo, se trata de una variable crucial 
que afecta tanto a la eficiencia estática como a la legitimidad de las institucio­
nes es la dimensión y el origen de los recursos del Estado. La disposición de 
recursos suficientes facilita la generación y consolidación en el país de institu­
ciones de calidad, pero para que ese efecto se produzca es muy relevante con­
siderar la naturaleza de esos recursos. Aquellos de origen impositivo reclaman 
un pacto fiscal sobre el que se asienta una relación más exigente entre Estado 
y ciudadanía. Como consecuencia, habrá una mayor transparencia y rendi­
ción de cuentas por parte del Estado, que dará lugar a instituciones de mayor 
calidad, lo que no sucede con los ingresos de origen no tributario, como los 
procedentes de empresas públicas o de la explotación de recursos naturales, 
que incluso pueden tener un efecto negativo sobre la calidad institucional.

Los resultados de la estimación correspondiente a estos cinco determinantes 
planteados indicaron que todos ellos, excepto la tasa de apertura, eran significativos 
y mostraban el signo esperado (cuadro n.º 2), siendo, además, las únicas regiones 
con una particularidad en sus instituciones (negativa) Medio Oriente y Norte de 
África y Europa y Asia central. En otras palabras, los trabajos empíricos sugieren que 
existen variables más directamente relacionadas con los cuatro criterios anterior­
mente propuestos que determinan la calidad institucional. Por el contrario, aquellos 
factores de origen histórico, o bien no tienen efecto alguno, o bien ejercen su in­
fluencia de manera indirecta a través de estas mismas variables.

Las fuentes y descripción de las variables utilizadas en el cuadro n.º 2 son las si­
guientes: 

—	 Todas las variables están expresadas en logaritmos, excepto la ayuda y la cali­
dad institucional, ya que pueden tomar valores nulos o negativos.

—	 Calidad institucional: promedio de los Indicadores de Gobernanza de 2006. 
Fuente: Banco Mundial.

—	 Renta per cápita: PIB per cápita en paridad de poder adquisitivo y en dólares 
constantes. Años 2004 y 1990. Fuente: Banco Mundial.

—	 Índice de Gini: se ha empleado el último año disponible. Fuente: Banco 
Mundial.

—	 Educación: años de formación por término medio de la población con edad 
superior a 25 años. El año varía según el país, aunque en su mayoría se trata 
de 2000. Fuente: Barro y Lee (2000).
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—	 Impuestos: Garcimartín, Alonso y Gallo (2006).
—	 Tasa de apertura: exportaciones más importaciones en porcentaje del PIB. 

Año 2004. Fuente: Banco Mundial.
—	 Fragmentación étnica. Fuente: Alesina et al. (2003).
—	 Población: Año 2004. Fuente: Banco Mundial.
—	 Hidrocarburos: porcentaje de hidrocarburos, oro, metales y piedras precio­

sas en el total de exportaciones. 2004. Fuente: UNCTAD.
—	 AOD: AOD neta menos ayuda humanitaria y alimentaria. Fuente: OCDE.
—	 Tasa de natalidad. Fuente: Banco Mundial.

Cuadro n.º 2.  DETERMINANTES DE LA CALIDAD INSTITUCIONAL (II)

(a) (b)

Variable Valor Ratio t Valor Ratio t

Constante -2,63 1,70 -2,64 1,76

PIB per cápita 0,26 2,12 0,27 1,96

Índice de Gini -0,75 2,40 -0,76 2,47

Impuestos 0,73 2,76 0,72 2,83

Educación 0,33 2,03 0,32 1,70

Tasa de apertura 0,12 1,04 0,12 1,04

Medio Oriente y N. Áfr. -0,59 2,49 -0,59 2,49

Eur. y Asia Central -0,69 4,81 -0,69 4,73

R2 ajustado 0,80 0,80

N.º Observaciones 78 78

Test de infraidentificación: 
estadístico Kleibergen-Paap 
(valor de χ2 (6)) 14,88 (12,59) 14,00 (12,59)

Estadístico J (valor de χ2 (5)) 10,82 (11,07) 10,89 (11,07)

Endógenas PIB per cápita 2004, Índice de 
Gini, impuestos y tasa de aper-
tura

PIB per cápita 2004, Índice de 
Gini, impuestos, educación y 
tasa de apertura

Instrumentos PIB pc 1990, (PIB pc 1990)2, hi-
drocarburos, fragmentación ét-
nica, población y dummies re-
gionales

PIB pc 1990, (PIB pc 1990)2, hi-
drocarburos, educación 1990, 
fragmentación étnica, pobla-
ción y dummies regionales

(a) Educación exógena (b) Educación endógena.
Variables instrumentales. Estimaciones robustas

Fuente: Alonso y Garcimartín (2010).



JOSÉ ANTONIO ALONSO, CARLOS GARCIMARTÍN

170

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

4.	 AYUDA Y CALIDAD INSTITUCIONAL. CONSTATACIÓN EMPÍRICA

Una vez que se han identificado los determinantes esenciales de la calidad insti­
tucional es posible incorporar la ayuda internacional a la estimación, sin el riesgo de 
que los resultados estén sesgados por un problema de variables omitidas. A tal efec­
to, la ayuda se ha medido en porcentaje del PIB en media de cinco años, extrayendo 
de la misma aquellos componentes que son más erráticos en su comportamiento 
(ayuda humanitaria, ayuda alimentaria y operaciones de deuda). Además, la ayuda 
se ha considerado endógena, utilizando como instrumento su valor retardado en 
cinco periodos1.

Con objeto de mostrar cómo el hecho de no incorporar en la estimación los de­
terminantes fundamentales de la calidad institucional puede sesgar los resultados, se 
ha efectuado, en primer lugar, una regresión de la calidad institucional únicamente 
sobre su valor retardado y la ayuda. Los resultados indican que la ayuda incide nega­
tivamente en la calidad de las instituciones, en línea con lo observado en los trabajos 
mencionados anteriormente (cuadro n.º 3). Sin embargo, si incorporamos la ayuda 
al modelo expuesto en la sección anterior, que incluye los determinantes de la cali­
dad institucional, el coeficiente de la ayuda no es significativamente distinto de cero 
(cuadro n.º 4, segunda columna). Ello pone de manifiesto que el efecto negativo de 
la ayuda en la calidad institucional hallado anteriormente no es sino el resultado de 
un problema de variables omitidas.

Cuadro n.º 3.  IMPACTO DE LA AYUDA EN LA CALIDAD INSTITUCIONAL (I)

Variable Valor Ratio t

Calidad institucional inicial 0,93 28,29

AOD -0,02 -3,90

R2 ajustado 0,84

Observaciones 166

Estadístico de infraidentificación 
Kleibergen-Paap (Prob.) 0,03

Estadístico J Ecuación exactamente identificada

Endógena AOD 2005

Instrumento AOD 2000

Estimación robusta.

Fuente: Elaboración propia.

1  También se probó a emplear como instrumentos la tasa de natalidad y la población. Los resultados de 
los coeficientes fueron similares, pero surgían problemas de infraidentificación. 
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Como ya se ha señalado, existen razones para pensar que el efecto de la ayuda esté 
sometido a rendimientos decrecientes, tal como sugiere la literatura especializada. En 
pequeñas dosis, la ayuda puede tener un impacto positivo, pero a medida que crece su 
peso en los recursos públicos, se acrecientan sus efectos negativos. Para responder a 
este criterio se ha incorporado en la estimación la ayuda elevada al cuadrado. Pues 
bien, en ese caso, el parámetro de la ayuda resulta positivo y significativo (al 95 %), 
mientras que su valor al cuadrado es negativo y significativo (al 90 %) (cuadro n.º 4, 
tercera columna). Es decir, la ayuda tiene un efecto positivo sobre la calidad institucio­
nal, pero sometido a rendimientos marginales decrecientes, de tal modo que a partir de 
un cierto umbral el impacto agregado se hace negativo. El punto de inflexión se sitúa 
en el 3.8 %; si la AOD (Ayuda oficial al desarrollo) es superior (inferior) a esa ratio so­
bre el PIB del receptor impacta de forma negativa (positiva) en la calidad institucional.

Cuadro n.º 4.  IMPACTO DE LA AYUDA EN LA CALIDAD INSTITUCIONAL (II)

AOD AOD y AOD2 AOD (PPA)
AOD y AOD2 

(PPA)

Variable Valor Ratio t Valor Ratio t Valor Ratio t Valor Ratio t

PIB per cápita 0,36 2,58 0,48 3,08 0,4 2,48 0,49 2,97

Índice de Gini -0,58 -1,98 -0,59 -2,07 -0,6 -2,09 -0,64 -2,26

Impuestos 0,67 2,79 0,58 2,5 0,61 2,36 0,55 2,38

Educación 0,31 1,5 0,27 1,36 0,28 1,38 0,27 1,43

AOD 0,055 1,2 0,283 2,16 0,13 0,34 0,554 2,05

AOD2 -0,037 -1,79 -0,14 -1,96

Eur. y As. Central. -0,42 -2,68 -0,35 -2,2 -0,4 -2,48 -0,36 -2,22

Med Orte. y N. Áfr -0,55 -2,58 -0,6 -3,47 -0,56 -2,78 -0,57 -3,26

Endógenas PIB per cápita, Gini, impuestos, AOD2005 y AOD20052 

Instrumentos PIB per cápita 1990, (PIB per cápita 1990)2, hidrocarburos, 
fragmentación étnica, AOD2000, AOD20002 y dummies regionales

N 79 79 79 79

R2 ajustado 0,79 0,81 0,80 0,81

Estadístico de 
infraidentificación 
Kleibergen-Paap (Prob.)

0,0332 0,0390 0,0553 0,0617

Estadístico J 0,1255 0,1675 0,1240 0,1756

Fuente: Elaboración propia.

Por otro lado, utilizar la ayuda como porcentaje del PIB empleando el tipo de 
cambio corriente puede resultar problemático. Como es sabido, la ayuda se mide en 
dólares pero el PIB se transforma desde la moneda local del país receptor, por lo que 
pudiera suceder que la ratio AOD/PIB aparezca sometida a variaciones importantes 
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pero artificiales, debido únicamente a fluctuaciones del tipo de cambio. Para evitar 
este problema, también se han hecho estimaciones con la ayuda y el PIB en paridad 
del poder adquisitivo2. Los resultados obtenidos son similares a los anteriores, aun­
que cabe señalar que aumenta la significatividad del parámetro de la ayuda al cua­
drado (cuadro n.º 4, cuarta y quinta columnas).

Un problema adicional que conviene contemplar es que el indicador de calidad 
institucional empleado (la media de los Indicadores de Gobernanza del Banco Mun­
dial) tiene carácter relativo. Es decir, podría darse el caso de que un país mejore su 
calidad institucional no tanto porque mejore sus instituciones, sino porque empeo­
ren las de los demás o cambie la muestra empleada. Para que la estimación sea cohe­
rente con este modo de medir la calidad institucional, cabría transformar todas las 
variables en relativas. Se ha repetido la estimación efectuando esta transformación y 
los resultados son, en esencia, coincidentes (cuadro n.º 5). De nuevo la ayuda no es  
significativa cuando se considera en solitario, aunque el signo con el que aparece es

2  Djankov et al. (2008) también miden la ratio ayuda/PIB en términos PPA.

Cuadro n.º 5.  IMPACTO DE LA AYUDA EN LA CALIDAD INSTITUCIONAL (III)

AOD AOD y AOD2 AOD (PPA) AOD y AOD2 
(PPA)

Variable Valor Ratio t Valor Ratio t Valor Ratio t Valor Ratio t

PIB per cápita 0,36 2,6 0,48 3,1 0,41 2,51 0,49 3,01

Índice de Gini -0,58 -1,97 -0,6 -2,08 -0,6 -2,08 -0,64 -2,25

Impuestos 0,66 2,79 0,58 2,49 0,61 2,36 0,55 2,37

Educación 0,31 1,5 0,27 1,4 0,28 1,38 0,28 1,47

AOD 0,17 1,22 0,862 2,16 0,19 1,37 0,774 2,08

AOD2 -0,277 -1,79 -1,409 -1,99

Eur. y As. Central. -0,42 -2,68 -0,35 -2,2 -0,4 -2,48 -0,36 -2,21

Med Orte. y N. Áfr -0,55 -2,58 -0,61 -3,5 -0,56 -2,78 -0,57 -3,27

Endógenas PIB per capita, Gini, impuestos, AOD2005 y AOD20052

Instrumentos PIB per capita 1990, (PIB per capita 1990)2, hidrocarburos, 
fragmentación étnica, AOD2000, AOD20002 y dummies regionales

N 79 79 79 79

R2 ajustado 0,79 0,81 0,80 0,81

Estadístico de 
infraidentificación 
Kleibergen-Paap (Prob.)

0,0331 0,0388 0,0548 0,0623

Estadístico J 0,1261 0,1662 0,1243 0,1768

Fuente: Elaboración propia.
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positivo (cuadro n.º 5, columnas 2 (AOD) y 4 (AOD(PPA))). Una vez que se incor­
pora la variable elevada al cuadrado, ambas variables son significativas (cuadro n.º 
5, columnas 3 y 5). La ayuda incide de forma positiva, pero con rendimientos decre­
cientes, en la calidad institucional. Así pues, a partir de un cierto nivel de dependen­
cia del país de los recursos donados, el efecto de la ayuda se torna negativo.

5.	 CONCLUSIONES

En la primera parte del presente trabajo se han puesto de manifiesto las deficien­
cias que, a nuestro juicio, muestran investigaciones precedentes sobre el impacto de la 
ayuda en la calidad institucional. Por un lado, se omite un análisis previo de los facto­
res determinantes de la calidad institucional, lo que puede crear un grave problema de 
variables omitidas que sesgue los resultados. Por otro, la literatura sobre la relación 
entre desarrollo y ayuda sugiere que el efecto de esta última variable no es lineal, estan­
do sometido su impacto a rendimientos decrecientes, algo que no se contempla en los 
modelos previos que analizan el efecto de la ayuda sobre la calidad institucional.

Con objeto de superar estas deficiencias, en la segunda parte del trabajo hemos in­
corporado la ayuda a una estimación donde están presentes los principales determinan­
tes de la calidad institucional identificados en una investigación previa de los autores: 
nivel de renta per cápita, distribución del ingreso, nivel educativo de la población y la 
presencia de un sistema impositivo sólido. Pues buen, al incorporar únicamente la ayu­
da a dicho modelo el parámetro correspondiente no resulta significativo, lo que con­
trasta con el impacto negativo de dicha variable hallado en otros trabajos. A nuestro 
juicio, ello pone de manifiesto que dicho resultado negativo en realidad enmascara la 
influencia de otros determinantes omitidos en los mencionados trabajos. Sin embargo, 
si se incorpora la ayuda elevada al cuadrado, los parámetros correspondientes resultan 
significativos. En otras palabras, la ayuda incide positivamente en la calidad institucio­
nal, pero lo hace con rendimientos decrecientes. En países muy dependientes de la ayu­
da exterior el impacto de ésta sobre la calidad de sus instituciones puede resultar negati­
vo. Para confirmar la robustez de la estimación, se ha repetido el modelo empleando la 
ayuda en términos PPA y definiendo todas las variables en términos relativos. Los re­
sultados apenas varían, de modo que las principales conclusiones se mantienen.

Estos resultados son importantes para la política de cooperación, por cuanto seña­
lan que, a partir de un determinado umbral, el efecto de los recursos externos puede 
contradecir el propósito que inspira la ayuda, que es mejorar la calidad institucional y 
potenciar el desarrollo. Ha de tenerse en cuenta que una buena parte de los países de 
África Subsahariana superan el umbral señalado en la estimación, lo que plantea un 
desafío relevante para la ayuda. Los donantes debieran prestar una mayor atención a 
los problemas de dependencia de la ayuda por parte de los receptores, si quieren mejo­
rar los niveles de eficacia de los recursos que transfieren a los países más pobres.
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Instituciones, mercados y políticas 
a la luz de la Gran Recesión

En este trabajo se examina la incidencia que la Gran Recesión ha tenido para corroborar o 
refutar la validez de las hipótesis y teorías de los efectos de las instituciones en la economía. 
Entre las conclusiones se destaca que, si bien algunos supuestos teóricos del nuevo institu-
cionalismo quedan reforzados, muchos estudios empíricos y aplicados con esa orientación 
se han visto desmentidos (sobre todo aquellos que identificaban la idea de ineficiencia insti-
tucional como exclusiva de países emergentes). Por otro lado, de cara a un decenio de un 
muy probable e intenso desapalancamiento financiero, la calidad institucional determinará, 
en mayor medida que en el pasado, las posibilidades de crecimiento. Por último, las institu-
ciones centrales en la formación de políticas también serán afectadas y se abrirán algunos 
interrogantes sobre la noción clave de política reglada.

Lan honetan aztertu da erakundeek ekonomian duten eraginaren hipotesi eta teorien baliozkota-
suna sendotu edo ezeztatzeko Atzeraldi Handiak izan duen eragina. Ondorioen artean nabar-
mendu da instituzionalismo berriaren suposizio teoriko batzuk indartuta geratu diren arren, 
joera horrekin aplikatutako azterlan enpiriko asko ezeztatu egin direla (batez ere erakundeen 
eraginkortasunik eza herrialde gorakorrekin bakarrik lotzen dituztenak). Bestalde, finantza-
arloko geldialditik irteteko aukera asko dituen hamarkadari begira, erakundeen kalitateak iraga-
nean baino gehiago zehaztuko ditu hazteko aukerak. Bestetik, politikak eratzen dituzten erakun-
deek ere eraginak jasoko dituzte, eta zalantzak sortuko dira politika arautuaren funtsezko 
nozioari buruz.

In this paper we examine the effects of the Great Recession on the acceptance of the new 
institutional economics approach. Among the very conclusions, we emphasize the approch 
was reinforced in theoretical terms, but many empirical and policy-oriented studies in the 
«institutions matter» way gave clear proof of bias and errors. In other sense, a new 
deleveraging era is probably coming now and, in this way, the notion of institutional 
efficience as a source of growth is becoming outstanding. Finally, the crucial institutions in 
economic policymaking processes will also be affected; mainly the notion of policy rules 
could go through some important change in the next future.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Que la gran crisis financiera comenzada en el verano de 2007 tiene una profun­
didad excepcional, y que quedará grabada en la historia económica como un perío­
do crucial de cambio, es una idea que se va imponiendo de forma generalizada. Se­
gún las señales que cada vez se hacen más firmes, las condiciones económicas 
básicas sufrirán durante un largo tiempo los efectos causados por el trauma finan­
ciero y la contracción de la actividad productiva. Junto a ello, se va extendiendo la 
impresión de que éstos son también tiempos de cambio en el razonamiento econó­
mico, en particular en lo que afecta a la comprensión de las relaciones entre políticas 
y mercados.

El objetivo de este trabajo es analizar si esta coyuntura excepcional acabará 
afectando también a uno de los esfuerzos intelectuales más interesantes que han 
tenido lugar en las ciencias sociales durante los dos últimos decenios: el análisis 
riguroso de los efectos económicos de las instituciones, como resultado, sobre 
todo, de las aportaciones de la llamada nueva economía institucional (NEI). En 
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términos generales, se observa que a la luz de las realidades profundas que han 
emergido como consecuencia de la Gran Recesión, hay dos aspectos de esos enfo­
ques que deben ser reexaminados. El primero y más general es si la dinámica de 
cambio metodológico y teórico en Economía acabará afectando en alguna medida 
a las nociones básicas de este nuevo institucionalismo. Nuestra respuesta es que 
lejos de experimentar un retroceso, el sistema teórico de la WEI se verá induda­
blemente impulsado. Sin embargo algunas de las principales implicaciones prácti­
cas que la NEI ha tenido en la última década se verán claramente cuestionadas. En 
particular, el hecho de haber asumido con naturalidad que los problemas de ac-
countability y transparencia, o la confiabilidad de los sistemas legales y judiciales, 
son muy importantes en los países emergentes, y que en los desarrollados, en lo 
fundamental, pueden darse por superados, se vuelve ahora en contra de una parte 
de esa literatura: la crisis ha puesto claramente de manifiesto lo equivocado de esa 
suposición.

Como extensión necesaria de este punto, en el apartado cuarto haremos referen­
cia a un fenómeno que en primera instancia podría parecer contradictorio con lo 
anterior, pero en absoluto lo es: la crisis refuerza la importancia de la noción de 
«virtud institucional» debido a que la huída hacia adelante del modelo de creci­
miento mediante el endeudamiento masivo ha quedado cancelada por un largo 
tiempo. En las condiciones de desapalancamiento financiero general que veremos en 
los próximos años, la posibilidad de un crecimiento sostenido se fundamentará, aun 
en mayor medida que en el pasado, en la existencia de estructuras institucionales 
eficientes.

El segundo motivo importante para un reexamen de la cuestión institucional 
después de la crisis, se centra en el ámbito específico de la formación de políticas 
económicas, y de las relaciones de éstas con los mercados. La concepción predomi­
nante hasta hoy definía como política económica óptima aquella que maximiza las 
ganancias de credibilidad; la principal contribución de los enfoques neoinstitucio­
nales fue la idea de embridar las políticas mediante la definición de reglas, como la 
mejor vía para garantizar tales ganancias. Pues bien, sometido ahora aquel modelo a 
fuertes controversias, está por ver hasta qué punto se mantiene la validez de ese cri­
terio en algunos de sus principales aspectos.

2.	 CRISIS FINANCIERA Y VISIÓN INSTITUCIONAL: ¿NECESIDAD
DE UN REPLANTEAMIENTO?

La gran crisis financiera ha puesto en evidencia un fallo sistémico de gran cala­
do en el pensamiento económico predominante (Colander et. al., 2009). De un 
modo súbito, algunas construcciones teóricas que fueron escasamente discutidas o 
simplemente ignoradas en el seno de la corriente principal de la Economía durante 
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las dos últimas décadas, mostraron profundas insuficiencias. Lo cual no afectó, ob­
viamente, por igual a todos los ámbitos en los que se desenvuelve la teoría econó­
mica: fueron dos de ellos, ciertamente importantes, los que acapararon buena parte 
de la controversia científica; se trata nada menos que de la macroeconomía y la teo­
ría de las finanzas. Ambas ramas de la Economía habían estado dominadas —y de 
un modo cada vez más asfixiante— por dos hipótesis cruciales: la de expectativas 
racionales, que asume la versión más extrema e irreal de la noción neoclásica de ra­
cionalidad para el agente representativo, al cual se le presupone plena capacidad de 
anticipación y ausencia de errores; y la de eficiencia de los mercados financieros, 
cuyo centro es la afirmación de que el precio de los activos financieros refleja en 
cada momento toda la información relevante y todas las expectativas de los opera­
dores en el mercado, ofreciendo las señales necesarias y suficientes para una asigna­
ción de recursos eficiente.

El uso sistemático de las dos hipótesis mencionadas ha llevado a la mayor ilu­
sión cientifista de la historia de la Economía: la idea de que por fin tenemos una lí­
nea de razonamiento que puede llevar a entender hasta el final el funcionamiento de 
las economías reales, realizar predicciones plenamente fiables, y definir los princi­
pios de una política para garantizar la prosperidad ilimitada en condiciones de esta­
bilidad. Dado que todo ello se habría alcanzado en una situación de plena libertad 
económica e internacionalización, estaríamos al fin ante una suerte de apoteosis de 
la economía de mercado (a la que se habría llegado por el pleno triunfo del capitalis­
mo financiero). Esta formulación lleva a pensar que es aquí donde cabría encontrar 
a los verdaderos partidarios de la tesis del «fin de la historia». Probablemente lo que 
mejor resume esta pretenciosa quimera es la bien conocida afirmación de Robert 
Lucas ante el plenario de la American Economic Association: «el problema central de 
la prevención de depresiones ha sido de hecho resuelto en todos sus aspectos para 
muchos decenios» (Lucas, 2003).

Toda esa construcción intelectual basada en supuestos que nada tienen que ver ni 
con experiencia, ni con el corpus científico general, sino con la pura introspección 
(Kirman, 2009), se ha derrumbado como un castillo de naipes con el estallido de la 
Gran Recesión. Se trata de un fenómeno que acaso con el tiempo sea considerado 
una auténtica revolución científica en la historia de la economía, pero del que por el 
momento conocemos muy bien el punto de partida —el fallo sistémico— y sólo atis­
bamos el de llegada. En todo caso, y pese a que un cambio profundo en el modo bási­
co de razonar de los economistas se encuentra con obstáculos ingentes (cuestión que 
no es éste el momento de tratar, pero que ha sido convincentemente explicado por 
Elster, 2009), es pertinente recordar que en todas las grandes crisis de la historia del 
capitalismo se produjeron virajes cruciales en el conocimiento económico y sus mé­
todos: puesto que así ocurrió con las grandes crisis de las décadas de 1870, 1930 y 
1970 (cuando surgieron, respectivamente, la revolución marginalista, la keynesiana y 
la del nuevo liberalismo), no debería descartarse que ahora ocurrirá algo parecido.
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Pero hay una segunda implicación del fracaso del modelo teórico anterior que es 
aún más grave: la ideología de plena racionalidad humana y eficiencia de los mercados 
se convirtió, por sí misma, en una causa objetiva de la crisis: con una concepción del 
funcionamiento de la economía, y en particular de los mercados financieros, como la 
que subyace en la ya destacada conclusión dogmática de Lucas, es claro que sobra 
cualquier elemento de precaución y salvaguardia; la dinámica del libre mercado habrá 
de resolver por sí sola los problemas, y una estricta regulación no será sino un obstá­
culo para alcanzar las posiciones de equilibrio eficiente. Fue esa mentalidad la que lle­
vó a percibir como plenamente racional la desmesurada expansión transnacional de 
los mercados financieros, y a ignorar las advertencias de que pudiera estar gestándose 
un desastre descomunal. Ahora sabemos, sin embargo, que buena parte de la operati­
vidad de esos mercados se mantuvo durante decenios, y cada vez más, totalmente 
ocultas («banca en la sombra»). Por lo que cabe preguntar: ¿es posible atribuir a priori 
la cualidad de plenamente racional a una actividad económica que no es transparente?

Ya se ha afirmado que la intensa crisis de los fundamentos científicos que se abate 
sobre la Economía no afecta por igual a todas sus ramas de conocimiento. En ese sen­
tido, es justo constatar que la economía neoclásica contemporánea, junto a la deriva 
dogmática tan negativa que se acaba de señalar y que ha acabado en grave desastre, 
también ha mostrado otra cara más positiva: la de intentar integrar algunas aporta­
ciones teóricas que al menos en parte eran ajenas a la tradición estrictamente neoclá­
sica, o que se movían en sus fronteras. Entre esas aportaciones destaca la del nuevo 
institucionalismo económico, tan vinculado a las ideas desarrolladas por Ronald Coa­
se y Douglas North. La contribución de esta brillante corriente al conocimiento eco­
nómico ha sido notable, al conseguir establecer una relación consistente entre el teji­
do de instituciones formales o informales que existen en una economía y la noción 
neoclásica de eficiencia; de un modo tal que una configuración de instituciones será 
considerada eficiente, cuando sea capaz de reducir el valor de los costes de transac­
ción, consiguiendo impulsar, con ello, los niveles de eficiencia económica general.

La cuestión fundamental aquí es si esa corriente de la NEI se puede ver o no afectada 
en algún sentido por la crisis del conocimiento económico. Una respuesta cabal a esta 
cuestión obliga a distinguir entre dos planos diferentes del desarrollo que ha venido ex­
perimentando la NEI: el estrictamente teórico, y el aplicado, es decir, la utilización de sus 
argumentos básicos para la definición de políticas. En el terreno teórico, nada indica que 
estemos ante la posibilidad de un replanteamiento general de los conceptos básicos y la 
línea de análisis del nuevo institucionalismo (que poco tuvieron desde luego que ver con 
el origen de la actual crisis teórica). En los debates de los últimos años sobre el estado de 
la Economía se han ido apuntando hacia dónde debiera orientarse en su búsqueda de un 
mejor vínculo entre realismo y relevancia científica. Y aunque ya hemos señalado que la 
dirección exacta de ese cambio está aún por escribir, parece claro que el conocimiento 
económico científico de los próximos tiempos asumirá una mayor complejidad en los 
supuestos sobre el comportamiento «racional» (expectativas racionales) de los sujetos, 
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incorporando en mayor medida los problemas de información (información «asimétri­
ca», información «perfecta»), las patologías colectivas (Akerlof y Shiller, 2009) y la incer­
tidumbre (Skidelsky, 2009); y junto a ello, un mayor margen para extraer conocimiento 
de la historia, de la experiencia de otras disciplinas científicas adyacentes, frente a la pre­
tensión de hacerlo desde la pura construcción axiomático-algorítmica1.

Pues bien, para contribuir a todo ello la NEI parece en principio bien dotada, 
pues, sobre todo en su versión northiana, maneja algunas nociones y postulados que 
van precisamente en esa dirección. Cabe destacar en este punto el uso de la noción 
de racionalidad limitada (que incluye restricciones informacionales, cognitivas e in­
cluso volitivas a la plena racionalidad) o, un paso más allá, de los shared mental mo-
dels, supuesto para el comportamiento de los sujetos económicos que asume que las 
ideas, la forma en las que éstas se comunican y los sistemas de aprendizaje social im­
portan, lo que lo convierte en radicalmente opuesto a la noción de expectativas ra­
cionales (Denzau y North, 1994). Por su parte, el concepto de path dependence, se­
gún el cual las inercias acumuladas, a lo largo del tiempo tienden a marcar 
decisivamente las configuraciones institucionales y sus efectos económicos, abre di­
rectamente paso a la idea de que «la historia importa» (North, 1990, 2005), por lo 
que cabe prever un amplio recorrido para su uso analítico en los próximos años.

Todo lo anterior no quiere decir que la crisis teórica en curso no va a afectar a la 
visión institucionalista de la economía en algún sentido. Muy al contrario, si nos 
centramos en un plano aplicado, referido a sus implicaciones de política práctica, es 
fácil observar la aparición de una cierta decepción respecto de algunos de sus conte­
nidos. Porque la influencia del programa de investigación de la NIE, que centraba su 
interés en los efectos económicos de instituciones tales como los modelos contables 
o de difusión de la información, o de los sistemas legales y judiciales, no quedó limi­
tado a los ámbitos teóricos, sino que alcanzó con fuerza al terreno político, ya se tra­
tara de programas de gobiernos nacionales o de recomendaciones emanadas de 
agencias multilaterales. Cabe destacar el papel desempeñado por el Banco Mundial, 
que contribuyó a extender la noción del institutions matter por todo el mundo (Bur­
ki y Perry, eds., 1998); bajo su impulso, a partir de 1990, muchos gobiernos de países 
en desarrollo entendieron que, si querían introducir de verdad el progreso en sus 
economías, tenían que reformar en profundidad sus sistemas legales o las estructu­
ras políticas que generaban sistemáticamente corrupción.

Fijémonos en un problema concreto que produjo una enorme preocupación a 
lo largo de los años noventa y sobre el cual toda esta concepción se aplicó con parti­
cular intensidad: el costoso fracaso de las reformas financieras llevadas a cabo en nu­

1  Lo que no significa en absoluto renegar de la imprescindible lógica deductiva. El conjunto del debate 
sobre el fallo sistémico en la moderna macroeconomía y sus perspectivas de cambio, y la cuestión más 
concreta de cómo la crisis ha podido imponer una cierta idea de «regreso de la historia» han sido estu­
diadas con detenimiento por el autor en Arias (2010 b y 2010 a).
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merosos países emergentes, los de América Latina, en concreto. Esas reformas ha­
bían emulado en gran medida las que tuvieron lugar en algunos países desarrollados 
unos pocos años antes: eliminación de la regulación financiera mediante controles 
directos, y su sustitución por algunos elementos de regulación macroprudencial. 
Pero si en los países europeos, por ejemplo, el nuevo modelo funcionó por aquellos 
años de un modo que parecía razonable, en los latinoamericanos o en el sureste 
asiático, causó una cadena de desastres; sobre todo un incremento notable en el gra­
do de inestabilidad financiera, que concluyó en la sucesión de las crisis letales que 
por entonces ocurrieron. Una de las explicaciones más penetrantes de este puzzle se 
centraba en la importancia de la estructura institucional: la regulación directa está 
técnicamente al alcance de cualquiera que cuente con resortes de poder, pero no 
ocurre así con la prudencial, destinada a incidir sobre los niveles de riesgo y, por 
tanto, necesariamente, mucho más compleja y sutil. Para desarrollar con buenos re­
sultados esta última es necesario contar con patrones fiables de medición del capital, 
con sistemas de información que permitan reconocer siquiera medianamente los 
riesgos, y con sistemas legales y judiciales confiables para la resolución de los contra­
tos financieros2. Es decir, es imprescindible una estructura institucional (en lo fun­
damental) eficiente. Y eso es precisamente lo que se supone que falta en los países en 
desarrollo.

Este tipo de visión se extendió con notable fuerza a partir de los años noventa en 
relación con el análisis del fracaso del proceso de desregulación financiero y del in­
tento de su resolución, y también con otros muchos. En términos generales, las con­
secuencias de todo ello fueron positivas, en la medida en que colocaron en la direc­
ción correcta a un cierto número de economías emergentes y confirieron la 
condición de ejemplos a seguir a países que, como los escandinavos, mostraban una 
indudable virtud institucional. A partir de ahí, el reforzamiento de las reglas institu­
cionales trajeron mejoras notables en un buen número de esas economías emergen­
tes, y eso contribuye a explicar por qué, a diferencia de lo que sistemáticamente ocu­
rría hace una década, la crisis financiera actual no solamente no tuvo su origen en 
los países de la periferia, sino que tres años después de su explosión se puede decir 
que ha afectado a éstos de un modo mucho más tenue y superficial que al mundo 
desarrollado.

3.	 LA PROBLEMÁTICA MEDICIÓN DE LA CALIDAD
DE LAS INSTITUCIONES

Pero hay una segunda implicación de los enfoques neoinstitucionales que tuvo 
efectos mucho más problemáticos, los cuales no se manifestaron con toda su crude­

2  Para una explicación detallada de ese problema, analizado desde un enfoque neoinstitucional, véase 
Arias (1998).
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za hasta los años más recientes: la idealización de ciertos rasgos institucionales de al­
gunos países desarrollados (básicamente anglosajones). En efecto, una parte impor­
tante de esa literatura estuvo dirigida a destacar que solamente existe un tipo de 
instituciones eficientes desde el punto de vista económico, que serían precisamente 
aquellas que imperan en tales países, como la common law, sus sistemas propios de 
transparencia y accountability, e incluso sus modelos de integración social y religio­
sa. La serie de trabajos realizados por A. Shleifer, R. La Porta y otros autores, princi­
palmente de las universidades de Harvard y Yale, marcó la cota de máxima influen­
cia académica en toda esa corriente de literatura (véase por ejemplo, La Porta et al., 
1996, 2002). Aunque probablemente esa no fuera la intención de algunos de esos 
autores, la conclusión que se imponía era clara: el modelo de instituciones vigente 
en países como Estados Unidos no sólo era eficiente, sino que era el único realmente 
eficiente, esto es, el espejo en el que debieran mirarse todos los demás. Nótese que 
con ello quedaba relegada al olvido una máxima de Douglas North, a la que él mis­
mo ha dado siempre gran importancia: «la misma institución produce resultados dife-
rentes dependiendo del contexto» (North, 1990).

Ese sesgo llevaba, en relación con el ya aludido énfasis en la lucha contra la co­
rrupción para impulsar el crecimiento económico sostenido, por parte de organis­
mos como el Banco Mundial, a que las recomendaciones en esa dirección fueran re­
petidas e intensas en el caso de los países emergentes, pero estaban totalmente 
ausentes cuando se trataba de países industrializados3.

Tal visión resultó, además, muy reforzada por la aparición de una larga serie de 
trabajos empíricos que intentaban medir la calidad de las instituciones. En muchos 
casos, esos intentos se extendieron a un gran número de países de todas las regiones, 
lo que ha permitido elaborar clasificaciones respecto a una diversidad de variables 
institucionales, desde las características de la burocracia a la confianza en la justicia, 
pasando por los mecanismos de revelación de información en un sentido de trans­
parencia. El más conocido de esos estudios es Doing Business (DB), elaborado anual­
mente por el grupo del Banco Mundial, pero hay otros muchos: entre ellos, Gover-
nance Matter (GM), también relacionado con el Banco Mundial; el Global 
Competitivness Index (GCI) del World Economic Forum, los índices de libertad eco­
nómica, preparados por la Heritage Foundation o el Fraser Institute, en Estados Uni­
dos; el Índice de Estados Fallidos, de Foreign Policy; o los índices internacionales de 
corrupción (IC) que elabora Transparency International.

La dificultad de medir de un modo absolutamente objetivo esas variables insti­
tucionales ha sido reconocido por muchos observadores desde el primer momento, 

3  Esa asimetría llevó a algunas contradicciones casi grotescas, sobre todo cuando se hizo muy visible que 
el propio Banco Mundial tenía sus estructuras muy socavadas por corruptelas (lo que condujo a la dimi­
sión, por un asunto de ese tipo, de su presidente Paul Wolfovitz, máximo abanderado de una lucha sin 
cuartel contra la corrupción). 
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y el modo de construir algunos de ellos ha sido amplia y repetidamente criticado. En 
ciertos casos, como el del Index of Economic Freedom de la conservadora Heritage 
Foundation, sus connotaciones ideológicas son tan manifiestas que apenas es usado 
fuera de sus círculos más próximos. A otras propuestas, por el contrario, como DB, 
GM, IC o GCI, aunque también hayan recibido críticas, se las ha considerado por lo 
general como no tan marcadas por sesgos sistemáticos. Tales índices, con las debidas 
precauciones, pueden resultar útiles en muchas ocasiones, y proporcionar impresio­
nes adecuadas de si un determinado país tiende a mejorar o no, por ejemplo, en ma­
teria de transparencia. Ahora bien, la Gran Recesión ha obligado a poner en cuaren­
tena los resultados que algunos de esos estudios alcanzaban para un cierto número 
de países (sobre todo, desarrollados).

Fijémonos, a título de ilustración, en la valoración de las variables instituciona­
les que afectan a la «obtención de crédito» y a la «protección de inversores» realizada 
por DB en su informe correspondiente a 2009 (con datos de 2008). Lo fundamental 
de esa información, referida a cuatro países seleccionados —Estados Unidos, Reino 
Unido, Irlanda y Suecia— queda recogida en el cuadro n.º 1. En términos generales 
se observa una posición muchísimo mejor de los tres países anglosajones, frente al 
escandinavo, en los dos grandes ítems consignados. En lo relacionado con la obten­
ción de crédito, por ejemplo, el Reino Unido ocupaba el segundo lugar mundial 
(con un valor de 9 sobre 10 en cuanto a fortaleza de los derechos legales), Estados 
Unidos el quinto e Irlanda el duodécimo; frente a ello Suecia ocupaba la posición 
68. Más aún, el índice de transparencia financiera era el máximo posible en Gran 
Bretaña e Irlanda, y algo más alto en Estados Unidos que en Suecia (lo cual llama 
poderosamente la atención, y sugiere una cierta arbitrariedad, pues este país aparece 
sistemáticamente entre las primeras posiciones en el índice de transparencia contra 
la corrupción de TI). En cuanto al índice de responsabilidad del inversor, el informe 
afirmaba que en Estados Unidos era de 9 sobre 10, y que en los otros dos países an­
glosajones estaba también claramente por encima del mediocre dato sueco. Todo lo 
cual se trasladaba al índice de fortaleza la protección a los inversores, que se califica­
ba como muy satisfactoria en los tres primeros países.

El violento paso de la crisis, sin embargo, ha puesto en evidencia realidades muy 
diferentes a lo que esos datos revelaban. Es de sobra conocido que los tres países an­
glosajones experimentaron, sobre todo a partir del otoño de 2008, traumáticos 
shocks en sus sistemas de crédito que condujeron a las históricas operaciones de sal­
vamento —y nacionalización de facto— de buena parte del sistema bancario, todo 
lo cual tuvo un impacto extraordinario sobre la economía real4. Mientras tanto, la 

4  Los problemas de los bancos norteamericanos y británicos, por ser muy conocidos, no requieren ma­
yor explicación aquí. Pero la banca irlandesa experimentó también una crisis letal: sólo la nacionaliza­
ción del Anglo Irish Bank representó un porcentaje de en torno al 20 % del PIB del país (lo que constitu­
yó la causa principal de que el déficit público del país se haya disparado, según cálculos oficiales, por 
encima del 30 % del PIB en 2010).



INSTITUCIONES, MERCADOS Y POLÍTICAS A LA LUZ DE LA GRAN RECESIÓN

185

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

evolución financiera en Suecia acusó desde luego los embates de la crisis, pero fue­
ron incomparablemente más moderados, y lo que es más importante, produjeron 
efectos contractivos mucho menores5.

Cuadro n.º 1.  �VARIABLES INSTITUCIONALES BÁSICAS PARA EL 
FUNCIONAMIENTO DEL CRÉDITO

Estados 
Unidos

Reino 
Unido

Irlanda Suecia

Obtención de crédito (clasificación) 5   2 12 68

Índice de fortaleza de los derechos legales 
(1-10) 8   9   8   5

Índice de alcance de la información crediticia 
(1-10) 6   6   5   4

Protección de inversores (clasificación) 5   9   5 53

Índice de grado de transparencia (1-10) 7 10 10   6

Índice de responsabilidad de inversores (1-10) 9   7   6   4

Índice de fortaleza de protección de 
inversores (0-10) 8,3   8 8,3 5,7

Fuente: Doing Business, 2009, Wold Bank Group, Washington D.C.

Más importante aún, con la crisis hemos sabido que un mundo que se había imagi­
nado transparente, donde los flujos de información económica eran libres y suficientes 
para la adopción de decisiones racionales, y su registro absolutamente veraz, resultó no 
ser nada de eso. En particular, y contra lo que se presumía, el sistema bancario norte­
americano, o el irlandés, no tenían nada de transparentes, pues una buena parte de las 
operaciones —sobre todo el mundo incógnito de los productos derivados— se realiza­
ban fuera de balance, y se mantenían en cualquier caso lejos de cualquier posibilidad de 
observación externa. Por lo que respecta a la responsabilidad de los ejecutivos, también 
se ha conocido la verdadera situación de impunidad en que se han movido, con siste­
mas perversos de incentivos que estimulaban el riesgo sin especificar responsabilidades 
y sanciones por el fracaso (llegándose a hablar de todo un modelo de «salarios del fraca­
so»: Bebchuk, Cohen y Spamann, 2009). El asunto, además, se ve agravado por el hecho 
notable de que los tres países que aparecen en esos ámbitos tan bien calificados por 

5  Si ampliamos el campo de observación y nos fijamos en algunos países emergentes, entonces resalta 
aún más el contraste entre lo que presuponían algunas clasificaciones de calidad institucional y la reali­
dad que la crisis ha evidenciado. Si nos fijamos en uno de los países, que como es sabido, se han com­
portado mejor durante la Gran Recesión, Brasil, llama la atención que en DB, 2008 ocupara el puesto 84 
en cuanto a «obtención de crédito» (valor 3 sobre del índice de fortaleza de derechos legales) y el puesto 
70 en cuanto en protección de inversores. Es sabido que Brasil presenta déficit institucionales significati­
vos, pero esos datos parecen estar marcados por algún tipo de prejuicio o sesgo inicial.
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Doing Business han vivido sobre una explosiva montaña de deuda (en el caso del Reino 
Unido, la mayor deuda privada per cápita del mundo desarrollado, un 470 % de su 
PIB), frente a una posición más templada de Suecia6.

Todo lo anterior nos habla de errores sistemáticos y por lo general siempre en la 
misma dirección, que no son cosa muy diferente del tratamiento que a la deuda so­
berana de distintos tipos de países le han venido dando durante bastante tiempo las 
agencias de calificación de riesgos, y que hoy se ven como importantes equivocacio­
nes, que en sí mismas contribuyeron al surgimiento de la propia crisis financiera (lo 
que ha convertido a esas agencias en uno de los villanos fundamentales en la historia 
de ese desastre). Adviértase que los dos fenómenos están muy relacionados, pues en 
la totalmente errónea calificación máxima que Moody’s o S&P’s otorgaban a países 
como —por seguir usando el mismo ejemplo— Irlanda, influía sin duda su buena 
posición en la mayoría de los ranking sobre variables institucionales.

En una dirección similar apuntan las muchas irregularidades constatadas en la 
definición de los derechos de propiedad y los esquemas de resolución (enforcement) 
de los contratos financieros en algunos países desarrollados. Obsérvese que se trata 
de cuestiones a las que el nuevo institucionalismo económico concede la máxima 
importancia desde un punto de vista teórico, y que se habían dado también por re­
sueltas en las economías avanzadas. El caso más relevante de irregularidad ahora de­
tectada sería el del comportamiento del sistema judicial norteamericano en la ejecu­
ción de las hipotecas en mora, asunto que originó a partir del verano de 2010 una 
importante controversia social; todo el conocimiento disponible apunta a la existen­
cia de prácticas sistemáticas de engaño que, sin embargo, han dado lugar un impor­
tante número de ejecuciones anómalas por resolución judicial (Krugman, 2010).

Cabe, por tanto, concluir en este punto que la en principio saludable preocupa­
ción contemporánea por la calidad de las instituciones, llegó a generar también un ses­
go perverso: el de imaginar que las insuficiencias institucionales eran consustanciales 
al atraso económico, lo que, cerrando el argumento, llevaba a percibir a los países in­
dustrializados —y sobre todo a los que proporcionaban la trayectoria y guía de éxito 
económico— como en lo fundamental ajenos a ese problema. Ese sesgo fue advertido 
ya hace tiempo, desde el propio seno de las corrientes institucionalistas, por autores 
como Douglas North; pero la irrupción de la Gran Recesión ha llevado también a 
otros replanteamientos (que en algunos casos pueden ser vistos como autocríticas). 
Así, el principal responsable de GM, Daniel Kaufmann, centrándose en los problemas 
de transparencia ha afirmado: «desafortunadamente, la mayoría de la investigación so­
bre corrupción se centra en los países en desarrollo; los índices de corrupción (…) en­
mascaran uno de los más serios retos para la gobernanza de países como Estados Uni­
dos, la corrupción legal y la captura del Estado por poderosas corporaciones» 

6  Todos los datos sobre deuda, en términos absolutos o relativos, que se incluyen en este trabajo proce­
den de McKinsey Global Institute (2010).
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(Kaufmann, 2010). El mismo autor ha detectado en los fallos institucionales (de su­
pervisión, regulación y revelación de información) una de las causas principales de la 
gran crisis financiera (Kaufmann, 2009). Esta visión crítica no extrañará a quien esté 
familiarizado con el análisis de las relaciones poco edificantes entre las decisiones de 
política financiera en Estados Unidos y los intereses de Wall Street, y con su identifica­
ción como una de las claves en el origen de la crisis (Johnson y Kwak, 2010).

Por tanto, este sesgo ha quedado en evidencia, gracias a la Gran Recesión. Pero 
no se trata sólo de un problema de interpretación: se deduce del párrafo anterior 
que, al igual que ocurrió con los supuestos teóricos que extendieron la (falsa) con­
ciencia de un comportamiento hiperracional y eficiente de los mercados financieros, 
también el institutions matter pudo contribuir a la conformación del proceso que 
condujo al derrumbe, al llevar aparejada una falsa sensación de solidez de paráme­
tros institucionales en los países desarrollados, como los sistemas contables y los de 
generación y distribución de información. En Estados Unidos, por ejemplo, se re­
cuerda ahora con frecuencia lo que Larry Summers decía en 1999: «si me preguntan 
por qué tiene éxito el sistema financiero estadounidense (…) mi opinión particular 
del asunto es que no hay ninguna innovación tan importante como la de los princi­
pios contables generalmente aceptados…»7. Es ahora evidente que esos principios 
fallaron estrepitosamente (en realidad, ya lo habían hecho durante la gran crisis cor­
porativa de 2002, sin que se extrajeran de ello lecciones significativas) contra lo que 
subyacía en algunos de los mejores papers institucionalistas. Ese error tuvo repercu­
siones muy negativas, al consolidar la ilusión de que esa supuesta estructura institu­
cional eficiente ofrecía cobertura frente a cualquier comportamiento oportunista en 
los mercados y garantizaba la plena transparencia y la rendición de cuentas fiable y 
eficaz (Acemoglu, 2009).

4.	 LA VIRTUD INSTITUCIONAL EN UNA ERA DE DESAPALANCAMIENTO 
FINANCIERO

La argumentación contenida en el apartado anterior no anula en absoluto un 
planteamiento que es esencial en los enfoques neoinstitucionales: que en presencia 
de una urdimbre de instituciones ineficientes es impensable un proceso de creci­
miento sólido a largo plazo. La virtud institucional constituye, junto a la capacidad 
innovadora, la suficiente dotación de capital humano y la existencia de mecanismos 
eficaces para la cohesión social, un factor explicativo de primera magnitud del pro­
greso económico, según las modernas teorías del crecimiento.

Lo que la experiencia reciente ha hecho evidente es que esa realidad fundamen­
tal puede quedar enmascarada por la presencia de lo que cabría considerar «anoma­

7  La cita está recogida de Krugman (2003).
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lías» que tomen la forma de vías de escape. Y la más obvia de tales anomalías es el 
sostenimiento de la actividad económica en expansión sobre el endeudamiento ma­
sivo. Es decir, una determinada economía puede ser muy poco productiva, escasa­
mente dotada de los elementos de impulso que se acaban de señalar (o carente, de 
algunos de ellos), y a pesar de todo crecer a fuertes ritmos. La palanca financiera po­
sibilitaría durante períodos determinados de tiempo situaciones de ese tipo, que en 
todo caso, se conforman como procesos de huída hacia delante, los cuales en algún 
momento han de experimentar un abrupto final.

Eso es precisamente lo que ocurrió entre 1980 y 2007, es decir, durante los casi 
tres decenios que se han venido denominando no humorísticamente la Gran Mode-
ración, para el conjunto de la economía internacional: entre los dos años menciona­
dos el volumen de activos financieros en circulación pasó de representar, según da­
tos ampliamente aceptados, un 109 % del PIB mundial al 343 %; y eso por lo que se 
refiere a la parte perfectamente publicitada y conocida de esos flujos, pues la crisis 
ha revelado también que una parte muy importante de las operaciones en esos mer­
cados no se registraban ni dejaban rastro documental alguno; de modo que, según 
algunas estimaciones, las operaciones con productos derivados podrían haber alcan­
zado los 600 billones (billón= 1012) de dólares en 20098.

Esa tendencia al sobreendeudamiento se manifestó con particular intensidad en 
los casos de países tan relevantes como el Reino Unido, Japón, Estados Unidos, Ir­
landa o España. La situación española resulta en ese sentido paradigmática: el fuerte 
crecimiento experimentado a partir de 2004 fue compatible con tasas de productivi­
dad bajas, escaso esfuerzo inversor en cambio técnico y deficiencias notabilísimas en 
formación y capital humano. Y junto a todo ello, un conjunto de estructuras que 
junto a algunos elementos virtuosos (en su mayoría relacionados con la integración, 
primero en la CE, y luego en la UEM), ofrece un perfil más bien mediocre. O al me­
nos eso es lo que se deduce de la posición que el país ocupa en los ranking interna­
cionales que ya hemos mencionado. En 2008, en la clasificación de Doing Business 
España ocupaba la posición 49; en el elemento central de GCI —el pilar calidad ins­
titucional—, el 43; y en el índice de «calidad institucional» de GM, un valor de 86,5 
(aceptable pero muy inferior, por ejemplo, a los países escandinavos, todos en torno 
a 100). Aunque más atrás ha quedado expuesta una crítica a los sesgos que suele 
arrastrar la construcción de esos índices, podemos tomar como referencia significa­
tiva que España aparezca en relación con todos ellos en posiciones muy alejadas de 
la que ocupa en el conjunto mundial como economía industrializada; se da además 
la circunstancia problemática de que en la mayoría de esas clasificaciones, la posi­
ción española ha tendido a empeorar entre 1998 y 2008.

A pesar de todo lo anterior, el crecimiento económico fue intenso durante ca­
torce años, gracias al fácil acceso a los flujos abundantes de financiación internacio­

8  Según datos de The Economist, 10-6-2010.
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nal (favorecida por la reputación otorgada por la condición de miembro del club del 
euro). Así, la expansión de la actividad fue compatible con el mantenimiento de ni­
veles de déficit comercial que se movían en el entorno del 10 % del PIB inmediata­
mente antes del estallido de la crisis (Torrero, 2008). No es, por tanto, extraño que 
cuando ésta sobrevino, llevando aparejadas unas condiciones de extrema sequía en 
los mercados de crédito (lo más parecido a la situación de trampa de la liquidez que 
se pudo ver en ocho décadas), afectara de un modo especial a economías como la es­
pañola: sencillamente, el mecanismo básico que en el pasado posibilitó la expansión 
había sufrido un hundimiento total.

Con todas las diferencias que pueda haber, la historia fundamental de la inci­
dencia de la crisis en economías como la británica, la norteamericana o la irlandesa, 
es parecida a la española. Y esa situación no se dibuja como algo meramente coyun­
tural, sino que, más bien, parece proyectarse en tendencias a largo plazo. Podríamos 
estar ante una era de desapalancamiento, en la que confluyan dos tendencias: la sim­
ple reducción cuantitativa de los flujos de capital y el mayor peso de los controles 
sobre los movimientos transnacionales de estos.

En cuanto a lo primero, constituye una necesidad absoluta —si se quiere evitar 
que surjan más pronto que tarde nuevos episodios letales de crisis— deshinchar la 
enorme burbuja formada en los mercados de capitales. Pero no se trata sólo, ni fun­
damentalmente, de la urgencia de un cambio en profundidad y de la voluntad para 
llevarlo a cabo; la experiencia del pasado muestra que después de episodios de crisis 
agudas la respuesta habitual es la reducción, con frecuencia intensa, de la palanca fi­
nanciera de la economía. Según un estudio muy fiable, desde los años treinta se pro­
dujeron 45 episodios de reducción general de los niveles de deuda, de los cuales 32 
siguieron a la explosión de crisis financieras (de los cuales 16 llevaron a contextos de 
amplia austeridad, 8 a episodios de alta inflación y 7 a suspensiones de pagos masi­
vas). Esos procesos se extendieron a lo largo de seis o siete años, y significaron, de 
media, una reducción de deuda en torno a un 25  % (MacKinsey Global Institute, 
2010). Sobre todo ello podría incidir con fuerza la apertura de una dinámica de re­
formas financieras, sean en la dirección de una nueva arquitectura global, o en la 
más probable de las reformas en los sistemas financieros nacionales y la reintroduc­
ción de algún tipo de control de cambios (cuestión impensable antes de la crisis, 
pero a la que ésta ha dado gran verosimilitud: Ostry et al., 2010).

Si estas tendencias, se confirman como parece probable, entonces las expectati­
vas de crecimiento económico se verán sin duda afectadas de un modo significativo. 
Según el estudio que se acaba de citar, en los 32 casos de reducción de deuda que si­
guieron a crisis financieras, se produjeron caídas en la producción durante dos o 
tres años, para luego retomarse un crecimiento que, en una perspectiva de diez años, 
fue significativamente menor que el de los años previos a la crisis. En las circunstan­
cia presentes hay motivos para creer que algo parecido ocurrirá de nuevo: al margen 
de las fluctuaciones que se puedan dar en el corto plazo, la posibilidad de una déca­
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da pérdida en una parte importante del mundo industrializado se perfila como muy 
real. Y en tales condiciones, recupera toda su validez el argumento expresado al co­
mienzo de este apartado, según el cual contar con una estructura institucional efi­
ciente aparece como uno de los tres o cuatro vectores clave para hacer posible el cre­
cimiento y, sobre todo, que éste se autosostenga en el tiempo.

Las batallas que se están fraguando entre mercados y políticas —de las que ha­
blaremos en el siguiente apartado— dejarán paisajes económicos en los que la con­
fianza en las instituciones serán más importantes que nunca para el buen funciona­
miento de las economías de mercado (Arias y Costas, 2011). Y en ese terreno 
tendrán enorme ventaja aquellas economías que dispongan de sistemas incuestiona­
bles de revelación y registro de información; mantengan modelos legales y judiciales 
confiables; gocen de burocracias eficaces y redes de procedimientos administrativos 
que agilicen y den seguridad a las transacciones económicas; sean capaces, en medio 
de las dificultades producidas por situaciones que serán frecuentemente cambiantes 
e inesperadas, de dar la seguridad de moverse por criterios que vayan más allá del 
puro oportunismo o cortoplacismo; o demuestren que sus procesos de formación 
de políticas —y la relación de éstas con los mercados— están bajo estricto escrutinio 
y a la vista de todos. En suma, es razonable hacer la doble conjetura de que en aque­
llos países donde exista toda una red de instituciones eficientes: 

a)	 El conjunto de la economía presentará bases más sólidas para el crecimiento, 
en circunstancias en que ello puede ser capital, dadas las dificultades o sim­
ple imposibilidad de seguir sustentando la expansión en la renovada burbuja 
del endeudamiento.

b)	 Las políticas económicas multiplicarán sus posibilidades de dar resultados 
positivos en relación con los objetivos buscados.

5.	 POLÍTICA ECONÓMICA, INSTITUCIONES Y MERCADOS
(ANTES Y DESPUÉS DE LA GRAN RECESIÓN)

La segunda cuestión que examinaremos en este trabajo es el modo en que la re­
ciente crisis ha podido afectar al papel de las instituciones en los procesos de defini­
ción de la política económica, o dicho de otro modo, a los argumentos y decisiones 
prácticas relativas a la construcción de un sistema de instituciones básicas que me­
dien en la relación entre políticas y mercados.

A propósito de esto es de gran importancia recordar que el período que va de 
1980 a 2007 fue ante todo una época de triunfo de los mercados financieros globa­
les. Estos mercados de enorme dimensión y muy sofisticados, ajenos a los viejos me­
canismos de control y regulación, y prácticamente globalizados, se convirtieron des­
de luego en un factor estructurante del conjunto de la economía; pero, además, 
acabaron por ser un elemento central en los procesos de definición de las políticas 
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públicas: la relación básica entre las políticas y los mercados ha experimentado un 
cambio histórico en las últimas décadas (lo que ha acabado por estructurar uno de 
los principales aspectos de la moderna globalización).

Esa nueva relación viene marcada por un hecho fundamental: los mercados de 
capital tienen una enorme capacidad de influir en la formación de la agenda política 
de los Estados, quedando constreñida esta última por una auténtica camisa de fuer­
za. Quiere decirse que, de algún modo, el desarrollo de los mercados globales habría 
puesto fin a la vieja noción de soberanía nacional en lo que tiene que ver con la defi­
nición de las políticas macroeconómicas. En ese orden de cosas, los mercados no so­
lamente se muestran como omnipotentes, sino que también, y fundamentalmente, 
son entes considerados omniscientes. Es decir, se asume que los operadores de los 
mercados financieros tienen una enorme capacidad no sólo para captar todo tipo de 
señales que emiten los policy makers en cualquier lugar del mundo, sino también 
para responder de inmediato a esas señales. Todo lo cual descansa, naturalmente, 
sobre el supuesto de la virtud institucional de esos mercados; es decir, se asume que 
se mueven en un mundo en el que las operaciones se registran verazmente, los con­
tratos se resuelven eficazmente, y no existen problemas significativos de informa­
ción. En último término, esos mercados se han concebido durante años como ple­
namente transparentes, de modo que cada uno de los operadores conoce y controla 
sin apenas retrasos lo que hacen los demás; entiéndase que, sin la plena aceptación 
de tal supuesto, el conjunto de esta argumentación resultaría absolutamente inacep­
table. Desde un punto de vista técnico, este conjunto de fenómenos vino posibilita­
do por las posibilidades generadas por la revolución informacional que ha dado ori­
gen a la nueva sociedad de las redes.

En todo lo que tiene que ver con las decisiones macroeconómicas, la concepción 
básica de la política vigente durante los tres últimos decenios, asumía que los merca­
dos todo lo penetran, y todo lo saben interpretar de un modo inmediato y racional. 
Por consiguiente, se considera que las ganancias de bienestar generadas por la políti­
ca pública dependerán crucialmente de su credibilidad, esto es, de que resulte o no 
creíble y creída por los inversores en los mercados de capital. Con ello se cierra la ar­
gumentación relativa a cómo se debe definir la política óptima: sencillamente sería 
aquélla que genera las mayores ganancias de credibilidad —o si se prefiere, reputa­
ción— ante y por parte de los propios mercados. De ese modo, a través de mecanis­
mos precisos de medición —como serían la evolución de los diferenciales de renta­
bilidad de la deuda soberana, o la calificación de ésta por las agencias de rating—, 
los mercados actúan como árbitros para valorar objetivamente la calidad de las polí­
ticas macroeconómicas (Arias y Costas, 2011).

La progresiva consolidación de todo este modelo de formación de políticas trajo 
consigo algunas repercusiones de gran calado: reforzamiento de una idea de política 
de grado cero, es decir, la intervención mínima y lo más neutral posible, sobre todo 
en los ámbitos fiscales, susceptible de recibir la mejor valoración de los mercados; 
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fenómenos de desbordamiento de las políticas nacionales (por ejemplo en materia 
de impuestos); desideologización de la gestión macroeconómica y la consiguiente 
tendencia a la convergencia o igualación de sus criterios básicos; vaciamiento del ni­
vel central de gobierno. Y junto a todo eso, dos cambios institucionales de primera 
magnitud: la independencia de los bancos centrales y la sujeción de distintas políti­
cas —sobre todo las presupuestarias— a un régimen de reglas. Una y otra se confor­
man como «instituciones macroeconómicas esenciales» para reducir los problemas 
de inconsistencia temporal y favorecer las ganancias de reputación (Gollwitzer y 
Quintyn, 2010). Ambos cambios serán examinados en el siguiente apartado.

Pero todo este modelo se ha visto sometido a una presión creciente desde el es­
tallido de la Gran Recesión, debido a que las propias bases fundamentales sobre las 
que se construyó han quebrado al menos en parte (Arias, 2009). En particular, la 
idea de que los mercados financieros globales son omniscientes, infalibles, ha resul­
tado ser una simple superchería, tal y como ya se ha señalado en un punto anterior. 
A partir de ahí, se hace imposible seguir asociando de un modo tan extremo la cali­
dad de las políticas —y la propia idea de política óptima— a las meras respuestas de 
los mercados. Por lo demás, no se puede olvidar la intensa reorientación experimen­
tada por los criterios de política a partir de octubre de 2008, cuando la urgencia de 
«evitar otra Gran Depresión» puso en marcha un conjunto de intervenciones mone­
tarias y, sobre todo, fiscales, que negaban absolutamente el modelo anteriormente 
aceptado como un dogma; a pesar de todas sus consecuencias extraordinariamente 
problemáticas manifestadas a lo largo de 2010 (principalmente, la gran crisis de la 
deuda soberana), el hecho fundamental es que tales intervenciones alcanzaron su 
objetivo principal, y los temores iniciales de hundimiento finalmente no se cumplie­
ron (Blinder y Zandi, 2010). Estamos por tanto ante un vivo proceso de transforma­
ción. Y a pesar de que esa es una historia a la que probablemente aún le faltan varios 
capítulos, y que es muy difícil predecir exactamente cuáles serán las relaciones entre 
política y mercados al final de ella, es evidente que serán diferentes de las que predo­
minaron en el largo período anterior9.

6.	 EL LABERINTO DE LAS REGLAS

Esas tendencias cambiantes en la interacción entre la política económica y los 
mercados de capital, no dejarán de afectar, al menos en algún sentido, a las institu­
ciones que han sido fundamentales para el funcionamiento del sistema de política 

9  La intensidad de ese proceso de cambio dependerá de que las propuestas de reforma de los mercados 
financieros globales avancen en mayor o menor medida. Es obvio que las posibilidades de que las políti­
cas nacionales ganen márgenes efectivos de autonomía, y se liberen en porción significativa de la camisa 
de fuerza impuesta por los mercados, serían mucho mayores si los propios gobiernos controlasen en 
mayor medida a los mercados, y aún más si, como parece posible, se reintroduce una cierta segmenta­
ción de estos.
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económica durante la época de triunfo del capitalismo financiero global. Eso afecta­
rá, por ejemplo, de un modo significativo, a la idea de independencia de la banca 
central: una idea que se extendió con gran fuerza por todo el mundo a partir de 
1990, apoyada en la constatación empírica de que a mayor independencia, la tasa de 
inflación tiende a ser más reducida. No es extraño que, en un tiempo en que el obje­
tivo de referencia de la política era alcanzar una inflación próxima a cero, se genera­
lizaran los cambios en los estatutos de los bancos emisores, siempre hacia una ma­
yor autonomía frente al poder político.

Desde un punto de vista teórico, el razonamiento más usado insistía en que los 
bancos centrales independientes garantizaban una menor inflación, aunque sólo 
sea porque evitan que la política monetaria esté politizada; es decir, que se use con 
simples intenciones de maximización de votos, y por tanto, produciendo sorpresas 
inflacionistas. Simplemente por cortar con tales posibilidades, cualquier norma que 
aumente el grado de independencia operativa, producirá ganancias de credibilidad 
para el banco central y el conjunto de la política monetaria (Cukierman, 1992). 
Pero esta idea presenta también algunos problemas que la reciente crisis ha hecho 
muy visibles. En primer lugar, hay que contar con los problemas de coordinación 
con otras políticas, sobre todo la fiscal, que pueden ser de poca consideración ante 
una concepción de política de grado cero, pero que se harán más consistentes y 
amenazadores si se generalizan las políticas fiscales activas. Y en segundo lugar, está 
el dilema de legitimación democrática que puede haber en ese planteamiento. Pro­
blema que ausente en todo el período anterior, se va manifestando cada vez más 
desde la explosión de la crisis, en una manifestación más de que, en tiempos de di­
ficultad, la economía y la política tienden a mostrarse menos amigables y comple­
mentarias. No es posible, desde luego, afirmar que la tendencia firme de los últi­
mos veinte años a favor de una mayor independencia de los bancos centrales, se 
vaya a desandar a partir de ahora; pero sí se aprecian dudas importantes sobre la 
validez universal de esa propiedad institucional que hasta hace poco tiempo parecía 
inamovible (y la menor obsesión por los objetivos antiinflacionistas ante la amena­
za de deflación que muchos autores van identificando como más real, pudiera con­
tribuir decisivamente a ello).

El otro vector institucional del modelo que asimila política óptima y ganancias 
de credibilidad es el anclaje de la política económica en reglas estrictas. La idea de 
política reglada ha ido apareciendo en la literatura económica de los últimos cua­
renta años como la solución para afrontar distintos problemas. El más influyente de 
esos argumentos es aquel que afirma que sólo mediante reglas conocidas de antema­
no es posible resolver los problemas de incoherencia temporal de las propias políti­
cas (Kydland y Presscott, 1977). En el contexto de este trabajo interesa destacar que 
también los enfoques del nuevo institucionalismo defienden la importancia de las 
reglas y compromisos firmes de política económica, que, en este caso, se conciben 
como un mecanismo necesario para afrontar las graves asimetrías de información y 
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los altos costes de transacción que son típicos de las transacciones políticas. El único 
modo de reducir el elevado componente de oportunismo y aprovechamiento de 
todo tipo de ventajas (informativas o de otro tipo) por parte de los sujetos políticos 
es someterlos a reglas estrictas, perfectamente publicitadas y conocidas por todos 
(Dixit, 1996). De ese modo, las reglas se erigen como una importante fuente de ga­
nancias de credibilidad (y en último término, también de estabilidad) en el conjunto 
del juego político, al ofrecer un marco predecible y, por tanto, más seguro, para los 
interlocutores políticos y para el conjunto de los sujetos económicos.

La influencia práctica de la opción de reglas durante el período 1980-2007 tal 
vez no estuvo a la altura de su presencia en los debates teóricos, pero no hay duda 
de que acabó por ser decisivo en la formación de determinadas políticas en algunos 
países. La versión más extrema se registró en Argentina durante los años noventa, 
cuando el currency board sobre la propia divisa (que estableció su plena convertibi­
lidad con el dólar) actuó como una auténtica macrorregla del conjunto de la políti­
ca económica, convirtiendo en pasivas las políticas monetaria y fiscal nacionales. 
También países como Nueva Zelanda introdujeron esa opción, aunque de un 
modo más sutil.

Más frecuente fue el establecimiento de reglas no para el conjunto de políticas, 
sino para algunas específicas; sería el caso del uso creciente de la llamada regla de 
Taylor para las políticas monetarias a partir de finales de los años noventa. Pero fue 
en lo relativo a las políticas presupuestarias donde ese tipo de anclaje o autorrestric­
ción tuvo más trascendencia y aplicación generalizada. El caso más importante es el 
de las reglas de Maastrich, luego proyectadas en el Plan de Estabilidad y Crecimien­
to, como pilar central constitutivo de la UEM; hasta la llegada de la crisis, esas reglas 
pasaron por algunos momentos de dificultad e incumplimientos generalizados, pero 
sin duda tuvieron efectos positivos en términos de convergencia nominal y estabili­
dad macroeconómica.

A lo largo de los últimos años se están produciendo algunos cambios importan­
tes en relación con este asunto, de modo que la propia idea de política reglamentada 
ha quedado perdido en un verdadero laberinto. Son varias las razones que llevan 
ahora a poner en cuestión, al menos en parte, esa idea. En primer lugar, ya en el pe­
ríodo anterior sus aplicaciones más dogmáticas, aquellas que como la convertibili­
dad argentina trataban de embridar del modo más estricto el conjunto de la política 
económica, fracasaron espectacularmente y trajeron consigo graves consecuencias 
económicas, políticas y sociales. En contraposición, es verdad que las versiones me­
nos extremas (fijación de normas con márgenes para las políticas fiscales y moneta­
rias) dieron en ese periodo resultados más que aceptables.

En segundo lugar está una cuestión capital: la crisis ha traído algunas noveda­
des problemáticas al debate sobre las reglas; novedades no absolutas, pues se co­
nocen precedentes de ambas cosas, y de cierta importancia, en el período de ex­
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pansión; ahora, sin embargo es cuando han alcanzado una mayor trascendencia. 
En todos los debates anteriores había ocupado un lugar secundario la cuestión de 
qué ocurriría en el caso de que estuvieran en vigor reglas que sin embargo, en la 
práctica, se incumplieran sistemáticamente. Pues bien, esa exactamente fue la si­
tuación a partir del otoño de 2008: las principales reglas formales que habían esta­
do operativas en numerosos países, como elementos estructurantes decisivos de 
sus políticas, registraron incumplimientos de enorme dimensión e importancia. 
En particular, las normas europeas del Pacto de Estabilidad registraron un fracaso 
absoluto, sobre todo las más importantes, referidas al déficit público y la deuda 
(alcanzando, en algunos casos, ratios sobre PIB que multiplicaban por cinco el lí­
mite formal); ese fracaso condujo a que las reglas quedaran suspendidas durante 
varios años, iniciándose a partir de ahí un largo y difícil proceso para volver a un 
cumplimiento generalizado, que trae consigo dificultades económicas y sociales de 
todo tipo, y cuyo final no es fácil por el momento predecir. Y aunque mucho me­
nos conocido, cabe consignar también que éstas no han sido las únicas reglas in­
cumplidas del Pacto de Estabilidad en los últimos años; tampoco la prohibición 
explícita de no rescatar a un país concreto de la UEM se ha respetado: la operación 
de bail-out a Grecia en mayo de 2010 es una contundente transgresión de esa pro­
hibición.

No se puede por tanto esquivar la cuestión de qué gana en realidad la política 
económica cuando está basada en reglas que se incumplen de un modo sistemático 
(o de forma muy intensa en determinados momentos). Elinor Ostrom ha afirmado 
que «las reglas que no se hacen cumplir son mera palabrería» (Ostrom, 2009); usan­
do el argumento que ha sido capital en la moderna teoría de la política económica, y 
que asocia reglas a ganancias de credibilidad, parece lógico constatar que esa asocia­
ción se dará en el supuesto de que sean cumplibles y efectivamente se cumplan; pero 
si no es así, no hay duda de que lo que se producirá serán pérdidas netas de credibi­
lidad. La experiencia reciente está, por tanto, muy lejos de constituir una mera anéc­
dota para los debates entre partidarios de reglas y discrecionalidad.

Lo que en realidad ocurre es que, también en relación con este asunto, estamos 
ante un escenario nuevo. A partir del otoño de 2008 se reveló, como nunca antes, el 
verdadero carácter e intensidad del dilema de las reglas: con todas las ventajas que 
puedan traer consigo, incorporan también una cara oscura, la de renunciar a la res­
puesta flexible que pudiera ser imprescindible para afrontar circunstancias econó­
micas o shocks inesperados sobre la marcha de la economía. Tras la caída de Lehman 
Brothers, eso fue exactamente lo que ocurrió, a partir de lo cual cabe preguntar: si 
ante el riesgo real de caída en una nueva Gran Depresión, ¿debería considerarse 
como responsable cualquier estrategia política consistente en el mero cumplimiento 
estricto de las reglas establecidas? En el caso de la eurozona, se estima mayoritaria­
mente que cumplir las reglas de déficit y deuda acuñadas en el Pacto de Estabilidad 
durante la primavera de 2009 hubiera sido equivalente a un suicidio económico. Y 
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ese juicio sigue siendo válido a pesar de que dos años más tarde se conocieran tam­
bién los enormes costes de romper con ese modelo.

Hay un tercer aspecto que conviene tener en cuenta para un replanteamiento del 
mecanismo institucional de las reglas de política económica: su buen funcionamiento 
—como ocurre también con la otra institución que hemos destacado, la independen­
cia de la banca central— requiere algunos consensos básicos en las esferas política y 
social. Esos consensos efectivamente se dieron en lo fundamental entre 1990 y 2007, 
pero a partir de la crisis se han roto. Han sido innumerables las manifestaciones de 
ello, sobre todo referidas a cuáles deben de ser ahora las prioridades centrales de la 
política y el modo de afrontar el dilema fundamental que se va dibujando de cara al 
futuro próximo entre dos opciones incompatibles: ajuste y austeridad, frente a lucha 
activa contra el estancamiento (cuestión ante la cual ya cabe consignar diferencias 
importantes en las percepciones sociales, y también en las reacciones de los diversos 
gobiernos, y probablemente ello se mantendrá así, o agravará, en los próximos años). 
La elección de cualquiera de esas dos opciones llevará aparejada una preferencia dis­
tinta ante la alternativa de reglas frente a flexibilidad.

Es decir, todos los datos apuntan a que los principales mecanismos instituciona­
les del modelo político económico anteriormente vigente están ahora, si no en proce­
so de cambio irreversible, sometidos a grandes interrogantes, de modo que se hace 
imposible hoy defender su validez y aplicación práctica universales, tal y como se ha­
cía hasta no hace mucho tiempo. Más probablemente, la elección entre régimen de 
reglas o discrecionalidad política se verá ahora más como un dilema —un dilema la­
beríntico—, con ventajas e inconvenientes, ante lo cual lo más razonable sería buscar 
caminos intermedios entre la virtud institucional de lo estable y predecible y la que se 
deriva de la respuesta adaptativa y flexible10, caminos que en ningún caso serán fáciles 
de definir y hacer operativos11.

7.	 CONCLUSIÓN

Como ocurre también con otros importantes aspectos de la vida económica y 
política, el paso de la catastrófica crisis financiera reciente no dejará de afectar a la 

10  En su análisis de las reglas desde su enfoque de costes de transacción, A. Dixit propuso un modelo 
teórico muy interesante para la alternancia entre los dos regímenes (períodos de flexibilidad y períodos 
con vigencia de reglas), con fases de transición entre ambos (Dixit, 1996).
11  En el caso fundamental de las reglas fiscales, la única solución que parece posible es la exigencia del 
cumplimiento de las reglas no para cada ejercicio presupuestario, sino con una orientación a medio pla­
zo marcada por la duración del ciclo. En el caso de las normas de la UEM, las reformas para corregir los 
(leves) incumplimientos de 2003-2004, fueron en esa dirección. En cambio, el paquete de reforma de 
septiembre de 2010 caminaba en la dirección opuesta, la de hacerlas más rígidas haciendo más visibles 
las sanciones a los países incumplidores: recibida con amplio escepticismo, será necesario que pase un 
cierto tiempo para comprobar si esa reforma es efectiva.
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visión que destaca la importancia económica de las instituciones y que durante los 
últimos veinte años se ha ido haciendo cada vez más influyente. En los apartados 
anteriores hemos ido constatando tres líneas principales de incidencia. En primer 
lugar, se ha señalado que, a diferencia de lo que ocurre con algunos de los supuestos 
principales del pensamiento macroeconómico y financiero dominante, los supues­
tos teóricos de la llamada nueva economía institucional en su versión northiana de­
bieran verse reafirmados.

Sin embargo, serán inexcusablemente revisadas algunas de sus consecuencias 
prácticas. Nos referimos sobre todo al sesgo sistemático de muchos análisis y estu­
dios empíricos que han centrado los efectos nocivos de la insuficiencia institucional 
en los países emergentes, dando en gran medida por bueno que los países desarrolla­
dos, y sobre todo los anglosajones, poseían una serie de instituciones eficientes (que 
eran en realidad un espejo obligado para todos los demás). Este hecho ha podido ser 
en sí mismo un factor que contribuyó al origen de la crisis, por contribuir a la crea­
ción de una mentalidad de vivir en un mundo económico plenamente racional y efi­
ciente, que a la postre ha resultado letal.

En segundo lugar, no es contradictorio con lo anterior afirmar que las repercu­
siones prácticas del institutions matter —convenientemente reorientadas— tendrán 
durante la próxima década más trascendencia que en el pasado. El proceso de fuerte 
desapalancamiento financiero que es en gran medida inevitable llevará a que desta­
quen con más fuerza las verdaderas fuentes del crecimiento sostenido y estable. Y 
entre esas fuentes figura desde luego el contar con estructuras institucionales virtuo­
sas que permitan reducir el valor de los costes de transacción, la incertidumbre y el 
riesgo especulativo sistémico.

Y en tercer lugar, en el ámbito de la política económica es posible atisbar tam­
bién algunos cambios de entidad. El propio modelo básico que asimilaba estricta­
mente la idea de calidad de una política a las ganancias de credibilidad que se deri­
ven de ella, ha entrado en crisis. Y lo mismo ocurre, como es lógico, con las 
mecanismos institucionales básicos de ese modelo. La independencia de los bancos 
centrales y, sobre todo, la alternativa de reglas (frente a la discrecionalidad) para la 
formulación de las políticas, son instituciones centrales que se muestran en plena re­
visión, principalmente a partir de los incumplimientos sistemáticos y de gran enti­
dad cuantitativa que han experimentado las principales reglas vigentes a partir, y 
como consecuencia, de la explosión de la crisis.



XOSÉ CARLOS ARIAS

198

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

Acemoglu, D. (2009): «The crisis of 2008: 
structural lessons for and from economics», 
CEPR Policy Insight 28.

Akerlof, G.A. y Shiller, R.J. (2009): Animal 
Spirits, How Human Psychology Drives the 
Economy, and Why it Matters for Global Ca-
pitalism, Princeton University Press.

Arias, X.C. (1998): «Reformas financieras en 
América Latina, 1990-1998», Desarrollo Eco-
nómico, 39, 155: 361-384.

——— (2009): «La crisis de 2008 y la naturaleza 
de la política económica», DT 04/09, IAES, 
Universidad de Alcalá.

———  (2010a): «Crisis financiera y política 
económica: el regreso de la historia», Ola fi-
nanciera, México D.F, 6: 33-64.

——— (2010b). «Fallo sistémico y pensamien­
to macroeconómico», Mediterráneo econó-
mico, 18.

Arias, X.C. y Costas, A. (2011): La torre de la 
arrogancia. Políticas y mercados después de la 
tormenta, Ariel, Barcelona.

Bebchuk, L.A.; Cohen, A. y Spamann, H. 
(2009): «The Wages of Failure: Executive 
Compensation at Bear Stearns and Lehman 
2000-2008», Harvard Law School Discussion 
Paper 657.

Blinder, A. y Zandi, M. (2010): «How the 
Great Recession Was Brought to an End», 
(http: //www.economy.com/mark-zandi/do­
cuments/End-of- Great-Recession.pdf.)

Burki, J. y Perry, G.E. (1998): Beyond the Was-
hington Consensus: Institutions Matter. World 
Bank, Washington D.C.

Colander, D. et al. (2009): «The financial Crisis 
and the Systemic Failure of Academic Econo­
mics», Department of Economics Discussion 
Paper, University of Copenhagen.

Cukierman, A. (1992): Central Bank Strategy, 
Credibility and Independence, The MIT Press, 
Cambride-Mass.

Dixit, A.K. (1996): The Making of Economic Po-
licy, The MIT Press, Cambridge-Mass.

Denzau, A. T. y North, D.C. (1994): «Shared 
Mental Models: Ideologies and Institutions». 
Kyklos, Vol. 4: 3-31.

Elster, J. (1979): Ulysses and the sirens. Studies 
in Rationality and Irrationality, Cambridge 
University Press, Cambridge.

———  (2009): «Excessive Ambitions», Capita-
lism and Society, 4, 2, 1, Berkeley.

Gollwitzer, S. y Quintyn, M. (2010): «The 
Effectiveness of Macroeconomic Com­
mitment in Weak(er) Institutional Environ­
ments», IMF Working Paper 10/193.

Johnson, S. y Kwak, J. (2010): 13 Bankers. The 
Wall Street Takeover and the Next Financial 
Meltdown, Pantheon Books, New York.

Kaufmann, D. (2009): «Corruption and the 
Global Financial Crisis», Forbes, january, 27.

———  (2010): «Breaking the Cycle of Crime 
and Corruption», Brookngs Institution, 14-4.

Kirman, A. (2009): «Economic theory and the 
crisis», voxeu, November.

Krugman, P. (2003): The Great Unraveling. Lo-
sing Our Way in the New Century, Norton, 
New York.

———  (2010): «The Mortgage Morass», The 
New York Times, 14-10-2010.

Kydland, F. y Presscott, E.C. (1977): «Rules Ra­
ther than Discretion: The Inconsistency of Op­
timal Plans», Journal of Political Economy, 85,3.

La Porta, R. et al. (1996): Law and Finance, 
NBER Working Paper 5661, july.

——— (2002): The Guarantees of Freedom, Yale 
International Center for Finance, WP 02-05.

Lucas, R. (2003): «Macroeconomic Priorities», 
Presidential Address of the American Econo­
mic Association.

Mckinsey Global Institute (2010): Debt and 
deleveraging: The global credit bubble and its eco-
nomic consequences, January, Washington D.C.

North, D. (1990): Institutions, Institutional 
Change and Economic Performance. Cambrid­
ge University Press. Cambridge (v.e., FCE, 
México)

——— (2005): Understanding the Process of Eco-
nomic Change, Princeton University Press.

Ostrom, E. (2009): «Las reglas que no se hacen 
cumplir son mera palabrería», Revista de Eco-
nomía Institucional, 11, 21.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS



INSTITUCIONES, MERCADOS Y POLÍTICAS A LA LUZ DE LA GRAN RECESIÓN

199

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

Ostry, J. D. et al. (2010): «Capital Inflows: The 
Role of Controls», IMF Staff Position Note, 
February.

Skidelsky, R. (2009): Keynes, the Return of the 
Master, Penguin Books, Allan Lane.

Torrero, A. (2008): «La crisis de la economía 
española», DT 08, IAES, Universidad de Al­
calá de Henares.

World Bank Group (2009): Doing Business, 
2009. Washington D.C.



Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

El análisis económico del derecho 
en la encrucijada

El análisis económico del Derecho se ha desarrollado enormemente en los últimos veinte 
años y se ha convertido en una especialidad muy influyente en el análisis de cuestiones jurí-
dicas. Es un instrumento muy útil para los economistas en el diseño de reformas y de pro-
gramas de desarrollo económico, en los que las instituciones, el derecho y la administración 
de justicia desempeñan un papel mucho más importante que en el pasado. Al ser una disci-
plina viva, confluyen en ella diversas concepciones y métodos, como el análisis económico 
del derecho conductista, la economía institucional, estudios empíricos de análisis económi-
co del derecho, etc., que ofrecen un marco tan interesante como complejo de esta disciplina.

Zuzenbidearen azterketa ekonomikoa izugarri garatu da azken hogei urteetan, eta eragin han-
diko espezialitate bihurtu da gai juridikoen azterketan. Ekonomistentzat oso tresna erabilgarria 
da garapen ekonomikoko programa eta erreformak diseinatzeko, erakundeek, zuzenbideak eta 
justizia-administrazioak iraganean baino askoz zeregin garrantzitsuagoa dutela bertan. Gai bi-
zia denez, hainbat ikuskera eta metodo batzen dira bertan, esaterako zuzenbide konduktistaren 
azterketa ekonomikoa, ekonomia instituzionala, zuzenbidearen azterketa ekonomikoari buruzko 
azterlan enpirikoak, etab. Horiek guztiek gai horri buruzko eremu interesgarri bezain konplexua 
eskaintzen dute.

Law and Economics (L&E) has grown considerably over the last twenty years and has 
become one of the most influential approaches in the analysis of legal issues; L&E has also 
become a very useful tool for economists in designing reforms and economic development 
programs, in which the role of institutions, law and administration of justice have come to 
play a greater role than in the past. As a live discipline, various approaches and methods 
converged in it: behavioral law and economics, institutional economics, experimental law 
and economics ... featuring a very interesting and complex framework of this discipline.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Han transcurrido veinte años desde que la revista Información Comercial Espa­
ñola publicó un número monográfico con el título general Economía del derecho. 
Uno de los autores de este artículo —el de más edad como es fácilmente imaginable, 
es Francisco Cabrillo— publicó en dicho número un trabajo titulado «Una nueva 
frontera, el análisis económico del derecho» (Cabrillo, 1990) en el que se presentaba 
un panorama global de una disciplina que por entonces, era muy poco conocida en 
España. Aunque lo sustancial de aquellas reflexiones sigue siendo válido, en nuestra 
opinión, el análisis económico del derecho (AED) ha tenido un desarrollo tan gran­
de —tanto del punto de vista cuantitativo como del cualitativo— que puede resultar 
interesante volver a hacer un análisis general de su evolución y de los problemas que 
hoy plantea. Este es el objetivo principal de este artículo, que —como aquel de hace 
veinte años— incluye los planteamientos críticos a la que ha sido la corriente domi­
nante del AED en las últimas décadas. Es interesante señalar que, algunas de las po­
lémicas que entonces plantearon, siguen vivas en términos muy similares a los de 
entonces. En otros casos se ha producido un cambio de enfoque en debates no tan 
diferentes de lo que, a primera vista, podría parecer. Si en la década de los ochenta 
se discutió sobre la pretensión del AED al estilo Posner (Posner, 1978 y 1993) de 
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convertir la maximización de la riqueza en el objetivo fundamental de la política le­
gislativa y de la jurisprudencia, dejando de lado problemas de equidad y de distribu­
ción de la renta, hoy esas mismas cuestiones han surgido en el marco de nuevos en­
foques como el del análisis económico del derecho conductista1.

Pero el cambio más importante ha sido, sin duda, el cuantitativo. Como vere­
mos en una sección posterior, el AED ha experimentado un gran crecimiento en los 
últimos veinte años y se ha convertido, por una parte, en el enfoque que más in­
fluencia ha tenido en los Estados Unidos, en el análisis de cuestiones jurídicas; y, por 
otra, en un instrumento muy útil para los economistas en el diseño de reformas y de 
programas de desarrollo económico, en los que el papel de las instituciones, el dere­
cho y la administración de justicia han pasado a desempeñar un papel mucho más 
importante que en el pasado.

La reflexión de los economistas sobre el mundo del derecho no es algo nuevo. 
En los orígenes de la economía política, el análisis de las normas e instituciones que 
regulaban el funcionamiento de los mercados ocupaban un lugar fundamental en 
las preocupaciones de quienes se dedican a su estudio. La obra de Adam Smith es un 
caso ejemplar en esta manera de abordar los problemas económicos, pero otros mu­
chos autores también podrían ser mencionados como es el caso de J.S. Mill o unos 
años más tarde Marshall. Sin embargo, la creciente tecnificación y formalización del 
análisis haría que el estudio de este tipo de problemas fuera paulatinamente abando­
nado por las corrientes dominantes de la ciencia económica. Excepción importante 
fueron, sin duda, los historicistas y los institucionalistas norteamericanos, pero lo 
cierto es que fracasaron en sus intentos de dar una nueva orientación a la Economía.

Por el contrario cuando aparece el análisis económico del derecho por los años 
sesenta, una de sus principales características es la definición clara del método. No 
se trataba de intentar buscar nuevas respuestas a los problemas, tradicionalmente 
planteados por la teoría económica, como la asignación de recursos o las formas de 
mercado, sino de explicar cuestiones que durante muchos años habían quedado al 

1  En toda disciplina joven que se ha creado y desarrollado en un ámbito cultural y lingüístico diferente, 
resulta, a menudo, difícil encontrar palabras o expresiones en el idioma propio para designar determi­
nados conceptos modelos o métodos de análisis. Este es el caso, sin duda, de la materia objeto de este ar­
tículo. En algunos casos, existen ya fórmulas de aceptación bastante general. Es el caso del concepto 
«Law and Economics» que se traduce como «Análisis Económico del Derecho» y no como «Derecho y 
Economía». Pero en otros casos, la traducción es más difícil y quien escribe en lengua española se ve 
obligado a crear nuevos términos. En nuestro caso utilizaremos las siguientes traducciones: 
— �Behavioral Law and Economic se traduce como: Análisis económico del derecho conductista; pero 

también podría ser traducido como: Análisis Económico del derecho del comportamiento, por estar 
ya bastante aceptada la traducción de Behavioral Economics como Economía del comportamiento, 
aunque podrían plantearse objeciones a esta expresión.

— Empirical Legal Studies: Estudios jurídicos empíricos.
— Empirical Law and Economics: Estudios empíricos de análisis económico del derecho.
— Endowment Efffect: Efecto posesión.
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margen del análisis económico como la eficiencia de las instituciones y de las nor­
mas jurídicas.

Son hoy de general aceptación los términos «viejo» y «nuevo» AED para desig­
nar los dos periodos más relevantes en el desarrollo moderno de esta disciplina. Con 
la expresión viejo AED se hace referencia a los trabajos que, con anterioridad a 1960, 
se realizaron —principalmente en la Universidad de Chicago— para estudiar, desde 
el punto de vista de la teoría económica, un número limitado de problemas jurídi­
cos, con especial relevancia para el funcionamiento de los mercados. Se trata de 
campos como el derecho de sociedades, el derecho de defensa de la competencia y 
diversas cuestiones referidas a la regulación de la actividad económica.

Se suele considerar 1960 como el punto de partida del nuevo AED porque en di­
cho año se publicó el artículo de Ronald Coase, «El problema de coste social» en el 
que no sólo se sentaban las bases de la teoría económica de los derechos de propie­
dad, sino que también se abrían nuevas vías para aplicar el análisis económico a un 
conjunto de cuestiones jurídicas mucho más amplio. Un año despúes, en 1961, apa­
reció el artículo de Guido Calabresi «Algunas ideas sobre la distribución de riesgos y 
el derecho de daños» que fue el inicio de uno de los campos en los que mayor nú­
mero de trabajos se han publicado en el ámbito del AED: accidentes y responsabili­
dad civil. Y siete años más tarde, en 1968, Gary Becker publicó su trabajo Delito y 
Castigo: un enfoque económico, en el que aplicaba la teoría de la elección racional al 
estudio del comportamiento de los delincuentes.

En poco tiempo, por tanto, el campo de AED se había ampliado de forma nota­
ble y se habían estableciendo los fundamentos para el desarrollo de esta disciplina a 
lo largo de los siguientes decenios.

2.	 SITUACIÓN ACTUAL DE ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO

El AED goza en la actualidad de gran predicamento en Estados Unidos tanto en 
la academia, como en la profesión legal, y alcanza a las opiniones judiciales que utili­
zan las teorías del análisis económico del derecho con regularidad. En este sentido, 
es importante destacar que las escuelas de derecho más importantes de EE.UU. y los 
departamentos de Economía de las universidades de mayor prestigio ofrecen cursos 
de análisis económico del derecho así como la posibilidad de formarse en este cam­
po dentro de los propios departamentos.

A día de hoy, es difícil establecer un ranking sobre las escuelas de derecho más 
prestigiosas en AED en Estados Unidos, precisamente por su proliferación en las 
mejores facultades de Derecho. No en vano, Anthony Kronman, ex decano de la Fa­
cultad de Derecho de la Universidad de Yale y muy crítico con esta doctrina ha se­
ñalado que «el movimiento intelectual que más influencia ha tenido en el mundo 
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académico de la ciencia jurídica en la última parte del siglo xx es el Análisis Econó­
mico del Derecho». En este sentido, conviene señalar que en 2005 cuando se hizo la 
lista de los juristas más importantes de América, divididos entre académicos, jueces 
y expertos, de los ocho académicos más relevantes, tres de ellos (Richard Epstein, 
Lawrence Lessig y Cass R. Sunstein) han escrito importantes artículos del AED. De 
los ocho jueces, dos (F. Easterbrook y R. Posner) son figuras prominentes en el ám­
bito de AED y otros dos (Alex Kozinski and Antonin Scalia) tienen un buen conoci­
miento de esta disciplina y utilizan sus métodos.

Por citar alguna de las escuelas relevantes que cuentan con el profesorado más 
prestigioso en AED, señalaremos la de la Universidad de Chicago, que tiene entre 
sus profesores a jueces de la talla de Richard A. Posner y a economistas como Ro­
nald Coase y Gary Becker (ambos premios Nobel de Economía, en 1991 y 1992 res­
pectivamente); la Universidad George Mason que incluyó durante mucho tiempo 
entre su profesorado al laureado Nobel Vernon Smith y cuenta con economistas 
como Gordon Tullock; o la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard que 
cuenta con figuras tan relevantes en este campo como Steve Shavell o Louis Kaplow. 
También en las universidades de la costa oeste, destaca Cass Sunstein en la Universi­
dad de Standford en la que también enseña Mitchell Polinsky, o Berkeley que cuenta 
con figuras como Robert Cooter.

En este proceso de consolidación, se ha producido una progresiva preeminencia 
estadounidense en la disciplina frente a otros continentes, especialmente en Europa 
que dista mucho de haber terminado, y todo parece indicar que esta distancia no va 
a dejar de aumentar en los próximos años. En Europa, el AED se empezó a expandir 
de manera progresiva, inicialmente a través de escuelas alemanas, pero a día de hoy 
no puede considerarse una corriente doctrinal muy relevante en el ámbito del dere­
cho y tampoco ocupa un lugar preeminente en los departamentos de Economía de 
sus universidades. Es cierto que cuenta con algunas revistas relevantes en la materia 
como, la International Review of Law and Economic, el European Journal of Law and 
Economics o la Review of Law and Economics. Pero a diferencia de las principales re­
vistas norteamericanas, éstas no cuentan con el apoyo de las universidades europeas. 
No se trata de una mera percepción dentro del ámbito académico sino que la evi­
dencia empírica avala estas afirmaciones.

En este sentido, un estudio llevado a cabo por Garoupa y Ulen (2008) sirve para 
resaltar que existe una probabilidad muy alta de que los artículos de algunas de las 
revistas más relevantes en Estados Unidos (como The Harvard Law Review o Yale 
Law Review) tengan un contenido de AED, pero no ocurre lo mismo en las revistas 
interdisciplinarias de Reino Unido (Oxford Journal Legal Studies, por ejemplo).

Del mismo modo, un estudio de Gazal-Ayal, O. (2007) sobre la preeminencia 
del AED en Estados Unidos y en Israel pone de relieve, primero, que hay una proba­
bilidad siete veces mayor de que los economistas se dediquen a esta disciplina que de 
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que lo hagan los juristas, y sobre todo, y lo que es más relevante, que la proporción 
de juristas americanos, canadienses e israelíes que se dedican al AED es mucho ma­
yor que la de los juristas europeos2.

Es también ilustrativo señalar que, a pesar de que en la actualidad existen pro­
gramas sobre AED —entre los que destaca el EMLE (European Master Porgram in 
Law and Economics) en el que participan las universidades líderes en esta disciplina y 
que lleva en funcionamiento desde 1990, o el Máster Universitario en Análisis Eco­
nómico del Derecho organizado por la Fundación Ortega y Gasset en España desde 
hace más de 10 años— lo cierto es que en Europa (a excepción de Holanda) existen 
muy pocas cátedras de AED. En este mismo sentido, sólo la Bar-Ilan, Universidad 
de Israel, cuenta con una colección de working papers sobre AED, mientras que en 
Estados Unidos las treinta mejores escuelas de derecho cuentan con su propia colec­
ción de working papers en esta disciplina.

No está claro cuáles son las causas que explican el diferente éxito en el desarrollo 
y utilización del AED en Estados Unidos y Europa; y lo más probable es que no exis­
ta una única explicación de este fenómeno, sino que varias de las razones expuestas 
por diferentes autores sirvan para comprender el diferencial existente. Una de las 
explicaciones más comunes es de carácter político, en el sentido de que Estados Uni­
dos ha sido más receptivo hacia el libre mercado que Europa; y en tanto que el AED 
es percibido como la versión legal del mercado libre o de la economía de la Escuela 
de Chicago, tendría sentido que esta disciplina hubiera tenido un mayor acogimien­
to en el nuevo continente. Sin embargo, tal y como señalan Garoupa y Ulen, este ra­
zonamiento olvida el hecho de que la mayoría de las escuelas de derecho estadouni­
denses distan mucho de tener una ideología política conservadora sino que más bien 
están orientadas ideológicamente hacia la izquierda. De hecho, esta misma afirma­
ción se puede hacer de la gran mayoría de las escuelas de derecho europeas. Tam­
bién suele aducirse que la recepción del AED ha sido mayor en los países de common 
law que en los de tradición continental, lo que serviría de fundamento para com­
prender el diferencial entre continentes. La propia conformación del common law 
demandaría la creación de una teoría unificadora que serviría para cubrir «el sitio» 

2  Ver cuadro donde se analiza el número de publicaciones, en términos reales y ponderado por población, 
relacionadas con el AED entre 2003-2005 diferenciando por formación y por lugar geográfico de procedencia.

Número de autores participantes Por cada 10.000 habitantes

Población Derecho Economía Otros Derecho Economía Otros

EE.UU. 299.093.237 94 270 18   3,14   9,03 0,60

Canadá   32.251.238   5   21   1   1,86   6,51 0,31

Israel     7.109.929 22   13   0 30,94 18,28 0

Europa* 400.369.441 32 204   9   0,80   5,10 0,22

Otros   8   63   0

* Incluye los países de la UE hasta el 2004 más Suiza y Noruega.
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que en el sistema continental ocupan los códigos y la doctrina jurídica, al mismo 
tiempo que se señala que en esos países (Alemania, Francia, Italia y España) los le­
gisladores suelen estar más interesados en cuestiones distributivas que no de eficien­
cia, y por tanto, tendría en ellos una peor acogida la concepción y métodos del AED. 
Ahora bien, esta explicación plantea algunos problemas como por qué no ha triun­
fado el análisis económico del derecho en Reino Unido o la India (cuna del common 
law y el país más grande de esta tradición respectivamente) y, sin embargo, ha teni­
do un desarrollo exponencial en Israel. Del mismo modo, no parece que tenga mu­
cho fundamento pensar que los legisladores tienen menos interés que los jueces a la 
hora de razonar en términos de eficiencia cuando los primeros analizan en términos 
de coste-beneficio las actuaciones de su mandato con el fin de ser reelegidos.

En el caso específico de los Estados Unidos no debe olvidarse, además, la impor­
tancia que en este país tuvo el movimiento del realismo legal, sobretodo en la déca­
da de 1920. La esencia de esta escuela era la creencia en la conveniencia de estudiar 
el derecho en relación con la realidad social sobre la que actúa. Al margen de las 
múltiples orientaciones particulares, lo cierto es que desde el realismo legal se abre el 
camino a la entrada de las ciencias sociales en el análisis jurídico. Y ninguna de ellas 
está más capacitada y desarrollada que la economía para desarrollar un papel pre­
ponderante.

Qué duda cabe que junto a las razones ideológicas o de fondo, una de las expli­
caciones más verosímiles de este importante diferencial es la diferente concepción 
de la educación superior, y por ende, de las universidades, y muy especialmente de 
las facultades de Derecho, en Norteamérica y en Europa. La competencia es uno de 
los ejes fundamentales de las universidades americanas lo que las incentiva a buscar 
innovaciones que les permitan ser mejores y diferenciarse de las demás universida­
des tanto americanas como del resto del mundo. Todo ello con el fin de atraer a los 
mejores profesores, al mismo tiempo que conseguir, de este modo, a los mejores 
alumnos. El tener a los mejores, implica más recursos para investigar, mayores sala­
rios, mejores conferencias, más becas etc. En definitiva, una universidad de prestigio 
tiene efectos beneficiosos para todos: para la organización, el profesorado, el staff, y 
cómo no, para los estudiantes. Claramente, la innovación legal es una de las formas 
de competir que tienen las escuelas de derecho, la clave está en determinar por qué 
el AED ha sido considerada una innovación tan importante como para haber sido 
aceptada por las escuelas de derecho americanas más prestigiosas.

En este sentido, no debemos olvidar, que los primeros años de investigación de 
la vida universitaria de los profesores norteamericanos de derecho son cruciales para 
su carrera y ello pasa necesariamente por conseguir un elevado número de publica­
ciones en estos primeros estadios. Está claro que la presión por publicar en revistas 
de prestigio es mucho mayor en EE.UU. que en Europa como medio para progresar 
en el mundo profesional. Junto a ello, se debe considerar que la mayoría de los edi­
tores de las revistas jurídicas norteamericanas son estudiantes de último curso de 
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derecho, y por tanto, más receptivos a las innovaciones, mientras que las revistas ju­
rídicas europeas están en manos de profesores de derecho ya establecidos o aboga­
dos en ejercicio. Teniendo claro estos antecedentes, es lógico pensar que el campo 
del AED sea considerado por los profesores americanos como una buena oportuni­
dad para poder escribir artículos originales e innovadores susceptibles de ser publi­
cados en revistas jurídicas que ocupan buenas posiciones en los ranking internacio­
nales. Un elevado número de publicaciones en este tipo de revistas es garantía de 
una cátedra en las mejores facultades de derecho norteamericanas con los beneficios 
que ello implica: un buen salario, un importante número de ayudantes, recursos 
para investigar, etc. Este mismo patrón no es reproducible en la mayor parte de Eu­
ropa donde la obtención de la cátedra tiene relación con el número de publicacio­
nes, pero éstas tienen un carácter más claramente nacional, además no existen revis­
tas especializadas en AED. Por otra parte, los planes de estudio de las facultades de 
derecho son muy rígidos y las asignaturas de AED —cuando se contemplan— lo ha­
cen de forma marginal y normalmente con carácter optativo. Como ya se ha señala­
do, en Europa el número de cátedras específicas de AED es muy reducido.

Como hemos visto, es razonable pensar que cuanto más competitiva sea la edu­
cación superior, mayores serán los incentivos para innovar, incluyendo la innova­
ción en investigación. Por ello, es probable que una vez completado el proceso de 
Bolonia en las universidades europeas se introduzca una mayor competencia que 
puede derivar en una mayor aceptación del AED en las mismas, así como una ma­
yor competencia por la búsqueda de fuentes de financiación, de atracción de profe­
sorado, etc. De la misma manera, a medida que la competencia también se extienda 
a unos servicios jurídicos cada vez más globales es probable que tenga un efecto po­
sitivo sobre el AED así como sobre otras doctrinas legales innovadoras.

3.	 ENFOQUES DEL ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO

3.1.	 La economía institucional

Un hecho importante para la consolidación y la transformación del AED en una 
disciplina académica estándar fue la publicación, en 1973, del libro de Richard Pos­
ner Economic Analysis of Law3. En pocas ocasiones, en efecto, la aparición de un ma­
nual ha tenido una influencia tan clara en el desarrollo de una materia. Las razones 
son varias. En primer lugar, el libro ha ofrecido, desde su primera edición, un trata­
miento completo del AED: desde el estudio de las cuestiones básicas del common law 
(propiedad, contratos, responsabilidad civil, familia y derecho penal) hasta la regu­
lación de la organización y las actividades de las empresas, el derecho procesal y la 

3  El Libro de R. Posner, Economic Analysis of Law está en su séptima edición, Aspen 2007 ISBN 978-0-
7355-6354-4.



FRANCISCO CABRILLO RODRÍGUEZ, ROCÍO ALBERT LÓPEZ-IBOR

208

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

administración de justicia, los impuestos o algunos de los problemas más relevantes 
del derecho constitucional. Pero hay algo más. La obra ofrece una visión coherente 
del mundo jurídico, que constituye, seguramente, la mejor presentación de lo que 
ha venido a denominarse «AED de Chicago».

El principio fundamental de este enfoque es la fijación de objetivos de eficiencia 
a la actividad legislativa y judicial; y la idea de que la propia estructura de funciona­
miento del common law, mediante la adaptación jurisprudencial de las normas lega­
les lleva a la depuración de éstas y permite la consolidación de aquellos principios 
que contribuyen a incrementar la riqueza del conjunto de la sociedad.

Pronto se observó, sin embargo, que podrían existir algunos problemas de cohe­
rencia entre el enfoque global de Posner y algunos de los trabajos básicos que habían 
constituido, desde el principio, el fundamento del nuevo AED de Chicago. El caso 
que mayores repercusiones tendría sería el desacuerdo entre algunas de las conclu­
siones del modelo de Posner con la visión del sistema económico que —a partir de 
los dos trabajos básicos de R. Coase de 1937 y 1960— explicaba la función económi­
ca de los sistemas jurídicos a partir de la existencia de los costes de transacción de las 
operaciones de mercado.

Éste ha sido el punto de partida de una corriente alternativa conocida como 
Nueva Economía Institucional, en la que estaría integrado el denominado AED de 
los costes de transacción, cuya figura más representativa sería Oliver Williamson. 
Las diferencias entre ambos enfoques son diversas, pero no son siempre fáciles de 
definir. Por una parte, es clara la mayor amplitud temática de la Nueva Economía 
Institucional, que se pone de manifiesto si se comparan, por ejemplo, los contenidos 
de los congresos del ISNIE y de las dos principales asociaciones dedicadas específica­
mente al AED, ALEA y EALE. Pero la diferencia más importante se encuentra, segu­
ramente, en la visión crítica que Williamson y sus discípulos tienen de la microeco­
nomía neoclásica, que constituye el fundamento teórico del enfoque de Posner y de 
la corriente dominante del AED4.

El origen de la discrepancia puede verse en un comentario del propio Coase en 
el capítulo inicial del prólogo a la recopilación de sus principales trabajos, que fue 
publicada en 1988 con el título The Firm, the Market and the Law. Al revisar el con­
tenido de su obra y su influencia en la evolución de la teoría económica, Coase afir­
ma «No parece que merezca la pena dedicar mucho tiempo a estudiar las caracterís­
ticas de un mundo tal (un mundo con costes de transacción cero). Lo que mi 
argumentación sugiere es la necesidad de introducir explícitamente costes de tran­
sacción positivos en el análisis económico para estudiar el mundo real. Pero éste no 
ha sido el efecto de mi artículo…; si no estoy equivocado, el análisis económico con­

4  Véase el debate, que en las páginas del Journal of Institutional and Theoretical Economics mantuvieron 
Posner, Coase y Williamson.
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temporáneo es incapaz de dar soluciones a muchos de los problemas para los que 
dice haber encontrado respuestas» (pág.15).

Para la escuela de Williamson, el enfoque ortodoxo del AED no habría buscado 
cambiar la microeconomía neoclásica en este sentido; y, además, se habría resistido 
a incorporar a sus análisis nuevos instrumentos como la teoría de la incertidumbre, 
la economía de la información y la racionalidad limitada. La respuesta de Posner, 
fue que desde luego, no se podía negar que el modelo neoclásico de maximización 
de la utilidad planteara problemas; que es evidente que pueden existir costes de in­
formación superiores a cero y que a menudo existe incertidumbre en la toma de de­
cisiones. Admite que son cuestiones que, desde la microeconomía neoclásica se han 
tomado en cuenta y que aceptan que los modelos microeconómicos pueden ser más 
complejos de lo que a primera vista puede parecer, pero ello no implica abandonar 
sin más sus postulados básicos.

3.2.	 Análisis económico del derecho conductista

Uno de estos instrumentos del nuevo análisis institucional —la racionalidad li­
mitada— se convertiría más tarde en uno de los fundamentos de una de las escuelas 
más importantes y discutidas en la actualidad en el marco del AED: el análisis eco­
nómico del derecho conductista (behavioral law and economics).

El concepto de racionalidad limitada (bounded rationality) fue acuñado, por Her­
bert Simon en la década de 1950 (Simon, 1955) y pone el énfasis en las limitaciones 
cognitivas del ser humano, que le llevan a cometer errores tanto en lo que se refiere a 
la interpretación de un determinado hecho como en la toma de decisiones. La exis­
tencia de frecuentes equivocaciones a la hora de calcular la probabilidad de que se 
produzca un determinado suceso por las condiciones particulares del sujeto afectado 
o por la dificultad de obtener la información adecuada, son ejemplos de las dudas 
que plantea a los «conductistas» la teoría tradicional de maximización de la utilidad 
esperada. Y la extensión de teorías psicológicas del comportamiento económico, 
como los modelos desarrollados por Kahneman (premio Nobel de Economía en 
2002) y Tversky (1979), han reforzado esta visión del comportamiento económico.

Como en el caso del enfoque de los costes de transacción, las críticas van dirigi­
das a algunos de los fundamentos teóricos del AED dominante y a su aplicación a 
problemas específicos del mundo jurídico. El primer punto en el que se suele atacar 
al AED es su postulado sobre la búsqueda del propio interés por parte de los agentes 
económicos. No se trata sólo de tratar de explicar comportamientos altruistas que, 
de hecho, han sido incorporados sin mayores problemas por la teoría ortodoxa de la 
maximización de utilidad. Se considera que de la misma manera que se parte de que 
la racionalidad de las personas es limitada, también lo es la búsqueda del propio in­
terés. Esto hace que la gente se guíe en muchos casos más por criterios de equidad y 
de la búsqueda de una solución que consideren «justa» de los problemas económi­
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cos. Y esto les lleva a actuar, en muchos casos de forma contraria a su propio interés, 
tanto por no aprovecharse de circunstancias favorables que llevarían a resultados 
que podrían considerar no equitativos, como por estar dispuestos a ver empeorada 
su posición si, con ello, consiguen evitar que un tercero —que ha actuado, por 
ejemplo, de forma poco ética— consiga beneficios que consideran «injustos».

El modelo se completa con un postulado menos conocido pero igualmente rele­
vante a la hora de explicar comportamientos humanos: el principio de «voluntad limi­
tada». Con él se trata de explicar por qué la gente actúa de forma que le puede resultar 
perjudicial a largo plazo, con pleno conocimiento de los costes que soportará en el fu­
turo. Es el caso, por ejemplo, de quienes fuman, toman drogas o practican sexo sin 
adoptar un mínimo de precauciones. El principio es importante porque, como vere­
mos a continuación, justifica en términos de eficiencia una mayor intervención del Es­
tado «paternalista». Si no tengo voluntad para no consumir algo que me hace daño, 
¿no aumentará mi utilidad si el gobierno me prohíbe hacerlo o eleva los costes de for­
ma tal que mi nivel de demanda se reduzca de una forma significativa?

Son muchos los conceptos técnicos utilizados por el AED conductista. Pero hay 
dos que tienen especial interés por su trascendencia en temas jurídicos: «el efecto 
posesión» (endowment effect) y el «efecto de los costes hundidos». El «efecto pose­
sión» es una hipótesis que afirma que la gente valora un determinado bien en mayor 
grado cuando es de su propiedad que cuando pertenece a otra persona. Formulado 
por primera vez por Richard Thaler (1980) la hipótesis trata de explicar determina­
dos comportamientos —analizados en numerosos estudios experimentales— de 
acuerdo con los cuales una persona no valora lo mismo, por ejemplo, una taza de 
café cuando debe decidir si la pide en un bar que cuando alguien le ofrece dinero 
por ella tras haberle sido servida por el camarero. Y una persona que nunca pagaría, 
por ejemplo, 300 euros por una entrada de un partido de fútbol, puede no estar dis­
puesta a deshacerse de la entrada que compró por 100 si alguien le pidiera que se la 
revendiera por 300. No es difícil ver que este tipo de comportamientos plantea pro­
blemas a uno de los principios básicos del AED, el teorema de Coase, que afirma 
que, si no hay costes de transacción y dejamos a un lado los efectos distributivos, la 
asignación inicial de los derechos de propiedad es irrelevante en el proceso para al­
canzar el óptimo, al que se llegaría mediante transacciones de mercado.

Otra cuestión a la que se ha prestado mucha atención en el AED conductista es el 
efecto de los costes hundidos. En principio, lo que los economistas consideran decisi­
vo a la hora de adoptar o no una determinada decisión es su coste de oportunidad. Y 
éste no se ve afectado por el hecho de que el sujeto haya incurrido en costes previos 
no recuperables. Pero no es este siempre el comportamiento de la gente. Suponga­
mos que alguien ha suscrito un contrato de compraventa a plazos para adquirir un 
bien que, por la razón que sea, ahora se valora sólo —en términos de utilidad— en 
un 50 % de su precio. El hecho de que haya pagado ya, por ejemplo, un plazo por va­
lor del 20 % no debería influir en su decisión de romper un contrato cuyo cumpli­
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miento sería perjudicial para él. Es muy probable que el hecho de haber pagado ya 
una parte del precio condicione su decisión de cumplir el contrato.

Todo esto puede ser cierto. Pero ¿en qué grado tales argumentos constituyen 
críticas fundamentales al enfoque dominante del AED? No cabe duda de que hemos 
expuesto cuestiones que, en muchos casos, reflejan la forma en la que la gente se 
comporta. Pero hay que decir que no suponen una novedad ni han sido desconoci­
das por la teoría económica y el AED. Por ejemplo, los resultados del principio de 
voluntad limitada han sido analizados desde la microeconomía neoclásica por Gary 
Becker, que ha explicado el comportamiento de fumadores o adictos a las drogas en 
términos de modelos de adicción racional.

Pero veamos uno de los temas básicos del AED en el que muchos de los puntos 
señalados por el análisis económico conductista aparecen reflejados: la teoría econó­
mica de la litigación y de resolución de conflictos por vía judicial. Supongamos un 
pleito civil cualquiera, una reclamación por daños, por ejemplo. Una de las razones 
por las que el acuerdo previo al juicio puede ser imposible es el optimismo excesivo 
de una o de ambas partes. De hecho, lo más habitual es que la suma de las probabili­
dades subjetivas que el demandante y el demandado tienen de ganar el pleito sea su­
perior a uno. También es muy probable que las partes no coincidan en la valoración 
del daño; y no sólo por razones estratégicas. Es muy posible que quien ha visto cómo 
su propiedad ha sido dañada valore realmente el prejuicio en una cantidad muy supe­
rior a la que le parecería adecuada si el daño lo hubiera sufrido otra persona. Si el 
caso tiene lugar en Estados Unidos es posible que sea un jurado quien determine, en 
primera instancia, la cuantía de la indemnización. Y este jurado seguramente no se 
basará tanto en criterios de eficiencia, como en criterios de «justicia»; fijando una in­
demnización más relacionada con el patrimonio o la dimensión de la empresa de­
mandada que con la cuantía real del daño causado. (Y la experiencia muestra que los 
jueces profesionales pueden actuar de manera semejante, aunque, sus decisiones sean, 
por lo general, más frías y objetivas que las de los jurados). Supongamos ahora que 
una de las partes no está de acuerdo con la sentencia y se plantea recurrirla. En teoría 
lo que debe valorar, a la hora de tomar una decisión a este respecto, es el coste de la 
apelación, por una parte, y la diferencia esperada entre la nueva cuantía que fije el tri­
bunal de apelación y la establecida por el tribunal de primera instancia. Lo que hasta 
la fecha haya invertido en el juicio debería ser, en realidad, irrelevante. Pero todo in­
dica que, con gran frecuencia, no lo es; y el litigante calcula cuánto ha gastado ya en el 
pleito y estima el coste de la apelación como un porcentaje del gasto total del pleito.

Tal vez algunos teóricos del AED hagan como Monsieur Jourdain y «hablen en 
prosa sin saberlo»; es decir, en el fondo sean conductistas sin haberse dado cuenta. 
Pero una revisión de la amplia literatura existente sobre litigación permite compro­
bar cómo casi todas estas cuestiones ya habían sido incorporadas a la teoría econó­
mica de la litigación con anterioridad (Cabrillo y Fitzpatrick, 2007) y que la figura 
del homo economicus que se pinta desde la visión conductista como el centro de AED 
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convencional puede estar bastante alejado de lo que se ha hecho en esta disciplina 
desde hace muchos años.

La crítica a algunos de los fundamentos básicos del análisis del derecho ha abier­
to el camino al rechazo de algunas de sus conclusiones en el campo de la política le­
gislativa y de la teoría de la regulación. Si se acepta que la gente no es racional en el 
grado en el que el análisis económico dominante acepta, cabe defender una mayor 
intervención del Estado en las decisiones particulares de cada persona; y esta inter­
vención elevaría su nivel de bienestar.

La idea así planteada tiene, desde luego, poco de novedoso. Pero en el campo del 
análisis económico del derecho ha sido desarrollada en una teoría de nombre para­
dójico: el paternalismo liberal. En un artículo pionero Sunstein y Thaler (2003) fun­
damentan su defensa de un mayor papel del Estado para elevar el bienestar de una 
determinada sociedad en las ideas de la economía conductista antes apuntadas. Lo 
más llamativo es que intentan mantener el principio básico de libertad de elección y 
hacerlo coherente con políticas públicas dirigidas a orientar a la gente para que elija 
de la manera que le resulte más conveniente. No es sorprendente, por tanto, que 
una de las cuestiones más debatidas en relación con este enfoque es si la expresión 
«paternalismo liberal» no constituye un perfecto oxímoron.

A partir del principio de racionalidad limitada, quienes defienden este enfoque 
creen que la gente puede no realizar las mejores elecciones posibles y su nivel de feli­
cidad aumentaría si el Estado les orienta en este sentido. Normas o proyectos de 
normas que nos resultan familiares en España como hacer la vida más difícil a los 
fumadores o poner limitaciones a la venta de determinados productos (hamburgue­
sas, por ejemplo) irían en esta línea.

Pero, como señalábamos antes, parece difícil que los postulados conductistas del 
AED justifiquen la aprobación y aplicación de determinadas normas jurídicas que li­
miten la libertad individual. Como ha señalado G. Becker (2009) el liberalismo no 
presupone que las personas elijan siempre lo que más les conviene, pero sí que saben 
lo que quieren, y mejor que los legisladores, los funcionarios o los profesores uni­
versitarios.

Parece, por tanto, que o somos liberales o somos paternalistas. Y tratar de en­
contrar un punto de encuentro entre estos dos enfoques resulta imposible, por mu­
cho que utilicemos criterios como racionalidad limitada, equidad o mercancías, no 
sujetas a comercio.

3.3.	 Estudios empíricos de análisis económico del derecho

El estudio empírico del análisis económico del derecho es un conjunto de pos­
tulados y métodos relativamente reciente que analiza las normas, los procedimien­
tos y las teorías legales haciendo uso de métodos de investigación empíricos. Es de­
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cir, utiliza técnicas que son habituales para los economistas y también, aunque en 
menor medida para los sociólogos y los psicólogos, pero aplicadas a cuestiones lega­
les como los daños punitivos, los jurados, temas de propiedad intelectual y un largo 
etcétera. La importancia de los estudios empíricos ha ido en aumento y prueba de 
ello es la creación del Journal of Empirical Legal Studies (2004), y la fundación de la 
Empirical Legal Studies Association que tiende a consolidarse a lo largo del tiempo 
con reuniones anuales con una participación cada vez más nutrida.

Es difícil determinar qué se entiende como trabajo empírico en AED. Obvia­
mente, tiene que tener una presentación y un análisis de los datos; pero eso podría 
suponer incluir cualquier estudio de AED que intenta probar alguna hipótesis sim­
plista en relación con las normas legales establecidas a partir del estudio de casos. De 
acuerdo con Landes (2003) para que sea considerado un estudio empírico en AED 
es preciso que contenga una tabulación y un análisis cuantitativo de los resultados 
que sirvan para contrastar una teoría. Y estos trabajos son hoy muy frecuentes en los 
diversos enfoques metodológicos del AED a los que se ha hecho referencia en pági­
nas anteriores.

Aunque, tal y como se ha señalado en el párrafo anterior, a lo largo de los 
años ha venido creciendo el interés por el uso de técnicas empíricas para el estu­
dio de la ley (entendido en sentido genérico) lo cierto es que se observa un uso 
mucho menor de los análisis empíricos para el estudio de cuestiones relacionadas 
con el AED que con la economía en general tal y como nos muestran los datos 
aportados por Landes (2003). De acuerdo con su estudio, los artículos empíricos 
son mucho más frecuentes en las revistas consideradas de Economía dentro del 
AED (Journal of Law and Economics —JLE—) que entre las revistas consideradas 
jurídicas dentro del AED (Journal of Legal Studies y American Review of Law and 
Economics —JLS—).

Durante el periodo analizado (1972-2002) en el JLE el 72 % de los artículos eran 
empíricos mientras que en ese mismo periodo sólo el 39 % de los artículos publica­
dos en el JLS lo eran. La explicación más convincente para esta escasez relativa de ar­
tículos empíricos viene determinada fundamentalmente por el tipo de profesores 
que se dedican básicamente al AED y especialmente por el tipo de facultades —de 
Derecho— donde desarrollan su vida académica. Los profesores de AED, al estar en 
facultades de Derecho, tienen costes mucho mayores si producen artículos empíri­
cos que teóricos de modo que es más rentable para ellos decantarse por artículos 
analítico-teóricos que no empíricos. Hay que tener en cuenta que muchos de ellos 
tienen formación jurídica aunque hayan adquirido a lo largo de los años por su 
cuenta nociones económicas, pero carecen de una formación avanzada que les per­
mita el uso de herramientas empíricas más complejas como puede ser la econome­
tría y la estadística. No obstante, cabe pensar que muchos de los profesores de AED 
tienen una doble formación o incluso son solamente economistas. El problema es­
triba en que, hasta en estos supuestos, los ayudantes con los que suele contar en una 
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facultad de derecho tienen generalmente una formación más jurídica que económi­
ca. Por otra parte, no se debe olvidar que en las facultades de Derecho tiene una im­
portancia mucho mayor y se valoran más los trabajos teóricos que los empíricos; de 
ahí que sea más eficiente para los profesores de AED dedicarse a cuestiones teóricas 
y solo subsidiariamente trabajan con datos numéricos.

Ahora bien, dicho esto, la tendencia que se observa es la formación cada vez más 
frecuente de grupos interdisciplinares que permiten subsanar las deficiencias de am­
bas partes, juristas y empiricistas, pues igual que se señala que muchos juristas no 
son siempre buenos empiricistas, de igual modo se observa que muchos economis­
tas empíricos no son capaces de desarrollar adecuadamente la teoría a pesar de reali­
zar análisis empíricos de gran calidad. Es probable, por tanto, que coautorías de eco­
nomistas y juristas junto con una mayor disponibilidad de series de datos —gracias 
al uso masivo de internet— dé lugar a un incremento del número de artículos empí­
ricos en AED.

La senda marcada por los estudios empíricos sobre cuestiones jurídicas es sin 
duda positiva; pero se deben señalar los peligros potenciales que puede crear este 
perfeccionamiento técnico con estudios cada vez más sofisticados. Por un lado, exis­
te la posibilidad de que ese mayor rigor aleje a los juristas de escasa formación eco­
nómica al sentir que, en muchos casos, unos conocimientos básicos no son suficien­
tes para entender los artículos de las revistas relevantes en la materia. Por otra parte, 
y lo que es más importante, una formalización excesiva puede distanciar el conteni­
do de estos artículos de los problemas reales que realmente importan a los juristas y 
que los trabajos sean realizados por personas que carezcan de un conocimiento sufi­
ciente de las leyes e instituciones jurídicas estudiadas.

3.4.	 La economía experimental

La economía experimental, de forma genérica, es la aplicación de los métodos 
de laboratorio para estudiar temas económicos con el fin de validar una teoría o ve­
rificar mecanismos de mercado. A través de simulaciones que recrean los incentivos 
existentes en el mundo real, la economía experimental permite comprender por qué 
los mercados y otras instituciones funcionan como lo hacen. Los experimentos de 
laboratorio han sido una herramienta útil para la economía y, aunque se ha utiliza­
do mayoritariamente como técnica de análisis de la economía, lo cierto es que cada 
vez es más amplio el campo en que se aplica. Los economistas cada vez usan más la 
economía experimental para probar sus teorías, investigar fenómenos complicados 
de difícil solución teórica, evaluar políticas públicas e incluso privadas. La gran vir­
tud de los experimentos, tanto en ciencias sociales como naturales, es que permiten 
obtener constatación empírica bajo condiciones de control y replicabilidad. Control 
significa que las circunstancias bajo las que se obtiene la verificación empírica se co­
nocen bien y pueden variarse deliberadamente; y el término replicabilidad se refiere 
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a la posibilidad de repetir un experimento exactamente bajo las mismas condicio­
nes. Estos dos elementos, tradicionales en la investigación científica, hacen posible 
un avance ordenado y sistemático de la investigación. Hay que señalar que su senci­
llez ha facilitado que estos experimentos hayan sido replicados muchas veces y que 
se hayan también estudiado un gran número de variaciones de los mismos. De he­
cho, en los años setenta, los artículos de economía experimental eran algo mera­
mente residual (dos o tres por año) mientras que hoy en día la cifra ha rebasado la 
frontera de los 100 por año.

Una de las críticas más habituales que se ha hecho a la economía experimental 
es el uso de estudiantes para sus experimentos como la recreación ficticia del entor­
no, por las limitaciones que ello puede suponer a la hora de extrapolar los resulta­
dos. Por ello, uno de los desarrollos más importantes de la investigación económica 
en los últimos años es el auge de los experimentos de campo (field experiments). En 
busca de mayor relevancia, algunos economistas experimentales han pasado a reclu­
tar participantes en diferentes medios, en vez de trabajar con estudiantes universita­
rios; a utilizar bienes concretos en vez de ficticios; así como a emplear, en las ins­
trucciones experimentales, entornos concretos en vez de terminología abstracta. 
Ahora bien, las principales limitaciones de esta línea de trabajo consisten precisa­
mente en que ni el control ni la replicabilidad están al mismo nivel que en los expe­
rimentos de laboratorio de los primeros estadios de recreación ficticia con la colabo­
ración de los estudiantes.

Hoffman y Spitzer (1982) a mediados de los años 80 fueron los primeros que in­
trodujeron el concepto de «AED experimental» haciendo un exhaustivo recuento de 
los principales artículos de la literatura sobre economía experimental que tenían 
aplicación al derecho. Desde entonces este campo ha crecido de forma exponencial, 
hasta el punto de que un gran número de estudios de economía experimental son 
relevantes para el AED. La economía experimental tiene contacto con el AED en 
muchos puntos, y por ello, Mc Adams (2000) a finales de los años 90 hace una revi­
sión de la literatura dividiéndola —con acierto— en seis bloques de gran interés 
para el derecho.

La primera de estas categorías es la toma de decisiones individuales5. En la mayo­
ría de los experimentos en economía se analiza cómo los individuos toman decisio­
nes, pero éstas suelen ser en situaciones de mercado o de negociación. La caracterís­
tica diferencial de este tipo de experimentos es que se centran en las decisiones de 
los individuos de forma aislada bajo condiciones de riesgo o incertidumbre. Estas si­
tuaciones son especialmente interesantes para el análisis jurídico. En este sentido 
hay una extensa literatura experimental sobre la diferencia entre la disponibilidad de 
pagar y la de aceptar, teniendo esta desviación mucha relevancia a la hora de elegir 
entre reglas de propiedad y de responsabilidad. También han sido muy relevantes 

5  Para más información ver: Hoffman, E. y Spitzer, M. (1993).
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los experimentos que ponen de manifiesto cómo diferencias en las preferencias por 
el riesgo afectan a las normas legales. Así, por ejemplo, Block y Gerety (1995) reali­
zan experimentos que ponen de manifiesto que los estudiantes son más adversos al 
riesgo de ser aprehendido al cometer un delito que los reclusos, de modo que los 
primeros modifican su comportamiento por cambios en las penas (años de cárcel o 
sanción monetaria), mientras que los prisioneros son más sensibles a cambios en el 
grado de certeza de ser detenido.

Otro ámbito en el que la economía experimental ha sido de gran utilidad para el 
AED es el de los problemas de acción colectiva (bienes públicos) y de coordinación6. Los 
experimentos sobre bienes públicos ponen de manifiesto una mayor cooperación y 
menos conductas free riding que lo que la teoría de juegos predice. Los experimentos 
de coordinación estudian el aprendizaje adaptativo y la emergencia de equilibrios en 
juegos con múltiples equilibrios posibles. Estos resultados son significativos para el de­
recho porque la acción estatal suele justificarse por la necesidad de subsidiar bienes 
públicos o establecer equilibrios eficientes. O también para la justificación de las leyes 
antitrust donde es fundamental conocer las condiciones bajo las cuales las empresas se 
abstendrán de ser free riders y cooperarán en materia de precios o en otras cuestiones.

También destacan los experimentos sobre negociación7 que sirven para deter­
minar con qué frecuencia los individuos llegan a un acuerdo y si esos acuerdos son 
eficientes. Este tipo de cuestiones son especialmente de interés para el teorema de 
Coase y para determinar si elegir reglas de responsabilidad o de propiedad, como 
antes hemos comentado. También este tipo de experimentos sobre negociación son 
iluminadores a la hora de predecir la probabilidad de acuerdos en casos de litigación 
así como a la hora de seleccionar reglas predeterminadas (default rules) de incumpli­
miento en los contratos.

Otra categoría interesante dentro de la economía experimental es la relacionada 
con las subastas8 ya que éstas permiten comprender la formación de los precios 
competitivos en cuestiones muy diferentes. Por ejemplo, las subastas ayudan a reve­
lar la demanda real de bienes públicos, una cuestión esencial para una regulación 
impositiva eficiente, etc. Los experimentos de subastas son también relevantes para 
la regulación de contratos públicos donde el gobierno necesita conocer la estructura 
de las subastas que es más conveniente.

Otro importante ámbito de actuación son los experimentos relacionados con la 
organización industrial9, que revelan cómo diferentes instituciones o estructuras in­
dustriales son más proclives que otras a la cooperación o a la colusión, cuestiones 
muy relevantes para el diseño —de nuevo— de la política antitrust o de la regula­

6  Para más información ver: Davis, D. y Holt, C (1993); Ledyard, J (1995); Roth, A. (1995a).
7  Para más información ver: Davis, D. y Holt, C. (1993); Roth, A. (1995b). 
8  Para más información ver: Davis, D. y Holt, C. (1993); Kagel, J. (1995).
9  Para más información ver: Davis, D. y Holt, C. (1993) Holt, C. (1995).
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ción de protección del consumidor. Del mismo modo, estudios de economía experi­
mental sirven para establecer el número de compradores y el nivel de cumplimiento 
de las garantías, necesarios para asegurar precios competitivos, elemento esencial 
(una vez más) en el diseño de las leyes sobre protección del consumidor, antitrust o 
en temas de contratos.

Por último, otro campo incipiente aún por consolidar son los experimentos re­
lacionados con los mercados de activos10 que han permitido comprobar el modelo 
de expectativas racionales incluyendo los efectos de la información asimétrica, la 
suspensión del comercio, las limitaciones en los cambios de los precios, etc., y que 
colaboran en la conformación de la regulación sobre mercado de valores.

Se puede afirmar que la economía experimental es todavía un campo relativa­
mente nuevo para la economía, y aún más para el AED, pero esta herramienta tiene 
un gran potencial al ser un instrumento que permite verificar postulados teóricos. 
En este sentido, es importante destacar que los experimentos sobre negociación 
cuestionan, de forma semejante a las dudas ya planteadas desde el AED conductista, 
algunas de las teorías más relevantes del AED, —como es el teorema de Coase o los 
acuerdos prejudiciales— al obtenerse resultados contrapuestos en experimentos si­
milares, poniendo de relieve que todavía se debe profundizar sobre estos temas para 
obtener resultados concluyentes. En este mismo sentido, los resultados de estos ex­
perimentos han contribuido de forma importante a la exploración sistemática de la 
racionalidad limitada, tanto en situaciones de decisión individual como en situacio­
nes de interacción estratégica. Más concretamente, este tipo de experimentos han 
permitido estudiar situaciones en las que la racionalidad de las personas no es igual 
a la propuesta por los modelos basados en el supuesto de racionalidad completa. Se 
evidencian así, la existencia de limitaciones de nuestro modelo teórico de racionali­
dad y la necesidad de construir modelos más realistas del comportamiento humano 
que nos permitan entender mejor la realidad económica y social. De esta forma la 
economía experimental puede considerarse un formidable instrumento para verifi­
car y redefinir teorías y, en función de ello, modificar las normas pertinentes.

4.	 CONCLUSIONES

La solución del análisis económico del derecho a lo largo de los últimos cin­
cuenta años muestra una ampliación sostenida de su campo de estudio. Cabe por 
ello preguntarse hasta qué punto puede continuar esta tendencia o si existen límites 
a la expansión de esta disciplina.

Si lo que básicamente caracteriza el AED es la aplicación de la teoría económica 
—con las particularidades en su definición que se han expuesto anteriormente— a 

10  Para más información ver: Sunder S. (1995) .
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los asuntos jurídicos prácticos, cualquier cuestión jurídica podría ser analizada con 
este método. Y de hecho esto es lo está ocurriendo. Si, como ya se ha apuntado, el 
manual de Posner sigue ofreciendo una visión global del derecho desde el punto de 
vista del análisis económico, pueden, en el futuro añadirse las nuevas cuestiones que 
van surgiendo como consecuencia de la evolución de las economías occidentales, 
desde el derecho medio ambiental a la regulación de nuevas estructuras familiares y 
acuerdos matrimoniales, pasando por los problemas que la última crisis económica 
ha planteado a la regulación financiera o a la estructura del gobierno de las empre­
sas. El listado podría ser interminable, pues cada día hay un mayor acuerdo en que 
el AED sirve para el estudio de cualquier problema relacionado con el derecho y con 
las normas, en el que cada vez resulta más difícil establecer límites. Sin lugar a du­
das, su evolución a lo largo de los años ha puesto de manifiesto que se trata de un 
programa abierto, en el que continuamente se introducen cuestiones nuevas cada 
vez más novedosas acordes con las nuevas tecnologías. En este sentido, no debemos 
olvidar que las nuevas tecnologías permiten crear instituciones y formas contractua­
les hasta hace poco impensables, a cuyo estudio el análisis económico podría hacer 
aportaciones importantes.

La amplitud del objeto no implica, sin embargo, que en todos los campos el AED 
haya obtenido los mismos resultados. Como es lógico, este tipo de estudios han lo­
grado mayor aceptación en aquellas cuestiones en las que se puede definir con mayor 
precisión los intereses económicos en juego. Mucho más discutida es su aplicación a 
temas en los que la decisión de los agentes implicados no se ve influida por objetivos 
estrictamente monetarios, como es el caso del derecho de familia o el derecho penal.

En relación con el primero conviene recordar que, cuando el Comité Nobel de­
cidió otorgar el premio a Gary Becker, al comentar los méritos del galardonado, 
hizo constar expresamente que sus trabajos sobre la economía de la familia —que 
constituyen la base del análisis económico del derecho en este campo— estaban su­
jetos a discusión. Y, por poner un ejemplo, el trabajo más discutido seguramente en 
toda la historia de esta disciplina ha sido el artículo de Landes y Posner (1978) sobre 
la adopción que lleva el provocativo título: La economía de la escasez de los bebés: una 
modesta proposición.

En lo que al derecho penal hace referencia, se observa el rechazo de mucha gente 
a analizar el comportamiento del delincuente en términos de racionalidad. Y siguen 
siendo objeto de debate —al menos en los Estados Unidos— los efectos de la pena 
de muerte en la Comisión de determinados delitos.

Esta cuestión, y otras similares que podrían mencionarse, plantea de nuevo el 
problema de separar un análisis positivo de un determinado hecho, o una determi­
nada norma, de las implicaciones que éste podría tener en una potencial reforma, 
que se puede buscar o rechazar con criterios que muy poco tienen que ver con la 
eficacia.
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En el campo del AED los debates sobre la pena de muerte se han centrado en di­
lucidar si este castigo es eficiente, en el sentido de que disuade a criminales potencia­
les de cometer delitos que podrían ser castigados con la pena capital. La opinión 
mayoritaria —aunque no de aceptación generalizada— es que la pena de muerte es 
disuasoria y su abolición llevaría a un mayor número de asesinatos. Pero lo cierto es 
que la gran mayoría de sus partidarios y de sus adversarios no basan su aceptación o 
rechazo en el argumento de la disuasión. Por el contrario, los primeros suelen de­
fenderla con criterios estrictamente retribucionistas: es justo que quien comete un 
asesinato con circunstancias agravantes que hacen aún más repulsivo su crimen sea 
ejecutado. Mientras los últimos señalan que una sociedad civilizada no debería qui­
tar la vida a nadie por horrendo que haya sido el crimen cometido. Ahora bien, 
como el argumento del carácter disuasorio o no de la pena puede reforzar los argu­
mentos propios, no es casualidad que quienes están a favor de su aplicación piensen, 
por lo general, que tienen un efecto disuasorio importante11; mientras los adversa­
rios valoran más aquellos trabajos empíricos que niegan tal efecto12.

Este tipo de debates no debería preocupar demasiado, sin embargo, al análisis 
económico de las normas. Quienes nos dedicamos a esta disciplina somos perfecta­
mente conscientes de que la eficiencia es, sólo uno de los criterios determinantes a la 
hora de redactar una ley o una sentencia en los tribunales de justicia. Pero insistimos 
en la importancia de este criterio porque lo que ha ocurrido durante mucho tiempo 
—y en buena medida sigue sucediendo hoy— es que, buscando objetivos de equi­
dad o de una más igualitaria distribución de la renta, se aprueban normas muy in­
eficientes. Y éstas producen, a menudo, efectos no deseados, que acaban perjudican­
do incluso a aquellos grupos sociales a los que el legislador pretendía beneficiar.

11  Ver: Dezhbakhsh, H. Rubin, p. y Shepherd. J. (2003); Gittings, R y Mocan, H. (2003).
12  Ver: Donohue, J. (2009); Donohue, J. y Wolfers J. (2005).
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Perspectivas de análisis institucional 
contemporáneo: enfoques, métodos 
y experimentos

El nuevo institucionalismo abarca diversos enfoques de análisis institucional que proceden 
de las distintas ciencias sociales. Entre esos enfoques, la nueva economía institucional ha 
permitido importantes avances del análisis institucional contemporáneo, pero lejos de pre-
tender un único método de análisis, el pluralismo metodológico ha caracterizado el progra-
ma de trabajo de este nuevo institucionalismo económico. Los estudios de caso, el análisis 
comparativo, las aplicaciones econométricas o el análisis experimental han permitido el éxi-
to empírico de la nueva economía institucional. En el panorama que ofrece este artículo so-
bre el pluralismo de enfoques y métodos del análisis institucional también se presenta la 
propuesta de las Narrativas Analíticas y el Análisis Histórico e Institucional Comparativo.

Instituzionalismo berriak gizarte zientzietatik eratorritako azterketa instituzionalaren hainbat 
ikuspuntu hartzen ditu kontuan. Ikuspuntu horien artean, ekonomia instituzional berriak 
aurrerakuntza garrantzitsuak eragin ditu egungo azterketa instituzionalean, baina ez du bere gain 
hartu azterketa metodo bakar bat, metodo anitzekoez oinarritutako lana baizik. Kasu praktikoen, 
azterketa konparatiboaren, ekonometria erabileren edota azterketa esperimentalen bidez lortu da 
ekonomia instituzional berriaren arrakasta enpirikoa. Artikulu honek azterketa instituzionalaren 
metodo eta ikuspuntu anitzeko perspektiba eskaintzeaz gain, azterketa azalpenak eta azterketa 
historikoa eta instituzional konparatiboa ere jorratzen ditu.

The New Institutionalism incorporates several approaches of institutional analysis from 
several social sciences. Among these approaches, the New Institutional Economics has 
propelled several advances in contemporaneous institutional analysis. Methodological 
pluralism has characterized this approach, and the use of case studies, institutional and 
comparative historical analysis, econometric applications and experimental analysis explains 
the empirical success of the New Institutional Economics.
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1.	 INTRODUCCIÓN

De acuerdo con Douglass North (1993), la tarea del economista consiste «en 
mejorar las sociedades, y la forma de hacerlo es comprender el camino que siguen 
las sociedades que lo consiguen y el que siguen las que fracasan... Una vez que tenga­
mos una comprensión de qué determina el comportamiento de las economías a lo 
largo del tiempo, podremos mejorar ese funcionamiento». Las instituciones consti­
tuyen la estructura de incentivos del comportamiento humano, y la comprensión 
del cambio institucional es clave para entender el cambio económico (North, 1990, 
2005). El estudio y análisis de las instituciones configuran una agenda de trabajo 

*  Los autores agradecen a Marcos Álvarez-Díaz sus comentarios sobre análisis computacional no-para­
métrico de la calidad institucional.
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para los economistas contemporáneos, pero también para politólogos, sociólogos y 
científicos sociales en general.

A la vez que se ha ido asumiendo la importancia de las instituciones para una 
adecuada comprensión de cuestiones esenciales para la sociedad, las ciencias sociales 
han intentado desarrollar el análisis institucional. Muchos han sido los avances tan­
to en el ámbito teórico como en el aplicado, y es evidente que nuestro conocimiento 
sobre las instituciones es más extenso y profundo que nunca, pero también que no 
existe una única concepción sobre las instituciones ni un único método para el aná­
lisis institucional. Más bien, el análisis institucional contemporáneo se está desarro­
llando basándose en un pluralismo metodológico en el que conviven aportaciones 
de distintas ciencias sociales, diversos enfoques analíticos y variados programas de 
investigación.

El propio concepto de institución puede ser abordado desde distintas perspecti­
vas dentro del nuevo institucionalismo. Una breve revisión de las aportaciones sobre 
la noción de instituciones puede ser ilustrativa. March y Olsen (1989) señalan que 
«las instituciones políticas son conjuntos de reglas y rutinas interconectadas que de­
finen las acciones apropiadas en términos de relaciones entre roles y situaciones». 
North (1990) presenta a las instituciones como reglas de juego, compuestas de reglas 
formales, normas informales y mecanismos de cumplimiento. Por su parte, Peters 
(1999) señala cuatro características claves para el concepto de institución política: 

a)	 Constituye un rasgo estructural de la sociedad o de la forma de gobierno.
b)	 Muestra cierta estabilidad a través del tiempo.
c)	 Debe afectar al comportamiento individual.
d)	 Entre los miembros de la institución debe haber cierta conciencia de valores 

compartidos.

Recientemente, Bates (2010) enfatiza que las instituciones son una forma de ca­
pital. En una propuesta más integral, Greif (2006) considera las instituciones como 
sistemas de reglas, creencias, normas y organizaciones interrelacionadas, cada una 
de las cuales es un factor social, no-físico, realizado por el hombre, y esta definición 
engloba muchas de las múltiples definiciones del término instituciones usadas en las 
distintas ciencias sociales. Finalmente, Greif y Kingston (2011) analizan la perspecti­
va de las instituciones como equilibrio frente a la visión de las instituciones como 
reglas.

A la hora de caracterizar el análisis institucional podemos señalar que se trata de 
un campo interdisciplinar en el que hay aportaciones e intercambios entre las distintas 
ciencias sociales, y que los avances de la teoría de la elección pública, el debate sobre la 
tragedia de los bienes comunales, la nueva economía institucional y la teoría de juegos 
del comportamiento han motivado avances del nuevo institucionalismo, como señala 
Ostrom (2007). Asimismo, dentro del nuevo institucionalismo podemos señalar la 
existencia de diversos enfoques, e incluso dentro de la Nueva Economía Institucional 
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(NEI) —que posiblemente constituye el nuevo institucionalismo más desarrollado— 
la variedad metodológica es notable. Más allá de priorizar un método, la NEI ha pre­
tendido, y logrado, un alto grado de realismo económico y social. Así, en su discurso 
de apertura de la conferencia anual de la International Society for New Institutional 
Economics, Ronald Coase (1999b) señalaba que: «la ciencia económica, a lo largo de 
los años, se ha hecho cada vez más abstracta y más divorciada de los hechos del mun­
do real. Los economistas, en general, no estudian el funcionamiento del sistema eco­
nómico actual. Teorizan sobre él». Tampoco es nada extraño porque ya Coase (1982) 
advertía que «un cierto realismo en los supuestos es necesario si pretendemos que 
nuestras teorías nos ayuden a entender por qué el sistema funciona de la manera en la 
que lo hace. La exigencia de realismo en las presunciones nos obliga a estudiar el mun­
do realmente existente, no un mundo imaginario que no existe». Por ello, el nuevo 
institucionalismo ha pretendido un fuerte impulso del trabajo empírico y aplicado.

El objetivo que se proponía la NEI era transformar la ciencia económica ainstitu­
cional de finales del siglo xx, ya que como proponía Coase (1999b) «nuestra misión 
es reemplazar el análisis actual por algo mejor, la NEI». Como no existe una teoría 
integral del cambio institucional que lo englobe todo (Alston, 2008), es fundamental 
realizar aportaciones y trabajo empírico sobre las instituciones desde diversas ópticas. 
Para ello, como destaca Ménard (2001), el análisis institucional contemporáneo abra­
za diversos métodos como los estudios de caso, la perspectiva comparada, las aplica­
ciones econométricas o el uso de experimentos.

Williamson (2000) señala que «la confesión es que todavía somos muy ignoran­
tes sobre las instituciones... y mientras esperamos por una teoría unificada debería­
mos aceptar el pluralismo». De este modo, la Nueva Economía Institucional se desa­
rrolla a través de «acciones de guerrilla» desde distintas subdisciplinas de la ciencia 
económica (Coase, 1999b), y asume un alto grado de tolerancia metodológica. De 
hecho, todavía son muchos los debates teóricos y metodológicos abiertos en el análi­
sis institucional, lo cual no niega la evidente relevancia de sus avances.

Este artículo presenta la variedad de enfoques del nuevo institucionalismo y 
posteriormente se centra en el pluralismo metodológico de la NEI. Este trabajo no 
pretende formalizar un único método para el análisis institucional, sino revisar y 
plasmar esa pluralidad de posibilidades en un panorama representativo. En el fon­
do, todo ello no es sino reflejo de la propia ciencia económica, en la que conviven 
diversos enfoques y métodos.

El apartado 2 presenta un panorama de diversos enfoques institucionalistas mo­
dernos procedentes de la sociología, la ciencia política y la economía. El apartado 3 
describe el pluralismo metodológico del análisis institucional, específicamente el de 
la NEI. El apartado 4 presenta la importancia de los análisis de caso y la propuesta 
metodológica de la Narrativa analítica, mientras en el apartado 5 se enfoca la cues­
tión del análisis comparado, con especial atención al programa del Análisis histórico 
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e Institucional comparativo. El apartado 6 expone cómo el análisis institucional 
también se ha servido del uso de la econometría y el apartado 7 recoge las nuevas 
tendencias del análisis institucional experimental. Las conclusiones cierran el artícu­
lo señalando tres grandes retos del análisis institucional contemporáneo.

2.	 LOS ENFOQUES DE NUEVO INSTITUCIONALISMO EN CIENCIAS 
SOCIALES

En las últimas décadas del siglo xx, diversos enfoques de nuevo institucionalismo 
han emergido con fuerza en las ciencias sociales (Caballero, 2008). Ya March y Olsen 
(1984, p. 734) señalaban que «un nuevo institucionalismo ha aparecido en ciencia po­
lítica» y que «lejos de ser coherente o consistente, no estaba completamente legitima­
do, pero a la vez no podía ser totalmente ignorado». La propuesta de nuevo institucio­
nalismo de March y Olsen (1984) estudia los factores organizativos en la vida política 
y se configura en torno a tres ideas centrales: a) la relativa autonomía de las institucio­
nes políticas; b) la complejidad causal y las posibilidades de ineficiencia en la historia 
política; y c) la importancia de la acción simbólica para la comprensión de la política.

También a mediados de la década de los ochenta, Matthews (1986, p. 903) afir­
maba, en su discurso presidencial ante la Royal Economic Society, que la economía 
de las instituciones se había convertido en una de las áreas más vivas de la disciplina 
económica. Aportaciones de autores como Ronald Coase, Douglass North, Harold 
Demsetz, Gary Libecap u Oliver Williamson desarrollaron en esos años el análisis de 
las instituciones en economía.

Una década más tarde, en un artículo de referencia para el renacer del institu­
cionalismo político, Hall y Taylor (1996) consideraron que a lo largo de las décadas 
de los ochenta y noventa del siglo xx habían existido tres enfoques en la ciencia po­
lítica que se autodenominaron «nuevo institucionalismo» como reacción a las pers­
pectivas conductistas: 

a)	 El institucionalismo histórico, que se desarrolló como respuesta a las teorías 
grupales de la política y al estructural-funcionalismo, y que consideró a las 
instituciones como los procedimientos formales e informales, rutinas, nor­
mas y prácticas insertadas en la estructura organizativa de la política1;

1  El institucionalismo histórico se caracteriza por una perspectiva de desarrollo institucional que resalta 
la ruta de dependencia y la existencia de consecuencias imprevistas, integra el análisis institucional con 
la contribución de otro tipo de factores, como las ideas; conceptualiza las relaciones entre las institucio­
nes y el comportamiento individual en términos más amplios, mostrando un cierto eclecticismo que 
permite acudir tanto a la propuesta del enfoque del cálculo como a la cultural para especificar la rela­
ción entre la institución y la acción. Subraya las asimetrías del poder asociado con la operación y desa­
rrollo de las instituciones, asumiendo que algunos grupos o intereses tienen un desproporcionado acce­
so al proceso de toma de decisiones (Hall y Taylor, 1996).
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b)	 El institucionalismo de elección racional, que supone un modelo de raciona­
lidad para explicar el comportamiento humano, enfatiza el papel de la inte­
racción estratégica en la determinación de los resultados políticos y recibió 
ciertos insumos procedentes de la «nueva economía de la organización»2;

c)	 El institucionalismo sociológico fue desarrollado en el campo de la sociolo­
gía, especialmente en la teoría de la organización, y consideraba que muchas 
formas y procedimientos institucionales no fueron creados para ganar efi­
ciencia, sino que constituyen prácticas culturalmente específicas3.

En la caracterización de estos tres enfoques que Hall y Taylor (1996) delimitan, 
podemos presentar algunos otros rasgos relevantes. Los institucionalistas históricos 
y los sociológicos asumen que las nuevas instituciones son creadas o adoptadas en 
un mundo ya repleto de instituciones; pero para los primeros esta situación implica 
que hay intereses o actores con más poder que otros, mientras que los segundos 
contemplan cómo las instituciones estructuran el campo de visión de los actores. El 
institucionalismo histórico, en términos comparativos, no ha abordado con aten­
ción el estudio de cómo las instituciones afectan al comportamiento. Sin embargo, 
esto sí lo ha hecho el institucionalismo de elección racional a través de una visión 
simplista de la motivación humana. Por último para el institucionalismo de elección 
racional las causas del origen de las instituciones están dominadas por la deducción, 
mientras para los institucionalistas históricos las causas dependen de la inducción.

En los años noventa del siglo xx, la NEI consolidó su liderazgo en el avance del 
nuevo institucionalismo, plasmado con los premios Nobel a Coase y North. El mar­
co analítico de la NEI es una modificación de la teoría neoclásica, que conserva los 
supuestos básicos de escasez y competencia, así como los instrumentos analíticos de 
la teoría microeconómica, pero que modifica el supuesto de la racionalidad y añade 
la dimensión del tiempo (North, 1994).

Posteriormente, Peters (1999) al abordar el nuevo institucionalismo, además de 
definir a la NEI, señala la existencia de otras siete versiones del nuevo instituciona­
lismo que a continuación presentamos4: 

2  Para el institucionalismo de elección racional, la política se percibe como una serie de dilemas de acción 
colectiva. En cuanto al origen de las instituciones, este institucionalismo supone que los actores crean a la 
institución con el fin de obtener el valor derivado de las funciones de la institución (Hall y Taylor, 1996).
3  Este institucionalismo sociológico, al que Hall y Taylor (1996) adscriben la aportación de March y Ol­
sen (1984), define a las instituciones de forma más general que los politólogos, e incluyen en esa noción 
un conjunto de elementos como los sistemas de simbología, las pautas cognoscitivas y los patrones mo­
rales. Este institucionalismo destaca el carácter mutuamente constitutivo e interactivo de la relación en­
tre las instituciones y la acción individual.
4  En este análisis se desagrega el institucionalismo sociológico de Hall y Taylor (1996) en dos enfoques 
distintos: un institucionalismo normativo y un institucionalismo propiamente sociológico. Además se 
cataloga un tipo de institucionalismo al que denomina empírico —por falta de enfoque teórico y su én­
fasis en un conjunto de cuestiones institucionales tradicionales— y se delimitan dos tipos de aproxima­
ciones institucionalistas en función de su objeto de estudio: por un lado, las relaciones institucionaliza­
das entre sociedad y Estado, y por otro, la política internacional.
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1.	 Institucionalismo normativo. Este enfoque destaca que para comprender el 
funcionamiento de las instituciones y cómo afectan al comportamiento indi­
vidual es clave el papel de las normas y los valores de las organizaciones 
(March y Olsen, 1984, 1989, 1994). Las instituciones moldean a sus partici­
pantes y generan sistemas de significación para quienes participan en la vida 
política, por lo que este enfoque reniega de la exogeneidad de las preferencias.

2.	 Institucionalismo histórico. En este enfoque se subraya la relevancia de las 
decisiones que se toman tempranamente en la historia de toda política: las 
decisiones políticas iniciales determinan el rumbo de las políticas y por tanto 
las decisiones políticas posteriores. Esto implica que existe una dependencia 
de la senda que genera una inercia institucional que hace que las decisiones 
iniciales del ámbito gubernamental persistan. El institucionalismo histórico 
—cuyo término es acuñado por Theda Skocpol— tiene en Peter Hall (1986) 
a uno de sus principales precursores, mientras Steinmo, Thelen y Pierson 
constituyen algunas de sus principales referencias. Este enfoque no implica 
un determinismo histórico, sino que habrá cambio y evolución, pero las po­
sibilidades de rumbo de la política estará restringida por el período inicial.

3.	 Institucionalismo empírico. Este enfoque, próximo a la tradición del viejo insti­
tucionalismo, estudia empíricamente ciertas diferencias institucionales y sus 
efectos, y señala que la estructura del gobierno marca la forma de las políticas y 
las decisiones de los mismos. El institucionalismo empírico se ha centrado en el 
estudio de un grupo de cuestiones aplicadas como las diferencias entre gobier­
no presidencialista y gobierno parlamentario, la cuestión del gobierno dividido, 
la institucionalización legislativa o la independencia de los bancos centrales.

4.	 Institucionalismo sociológico. En el campo de la sociología ha existido una fuer­
te tradición de análisis institucional desde figuras clásicas como Weber o 
Durkheim, que se ha mantenido en áreas como la sociología histórica o la socio­
logía organizacional, y se puede distinguir entre un viejo y un nuevo pensamien­
to institucional en sociología dependiendo de las fuentes de irracionalidad de las 
instituciones, además de por la concepción de la relación entre las instituciones 
y su entorno y del papel moldeador de la política. El nuevo enfoque en sociolo­
gía debe entenderse en un proceso de individualización de las sociedades5.

5.	 Institucionalismo de representación de intereses. En la vida política existen 
cauces de acción que no parecen muy formales pero que realmente adoptan 
un alto grado de institucionalización, y este enfoque analiza la estructuración 
de esas «relaciones institucionalizadas» entre Estado y sociedad. En particu­

5  En el seno del institucionalismo sociológico contemporáneo pueden distinguirse diversas perspectivas 
sociológicas como los modelos de organización basados en la ecología de la población, el enfoque que 
analiza las dimensiones simbólicas y evaluativos de las organizaciones o el programa que estudia los 
procesos de «sedimentación» de las organizaciones.
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lar, el institucionalismo de representación de intereses se centra en el análisis 
de la acción de los partidos políticos y de los grupos de interés.

6.	 Institucionalismo internacional. Este enfoque conceptualiza la política inter­
nacional en términos institucionales y señala el papel de la estructura al ex­
plicar el comportamiento de los Estados. El institucionalismo internacional 
piensa en los regímenes como las instituciones en un nivel internacional, 
pues generan estabilidad y predecibilidad, moldean el comportamiento de 
los Estados e impulsan un conjunto de valores.

7.	 Institucionalismo de elección racional. Este enfoque entiende las instituciones 
como sistemas de reglas y alicientes para el comportamiento dentro de las cuales 
los individuos racionales tratan de maximizar su beneficio, por lo que se sostiene 
que los comportamientos son una función de las reglas y los incentivos. Tres 
cuestiones son fundamentales: el individuo racional y calculador se sitúa en el 
centro del análisis, se presta atención a la temática de la estabilidad de los resul­
tados y al control de la burocracia, y las instituciones se forman a partir de una 
«tabla rasa». Este institucionalismo otorga un destacado papel a los individuos 
pero sitúa a las instituciones como mecanismo para canalizar y restringir la con­
ducta individual. La paradoja que recoge Peters (1999) es que los seres humanos 
diseñan y crean las instituciones, pero luego son restringidos por las mismas.

Este institucionalismo de elección racional requiere especial atención porque ha 
constituido un paso previo de la NEI. El institucionalismo de elección racional emerge 
a partir de concepciones que asumían el individualismo metodológico, como la teoría 
de la elección pública, y hereda de los mismos la importancia de fundamentar la acti­
vidad política en teorías de la naturaleza y el comportamiento humano que modelen 
la naturaleza del individuo. Frente a otros enfoques como el institucionalismo norma­
tivo que no explicita una teoría concreta del comportamiento humano, los modelos 
de elección racional se caracterizan por presentar clara y explícitamente las bases para 
el comportamiento de los individuos. Según Weingast (1996), la teoría de la elección 
racional ha generado un conjunto distintivo de aproximaciones al estudio de las insti­
tuciones, la elección institucional y la permanencia de las instituciones. Este enfoque 
ofrece un tratamiento sistemático de las instituciones que adopta de la teoría de la 
elección racional los microfundamentos para el análisis institucional. Las instituciones 
son concebidas como conjuntos de reglas e incentivos que restringen las posibilidades 
de elección de los agentes políticos, quienes buscarán maximizar sus preferencias den­
tro de ese marco institucional. Según Kiser y Ostrom (1982) las instituciones son re­
glas que los individuos usan para determinar qué y a quién se incluye en las situacio­
nes de toma de decisión, cómo se estructura la información, qué medidas pueden 
tomarse y en qué secuencia, y cómo se integrarán las acciones individuales en las deci­
siones colectivas. De este modo, los institucionalistas de la elección racional se plan­
tean el papel de las instituciones en la actividad política como forma de acotar la incer­
tidumbre de la acción y los resultados políticos.



GONZALO CABALLERO MIGUEZ, XOSÉ H. VÁZQUEZ

230

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

Los desarrollos institucionalistas de la teoría de la elección racional tienden a ver 
las instituciones políticas como estructuras de cooperación voluntaria que resuelven 
problemas de acción colectiva y benefician a todos los afectados. Los individuos ob­
servan que las reglas institucionales limitan también las posibilidades de elección de 
los competidores, y comprueban que las reglas benefician al conjunto de los indivi­
duos. Shepsle (1986) sostiene que aquella cooperación que es demasiado costosa en 
el nivel de los agentes individuales es facilitada en el nivel institucional, pues se eco­
nomizan los costes de transacción, se reduce el oportunismo y se favorecen las ga­
nancias de la cooperación. De este modo, las instituciones aparecen como acuerdos 
ex-ante sobre la estructura de cooperación, tal como mantiene Weingast (2002) al 
afirmar que las instituciones son necesarias para ayudar a capturar las ganancias de 
la cooperación.

En conclusión, el institucionalismo de elección racional se caracteriza por los si­
guientes rasgos (Weingast, 1996): 

a)	 Este enfoque genera un método explícito y sistemático para estudiar los efec­
tos de las instituciones, que son modeladas como restricciones a la acción.

b)	 El método es explícitamente comparativo, tanto en modelos que comparan 
distintas restricciones institucionales con sus correspondientes implicaciones 
en comportamiento y resultados, como en resultados de estática comparati­
va sobre los cambios del comportamiento y los resultados derivados de mo­
dificaciones en las condiciones del equilibrio.

c)	 El estudio de las instituciones endógenas produce una teoría propia sobre su 
estabilidad, forma y supervivencia.

d)	 El enfoque aporta fundamentos de carácter micro para los fenómenos ma­
cro-políticos como las revoluciones y las elecciones críticas.

Dentro del institucionalismo de elección racional podrían distinguirse dos nive­
les separados de análisis (Shepsle, 1986; Weingast, 1996). Por una parte, aquellos 
análisis que tomando las instituciones como fijas y exógenas estudian sus efectos6; 
por otra, los análisis que al estudiar por qué las instituciones adoptan formas parti­
culares las convierten en variables endógenas7.

La NEI ha superado el modelo de elección racional (trabajando a partir de la 
propuesta de racionalidad limitada hacia modelos más complejos), ha introduci­
do la lógica transaccional (a través de las aportaciones coaseanas), ha incorpora­

6  En relación a ese primer nivel de análisis de Weingast (1996), hay que señalar que se ha trabajado so­
bre casi todas las instituciones democráticas como las constituciones, el legislativo, el ejecutivo, la buro­
cracia, las cortes de justicia y las elecciones. El análisis se centra en cómo las instituciones influencian los 
resultados, y se constata que los detalles de nivel micro tienen gran influencia sobre los resultados.
7  En relación al segundo nivel de análisis de Weingast (1996), se trata de indagar por qué las institucio­
nes adoptan una forma y no otra, y por qué son alteradas en unas circunstancias y no en otras. Un mo­
delo de estabilidad institucional debe permitir a los actores particulares alterar las instituciones y debe 
mostrar por qué esos actores no tienen incentivos a hacerlo (self-enforcing).
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do la importancia de la dinámica histórica y ha conceptualizado a las institucio­
nes desde una perspectiva más integral. Sin embargo, la NEI ha coincidido con el 
institucionalismo de elección racional al apostar por el análisis positivo, la aten­
ción a los incentivos y el comportamiento de los individuos, y la importancia de 
la cooperación.

3.	 LA NUEVA ECONOMÍA INSTITUCIONAL: DIVERSIDAD Y PLURALISMO 
METODOLÓGICO

El análisis institucional puede realizarse por lo tanto desde una diversidad de 
enfoques de las ciencias sociales. En todo caso, el análisis institucional contemporá­
neo asume un claro componente positivo, intentando estudiar la naturaleza, la fun­
ción y el papel de las instituciones. Sobre este componente se construye el institucio­
nalismo económico moderno.

Eggertsson (1990) proponía realizar una distinción entre la economía neoinsti­
tucional y la NEI. La economía neoinstitucional reuniría las aportaciones que man­
tienen el núcleo duro de la economía neoclásica, es decir, la estabilidad de preferen­
cias, el modelo de elección racional y el concepto de equilibrio en su análisis, pero 
incorporaría en el cinturón protector el modelo de costes de información y de tran­
sacción y los derechos de propiedad8.

En cambio, la NEI flexibilizaría elementos del núcleo duro de la economía 
neoclásica como la estabilidad de preferencias y el concepto de equilibrio, y rechaza­
ría el modelo de elección basado en racionalidad perfecta, incorporando las limita­
das capacidades cognitivas del individuo decisor a través del concepto de racionali­
dad limitada. Lo cierto es que, desde la última década del siglo xx, la NEI se 
expandió con fuerza y acaparó el protagonismo en el nuevo institucionalismo, rele­
gando la importancia de lo que Eggertsson denominaba economía neoinstitucional. 
A esto ha contribuido que la NEI haya favorecido un alto grado de tolerancia teórica 
y metodológica, lo que le ha permitido aglutinar diferentes tendencias en su seno9. 
La NEI asume un importante pluralismo interno, pero en todo caso ha enfatizado la 
importancia de apostar por el trabajo aplicado y empírico frente al debate metodo­
lógico (Williamson, 2000). En este sentido, Arrow (1987) aclaró por qué la NEI sur­
gió tan distante del institucionalismo americano tradicional: «¿Por qué la vieja es­

8  Para una presentación de la literatura en economía neoinstitucional (la cual incluye trabajos semina­
les como los de Harold Demsetz o Steven Cheung), el libro de Eggertsson (1990) resulta de indudable 
interés. 
9  Como señala Coase (1999a) «la NEI no es un simple cuerpo de pensamiento», sino un conjunto de 
tendencias en desarrollo. Piénsese que la NEI se crea con avances paulatinos desde diversas áreas, y que 
sus fundamentos se derivan de tales avances, tanto teóricos como empíricos, no respondiendo a ningún 
criterio rígido establecido de antemano.
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cuela institucionalista falló tan miserablemente a pesar de contar con analistas como 
Veblen, Commons y Mitchell? ... una de las respuestas está en los importantes análi­
sis específicos de la NEI».

La actividad científica requiere de avances en tres niveles: la teoría, los modelos 
y los test (Ménard, 2001). «El progreso en la comprensión del funcionamiento del 
sistema económico vendrá de la interacción entre el trabajo teórico y el trabajo em­
pírico. La teoría sugiere qué trabajo empírico debería ser fructífero, el consiguiente 
trabajo empírico sugiere qué modificaciones en la teoría o reconsideraciones se ne­
cesitan, lo cual de nuevo lleva a nuevo trabajo empírico. Cuando se realiza adecua­
damente, la investigación científica es un proceso que nunca finaliza, pero siempre 
conduce a una mejor comprensión en cada etapa» (Coase, 2006).

Desde la corriente principal de la ciencia económica, se ha criticado el déficit de 
modelización matemática de la NEI. Como señala Ménard (2001), esto se ha ido co­
rrigiendo en aquellas áreas que se solapan más claramente con los enfoques conven­
cionales (normalmente en la rama microanalítica de la NEI, como la estructura inter­
na de la empresa), pero ha avanzado menos en cuestiones clave del núcleo central de 
la NEI, por ejemplo en el análisis de las reglas globales que subyacen tras la organiza­
ción de las transacciones. En todo caso, «los modelos pueden expresarse en formas 
matemáticas, pero no tiene que ser así necesariamente» (Ménard, 2001). En todo caso, 
también han existido avances en la modelización formal del análisis institucional10.

La NEI es un fecundo campo en cuanto a la realización de trabajos empíricos y 
contrastaciones de todo tipo (Joskow, 1991), lo cual puede resultar paradójico debi­
do al relativo déficit de modelización, pero quizás resida justamente en el hecho de 
tener una teoría expresada en modelos simples lo que favorece el trabajo empírico 
(Ménard, 2001).

Un reto fundamental para el análisis institucional es el desarrollo de teorías bien 
verificadas que aborden la cuestión de la complejidad y la incertidumbre en escena­
rios bien distintos al del prototipo del mercado (Ostrom, 2007). El enfoque de la 
NEI se basa en un conjunto coherente de conceptos y postulados —como los de 
costes de transacción, instituciones o gobernanza— que aportan mecanismos po­
tentes para responder cuestiones importantes y que permiten comprender y desvelar 
claves de muchos hechos de la realidad (Ménard, 2001). Según Ostrom (2007) la 
unidad analítica central del análisis institucional es la action arena en la que los par­
ticipantes (individuos, familias, empresas, unidades gubernamentales) interactúan 
en una estructura de incentivos generados por las características de los bienes rela­

10  Dentro del pluralismo metodológico del análisis económico institucional, la teoría de juegos no co­
operativos ocupó un espacio y resultó útil para comenzar a estudiar las propiedades de las instituciones 
de no-mercado (Bates, 2010). En este sentido, desde la teoría de juegos las instituciones son vistas como 
mecanismos multipropósitos y polifacéticos que mejoran la eficiencia y pueden ser modeladas en juegos 
estratégicos (Pénard, 2008).
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cionados, las reglas que se usan y los atributos de la comunidad de participantes in­
volucrada. Pues bien, esa action arena puede ser representada de distintas formas, 
como un juego formal, como un modelo de agencia, como un estudio de caso deta­
llado o como una narrativa analítica (Ostrom, 2007).

4.	 LOS ESTUDIOS DE CASO Y LA NARRATIVA ANALÍTICA

La NEI considera claves los estudios de caso porque permiten analizar los deter­
minantes y las consecuencias de las instituciones y porque son los bloques con los 
que construir sólidos fundamentos teóricos y empíricos para una teoría de la diná­
mica del cambio institucional (Alston, 2008).

Los estudios de caso que permitan la construcción de «hechos estilizados» son 
importantes, y requieren un marco teórico que enfatice la relación entre institucio­
nes y funcionamiento económico, así como test empíricos que usen la evidencia 
cuantitativa y cualitativa. La clave es que el caso sea relevante para abordar una cues­
tión teórica específica o conceptos explicativos relacionados (Ménard, 2001), y es 
importante distinguir en el análisis de caso lo que es exógeno de lo que es endógeno 
a los actores del caso (Alston, 2008).

En los análisis de caso, es necesaria una teoría robusta para orientar claramente 
la interpretación de los hechos porque siempre puede encontrarse alguna evidencia 
o información que cuestione la explicación o análisis principal (Ménard, 2001). A 
parte de la solidez teórica, el rigor histórico y la validez empírica de los argumentos 
son claves para los estudios de caso en el análisis institucional. Los estudios de caso 
permiten recoger cuestiones cualitativas que resulta difícil cuantificar, enriquecien­
do el detalle del análisis institucional, para lo que puede valerse de encuestas y entre­
vistas (Alston, 2008).

La relevancia de un análisis de caso viene dada por la capacidad de pasar desde 
lo específico a lo general en base a ese estudio de caso. De este modo, los casos rele­
vantes son aquellos que muestran un asunto de interés en sí mismo, pero especial­
mente si ese caso ilustra y analiza un problema general (Alston, 2008).

La NEI incluye trabajos pioneros con análisis de caso. Por ejemplo, los estudios 
de caso detallados pueden ser el mejor medio para estudiar momentos de la histo­
ria de un país con efectos a largo plazo. En este sentido argumenta Alston (2008) al 
abordar el fraude electoral de Argentina en la década de 1930 y estudiar cómo la 
erosión del Estado de derecho acabó provocando el deterioro económico del país.

Posiblemente, North y Weingast (1989) represente uno de los análisis de caso de 
mayor relevancia e impacto en la literatura de la NEI. North y Weingast (1989) se­
ñalaron que el paso desde un modelo de Estado depredador a otro contractual fue 
un elemento definitivo en la orientación histórica hacia el crecimiento económico 
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de la Inglaterra del siglo xvii, defendiendo la superioridad del gobierno representa­
tivo surgido de la Revolución Gloriosa sobre el marco institucional precedente. Esa 
revolución redujo la dimensión expoliadora del sistema fiscal a favor del soberano y 
su capacidad para alterar impuestos unilateralmente, limitó los poderes legislativos y 
judiciales de la Corona, y estableció un sistema de equilibrios entre parlamento y 
monarquía. Todo ello hizo más predecibles las decisiones de gobierno y fortaleció el 
compromiso institucional de asegurar los derechos de los individuos, dotando de 
mayor credibilidad a este compromiso. En definitiva, el artículo presentó un análisis 
de caso sobre cómo el tránsito desde el poder concentrado hacia el gobierno repre­
sentativo puede entenderse como un avance hacia la eficiencia política y económica. 
A pesar del debate y las revisiones posteriores sobre la serie secular de crecimiento 
en Gran Bretaña, North y Weingast (1989) ha realizado una aportación decisiva al 
haber planteado una cuestión relevante para el país, pero también por arrojar luz 
sobre un tema general de interés en la economía política del desarrollo. En este sen­
tido, se plantea el «dilema político fundamental de una economía» que consiste en el 
riesgo de que la delegación del poder político pueda convertirse en abdicación, es 
decir, que quienes controlan el poder político, tiendan a utilizarlo en beneficio pro­
pio (Weingast, 1995).

A la hora de abordar estudios de caso, es relevante la propuesta de método de las 
narrativas analíticas, que se denominan analíticas porque usan un marco teórico 
para el análisis y narrativas porque utilizan la evidencia cualitativa histórica, aunque 
también pueden recurrir a evidencia cuantitativa (Alston, 2008).

La narrativa analítica institucional encuentra precedentes de «inducción analíti­
ca» en obras como Evans et al. (1985), pero la propuesta contemporánea fundamen­
tal sobre Narrativas Analíticas es la que formulan Bates, Greif, Levi, Rosenthal y We­
ingast (1998), que a continuación exponemos. Este método de narrativa analítica 
implica cuatro requisitos para formular un análisis riguroso que combine adecuada­
mente teoría y evidencia: la correspondencia de los supuestos con los hechos, la rela­
ción entre premisas y conclusiones, la adecuación de las implicaciones con los datos 
y la capacidad del análisis realizado a la hora de explicar los fenómenos estudiados.

De acuerdo con la propuesta de Bates et al. (1998), la narrativa analítica se dife­
rencia de otras —que constituyen metanarrativas o adoptan un carácter estructu­
ral— en el énfasis en fundamentar a nivel micro el análisis, lo que es razonable al asu­
mir un enfoque institucional que intenta respetar el individualismo metodológico: 

—	 Las metanarrativas explican la aparición de ideas o fuerzas políticas, mien­
tras la narrativas analíticas exploran mecanismos particulares que modelan 
la interacción entre actores estratégicos y que por tanto producen resultados.

—	 Mientras la narrativa analítica institucional se centra en elecciones y decisio­
nes, con un carácter más micro que macro, otras narrativas de carácter es­
tructural se centran en impactos estructurales de las instituciones.
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Para incorporar una información rica, cualitativa y descriptiva que incluya ele­
mentos relevantes de corte institucional, la narrativa analítica aparece como un méto­
do acertado, que permite responder a muchas cuestiones de «trazo grueso», haciéndo­
lo además coherentemente con el «trazo fino» que, al fundamentarse en un nivel 
micro, permite configurar un sistema explícito y riguroso para manejar los eventos. 
De este modo, la narrativa analítica debe en todo momento desarrollarse muy vincula­
da a la evidencia histórica, a los análisis de caso y a la información empírica.

La narrativa analítica resulta especialmente útil para estudiar por qué ciertos 
mecanismos convierten las fuerzas históricas en resultados políticos específicos. Una 
narrativa analítica exige realizar una inmersión en el caso a examinar que identifi­
que los actores, los puntos de decisión, las elecciones que hacen, las sendas que se 
toman y cómo se generan resultados. La narrativa posee un background, un comien­
zo, una secuencia de escenas y un final. De este modo, estas narrativas complemen­
tan a los enfoques macro-estructurales.

Frente a otras perspectivas, debe señalarse que el método narrativo-analítico no 
supone ni falta de coherencia ni de rigor, y que la clave de su acierto radica en una 
adecuada aplicación que use correctamente el razonamiento y la lógica, siempre res­
paldada por la verificación empírica. La narrativa analítica puede responder satisfacto­
riamente a preguntas que otros métodos no consiguen. De este modo, el análisis se 
circunscribe a determinados períodos y contextos, trazando el comportamiento de ac­
tores particulares, clarificando secuencias, describiendo estructuras y explorando pa­
trones de interacción. La formación de leyes universales de comportamiento humano 
escapa por tanto de los objetivos inmediatos de una narrativa analítica institucional.

En la propuesta de Bates et al. (1998) el uso de la teoría de la elección racional se 
convierte en un elemento clave de la narrativa analítica. Esta teoría se centra en los ac­
tores y sus decisiones, y permite instrumentarse a través de la teoría de juegos, que 
permite análisis extensivos. Es más, estos autores llegan a sostener que el uso de la 
elección racional y la teoría de juegos transforma a la narrativa en narrativa analítica11. 
Sin embargo, los fundamentos institucionales de North (2005) y Greif (2006) desbor­
dan la propuesta de elección racional y abren vías para narrativas analíticas que mati­
cen el modelo de racionalidad del individuo hacia formas más complejas y realistas.

5.	 LA PERSPECTIVA COMPARADA: ANÁLISIS INSTITUCIONAL 
HISTÓRICO Y COMPARATIVO

El análisis comparado constituye un paso más allá de los estudios de caso y es 
una vía fundamental para la NEI. El análisis institucional tiene en la perspectiva 

11  Los juegos permiten explicar ciertos resultados particulares y capturan la influencia de la historia, la 
importancia de la incertidumbre y la capacidad de la gente de manipular y hacer estrategia.
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comparada una agenda de trabajo fundamental, en la medida en que permite sacar 
conclusiones en base a diversas experiencias y aleja al análisis institucional de tenta­
tivas idealizadas de primer óptimo. En este sentido, el análisis comparado se aproxi­
ma y compara soluciones institucionales reales, siempre imperfectas, y prescinde del 
modelo de óptimo social para la comparación (que constituiría la solución de la 
«economía de la pizarra» desde los planteamientos coaseanos).

El análisis institucional desde una perspectiva comparada tiene también sus pro­
pias dificultades. En primer lugar, hay que tener en cuenta la posible especificidad 
de cada contexto institucional, por lo que resulta fundamental aislar y mantener 
bajo control un número limitado de variables para proceder al análisis comparado 
(Ménard, 2001).

La perspectiva comparada sobre las instituciones aparece ya en las obras de refe­
rencia de North (1981, 1990, 1994) cuando presenta el caso del Estado español en 
los siglos xv, xvi y xvii como una referencia estilizada en la que la monarquía no 
estaba sometida a mecanismos de control como los existentes en Inglaterra tras la 
Revolución Gloriosa (North y Weingast, 1989). De este modo, mientras el modelo 
político de la monarquía en Gran Bretaña consigue con la Revolución Gloriosa un 
avance institucional que favorece el desarrollo, Francia o España mantuvieron un 
modelo de Estado que no favoreció los derechos de propiedad, la credibilidad del 
compromiso y, por tanto, el crecimiento económico.

Posteriormente, North, Summerhill y Weingast (2000) comparan la evolución 
institucional de Norteamérica y Suramérica, y consideran que la fórmula institucio­
nal española durante la etapa colonial conllevó una posterior tendencia al desorden 
político en países de Sudamérica frente al orden político y éxito institucional de 
Norteamérica. En esta línea, Caballero y Gallo (2008) proceden al análisis institucio­
nal comparado de las sendas de evolución institucional de España y Argentina en el 
siglo xx.

Greif y Tabellini (2010) también estudian comparativamente las diferentes tra­
yectorias institucionales de China y Europa analizando la bifurcación derivada de 
sus respectivos modelos premodernos de organización social. Mientras la coopera­
ción en China se sostenía por el clan (una organización jerárquica basada en relacio­
nes con fuertes lazos morales y de reputación), en Europa se hacía mediante la ciu­
dad, que implica la ejecución externa de los acuerdos. Pues bien, los valores 
evolucionan para reflejar los acuerdos sociales prevalecientes, y el análisis compara­
do permite comprender ciertos rasgos de la bifurcación institucional entre China y 
Europa.

Si bien los trabajos señalados hasta ahora asumen una perspectiva macroanalíti­
ca para el análisis comparado (Inglaterra frente a España en el siglo xvii, América 
del Norte frente al Sur en la etapa postcolonial, España frente Argentina en el siglo 
xx, China frente a la Europa premoderna), lo cierto es que también desde una pers­
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pectiva microanalítica el análisis comparado ofrece muchas posibilidades, como al 
estudiar distintas estructuras de gobernanza de la empresa. En el caso de la gober­
nanza política, Caballero (2011) compara los modelos de organización industrial del 
Congreso de EE.UU., España y Argentina, perfilando como cada uno de ellos deter­
mina las posibilidades de las transacciones políticas y afecta a la estructura de incen­
tivos de los legisladores.

Al aproximarnos al análisis institucional comparado, resulta necesario presentar 
el programa del Análisis Institucional Histórico y Comparativo (AIHC), que dentro 
de la NEI desarrolla una serie de bases teóricas y metodológicas propias y constituye 
el análisis institucional más avanzado (Caballero, 2004). Este programa surge del 
proceso de estrecha coevolución de dos líneas de investigación nucleadas en Stan­
ford University: el análisis histórico institucional, que protagoniza Avner Greif 
(1998, 2006), y el análisis comparativo institucional, que encabeza Masahiko Aoki 
(2001). De este modo, se ha ido configurando progresivamente un emergente pro­
grama de investigación en torno a un marco teórico-conceptual básico y a una me­
tódica empírica propia con los que abordar el estudio del origen, naturaleza e impli­
caciones de las instituciones. El AIHC es histórico, comparativo y analítico. 
Histórico porque intenta explicar el papel de la historia en la emergencia, perpetua­
ción y cambio institucional; comparativo porque intenta extraer lecciones mediante 
estudios comparativos a través del tiempo y del espacio; y analítico porque confía 
expresamente en modelos microespecíficos al contexto a la hora de realizar análisis 
empírico (Greif, 1998)12.

En cuanto a sus bases conceptuales, el AIHC entiende las instituciones como las 
restricciones no tecnológicas de la interacción humana, compuestas de dos elemen­
tos fundamentales interrelacionados: las creencias culturales y las organizaciones 
(Greif, 1994). El énfasis en estos dos componentes institucionales establece ciertas 
distancias entre el enfoque del AIHC y el más general de la NEI. Así, Aoki (1996) 
critica explícitamente a la NEI por entender a las instituciones como reglas de juego 
y conceder una importancia secundaria a instituciones de orden privado, como las 
formas organizacionales. Greif (2001) destaca tres funciones interrelacionadas de las 
organizaciones: generan reglas de comportamiento, implican procesos de socializa­
ción e influyen en el conjunto de creencias que afectan a la realización de transaccio­
nes. En concreto, se considera a las instituciones como outcomes que emergen endó­
genamente y que son de autocumplimiento, en el sentido de que no son impuestas 
por un agente externo y asegurado su cumplimiento (enforcement) por un agente 
externo, recogiendo así la noción planteada ya en trabajos como Hurwicz (1993) o 
Greif (1994). El complejo institucional es reflejo de un proceso histórico en el que 

12  El AIHC ha concedido gran importancia a edificar modelos teóricos sobre la realidad económica, y 
para ello considera condición sine qua non una consistente y minuciosa base empírica. A través de 
este énfasis en la modelización y en el rigor empírico-histórico el AIHC intenta especializarse dentro 
de la NEI.
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los rasgos económicos, políticos, sociales y culturales del pasado se interrelacionan e 
impactan sobre las instituciones y economía del presente (Greif, 1998), resultando 
prioritario considerar la interdependencia entre instituciones distintas como los de­
rechos de propiedad, las reglas legales, los mercados, las organizaciones, los contra­
tos, las creencias culturales y las normas sociales (Aoki, 1996, 2001). De este modo, 
el AIHC intenta desvelar por qué las sociedades evolucionan dibujando trayectorias 
institucionales distintas, y cuáles son las razones y posibilidades de cambio en estas 
trayectorias.

En cuanto a las bases metodológicas, el AIHC rechaza el enfoque deductivo de la 
economía neoclásica, y aborda el estudio de las instituciones incorporando la no­
ción de equilibrio con la acepción de la teoría de juegos13. Pero debido a que incluso 
para los mismos parámetros exógenos el equilibrio del juego puede ser múltiple (in­
determinación del equilibrio), el AIHC exige además tomar en consideración diver­
sos elementos como la complementariedad institucional o la dependencia de la sen­
da institucional, en el sentido de Aoki (1994, 1996). Así se justifica la relevancia de 
comparar situaciones institucionales diversas y de proceder al estudio de distintos 
contextos históricos de forma paralela14. Este enfoque lleva aparejado una estrategia 
de investigación de análisis inductivo15 y empírico de las instituciones particulares, 
consistente en evaluar y sintetizar la evidencia histórica y comparativa de nivel mi­
cro a través de modelos teóricos y específicos al contexto16 (Greif, 1998). En este 
sentido, el AIHC no pretende construir hipótesis aisladas, sino dar un paso más allá, 
construir modelización explícita que capte la esencia de los problemas (Greif, 1993, 
1994). De hecho, un rasgo característico de este programa es la importancia que 
concede al uso de herramientas teóricas para formar modelos de análisis.

Podemos distinguir dos líneas de trabajo en el AIHC. Por un lado, aquella que 
considera el impacto de la internalización de rasgos y del aprendizaje a través del 
proceso evolutivo sobre el conjunto de reglas relevantes (utilizando la teoría de jue­
gos evolucionaria y los modelos de aprendizaje). Por otro, aquella que considera el 
impacto de las interacciones estratégicas y de los rasgos culturales endógenos y exó­
genos, creencias, estructuras sociales y conocimiento sobre el conjunto de reglas ge­
nerales (utilizando la teoría de juegos y estudiando los orígenes e implicaciones de 
las organizaciones) (Greif, 1998).

13  Las instituciones son claves porque suponen restricciones sistémicas y sostenibles sobre los tipos de 
elecciones estratégicas admisibles de los jugadores, elecciones próximas a las estrategias de equilibrio del 
juego que se lleva a cabo en la economía (Aoki, 1996).
14  El punto de partida del análisis debe situarse en la identificación de las instituciones relevantes en el 
episodio histórico particular en consideración (Greif, 1998).
15  Este carácter inductivo supone que los niveles de sabiduría, racionalidad y conocimiento deben eva­
luarse en cada situación, y no deben ser considerados como dados a través de un enfoque deductivo 
como el neoclásico.
16  En este esfuerzo de modelización se incorporan especialmente los desarrollos recientes en teoría de 
juegos, teoría de contratos y economía de la información.
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El análisis histórico evidencia también la importancia de las creencias culturales 
a la hora de determinar la trayectoria institucional de una sociedad. En concreto, 
Greif (1994) resalta el papel de las creencias racionales, que llevan a los individuos a 
formar unas determinadas expectativas respecto a las acciones que otros agentes lle­
varán a cabo en las distintas contingencias (si cada jugador juega la mejor respuesta, 
el conjunto de creencias culturales permisibles queda restringido a aquellas que son 
self-enforcing)17.

Recientemente, el AIHC desarrolla ciertas nociones que permiten constituir un 
marco conceptual propicio para profundizar en el reto de endogeneizar la variable 
de cambio institucional en el análisis económico e histórico (Greif, 2006). Este enfo­
que del cambio institucional endógeno supone un avance que desborda la perspecti­
va del cambio institucional como equilibrio evolucionario reajustable ante shocks 
externos (Greif y Laitin, 2004).

6.	 LAS APLICACIONES ECONOMÉTRICAS

La NEI en su empeño de realismo económico considera muy importante la in­
vestigación empírica y econométrica que testa teorías alternativas o identifica fenó­
menos económicos que puedan ayudar a innovar en el marco teórico institucional 
(Sykuta, 2008). La evidencia estadística y los test econométricos ocupan también un 
importante lugar en el análisis institucional. A modo ilustrativo, Wallis y North 
(1986) y Knack y Keefer (1995, 1997) ejemplifican una fase inicial en ese avance es­
tadístico y econométrico, respectivamente.

Wallis y North (1986) realizaron un estudio empírico en el que cuantificaron 
que el sector transaccional representaba el 45 % de la producción nacional norte­
americana en el año 1970. De este modo, la NEI realizó un esfuerzo importante por 
el trabajo empírico desde sus comienzos, y en años recientes se ha desarrollado un 
conjunto de indicadores institucionales que facilitan las aplicaciones cuantitativas y 
econométricas.

Knack y Keefer (1995, 1997) aplicaron técnicas econométricas tradicionales 
como mínimos cuadrados para estudiar las relaciones entre instituciones y econo­

17  En este sentido, se encuentra una alta correlación entre la organización de la sociedad y los niveles de 
renta per cápita existentes, tal como evidencian los estudios que señalan el carácter individualista del oc­
cidente desarrollado frente al colectivista de los países en desarrollo. Un ejemplo de primer orden lo 
constituye el trabajo de Greif (1994) que analiza los efectos de la sociedad colectivista magrebí y de la so­
ciedad individualista genovesa de los siglos xi y xii sobre sus respectivas sendas institucionales y tenden­
cias de desarrollo económico (mientras el sistema magrebí facilitaba las relaciones económicas de agen­
cia internas de ese colectivo, restringía la eficiencia de las relaciones llevadas a cabo con otros colectivos; 
por su parte, el sistema genovés no restringía las relaciones de agencia de la intereconomía pero encare­
cía las intraeconómicas).
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mía. Así, Knack y Keefer (1995) analizan el impacto de los derechos de propiedad en 
el crecimiento económico en una muestra de países de corte transversal. Posterior­
mente, Knack y Keefer (1997) investigan los efectos del capital social sobre la activi­
dad económica agregada en un análisis transversal para una muestra de veintinueve 
economías de mercado. En esta tradición de análisis econométrico se sitúan también 
otros trabajos ampliamente citados como La Porta et al. (1998, 1999), en los que se 
estudia respectivamente la protección legal de los inversores y los factores determi­
nantes de la calidad institucional. También Jonhson et al. (2002) se sitúa en esta tra­
dición cuando analiza las relaciones entre los derechos de propiedad y la inversión 
de las empresas.

Trabajos posteriores aplicaron otras técnicas econométricas como datos de pa­
nel para estudiar diversas cuestiones institucionales. La lista de contribuciones vuel­
ve a ser extensa, por lo que nos limitaremos nuevamente a señalar algún trabajo re­
presentativo. Este es el caso de Havrylyshyn y Van Rooden (2003) que analizan el 
papel de las instituciones y el de las políticas de estabilización y reforma en el creci­
miento económico de veinticinco economías en transición durante la década de los 
noventa.

Recientemente, se han aplicado al análisis institucional técnicas econométricas 
no paramétricas, como la programación genética o las redes neuronales. Los avances 
de la informática permiten desarrollar nuevas técnicas computacionales sofisticadas 
para la estimación y predicción de diferentes fenómenos. La programación genética 
es una de esas técnicas que, inspirada por la genética y las teorías darwinianas de se­
lección y supervivencia natural, no tiene restricciones iniciales sobre la forma fun­
cional a estimar y ofrece una ecuación matemática que permite una interpretación 
ad-hoc de los resultados. Otra técnica no-paramétrica son las redes neuronales artifi­
ciales que se basan en la inteligencia artificial para modelizar la relación entre varia­
bles. Se ha demostrado que este método de redes puede aproximar cualquier fun­
ción no lineal con precisión (Álvarez-Díaz y Caballero, 2008; Álvarez-Díaz, 
Caballero y Soliño, 2011).

De este modo, la NEI ha utilizado diversas técnicas econométricas en su análisis, 
impulsando el trabajo empírico sobre calidad institucional y economía. Ahora bien, 
estos esfuerzos, a la vez que permiten mejoras en el conocimiento que no son des­
preciables, también afrontan enormes dificultades. Por ejemplo, la construcción de 
indicadores institucionales ha sido un avance importante, pero todavía resulta im­
perfecta. Al mismo tiempo la cuestión de la endogeneidad de las variables es un pro­
blema difícil de resolver en el análisis institucional, aunque haya habido avances sig­
nificativos (Acemoglu et al., 2001). Como señala Ménard (2001), la definición 
precisa de los conceptos relevantes y la recolección de datos constituyen desafíos 
para el avance econométrico del análisis institucional, para el que es clave la forma­
ción de proxies que impliquen conceptos mejor definidos y exentos de ambigüedad. 
Parte del problema es que carecemos de una teoría integral de las instituciones que 
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clarifique lo que debemos medir y como trabajar empíricamente. Pero además, des­
de una perspectiva institucionalista tradicional este tipo de trabajos pierden la «es­
pecificidad» del análisis institucional a cada contexto. Por lo tanto, «el paquete eco­
nométrico de la nueva economía institucional debe incluir una amplia gama de 
formulaciones y los investigadores deben ser flexibles en sus capacidades de adapta­
ción a nuevas técnicas que sean apropiadas a su investigación» (Sykuta, 2008).

7.	 EL ANÁLISIS EXPERIMENTAL

En años recientes, la ciencia económica —que mayoritariamente ha sido enten­
dida como una ciencia no experimental— ha reconocido el avance de la economía 
experimental. De ello da buena muestra la concesión del premio Nobel de Econo­
mía de 2001 a Vernon Smith «por haber establecido experimentos de laboratorio 
como una herramienta en el análisis económico empírico, especialmente en el estu­
dio de mecanismos alternativos de mercado». El uso de experimentos se ha desarro­
llado en los últimos años para comprobar la hipótesis de racionalidad y tratar de 
comprender la complejidad del comportamiento. Esta línea permite avances en la 
comprensión de cómo las instituciones realmente afectan a las creencias y las deci­
siones de los individuos (Ménard, 2001). Los resultados de la economía experimen­
tal son tan significativos que según Ostrom (2007) plantean desafíos a los supuestos 
básicos de la microeconomía.

La NEI, en su esfuerzo por enriquecer los modelos explicativos del comporta­
miento humano y de comprender el papel de diversas instituciones, encuentra en el 
análisis experimental un método empírico complementario para avanzar y resolver 
nuevos retos. De hecho, la economía experimental y la NEI comparten la máxima 
de que «las instituciones tienen importancia». Los laboratorios experimentales in­
tentan recrear una situación económica real en un entorno controlado donde se 
pueda observar el comportamiento de los individuos ante diversas instituciones. Los 
experimentos permiten controlar variables en el análisis y replicar situaciones, lo 
cual sirve para abordar situaciones de complejidad. El entorno del experimento in­
cluye las dotaciones y preferencias de los sujetos participantes en el experimento, 
mientras que la institución hace referencia al protocolo que los sujetos deben seguir 
para interactuar en el laboratorio (Robin y Staropoli, 2008).

La economía experimental ha abordado el estudio de cuestiones claves del com­
portamiento humano para la NEI, como la racionalidad limitada o el oportunismo. 
Por una parte, hay una amplia gama de experimentos sobre aprendizaje que permi­
ten entender cómo los individuos deciden con racionalidad limitada. Por otra, la 
economía experimental ha estudiado cómo las preferencias sociales de los indivi­
duos restringen las hipótesis de autointerés y pueden reducir el grado de oportunis­
mo (Robin y Staropoli, 2008). Así, Jakiela (2010) ha distinguido un componente de 
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preferencias morales y otro componente de selección de equilibrios a la hora de es­
tudiar diferentes patrones de comportamiento entre culturas. De este modo, el aná­
lisis experimental aborda la compleja cuestión de las instituciones informales bus­
cando separar las preferencias morales de las consideraciones estratégicas que 
surgen por la naturaleza repetida de las interacciones sociales, y permite medir los 
patrones conductuales internos de cumplimiento en distintas sociedades. En ese 
sentido, la economía experimental permite desgranar el componente externo e in­
terno de las instituciones informales (Jakiela, 2010).

En esta línea de trabajo experimental sobre la coordinación, podemos señalar 
dos trabajos que resultan ilustrativos. Kosfeld (2009) estudia la formación endógena 
de instituciones en la provisión de bienes públicos, mostrando que los jugadores 
pueden formar instituciones sancionadoras en equilibrio. Enemark et al. (2009) es­
tudia cómo los grupos fallan o aciertan a resolver problemas colectivos en el mundo 
real. Específicamente, este último trabajo destaca el papel de las redes, y expone 
cómo la coordinación se dificulta al reducir el número de resultados de equilibrio, y 
cómo se facilita al incrementar la comunicación sin afectar el número de equilibrios.

Además, la economía experimental ha estudiado cuestiones institucionales 
como las reglas del mercado, por ejemplo con mecanismos de subastas, o las cues­
tiones de contratación, entre otras. En esta dirección, Arruñada y Casari (2009) es­
tudian los resultados del mercado según estructuras alternativas de incentivos para 
mecanismos de cumplimiento de terceras partes, mientras Field et al. (2010) indaga 
sobre cómo las instituciones religiosas y las castas en la India imponen restricciones 
al comportamiento de las mujeres y cómo esto afecta a la actividad empresarial de 
las mujeres.

En una contribución experimental reciente, Dal Bó et al. (2010) muestran como 
el efecto de una política sobre el nivel de cooperación es mayor cuando esa política 
es elegida democráticamente que cuando es exógenamente impuesta. En el experi­
mento realizado, el efecto de la política sobre la cooperación es un 40 % mayor si se 
impone democráticamente. De este modo, las instituciones democráticas pueden 
afectar el comportamiento directamente además de afectar en la elección de políti­
cas. Dicho de otra forma, Dal Bó et al. (2010) argumenta que una política definida 
democráticamente no tendrá necesariamente el mismo efecto que cuando se impo­
ne no democráticamente.

8.	 REFLEXIONES FINALES

Este trabajo ha puesto de manifiesto una gran heterogeneidad en las aproxima­
ciones del análisis institucional contemporáneo. Quizá por ello convenga terminar 
con algunas reflexiones que puedan encauzar los esfuerzos futuros de investigación 
que pretendan atravesar la actual jungla de teorías y metodologías. Sin ánimo ex­
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haustivo sino, por el contrario, con el objetivo de arriesgar intentando centrar el de­
bate en lo que consideramos crucial a la vista de la revisión de la literatura realizada, 
abordaremos a continuación tres grandes retos que, en nuestra opinión, deberían 
orientar ejercicios futuros fundamentados en el análisis institucional: 

8.1.	 Supuestos de conducta y multidisciplinariedad

Nuestra primera reflexión tiene que ver con los supuestos de comportamiento 
humano utilizados y la necesidad de un enfoque multidisciplinar en el análisis de las 
instituciones, donde raramente existen procesos estrictamente económicos, psicoló­
gicos o sociales, sino más bien un mix de los tres. En este sentido, y quizá porque la 
economía ha alcanzado el título de reina de las ciencias sociales utilizando los méto­
dos de las ciencias físicas, se ha extendido entre los analistas institucionales una idea 
del ser humano como maximizador racional.

Utilizando prioritariamente el método deductivo o la formalización matemáti­
ca, la economía —también la parte microeconómica del análisis institucional— ha 
podido alcanzar objetos de estudio muy distantes de su alcance original (Becker, 
1976; Stigler y Becker, 1977; Lazear, 2000). Esta difusión, sin embargo, se ha topado 
con importantes críticas que inciden en la falta de realismo de sus supuestos de con­
ducta y, por consiguiente, en la calidad de las predicciones y lecciones normativas 
(Lester, 1946). Algo deberían influir estas críticas en el desarrollo de los análisis ins­
titucionales que toman crecientemente como referencia a la economía ortodoxa.

La principal de estas críticas suele verbalizarse en términos de una «profecía 
que se autocumple». El argumento es que los supuestos de comportamiento huma­
no que ha difundido la economía de manera tan intensa causan ciertos sesgos psi­
cológicos que estimulan su conducta oportunista. Algunos autores han constatado, 
de hecho, que los estudiantes de economía muestran un mayor egoísmo (Carter y 
Iron, 1991) que inhibe la cooperación (Frank et al., 1993, 1996), fomenta la con­
ducta de gorrón (free rider) (Marvell y Ames, 1981; Cadsby y Maynes, 1998), e in­
cluso los hace más corruptos (Frank y Schulze, 2000). Aunque naturalmente podría 
suceder que los estudiantes más egoístas se estén autoseleccionando para la carrera 
de economía, estos resultados han sido frecuentemente interpretados como un sín­
toma que refleja el adoctrinamiento implícito de la economía a los estudiantes so­
bre cómo deberían comportarse (Frank et al., 1993, 1996). Desde una perspectiva 
más amplia, Ferraro et al. (2005) sugieren que los supuestos de conducta de la eco­
nomía están «ganando» en el «mercado de las ideas», y así están consiguiendo cam­
biar el comportamiento de las personas en la dirección «egoísta» por medio de he­
rramientas como el lenguaje, las prácticas directivas o los arreglos institucionales. 
El autointerés y el oportunismo se convertirían así en verdades y normas «revela­
das» que gobiernan el comportamiento, como cuando actuar altruistamente hace 
parecer al individuo ante los demás como una persona inmadura o ingenua (Mi­
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ller, 1999). La conclusión es que el adoctrinamiento de las personas en supuestos 
como racionalidad sustantiva y autointerés daña su capacidad de cooperación y, 
por tanto, llega a restringir, demorar o bloquear transacciones que serían viables de 
otra forma.

No debería extrañar en estas circunstancias que percibamos la perspectiva mul­
tidisciplinar de la teoría institucional como una fortaleza, aun cuando las aproxima­
ciones y métodos parezcan a priori incluso relativamente contradictorios. En térmi­
nos generales, la utilización de una única teoría o subteoría implica idealizaciones y 
abstracciones que suelen llevar a percepciones caricaturescas de la realidad. Por el 
contrario, los esfuerzos de integración de distintos paradigmas, si bien son más 
complejos, suelen abarcar una casuística más rica y por tanto ayudan a mejorar 
nuestra comprensión de la realidad. Este esfuerzo integrador y ecléctico puede ser 
incluso más productivo a la hora de emprender trabajos empíricos que necesitan de 
modelos parsimoniosos —pocas variables, pero relevantes— con verdadera capaci­
dad explicativa. Una mayor influencia recíproca entre los distintos paradigmas del 
análisis institucional sería, pues, deseable.

8.2.	 Asimetrías de poder y eficiencia

La necesidad de una mayor permeabilidad está también en el origen de una se­
gunda reflexión sobre las distintas perspectivas del análisis institucional contempo­
ráneo. No en vano, los enfoques multidisciplinares pueden facilitar el análisis de las 
instituciones integrando las asimetrías de poder con las explicaciones basadas en la 
búsqueda de la eficiencia (Vázquez, 2004).

La perspectiva dominante hoy en día en el análisis de las relaciones entre agentes 
con intereses divergentes está basada en la teoría de la agencia. Según esta teoría, 
cuando un principal delega capacidad de decisión a sus agentes, simultáneamente 
entrega rentas informacionales que inevitablemente incrementan sus oportunidades 
de ser engañados (Jensen y Meckling, 1992; Armstrong 1994; Gal-Or y Amit, 1998). 
Esto sucede en la relación entre un accionista y un gerente, entre un cargo público y 
sus subordinados, o más genéricamente entre la ciudadanía y sus representantes 
electos. Lo que nos dice la teoría es que las posibles ganancias de la utilización de co­
nocimiento experto deben compensar los costes incrementales de la pérdida de con­
trol. El reto consiste, por tanto, en diseñar instituciones en las que cuando el agente 
esté luchando por sus propios intereses, también lo esté haciendo implícitamente 
por los del principal. Esta sería la explicación más extendida para justificar la evolu­
ción de los mecanismos de gobierno de las más diversas instituciones. Todas las re­
formas buscarían un plus adicional de eficiencia.

El énfasis en la conducta oportunista del agente ha ido paralelo, sin embargo, a 
la falta de atención en la conducta oportunista del principal. En el ámbito de la em­
presa, por ejemplo, varios autores han llamado la atención sobre la escasez de análi­
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sis de la conducta oportunista de los gerentes hacia los trabajadores (Willman, 1983; 
Dow, 1987, 1996: 179; Foss, Foss y Vázquez, 2006; Vázquez, 2004, 2006), pero bien 
podríamos aplicar metafóricamente esta conducta a otros ámbitos de la relación 
principal-agente. En el caso de una empresa, la aproximación tradicional (Alchian, 
1956) sugiere que las inversiones específicas en una relación laboral crean una situa­
ción de monopolio bilateral. Los trabajadores temen que, en caso de despido por 
cualquier razón impredecible, pueden perder su inversión específica en la empresa 
en capital humano. Simultáneamente, los gerentes saben que como las cualificacio­
nes de sus empleados los hacen difíciles de reemplazar, pueden usar esto de manera 
oportunista en su beneficio (Vázquez, 2004). El resultado es un contrato a largo pla­
zo que evita renegociaciones que una de las partes pueda aprovechar para explotar a 
la otra. Los contratos laborales suelen ser por ello incompletos (Simon, 1951; Wi­
lliamson, Watcher y Harris, 1975), porque la incertidumbre ambiental y la raciona­
lidad limitada de las personas hacen de la previsión de todas las eventualidades posi­
bles algo difícil y —sobre todo— excesivamente costoso. A cambio de una 
remuneración estable, por tanto, es eficiente que los trabajadores concedan capaci­
dad de decisión a sus principales, los gerentes, para que puedan rellenar los espacios 
en blanco de sus contratos dentro de unos límites previamente pactados y de acuer­
do con lo establecido por la ley.

Grimshaw y Rubery (1998) explican, sin embargo, que la falta de alternativas de 
empleo incrementa el poder de negociación del principal, lo cual es interpretado por 
ambos autores como la justificación de prácticas de recursos humanos que no pare­
cen reflejar consideraciones de eficiencia a largo plazo. Stevens (1996) también su­
giere que las empresas son competidoras imperfectas por la fuerza laboral cuando 
existen imperfecciones de mercado en la formación, lo que suele generar cierto po­
der de mercado que impide a los trabajadores salir de su empresa incluso cuando los 
salarios parecen menores que su producto marginal. Dow (1987, 21) cita esta evi­
dencia perfectamente aplicable a cualquier relación principal-agente: distorsión de 
información sobre la situación del mercado o sobre los costes de la competencia, de­
cisiones unilaterales de innovación que reducen la capacidad de negociación del tra­
bajador…

El hecho es que el oportunismo del principal es un asunto poco desarrollado 
que en el mejor de los casos ha sido tratado como un argumento secundario en el 
análisis de temáticas relacionadas (Akerlof, 1982; Nagin et al., 2002; Minkler, 2004; 
Arocena et al., 2011). ¿La razón? Puede que la falta de permeabilidad entre distintos 
paradigmas sea la causa primordial. Desde el ámbito de la teoría institucional socio­
lógica las asimetrías de poder son una cuestión tan enraizada en sus análisis que no 
se discuten; en el ámbito de la psicología sucede algo similar y no se debate sobre su 
existencia sino sólo sobre sus motivadores y sus efectos. En contraste, en el ámbito 
de la economía institucional se perciben las asimetrías de poder con desconfianza 
por la dificultad de su medición y porque el lenguaje predominante no ayuda a in­
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ternalizarlas. Lo que para unos puede ser asimetrías de poder, para otros son simples 
renegociaciones de contrato (explícito o implícito) en un mercado de libre ofertan­
tes y demandantes. Quizá debamos recordar aquí, entonces, que el progreso científi­
co no consiste sólo en dejar que los hechos hablen por sí mismos, porque las pre­
guntas que nos hacemos y las propias hipótesis explicativas de esos hechos pueden 
estar influidas por las construcciones teóricas predominantes y su lenguaje asociado.

8.3.	 Causalidad, dinamismo y estudios multinacionales

Por último, una tercera reflexión tiene que ver con los métodos empíricos utili­
zados en los análisis institucionales. Sin duda la diversidad de herramientas y proce­
dimientos utilizados está muy relacionada con la multidisciplinariedad de los análi­
sis institucionales, pero también con la tremenda diversidad de los problemas 
observados. Del mismo modo que la rigidez teórica de postulados y doctinas obsole-
tas genera visiones excesivamente parciales de los problemas institucionales, la esca­
sa complementariedad entre estudios cualitativos y cuantitativos está en el origen de 
problemas en la generación y verificación empírica de hipótesis.

Se aprecian debilidades, por ejemplo, en la dirección de las relaciones causales y 
en los problemas de endogeneidad econométrica que esto suele generar. En este sen­
tido, la propuesta de Oliver Williamson (1975) para «operacionalizar» la teoría de 
los costes de transacción (vinculando atributos de transacciones a fórmulas organi­
zativas concretas) no sólo resulta excesivamente simplificadora sino que introduce 
frecuentes dudas sobre la correcta especificación de los modelos. Imaginemos, por 
ejemplo, una hipótesis que vincule la duración de un contrato al nivel de inversión 
específica realizado. Si estamos hablando de un contrato laboral, es evidente que un 
numeroso grupo de variables exógenas relacionadas con la regulación, las normas 
sociales, el estado del mercado de trabajo, la fortaleza de los sindicatos u otras, pue­
den tener un efecto mucho más importante, hasta tal punto que el nivel de inversión 
específica en una relación laboral puede ser, no la causa de la duración del contrato, 
sino la consecuencia. En este caso podríamos encontrarnos ya no ante un problema 
de dirección de la causalidad, sino ante un problema de endogeneidad de la especifi­
cidad del capital humano.

Relacionado con este asunto, conviene también reparar en la escasez de análisis 
dinámicos que den debida cuenta de efectos de causalidad múltiples a lo largo del 
tiempo y que, por tanto, son sólo detectables en estudios con datos de panel o al me­
nos con variables retardadas. Así, aun teniendo una especificación del modelo ade­
cuada con relaciones de causalidad correctamente fundamentadas y sin problemas 
de endogeneidad, conviene reflexionar sobre el tiempo que esas relaciones de causa­
lidad necesitan para hacerse efectivas. Los cambios regulatorios no suelen producir 
transformaciones inmediatas en los resultados, las inversiones en capital humano no 
suelen incrementar la productividad de la noche a la mañana, las políticas públicas 
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—digamos— de innovación raramente generan cambios estadísticamente significa­
tivos en estudios estáticos con datos de un único período, normalmente un año. Es 
imprescindible, por tanto, realizar un esfuerzo por emprender trabajos empíricos de 
carácter dinámico en un ámbito, el de las instituciones, donde raramente las relacio­
nes entre las variables pueden entenderse desde una perspectiva estática.

Por último, y en relación al potencial de generalización de los resultados, los tra­
bajos empíricos están fundamentados en muchos casos en un único país, por lo que 
con frecuencia debemos aceptar que la posibilidad de sesgo-país condicione los re­
sultados. Por ello, incluso las generalizaciones de baja intensidad de los resultados 
obtenidos en el análisis de un solo país, resultan extremadamente difíciles, dado que 
como se ha argumentado hasta la saciedad, los factores culturales y legales son fun­
damentalmente endógenos e idiosincráticos.
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Reformas institucionales en la Unión 
Europea. Hacia una política marítima 
integral

A partir de 2006 la Comisión Europea, con la publicación de un Libro Verde sobre política 
marítima, abrió el camino para diseñar una política marítima europea sobre la base del de-
sarrollo sostenible. El hilo conductor era la necesidad de abordar normas guía de aplicación 
universal que deben acompañar a las específicas de cada actividad o campo de interés y ser 
compatible con ellas, para asegurar la gobernanza y favorecer la sostenibilidad. La revisión 
más detallada de las actividades y su problemática específica permite ver el alcance econó-
mico del objetivo planteado, pero también la magnitud de los problemas a abordar. Con 
este escenario de referencia, en este artículo nos centramos en analizar los aspectos institu-
cionales para algunas actividades significativas con el objetivo de evaluar el alcance y la via-
bilidad de la propuesta comunitaria.

2006. urtetik aurrera, itsas politikari buruzko liburu berdea argitaratu zenetik, Europako itsas 
politika garapen iraunkorrean oinarrituta diseinatzeko bidea ireki zuen Europako Batzordeak. 
Izan ere, oro har aplikatu beharreko arauei heldu behar zitzaien, jarduera edo interes-eremu 
bakoitzeko berariazko arauekin batera joan eta horiekin bateragarriak izango zirenak, gobernan
tza bermatu eta iraunkortasunari on egiteko. Jarduera eta horien berariazko problematika zeha
tzago aztertuta, azaldutako helburuaren irismen ekonomikoa ikus daiteke, baina baita ekin be-
harreko arazoen garrantzia ere. Aipatutako egoera horrekin, alderdi instituzionalak aztertu 
ditugu jarduera adierazgarri batzuetan, erkidegoko proposamenaren irismen eta bideragarrita-
suna balioztatzeko asmoz.

After 2006, with the publication of a Green Paper on Maritime Policy, the European 
Commission laid the groundwork for a global maritime policy on the basis of sustainable 
development. The guiding principle behind these initial reflections was the need to establish 
universally applicable guide regulations which must accompany those specific to each activity 
or field of interest and be compatible with them in order to ensure governance and favour 
sustainability. A more detailed review of activities and the problems they entail enable us not 
only to understand the immense economic scope of the proposed objective but the 
magnitude of the problems faced as well. With this scenario as a reference, in this article we 
focus on analysing the institutional aspects regarding some significant activities with the aim 
of assessing the scope and feasibility of the EU proposal.
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1.	 INTRODUCCIÓN

El interés actual en estudiar el marco institucional marítimo europeo tiene un do­
ble punto de apoyo: el incremento de las actividades relacionadas con el medio mari­
no en todo el mundo y en Europa en particular, y el impulso de la Comisión Europa 
para redefinir su estrategia marina y marítima, en una perspectiva más integral.

Es fácilmente constatable la tendencia creciente de actividad económica en el 
medio marino y, al mismo tiempo, el desplazamiento de la población europea hacia 
las zonas costeras, donde se produce alrededor del 40 % del PIB europeo. Entre las 
actividades a considerar, se incluyen la pesca y la acuicultura, el transporte marítimo 
y la actividad portuaria, la construcción naval, el turismo y el ocio, la ocupación re­
sidencial y los servicios propios de la misma, el aprovechamiento energético y el de­
sarrollo de tecnologías marinas. También podrían contemplarse problemas genera­
les como la seguridad marítima, la I+D marina, el empleo y la formación específicas 
y el patrimonio y la identidad culturales, aunque sólo colateralmente serán conside­
rados en este trabajo.
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Por su parte, la Comisión Europea dio a conocer en 2006 un Libro Verde sobre 
política marítima (LVPM) con el objetivo de reflexionar sobre la oportunidad de di­
señar una política marítima global basada en el desarrollo sostenible. Por tanto, el 
hilo conductor era la necesidad de abordar normas de aplicación universal que de­
ben acompañar a las específicas de cada actividad o campo de interés y ser compati­
ble con ellas, para asegurar la gobernanza y favorecer la sostenibilidad.

Con este escenario de referencia, en este artículo nos vamos a centrar en analizar 
los aspectos institucionales para algunas actividades significativas con el objetivo de 
evaluar el alcance y la viabilidad de la propuesta comunitaria por lo que respecta a 
estos apartados. Para ello, en primer lugar caracterizaremos las actividades maríti­
mas de mayor interés. A continuación, analizaremos el escenario institucional en lo 
que respecta a las mismas. En el apartado siguiente caracterizaremos las operaciones 
desde la perspectiva de los costes de transacción. Y concluiremos reflexionando so­
bre los problemas de regulación que se presentan en este escenario, haciendo refe­
rencia a los mecanismos preferentes.

2.	 PANORAMA ECONÓMICO DE LAS PRINCIPALES ACTIVIDADES 
MARÍTIMAS EN LA UNIÓN EUROPEA

Tres son los fundamentos de las actividades económicas directas en el mar: la 
explotación de recursos, el desplazamiento de mercancías o personas o el disfrute 
del espacio marino. En la primera de las direcciones se sitúan la pesca, la acuicultu­
ra, la explotación de yacimientos submarinos o el aprovechamiento de fuentes ener­
géticas de origen marino. En la segunda es especialmente relevante el tráfico de mer­
cancías. En la tercera debemos hablar del turismo y los usos residenciales en las 
zonas marítimas. En relación con estas actividades hay otras que deben usar necesa­
riamente las zonas marítimo-costeras, singularmente la construcción naval (buques 
de transporte o pesca, así como para uso militar o científico, instalaciones flotantes 
para diferentes usos) y las infraestructuras en tierra (instalaciones portuarias, servi­
cios residenciales o conexiones terrestres).

Nos referiremos brevemente a algunas de ellas, tratando de resaltar los aspectos 
más significativos de su importancia económica general o local, los impactos am­
bientales derivados de la actividad, y otros rasgos destacables.

2.1.	 La pesca

Es una actividad tradicional que ha evolucionado tecnológicamente de manera 
sustancial, de manera que desde mediados del siglo xx se ha expandido e intensifi­
cado de forma muy notable. La producción pesquera se ha multiplicado por siete 
desde 1950, aunque en los últimos años la producción por capturas está estancada 
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y los incrementos en producción de origen marino provienen de la acuicultura 
(FAO, 2009).

En Europa esta tendencia es incluso negativa: para la UE-15, las capturas en 
todas las regiones de pesca pasaron de 6.250.260 toneladas en 1990 a 6.150.037 en 
2000, y a 5.056.326 en 2005, marcando la cifra más baja de la serie, tras lentos des­
censos desde 2003. Si el seguimiento lo hacemos para el grupo UE-27, en 1995 se 
capturaron 8.054.070 toneladas, en 2000 6.794.180, y en 2005 5.632.045. Conside­
rando sólo las capturas en la región Atlántico Nordeste, la zona próxima, las cap­
turas pasaron de 5.876.531 (UE-27, en 1995) a 4.106.213 (en 2005), y a 3.993.678 
en 2006.

Una de las consecuencias es que para mantener su consumo de pescado Europa 
depende fuertemente de las importaciones, con un saldo negativo de 13.773 millo­
nes de euros en el conjunto UE-27 (13.451 para U-15) en el año 2006. Entre los diez 
principales importadores mundiales de pescado figuran seis países comunitarios 
(España, Francia, Italia, Alemania, Reino Unido y Dinamarca, ordenados por volu­
men de importaciones). La media de consumo comunitaria (25,7 kg por persona/
año en 2003 para UE-15) se situaba por encima de la mundial (16,4 kg) y del grupo 
de los países desarrollados (23,7 kg). Los países recién incorporados (en todo caso), 
estaban ese año con cifras de consumo medio inferiores, excepto Lituania y Malta, 
por lo que esa última cifra media estará ahora muy próxima.

La flota pesquera está integrada por 81.503 barcos (2006), si bien esa cifra era de 
103.868 en 1995. También las dimensiones técnicas (tonelaje y potencia) han dismi­
nuido, en una proporción parecida y el número de empleos ha decrecido en casi to­
dos los países europeos con flota pesquera.

La expansión implica que se ha accedido a caladeros muy distantes y también a 
poblaciones pesqueras en grandes profundidades. La intensificación ha supuesto 
que una buena parte de las poblaciones de peces, crustáceos y moluscos están plena­
mente explotadas (50 % según la FAO) o incluso sobreexplotadas (25 %). Los des­
equilibrios en los ecosistemas marinos por este motivo son una preocupación evi­
dente y creciente. Otras prácticas pesqueras como la utilización en ocasiones de 
técnicas poco selectivas o los descartes tienen también consecuencias en el mismo 
sentido.

2.2.	 La acuicultura

Ha dado un salto cualitativo con la piscicultura que ha conseguido procesos in­
tegrados y cerrados de cultivos, con un elevado control científico-técnico de los pro­
cesos. Ello ha permitido un notable desarrollo industrial de esta producción desde la 
década de los noventa, complementando la producción pesquera y permitiendo que 
se incremente el consumo per cápita de productos de origen marino.
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En la Unión Europea (UE-15), la producción total de acuicultura pasó de 
897.000 toneladas en 1985 a 1.099.732 en 1995 y a 1.201.380 en 2007, manteniendo 
una línea bastante estable en los años 2000 (Eurostat, 2011). En 2007 la producción 
conjunta (UE-27) ascendió a 1.307.587 toneladas. Esta producción sólo representa el 
3 % de la producción mundial, pero, en cambio, se debe destacar que la producción 
europea es líder en algunas especies de cultivo como la lubina, la dorada, el rodaballo, 
el mejillón, o, si consideramos países no comunitarios, el salmón y la trucha.

Resaltamos pues, la evolución de la producción en piscicultura de granja, donde 
las condiciones de cultivo dependen fuertemente de la tecnología y el control de los 
procesos. En este apartado, la acuicultura europea ha crecido a un ritmo del 7  % 
anual en el período 1996-2006. En 2006 se han producido, por ejemplo, incremen­
tos muy significativos en producción de dorada (20 %) o lubina (32 %).

Reconociendo la importancia de la acuicultura, la Comisión Europea ha expre­
sado la necesidad de desarrollar una estrategia específica para estos cultivos dentro 
de la Política Pesquera Común (COM 2002/511 final), por su interés en el desarrollo 
de determinadas zonas ligadas históricamente a la pesca, para incrementar la dispo­
nibilidad de alimentos y para promover sistemas con reducido impacto ambiental y 
compatibles con la sostenibilidad.

La acuicultura, no obstante, no está exenta de impactos ambientales. Estos tie­
nen que ver con la selección de los espacios para cultivo, que resultarán afectados 
por detritus orgánicos y posibles interacciones con los hábitats autóctonos.

2.3.	 El transporte marítimo

Vivió un impulso significativo al hilo de los procesos de globalización. Además, 
la saturación de las redes de transporte terrestre, los precios del combustible (cuyo 
uso es más intensivo en otros medios), y los impactos ambientales crecientes y acu­
mulativos derivados de estos usos, han actuado en la misma dirección. En conse­
cuencia, se han intensificado rutas transoceánicas, se buscan soluciones más regula­
res y flexibles para el tráfico en el ámbito europeo («autopistas del mar») y se 
plantean nuevas formas de relacionar estratégicamente las rutas marítimas con las 
terrestres.

En Europa, entre 1995 y 2005 (Eurostat, 2007) el transporte de mercancías por 
mar (medido en toneladas-kilómetro1) se incrementó el 34,6 %, sólo superado por 
el transporte por carretera (37,9 %). En ese año 2005, el 39,1 % del tráfico intraeu­
ropeo se realizaba por mar. Pero en el último año de esa serie, el mayor crecimien­
to correspondió al tráfico marítimo (2,8 %, frente al 2,5 % del transporte por ca­
rretera).

1  Tkm: toneladas transportadas multiplicado por kilómetros de viaje.
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Un total de 302 puertos europeos de diferentes países soportan (con más de un 
millón de toneladas/año cada uno) al menos el 80 % del tráfico marítimo (nacional 
o internacional, representando a su vez este último el 86 % de la cifra total). Un to­
tal de 9.425 buques componen la flota europea, de los que el 66 % navega con ban­
dera de conveniencia, y queda por ello sometida a otras regulaciones (legales, de se­
guridad, tecnológicas o fiscales), en principio más blandas.

El transporte presenta la principal preocupación ambiental en el ámbito de la 
seguridad marítima, en especial cuando el riesgo de accidente afecta a mercancías 
peligrosas. En algunos casos, como el transporte de hidrocarburos, los accidentes 
han tenido consecuencias contaminantes muy fuertes y localizadas (buques Erika o 
Prestige, por ejemplo), planteándose a raíz de ello reconsideraciones sobre la regu­
lación, la evaluación de los impactos y las medidas de gestión ante las catástrofes. 
En cualquier caso, a pesar de la etiqueta de mayor limpieza, la European Environ-
ment Agency (TERM report 2006) consideraba al transporte marítimo responsable 
del 13 % de las emisiones mundiales de gases de efecto invernadero. Por tanto no 
debe quedar este aspecto fuera de la agenda.

2.4.	 El turismo

Es otra actividad que en las zonas costeras se ha desarrollado intensamente al 
amparo del crecimiento económico. Además, del turismo estacional y más tradicio­
nal en zonas de playa, queremos resaltar el auge de actividades como el turismo ma­
rinero (turismo activo en actividades y cultura propias del mar), y el uso para dis­
frute de las embarcaciones marítimas (de diferente dimensión).

En Europa varios programas se han preocupado desde el año 2000 de fomentar 
el desarrollo sostenible a través de una correcta integración horizontal en los siste­
mas productivos locales, manteniendo sus señas de identidad y singularidad, apo­
yándose en la creación de empresas interrelacionadas y completando y diferencian­
do la oferta en su ámbito territorial en el que se sitúan los recursos turísticos. A 
partir de los programas LEADER y PRODER se han desarrollado experiencias y pro­
yectos específicos (por ejemplo combinando la actividad turística con la pesquera). 
Esta iniciativa europea aplica, a su vez, iniciativas avanzadas por la Organización 
Mundial de Turismo desde 1997.

En esta perspectiva, profesionales del medio o de la cultura se reconvierten en 
profesionales mixtos o polivalentes, añadiendo a su trabajo principal (pesca, etc.) el 
desarrollo de actividades turísticas directas.

Por lo que respecta a los aspectos de náutica de recreo y turismo de cruceros, al­
gunos datos pueden resaltar su importancia creciente. En Europa se registran más 
de 5.000.000 de embarcaciones de recreo (la cuarta parte del total mundial, UCINA, 
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2004). Aunque se ha relacionado su uso con altos niveles de renta, la gama de posi­
bilidades es muy amplia y se tiende a diversificar en diferentes niveles.

La actividad tiene además efectos arrastre, en la medida que requiere construc­
ción y reparación de embarcaciones y equipos, suministros, alquiler, escuelas de for­
mación, además de necesitar otras tareas habitualmente de responsabilidad pública 
(dotación de infraestructuras, seguridad).

En Europa 1.967 astilleros participan en la construcción y reparación de estas 
embarcaciones. En 2004 se construyeron 17.093 embarcaciones a vela, 78.232 a mo­
tor y 17.093 neumáticas.

En el apartado de cruceros turísticos, se ha producido un incremento notable en 
el último decenio. En 1995 la cifra de viajeros en cruceros en Europa rondó el mi­
llón de personas. En 2003 alcanzó los 2,6 millones; en 2004 fueron 2,8 millones; en 
2005, 3,2 millones, y en 2006 3,9 millones, marcando pues una senda clara al alza. 
Aunque el Mediterráneo ha sido y sigue siendo el escenario principal de esta activi­
dad, las operaciones en puertos del Atlántico se han incrementado también de for­
ma notoria (www.europeancruisecouncil.com, 2008).

Estas actividades dejan sentir sus efectos ambientales sobre todo en los requeri­
mientos en instalaciones en la zona marítimo-terrestre, aunque parte de ellas son de 
uso compartido con otras actividades. Los usos residenciales presentan las tenden­
cias de mayor efecto agresivo en las zonas litorales, aunque aquí nos centraremos 
más en los usos directamente marítimos, incluyendo pesca deportiva o recreativa e 
impactos en zonas marinas.

2.5.	 La explotación energética de fuentes marinas

Es otro aspecto que se ha desarrollado en los últimos años. Al interés por la ex­
plotación de los yacimientos submarinos, de petróleo y gas natural, se han añadido 
ahora las posibilidades que se abren con las fuentes renovables de origen marino. 
Entre ellas, la energía eólica marina, la mareo motriz, la energía térmica oceánica, las 
corrientes marinas y la energía de las olas. La primera y la última son las que han 
despertado mayores expectativas a corto plazo.

En Europa tenemos ya algunas experiencias importantes, aunque fundamental­
mente estamos contemplando un sector en desarrollo. En la energía de corrientes 
marinas la mayor instalación mundial está situada en Irlanda del Norte, con una 
potencia de 1,2 Mw. En cuanto a la energía de las olas, desde 2001 funciona una 
instalación en Escocia (Isla de Islay) con una potencia de 500 Kw (con tecnología 
Limpet, aunque se ensayan diferentes alternativas). En la energía mareo motriz, la 
mayor instalación del mundo está en La Rance (Francia) con una potencia instala­
da de 240 Mw.
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Al tratarse de explotaciones relativamente nuevas, salvo las relativas a yacimien­
tos del subsuelo, no se han catalogado sistemáticamente todavía los posibles impac­
tos ambientales. Pero sí se han planteado algunas consideraciones parciales. Estas 
hacen referencia sobre todo al efecto de las instalaciones sobre otras actividades en el 
espacio marino, y, sobre todo para los casos con mayor cercanía de las instalaciones 
a las costas.

De los aspectos relacionados nos detendremos brevemente en la seguridad marí­
tima y en la calidad de las aguas, aspectos en los que la gestión está parcialmente li­
gada a las actividades ya mencionadas. En el caso de la seguridad, la regulación está 
muy ligada a los propios medios de transporte o actividad y a las condiciones en que 
se autorizan tales actividades. En cuanto a la calidad de las aguas en las zonas próxi­
mas a las costas, el resultado depende fundamentalmente, de la gestión de las aguas 
residuales en zona terrestre, aunque también influye, indirectamente, de las activi­
dades en el mar y de su regulación.

3.	 COMPLEJIDAD Y DIVERSIDAD INSTITUCIONAL

Los procesos de ocupación y apropiación del espacio y los recursos marinos han 
sido diferentes a los terrestres en tiempos y formas. Institucionalmente, la situación 
predominante en el espacio marino ha sido la de mar libre, salvo para una estrecha 
franja adyacentes a las costas de 6 o 12 millas, para las que se reconocían derechos 
territoriales de los países ribereños (mar territorial2).

Es conocido, asimismo, que, tras algunos precedentes parciales3, la III Confe­
rencia de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar (III CNUDM, 1973-82) modificó 
sustancialmente el statu quo jurídico marítimo, reconociendo y regulando las Zonas 
Económicas Exclusivas (200 millas) y, asimismo, definiendo jurídicamente otros es­
pacios y derechos. Desde entonces, se ha abierto un período de ajustes, tanto a escala 
internacional como regional o local.

El mayor interés se desplazó hacia la explotación y apropiación de los recursos 
naturales (pesqueros o energéticos), y hacia la redefinición de derechos en este nue­
vo contexto (Copes, 1981; Neher et al., 1989; Scott, 1986). Al respecto, destacamos 
dos líneas de presentación de las posibilidades existentes.

2  Este concepto adquiere fuerza jurídica a partir de 1958, cuando en la primera CNUDM se regula y fija 
en 12 millas. En la misma Conferencia se reconoce todavía, con pequeñas limitaciones, la libertad de 
pesca en los océanos.
3  Parciales en cuanto al objeto o actividad, o en cuanto al ámbito geográfico. Entre ellos se citan la 
Truman Act (Estados Unidos, 1945), la Declaración de Santiago (Chile, Perú , Ecuador, 1952), la cita­
da I Conferencia de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar (1958), o la Conferencia de Londres 
(1964).
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Desde una perspectiva subjetiva, o de las personas o entidades que son titula­
res, los derechos podrían definirse en ámbitos de propiedad privada, comunal o es­
tatal. Alternativamente podríamos encontrar ausencia o indefinición de los mis­
mos, permaneciendo los recursos o espacios naturales en situación de libre acceso 
(Stevenson, 1991; Libecap, 1989; Feeny et al., 1996). Desde una perspectiva objeti­
va, o de los contenidos de los derechos, estos podrían referirse a diferentes aspec­
tos. En la perspectiva económica se resaltan los relativos al acceso, uso o extracción, 
gestión, exclusión y enajenación (Schlager y Ostrom, 1992), además de la determi­
nación de las coordenadas de espacio y tiempo en que se definen (Scott, 1986).

En esta perspectiva, se pueden situar algunos de los problemas y discusiones que 
han tenido lugar en las tres últimas décadas en los ámbitos de algunas de las activi­
dades económicas que estamos considerando. La elección que se haga no es trivial 
ya que condicionará las estrategias de los agentes y el resultado global.

En el caso de la actividad pesquera podemos subrayar que, en este contexto, 
ha pasado de ser un ejercicio en acceso libre, salvo en zonas costeras muy próxi­
mas (mar territorial) a estar sometida a una compleja serie de regulaciones, co­
menzando por las Zonas Económicas Exclusivas y otras regulaciones que afectan a 
los derechos internacionales, y siguiendo por las regulaciones locales que limitan a 
su vez el acceso a la zona de exclusividad y generan nuevos derechos de pesca. Es­
tos derechos pueden estar definidos sobre el output (cuotas), sobre el esfuerzo (li­
cencias), sobre el espacio (derechos territoriales, en su caso) o sobre el tiempo 
(derechos temporales o permanentes). Estos derechos pueden contener otros atri­
butos, y muy en especial ser o no transferibles.

Otro aspecto importante se refiere al tránsito y su regulación, incluyendo la se­
guridad marítima. El tratamiento del riesgo y la responsabilidad por accidente ha 
adquirido su máxima intensidad con los problemas de contaminación por vertidos 
tóxicos, debido al alcance de los mismos. Al respecto, el tratamiento ha sido diferen­
te por países. Mientras en algunos países (incluida la Unión Europea) se aplica la 
responsabilidad por culpa (responsabilidad a demostrar por parte de los supuestos 
perjudicados), en otros (Estados Unidos) se ejerce el principio de responsabilidad 
estricta. La elección jurídica tiene, sin duda, consecuencias sobre las estrategias eco­
nómicas de los transportistas, en la medida en que incide en sus decisiones de inver­
sión en materia de seguridad.

Otros aspectos como la segmentación de la propiedad, y por tanto de la respon­
sabilidad de los distintos operadores en la cadena de transporte marítimo, o la regu­
lación sobre abanderamientos (tolerando la práctica de las banderas de convenien­
cia), influyen también sobre las conductas o estrategias.

En el cuadro n.º 1 resumimos los sistemas de derechos en el medio marino, apli­
cados a los casos seleccionados. Se caracteriza el fundamento de estrategias opera­
cionales que se derivan de la situación.
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Cuadro n.º 1.  �MECANISMOS DE REGULACIÓN EN EL MEDIO MARINO: 
EJEMPLOS POR ACTIVIDADES BAJO DIFERENTES REGÍMENES DE 
PROPIEDAD

Instrumentos 

Actividad

Propiedad 
privada

Propiedad 
común

Propiedad 
estatal

Libre acceso

Pesca Derechos 
individuales 
transferibles 
(ITQ, Licencias)

Concesiones o 
autorizaciones a 
colectivos de 
pescadores

— Situación antes 
de 1977 y en la 
práctica en 
casos con 
numerosos 
concurrentes

Acuicultura Concesiones 
territoriales 
individuales

Concesiones o 
autorizaciones a 
colectivos 

— Situación antes 
de 1977 y 
prácticamente 
en casos con 
numerosos 
concurrentes

Energía marina Concesiones de 
explotación 
individuales

— Exploración y 
explotación 
centralizadas

—

Transporte 
marítimo

Derechos de 
navegación y 
transporte. 
Gestión parcial 
puertos

— Gestión 
portuaria. 
Gestión de la 
seguridad 
marítima

—

Turismo y ocio Concesiones 
para operación 
turística. 
Explotación de 
rutas, espacios y 
lugares

Autorizaciones o 
concesiones a 
colectivos 
reconocidos

Regulación del 
acceso a 
parques 
naturales

Uso de playas y 
espacios 
naturales. 
Náutica y pesca 
deportiva

Fuente: Elaboración propia.

En general, como vemos, el mar es un espacio donde los derechos de los usua­
rios están menos definidos o adaptados a la complejidad operativa creciente, y don­
de el entramado institucional está menos desarrollado en sus diferentes niveles. Se­
gún Ostrom (1990), esto ocurre desde el nivel constitucional, pues hemos observado 
que derechos fundamentales a escala internacional o estatal están todavía en fase de 
definición, hasta los niveles de acción colectiva, donde se deciden instituciones y sis­
temas de regulación. Naturalmente, también en el nivel operacional se están ensa­
yando nuevas reglas o instrumentos para aplicar en situaciones relativamente nue­
vas, sobre todo cuando tienden a ser más regulares o frecuentes, de forma que las 
reglas formales y las transacciones se realizan en condiciones de mejor información 
cada vez, y con mayores medios de control (Williamson, 1999). Esto es válido, por 
ejemplo, para operaciones de pesca y transporte marítimo.
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Otra cuestión a considerar en este apartado, al hilo de lo que hemos dicho res­
pecto a la acción colectiva, son los problemas de gobernanza.

Al tratarse de actividades diversas y generalmente en fase de crecimiento acu­
sado, nos encontramos normalmente con casuística diferente, elevada dispersión 
de competencias reguladoras y con lagunas de definición en materia de regula­
ción, tanto en lo que respecta a los órganos reguladores como en lo que corcierne 
a las propias reglas (véase como referencia ilustrativa el cuadro n.º 1). Para ilustrar 
esta problemática en el contexto europeo nos detendremos de nuevo en dos de los 
casos más significativos, la pesca y el transporte marítimo, incluyendo la gestión 
portuaria.

En el caso de la pesca, la situación descrita a escala internacional nos permite ex­
plicar ahora la necesidad de recurrir a organizaciones regionales específicas en las 
que está presente como miembro la Unión Europea (tipo NAFO o ICCAT) que bajo 
el amparo de Naciones Unidas establecen regulaciones específicas en cada área, pero 
sujetas a los problemas de concurrencia de pescadores de diferentes banderas, dis­
puestos a cooperar o no, y con derechos particulares muy poco definidos, y en todo 
caso de manera dispar entre los distintos estados presentes en la zona4.

A escala comunitaria, este es uno de los problemas presentes en la Reforma de la 
Política Pesquera Común de 2003, dada la diversidad de países y pesquerías en aguas 
comunitarias, algo que se reproduce de nuevo con la última ampliación. Una de las 
vías de actuación ha sido el establecimiento de Comités Consultivos Regionales, con 
el doble objetivo de acercarse a problemáticas específicas de cada área de pesca y de 
incrementar el compromiso de los pescadores en el cumplimiento de las medidas de 
regulación, al facilitar su presencia en los citados Comités.

El transporte marítimo es también escenario de intereses múltiples, y a veces 
contrapuestos. La Unión Europea tiene dificultades para armonizar esos intereses. 
Así, la Directiva (2004) sobre responsabilidad ambiental excluye expresamente los 
accidentes de tráfico marítimo por hidrocarburos, a pesar de ser una de las posibili­
dades que implica consecuencias más graves en lugares y momentos determinados, 
y sin que se hayan desarrollado directivas específicas que se puedan equiparar.

La gestión de los puertos es otro ejemplo de las dificultades de regulación. La 
gestión global de los puertos supone determinar niveles de descentralización, priva­
tización y alcance de los servicios elegidos, así como instalaciones disponibles e in­
terconexiones que se ofrecen de manera regular, además de articular una relación 
fluida y estable puerto-ciudad. En este escenario es necesario ajustar un sistema de 
gobernanza portuaria (Brooks, 2004; Olivier y Slack, 2006) que intente mejorar la 
eficiencia y la competitividad, combinando lo público (la gestión de los dominios 
públicos presenta efectos sociales y ambientales) y lo privado (en la medida en la 

4  Entre los estudios derivados de esta problemática destacan, a estos efectos, los de Munro (1982, 2000).
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gestión portuaria presenta facetas que admiten el uso de técnicas de gestión de mer­
cado) y que hay muchos agentes privados operando.

4.	 ANÁLISIS COMPARADO DE LAS OPERACIONES MARITIMAS

El estudio de las características de las operaciones de las diferentes actividades 
marítimas resulta relevante para proceder al diseño institucional del entorno mari­
no. En este sentido, la nueva economía institucional asume que el entorno institu­
cional debe ser establecido en función del conjunto de actividades y transacciones 
que tienen que ser reguladas (North, 1990; Williamson, 2000). La eficacia de la polí­
tica marítima, depende también de las posibilidades de regulación de las distintas 
actividades en función de sus características propias y de las transacciones que son 
necesarias para desarrollar esas actividades.

Con este hilo conductor, vamos a realizar una primera aproximación a las ca­
racterísticas de frecuencia, homogeneidad, grado de concentración, calidad y coste 
de la información, y calidad y coste de las operaciones de control de las diferentes 
actividades marítimas. El análisis intenta presentar los grandes rasgos que, por una 
parte, caracterizan las actividades marítimas frente a las terrestres (cuadro n.º 2), y 
por otra, aquellos que caracterizan las distintas actividades marítimas desde una 
perspectiva comparada (cuadro n.º 3). Siendo conscientes de la complejidad y diver­
sidad de realidades existentes en los distintos entornos terrestres y marítimos, asu­
mimos las condiciones más generales de cada escenario para poder realizar un análi­
sis comparado entre entornos y actividades. A pesar de que esta comparación trae 
consigo una cierta pérdida de matices y detalles de casos, el resultado evidencia las 
principales diferencias de las distintas actividades.

Cuadro n.º 2.  CARACTERÍSTICAS DE ACTIVIDADES SEGÚN EL ESPACIO FÍSICO

Característica Mar Tierra

Frecuencia Desigual Alta

Homogeneidad Desigual Alta

Concentración Baja Alta

Calidad de información Baja Alta

Calidad de control Baja Alta

Fuente: Elaboración propia.

En primer lugar, destacamos que las actividades marítimas tienen, en términos 
medios, características distintivas con respecto a aquellas del entorno terrestre. En 
comparación con el medio marino, las actividades desarrolladas en el medio terres­
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tre tienen en términos medios un alto grado de frecuencia, homogeneidad, concen­
tración empresarial, calidad de la información y de capacidad de control. Por térmi­
no medio las actividades en el medio terrestre suelen ser más frecuentes y 
homogéneas que las desarrolladas en el mar, y además suelen tener un mayor grado 
de concentración. Asimismo, la calidad de la información es mejor y menos costosa 
en tierra que en el mar, por lo que normalmente la capacidad de control de los 
acuerdos también es mayor en tierra que en mar (cuadro n.º 2).

En segundo lugar, podemos comparar las características medias de las distin­
tas actividades desarrolladas en el mar para conseguir una aproximación a la inte­
racción en el medio marítimo cuyo marco institucional estamos estudiando (cua­
dro n.º 3).

Cuadro n.º 3.  �CARACTERÍSTICAS DE LAS TRANSACCIONES SEGÚN LA 
ACTIVIDAD

Característica Pesca Acuicultura Transporte Turismo Energía

Frecuencia Alta Alta Baja Desigual Baja

Homogeneidad Desigual Desigual Desigual Desigual Desigual

Concentracion Baja Baja Desigual Desigual Desigual

Cal. informac. Baja Desigual Alta Desigual Desigual

Cal. control Baja Desigual Baja Desigual Desigual

Fuente: Elaboración propia.

A tal efecto nos vamos a detener en las características de frecuencia, homogenei­
dad, grado de concentración, calidad y coste de la información, calidad y coste de las 
operaciones de control. Vamos a ver que, además del menor desarrollo de las activi­
dades marítimas, en términos generales no están tan desarrolladas como otras simi­
lares en tierra y que la definición de mecanismos de regulación eficientes choca con 
las singularidades que encontramos en este medio.

4.1.	 Frecuencia

La regulación adquiere su sentido cuando los actos de producción y comerciali­
zación ocurren con determinada regularidad y no son meramente ocasionales. En 
actividades como la pesca, la acuicultura o el transporte marítimo en Europa, pode­
mos valorar que estamos ante actividades que se repiten de manera regular, y por 
tanto se conocen también las externalidades que se originan. En otras, como las liga­
das a algunas formas de turismo, no es así. Y en cuanto a las explotaciones energéti­
cas todavía estamos en fases muy experimentales.
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4.2.	 Homogeneidad

La regulación se define para operaciones que pueden ser tipificadas y por tanto 
presentan niveles claros de homogeneidad, tanto por los tipos de transacción como 
por los agentes que intervienen. El análisis de esta característica en las actividades 
marítimas nos lleva a estimar que en la pesca encontramos bastante desigualdad por 
tipos de flotas, de recursos, de mercados, y de especificidades regionales. No es tan 
acusado en la acuicultura. Encontramos también bastante dispersión entre opera­
ciones y operadores de tráfico marítimo, y especialmente cuando hablamos de algo 
tan sensible como las mercancías peligrosas. La expectativa de propuestas como las 
autopistas del mar va en la dirección de facilitar esta homogeneidad. La desigualdad 
se repite también para el turismo y la energía, por las razones de su propio desarro­
llo como actividad.

4.3.	 Grado de concentración

Salvo en el transporte marítimo de grandes líneas o el turismo de cruceros, esta­
mos ante un escenario de agentes económicos de muy distinto carácter y dimensión, 
con predominio (sobre todo en sectores como pesca y acuicultura tradicionales) ya 
sea por las características históricas e institucionales que lo explican (pesca, acuicul­
tura tradicional), ya sea por el todavía corto recorrido en algunas actividades (turis­
mo, ocio o incluso las iniciativas energéticas). En una sociedad globalizada, este esce­
nario parece distante del núcleo fuerte del desarrollo, y parece bastante posible que se 
produzcan movimientos a corto o medio plazo en la dirección dominante. Regular 
en situaciones cambiantes es sumamente difícil, pero no anticipar estos cambios sería 
desaprovechar una parte importante de la eficacia de la regulación.

4.4.	 Calidad y coste de la información

Parte del éxito de la regulación (sea cual sea su perfil, intenso o bajo), depende 
de la calidad de la información, y del coste de obtención de la información, tanto 
por parte de los reguladores como de los regulados. En el sector pesquero la calidad 
de la información es notoriamente baja. En cuestiones de turismo y energía, ocurre, 
tal vez por su menor recorrido, lo mismo. En acuicultura hay cierta desigualdad, 
respondiendo a la propia dispersión de los procesos (desde la acuicultura tradicional 
a la piscicultura en granja). También en transporte hay problemas, aunque en mu­
chos tráficos de mercancías encontramos situaciones bastante regularizadas.

4.5.	 Calidad y coste de las operaciones de control

Las operaciones de vigilancia y control en el medio marítimo son más difíciles 
por las características del medio y de las actividades desarrolladas en el mismo. En 
general es aplicable a todas las actividades que estamos considerando, aunque en el 
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transporte marítimo de líneas y trayectos más regulares, tanto de mercancías como 
de pasajeros, se ha avanzado considerablemente. El avance también es perceptible en 
las demás, pero persisten muchos problemas. En la pesca es costoso controlar opera­
ciones de captura y desembarco muy dispersas. En acuicultura es asimismo costoso 
controlar sistemáticamente las condiciones de salubridad o los impactos ambienta­
les. El transporte de mercancías peligrosas todavía registra grandes deficiencias de 
control. Las actividades recreativas o turísticas son muy dispersas. La experiencia en 
la explotación de fuentes energéticas renovables es todavía incipiente.

4.6.	 Costes privados y costes públicos

Esta situación tiene repercusiones tanto sobre los costes organizativos de los 
agentes privados como sobre los costes públicos de gestión y regulación. Ambos son 
en términos relativos elevados, en razón de lo que acabamos de exponer.

Los agentes privados incurren en elevados costes de transacción para acceder a 
la información relativa a su actividad (a su vez costosa por la heterogeneidad, la dis­
persión y las dificultades propias del medio). Deben hacer frente a decisiones con 
grandes márgenes de incertidumbre (es muy notorio en la pesca o la acuicultura) y 
en un marco de cierta dispersión administrativa con problemas de coordinación 
(niveles comunitarios, estatales, y en su caso regionales).

Las administraciones públicas deben incurrir en fuertes costes de información y de 
protección y control, como hemos constatado. En el caso de la pesca y la acuicultura, la 
dispersión de los agentes y de la propia información, y los costes derivados de la asisten­
cia a los sectores, elevan el gasto notablemente5. En el transporte de mercancías, los gas­
tos de seguridad marítima recaen en gran medida sobre la administración. En algunas 
actividades turísticas (turismo marinero o cultural) el gasto público también es signifi­
cativo. En las actividades energéticas, al menos en la etapa inicial, el sector público so­
porta muchos gastos en la fase de experimentación. Una dificultad adicional es la pro­
pia dispersión de competencias dentro de las administraciones, cuyo efecto negativo se 
notará más cuando hay —como es el caso— dificultades de información. Pero sobre 
todo este hecho se notará en las propias dificultades para diseñar una política global.

5.	 CONCLUSIONES

La política marítima anunciada en el LVPM tiene como objetivo general el desa­
rrollo sostenible. En la propuesta, el objetivo se asienta en dos ejes: el primero defi­

5  En Barzel (1989) y Libecap (1989) se entienden los costes de transacción como el resultado de la impo­
sibilidad de delimitar perfectamente los derechos de propiedad sobre un activo o un recurso. Asimismo, 
North (1990) asume que los costes de transacción incluyen los costes de medición de los atributos de los 
objetos, los costes de negociación, así como los costes de protección, control y sanción, entre otros.
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nido por el mantenimiento y mejora de los recursos humanos y naturales, así como 
del capital social relacionado con el mar (infraestructuras y patrimonio cultural); y 
el segundo que pretende definir la guía para la regulación de las actividades desde la 
perspectiva del desarrollo, y por tanto preservando la eficiencia económica. En este 
artículo nos hemos situado, fundamentalmente, en este segundo eje, aunque lógica­
mente son necesarias las referencias a los otros aspectos mencionados.

De hecho, la interrelación se percibe también en que las políticas ambientales y 
sociales tienen vocación transversal, y se definen teniendo en cuenta la especificidad 
del medio marino y de cada actividad que se desarrolle en el mismo. En este sentido 
debemos considerar las políticas de formación, empleo, I+D+i, cultura y seguridad 
marítima y calidad de las aguas.

En la segunda dirección, las políticas deberían permitir mejorar la eficiencia, 
consiguiendo corregir o anticiparse a los posibles fallos de mercado (tanto más 
cuanto que suelen darse situaciones no típicas al no estar frecuentemente muy defi­
nidos los derechos de los agentes privados) y preservar el valor del medio, entendido 
esta vez como el capital que permitirá generar mayores rentas para el futuro (con­
servación de poblaciones de peces o recursos energéticos, o calidad del medio como 
hábitat o espacio de disfrute).

El primer nivel de actuación se sitúa, como hemos visto, en el escalón constitu­
cional (Ostrom), al quedar un margen de indefinición importante en el medio mari­
no (tomando como referencia el medio terrestre). Las posibles definiciones tendrán 
como consecuencia variaciones en cuanto a beneficiarios de acceso a fuentes de ren­
tas (en cantidad, pero sobre todo en permanencia), y, simultáneamente, en estrate­
gias para el futuro, en la medida en que cambie el contexto de incertidumbre.

La actuación económica, situándonos en los niveles de acción colectiva, tiene 
que resolver además la elección de instrumentos de gestión económica específicos 
para cada caso. Al tratarse de actividades con dispersión de frecuencias, heterogenei­
dad, y altos costes de información y control, no resulta fácil definir sistemas de regu­
lación de aplicación universal. Al mismo tiempo, y como hemos visto, hay diversi­
dad de situaciones en cuanto a definiciones de derechos y margen para redefinirlos, 
tanto a escala internacional como local. Precisamente, esta parece una de las vías de 
mayor interés, en la medida en que ayude a regularizar situaciones, favorezca con 
ello las transacciones y, simultáneamente, permita actitudes más conservacionistas 
hacia los recursos naturales, al disminuir la incertidumbre.

La definición que se haga nos permitirá conocer cuál es la institución reguladora 
(y cuál es su margen o capacidad para determinar las reglas de gestión, decidir sobre 
los derechos de admisión/exclusión, y, en su caso, las posibilidades de transferibili­
dad de derechos), y, a partir de ello, los tipos de instrumentos de regulación (a nivel 
operacional), como los TAC (Totales Autorizados de Cuotas) pesqueros, número de 
visitas a espacios naturales, las licencias de pesca, vedas o zonas de reserva, distancias 



MANUEL VARELA LAFUENTE, MARÍA DOLORES GARZA GIL

268

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

en corredores de tráfico marítimo, o sistemas donde se definen derechos individua­
les de los agentes económicos.

Otra vía de interés es el uso de impuestos como mecanismo que conduzca a in­
ternalizar los costes derivados del uso de los recursos o del medio en la gestión em­
presarial y favorezca asimismo la conservación6. En general este instrumento junto a 
los derechos individuales transferibles son los más tratados en la literatura económi­
ca desde la perspectiva de crear incentivos para conductas más conservacionistas.

En pesca, en particular, desde el establecimiento de las Zonas Económicas Ex­
clusivas (ZEE) se han ensayado diferentes sistemas, tratando de adecuarse al contex­
to de cada pesquería (tipos de especies y ecosistemas, número y procedencia de con­
currentes, restricciones institucionales de presencia histórica que a veces arrastran, a 
su vez, restricciones en las tecnologías utilizadas, etc.). La discusión económica eva­
lúa las ventajas e inconvenientes de los sistemas de derechos e impuestos en cada 
caso (Garza y Varela, 2005, 2006). Esto es de aplicación a los recursos energéticos.

En el uso de espacios naturales con fines turísticos se ha desarrollado también 
una interesante literatura sobre evaluación y gestión, para medir la disposición al 
pago sobre bienes ambientales o disfrute de espacios naturales, y simultáneamente 
regular el acceso y uso de esos espacios.

En materia de transporte, lo más significativo es lo relativo a la definición de los 
derechos en materia de responsabilidad, en la medida en que afecte a la seguridad y 
a los riesgos de contaminación por accidente. La evaluación de estos impactos es 
también otro significativo problema.

En general, pues, la definición de una política marítima supone considerar con 
cuidado los aspectos institucionales, en la medida en que pueden favorecer la con­
servación de los recursos y el medio marino y la eficiencia en las actividades. Ade­
más, permitirá delimitar mejor la responsabilidad de las externalidades y evaluar los 
impactos. En general, facilitará la gobernanza, en la medida en que se descentralicen 
tareas y se delimiten los espacios de competencia de las administraciones.

Finalmente, una buena gestión debe fundamentarse en la calidad y el rigor de 
los datos. Desde la perspectiva económica apreciamos una dificultad adicional. El 
conocimiento del medio marino supone de manera muy especial el seguimiento de 
los cambios ambientales y su estimación en términos económicos homogéneos 
(monetarios): en gran medida nos referimos a bienes que no tienen mercado, pero 
que debemos medir, sean de uso (consumo o disfrute) o de no-uso o uso pasivo (va­
lores de opción o de existencia). Respecto a esto último, los métodos de valoración 
ambiental, directos (valoración contingente) o indirectos (valor hedónico, coste del 

6  Hay una amplia literatura sobre instrumentos de regulación en materia de recursos y medioambiente. 
Visiones sintéticas en Neher et al. (1989), Oates (1996).
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viaje) serán de gran utilidad en la contabilidad «marina», y deben permitirnos acer­
carnos cuantitativamente a esta realidad7.

Todo esto debe posibilitar además hacer proyecciones más realistas de las con­
secuencias de la actividad económica a lo largo del tiempo, teniendo en cuenta 
que, en general, los productores y consumidores actúan con márgenes de decisión 
amplios y variables en el tiempo, y son cada vez más sensibles a los cambios am­
bientales.

7  Las referencias iniciales en este tema parten del grupo de Carson y Hanemann. Pueden consultarse Car­
son (1998, 2001, 2004), Hanemann (1994). También Bonnieux (1995); Garza, Prada, Vázquez (2006).
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Institucionalismo y teoría del riesgo: 
una nota sobre el principio de la ‘mano 
encubridora’ de Hirschman

En esta nota se realiza una mirada retrospectiva de la teoría de la «mano encubridora» de 
Hirschman en relación a la reflexión teórica actual sobre las decisiones adoptadas en con-
textos de riesgo. La reflexión concluye que la aportación de Hirschman ha de ser entendida 
como un análisis ex-post de un proceso de decisiones en un contexto de riesgo y resulta un 
referente útil como complemento para las teorías más recientes.

Ohar honetan atzera begiratu da, Hirschmanen «esku estaltzailearen» teoriari begiratzeko, arris-
ku-testuinguruetan hartutako erabakiei buruz gaur egun egindako hausnarketa teorikoari dago-
kionez. Hausnarketa horrekin ondorioztatu da Hirschmanen ekarpena arrisku-testuinguru ba-
tean erabakiak hartzeko prozesu baten ex-post azterketa moduan ulertu behar dela, eta 
erreferente erabilgarria da teoria berrienetarako osagarri gisa.

In this paper is made a retrospective analysis of the Hirschman’s theory of «hidding hand» in 
relation to current theoretical thinking about risk. The discussion concludes that the 
Hirschman’s theory must be understood as an ex-post analysis of a decision process in a 
context of risk and is a useful reference to complement the new theories.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Desde la década de los ochenta, hemos venido asistiendo, en el ámbito de las cien­
cias sociales, a una importante sucesión de trabajos teóricos y empíricos que, desde di­
ferentes perspectivas, abordan el análisis del riesgo y de las decisiones adoptadas bajo 
contextos de riesgo. La multiplicación de los fenómenos sociales, políticos o económi­
cos en los que el riesgo ocupa un lugar clave para la toma de decisiones en estos últimos 
años ha supuesto un factor clave para el desarrollo de los estudios a los que nos estamos 
refiriendo. Los problemas relacionados con las finanzas, con la salud, con el tráfico, con 
la estabilidad política, con la estabilidad económica en la vejez, con los problemas deri­
vados del cambio climático, etc., son todos ellos susceptibles de análisis desde la pers­
pectiva del riesgo, con independencia de la naturaleza de cada uno de ellos.

Los trabajos de Kanneman y Tversky desde la psicología y la economía, de Slo­
vic desde la psicología y de Beck, Douglas y Giddens desde la sociología, han supues­
to un poderoso impulso para el avance de la reflexión teórica y el análisis empírico 
del riesgo, y de su incidencia en las decisiones humanas1. Algunas de las cuestiones 

1  La más reciente literatura sobre el riesgo, aborda el análisis de la influencia genética en la toma de de­
cisiones humanas. Así, en estos trabajos se trata de vincular la presencia de determinados genes en indi­
viduos que toman decisiones arriesgadas. Por ejemplo véanse Roe et al. (2009), Dreber, et al. (2009) o 
Cesarini and Johannesson (2010).
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clave de la reflexión teórica actual fueron ya abordadas, en el ámbito de la econo­
mía, por Hirschman en 1967. Este autor, sobre cuya aportación hacemos un análisis 
retrospectivo en este trabajo, analizó las decisiones de riesgo con un enfoque que, 
desde la perspectiva actual, podríamos calificar de multidisciplinar, y que puede ser 
considerado como un precedente de algunas de las formulaciones que se suceden es­
tos últimos años.

2.	 EL PRINCIPIO DE LA ‘MANO ENCUBRIDORA’

Como es de sobra conocido, Hirschman es un eminente economista cuyos 
análisis se desarrollan lejos del enfoque de la corriente principal. Aunque conside­
rado en ocasiones un «economista sin escuela», Hirschman es uno de los más des­
tacados economistas del institucionalismo tradicional2. En su análisis sobre el ries­
go, este autor hace uso de herramientas teóricas alternativas a las de la teoría 
económica convencional. De forma implícita o explícita, los estudios antes desta­
cados también coinciden en rechazar la validez del planteamiento de la teoría de la 
utilidad esperada como herramienta explicativa de las decisiones adoptadas bajo la 
existencia de riesgo.

La formulación de Hirschman no tiene ni pretensiones de generalidad ni está 
encuadrada en un marco teórico más amplio. Su objetivo es muy concreto. Pretende 
explicar por qué en ocasiones es imposible percibir el riesgo asociado a una decisión 
económica, y cuáles son las consecuencias que se derivan de no haber percibido el 
riesgo. Aunque su propuesta teórica fue formulada a partir de los análisis sobre va­
rias experiencias de proyectos de desarrollo, en los que los planificadores del proyec­
to no percibían a priori el riesgo asociado a la puesta en marcha de tales proyectos, 
su conclusión es que es susceptible de aplicación más general. De hecho el propio 
autor afirmó: «… El principio es suficientemente importante como para merecer un 
nombre: … propongo que se le denomine la “mano encubridora”» dado que «…an­
tes de considerar que el ámbito de los países en desarrollo constituye el dominio es­
pecífico de la mano encubridora elaboraremos brevemente la afirmación de que 
acaso estemos manejando aquí un fenómeno bastante general que nos permite en­
tender o reinterpretar ciertos aspectos del comportamiento humano y de la historia» 
(Hirschman, 1967, pág. 13).

Este autor propuso una explicación acerca del proceso a través del cual decisores 
«no expertos» construyen esquemas mentales que guían sus decisiones y que, en 
ocasiones, les impiden percibir el riesgo asociado a tales decisiones económi­

2  Su posicionamiento crítico respecto al método de la economía se basa en su creciente oposición a los 
límites de la disciplina. Una interesante y reciente valoración de su obra se encuentra en Screpanti y Za­
magni (2005) pág. 472-73.
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cas. Además, la propuesta de Hirschman explica las consecuencias que se derivan de 
no haber percibido el riesgo3.

En esencia, el principio sugiere que la adopción de decisiones en un contexto de 
riesgo se produce por la existencia de una doble subestimación por parte de quien 
decide: subestima el riesgo, esto es, las dificultades inherentes a la decisión que 
adopta y subestima su capacidad para superar las consecuencias derivadas de que el 
riesgo se convierta en desastre. Si el decisor percibiese correctamente el riesgo «a 
priori», la decisión no se hubiese adoptado nunca, y es precisamente la errónea per­
cepción del riesgo lo que explica que se adopte la decisión.

La explicación provee además una guía para indagar en las causas que generan 
esa doble subestimación que pone en marcha el mecanismo de la mano encubridora 
y establece el mecanismo del aprendizaje como la principal consecuencia de todo el 
proceso: el proceso de learning by risk not perceived. Esta es quizás la aportación más 
relevante que esta mirada retrospectiva a la teoría de la mano encubridora, pueda 
hacer a la moderna teoría del riesgo.

Es decir, Hirchman considera que el proceso mediante el cual los individuos 
perciben el riesgo media entre el conocimiento y el desconocimiento. En un sentido 
parecido Beck afirma « … el concepto contemporáneo de riesgo asociado a la socie­
dad del riesgo y a la incertidumbre manufacturada se refiere a una peculiar síntesis 
de conocimiento y desconocimiento … un mayor y mejor conocimiento, algo que la 
mayoría de la gente evalúa sin reservas de forma positiva, se está convirtiendo en 
fuente de nuevos riesgos» (Beck, 1999, pág. 222).

Según Hirschman la asunción de riesgos ha de ser considerada como un ele­
mento clave en el proceso de avance de las sociedades, por su efecto dinamizador del 
aprendizaje individual y colectivo. Las sociedades adoptan decisiones porque creen 
erróneamente que son más manejables de lo que al final de cuentas resultan.

La teoría de Hirschman sugiere que, por lo general, una vez que así como la 
mano encubridora se difumina y el riesgo asumido se hace patente, va dando paso a 
un proceso de aprendizaje en el que los decisores establecen nuevas respuestas a los 
nuevos problemas que emergen como consecuencia de sus actos en el contexto de 
alto riesgo.

Ello es además coherente con la teoría del riesgo de Beck, por cuanto, como con­
secuencia del aprendizaje se constata un cambio en las «relaciones de definición».

La explicación de Hirschman ilustra con bastante precisión la relación que 
suele existir entre el comportamiento de los expertos y los que deciden, no exper­

3  Algunas de las conclusiones a las que llegan los estudios de la moderna psicometría incluyen, como 
factores relevantes en el mecanismo de la percepción del riesgo, argumentos relacionados con la tesis de 
Hirschman. Al respecto, véase Slovic (2000). 



ANA ESTHER CASTRO FERNÁNDEZ, JOSÉ FRANCISCO TEIXEIRA BAUTISTA

276

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

tos en lo referente a afrontar la adopción de decisiones en un contexto de riesgo4. 
En efecto, según Hirschman los que toman las decisiones no expertos no logran 
percibir el riesgo por cuanto construyen un esquema mental (modelo) simplifica­
do de la realidad en el que el riesgo está oculto. Por tanto, desde esta perspectiva, 
aunque el riesgo realmente existe, lo relevante a efectos de la decisión de los indi­
viduos, viene determinado por una definición subjetiva del riesgo (Slovic, 2000, 
pág. 23; Lupton, 1999).

Los mecanismos que explican cómo los decisores no expertos construyen esos 
esquemas mentales constituyen lo que el autor considera que son sus proveedores 
básicos: «la técnica de la pseudoimitación» y «la técnica del programa pseudocom­
pleto». Esto es, los decisores no expertos creen imitar al experto, creen poseer la téc­
nica de la imitación y creen además tener también todas las claves que les permiten 
llevar a buen fin un proyecto, es decir, creen tener un programa integral y completo.

El proceso a través del cual se forman ambos mecanismos puede ser entendido, 
según la terminología propuesta por Beck, en el contexto de unas determinadas re­
laciones de definición. Son las reglas, instituciones y capacidades específicas que es­
tructuran la identificación y evaluación del riesgo en un contexto cultural específico, 
las que generan la técnica de pseudoimitación y la técnica del programa pseudocom­
prensivo que producen la aparición de la mano encubridora e impiden por tanto la 
percepción del riesgo (Beck, 1999, pág. 237). Por tanto, el análisis deberá centrarse 
en la identificación de esas relaciones de definición que generan los proveedores bá­
sicos de la mano encubridora.

Como consecuencia del efecto conjunto de ambos efectos, quien decide cree que 
su proyecto es menos complejo de lo que es y cree además tener un conocimiento 
mucho mayor de las dificultades a las que se puede enfrentar que el que realmente 
tiene. Es por ello que, como se apunta desde el moderno enfoque de la psicometría, 
para los decisores no expertos crece la percepción de beneficio y decrece la percep­
ción del riesgo (Slovic, 2000). Así el temeroso está dispuesto, inconscientemente, a 
aceptar riesgos. Es por tanto en el mecanismo que genera esa doble ilusión donde ha 
de centrarse el análisis que pretenda explicar por qué el riesgo no es percibido.

Una vez que quienes hayan emprendido la acción son «... enteramente captura­
dos ...», esto es, una vez que hayan asumido altos costes como consecuencia de 
aquella decisión «... tendrán fuertes motivaciones para generar toda la energía solu­

4  Desde una aproximación individualista, la moderna psicometría estudia cuáles son los factores que in­
ciden en el proceso de percepción del riesgo de los expertos, y en el proceso de percepción del riesgo de 
los decisores no expertos. Aunque el análisis de Hirschman es agregado y más cercano al llamado «cul­
tural approach», la cercanía de ambas propuestas es muy clara, por cuanto emplea unas categorías pare­
cidas a las de este moderno enfoque. El análisis, mediante el método de encuestas, para conocer cuáles 
son los «esquemas mentales» que utilizan los decisores no expertos es análogo al método de investiga­
ción de las causas que impiden la percepción del riesgo que propone Hirschman.
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cionadora de problemas de que son capaces...». Aunque Hirschman se refiere a un 
coste económico, a una pérdida financiera no recuperable, este argumento es gene­
ralizable a otros contextos en los que al decisor no le resulte posible «abandonar un 
proyecto», o bien le suponga un daño superior al de seguir adelante. De aparecer las 
dificultades demasiado pronto, las acciones habrían sido rápidamente abandonadas; 
en el caso contrario, los individuos emprenden acciones y aprenden habilidades que 
nunca habrían emprendido y aprendido de no haber iniciado la acción original. En 
este sentido ha de entenderse que la mano encubridora, además de permitir que los 
individuos emprendan acciones difíciles y de alto riesgo, también posibilita que los 
individuos sean abocados a aprender y, por lo tanto, a responder a las nuevas difi­
cultades como nunca lo habrían hecho de no emprender la acción original Hirsch­
man (1967, pág 18).

3.	 CONSIDERACIONES FINALES

La explicación provee una guía para indagar en las causas que generan la doble 
subestimación que pone en marcha el mecanismo de la mano encubridora y estable­
ce el mecanismo del aprendizaje como la principal consecuencia de todo el proceso: 
el proceso de learning by risk not perceived. Esta es quizás la aportación más relevante 
que esta mirada retrospectiva a la teoría de la mano encubridora, pueda hacer a la 
moderna teoría del riesgo.

Por su parte, las limitaciones al uso de la propuesta de Hirschman como herra­
mienta de análisis de las decisiones abordadas en un contexto de riesgo vienen de­
terminadas por la existencia de una serie de factores que han de estar presentes en la 
experiencia a estudiar. Entre ellos ha de existir un riesgo objetivo; éste ha de acabar 
convirtiéndose en una pérdida y esta pérdida ha de ser irrecuperable e impedir el 
abandono de la decisión original. Esto es, Hirschman propone un análisis ex-post de 
un proceso de decisiones en un contexto de riesgo.
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Análisis de la organización interna de la 
industria. Una aplicación a la industria 
vitivinícola en la Denominación de 
Origen Calificada Rioja

El objetivo de este trabajo, realizado con datos suministrados por el Consejo Regulador de 
la Denominación y relativos al año 2007, es analizar la configuración interna de la industria 
vitivinícola en el ámbito de la Denominación de Origen Calificada Rioja desde una doble 
perspectiva: horizontal y vertical. Los análisis efectuados muestran que se trata de una in-
dustria dominada por las grandes empresas y que los agentes que participan en la Denomi-
nación actúan de forma especializada en las distintas etapas del ciclo productivo. También 
se observa que, como consecuencia de esta especialización y con el objetivo de completar las 
distintas etapas en las que participan, los agentes efectúan transacciones entre sí o se asocian 
en forma de cooperativas.

Jatorrizko Deituraren Kontseilu Arautzaileak emandako 2007ko datuak hartu dira oinarri lan 
hau egiteko. Bere helburua da mahastizaintza eta ardogintzaren industriaren barne-konfigura-
zioa aztertzea Errioxa Jatorrizko Deitura Kalifikatuaren eremuan, bi ikuspegi kontuan hartuta: 
horizontala eta bertikala. Egin diren azterketetan ikusi da enpresa handiak nabarmentzen diren 
industria dela, eta Deituran parte hartzen duten eragileek modu espezializatuan jarduten dutela 
ekoizpen-zikloaren etapetan. Era berean ikusi da, espezializazio horren ondorioz eta parte har
tzen duten etapak osatzeko asmoz, eragileek transakzioak egiten dituztela euren artean, edo koo-
peratibetan elkartzen direla.

This paper, based on data of the internal configuration of the industry in 2007 provided by 
the Control Board of the Denomination, analyses the internal configuration of the wine 
industry in the Denomination of Origin Qualified La Rioja performed from two perspectives: 
vertical and horizontal. Analyses show that this is an industry dominated by the largest 
companies and that the agents involved in the Denomination are engaged in specialized ways 
at different stages of the production cycle. It is also noted that, as a result of this 
specialization, and with the aim of completing the various stages in which agent participate, 
they transact or associate with other agents in the form of cooperatives.
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1.	 INTRODUCCIÓN

La aplicación de la teoría de costes de transacción al estudio de las organizacio­
nes nos permite explicar por qué los límites verticales de las empresas no están basa­
dos únicamente en criterios puramente productivos. En realidad, estos límites son 
tomados a partir de un criterio de eficiencia basado en la minimización de los costes 
totales, es decir, los costes de transacción y producción. Este criterio nos permite ex­
plicar por qué existen agentes dentro de una misma industria con diferente grado de 
especialización en las distintas etapas que componen el ciclo productivo y por lo 
tanto, por qué esos agentes tienen que efectuar transacciones con el resto de agentes 
pertenecientes a la industria.

El grado de integración de las empresas pertenecientes a la misma industria, las 
transacciones efectuadas y la forma de gobierno elegida para realizar esas transaccio­

*  Las autoras agradecen las valiosas aportaciones efectuadas por los evaluadores anónimos en el proceso 
de revisión del artículo.
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nes, nos ofrecen información sobre la estructura vertical de la industria. Derivadas 
de esta estructura vertical surgen relaciones de la empresa con sus proveedores y 
clientes que serán diferentes en función de la estructura elegida. Así por ejemplo, la 
realización de las fases que componen el ciclo productivo, hasta la obtención de un 
producto terminado por diferentes agentes especializados en cada una de las fases, 
da lugar a que los agentes participantes hagan uso del mercado, ya que después de 
realizar las actividades correspondientes a su fase transfieren su producto a los agen­
tes de las etapas siguientes hasta la entrega del producto al consumidor final. Estos 
agentes también pueden actuar de forma menos especializada y realizar varias etapas 
del proceso productivo dentro de su propia empresa ya sea mediante una integra­
ción vertical hacia atrás fabricando algo que antes compraban, o mediante una inte­
gración vertical hacia delante, realizando una o varias fases siguientes que antes con­
trataban en el mercado. Alternativamente, estos agentes también pueden hacer uso 
de fórmulas intermedias (a caballo entre la empresa y el mercado) asociándose con 
otros agentes para realizar conjuntamente otra fase del ciclo productivo.

Además de estas interdependencias de origen vertical, las empresas pueden verse 
afectadas por las interdependencias que puedan derivarse de la estructura horizontal de 
la industria. La intensidad de estas interdependencias dependen del número de empresas 
que compiten entre sí en la industria y de las diferencias existentes entre sus tamaños.

La economía actual en la que operan los agentes pertenecientes a cualquier in­
dustria, incluida la industria del vino, está caracterizada por grandes cambios tales 
como innovaciones, cambios en los hábitos de consumo o modificación de los estilos 
de vida de los consumidores. Ante estas circunstancias cambiantes los agentes efec­
túan cambios en sus estrategias, estructuras o productos para adaptarse a las nuevas 
circunstancias. Estos cambios deben efectuarse analizando las posibles interdepen­
dencias que surgen de la configuración vertical y horizontal de la industria. El éxito 
de la estrategia competitiva de una empresa depende de cómo ésta se relaciona con el 
entorno. La esencia de la estrategia competitiva de una empresa es encontrar una po­
sición en su sector donde mejor pueda hacer frente a estas fuerzas de la competencia 
o pueden influir sobre ellas en su favor. El conocimiento de las fuentes subyacentes 
de la presión de la competencia puede revelar el atractivo básico de una industria, re­
saltar los puntos fuertes y debilidades de una empresa, determinar las áreas donde los 
cambios estratégicos pueden dar mayor rentabilidad e identificar las tendencias de la 
industria que pueden suponer significativas oportunidades o amenazas (Porter, 
1981). Por lo tanto, el conocimiento del sector en el que opera la empresa, es un pun­
to clave en el éxito de la misma. Respecto a este conocimiento, el presente trabajo 
ofrece un marco teórico que nos ayuda a analizar la configuración interna de cual­
quier industria y también ofrece una aplicación práctica en el sector vitivinícola en el 
ámbito de la Denominación de Origen Calificada Rioja (DOCa Rioja en adelante).

El análisis de la organización de la industria ha sido objeto de estudio de otros tra­
bajos anteriores (Contin y Huerta, 2001; Davis y Duhaime, 1992; Porter, 1980), en los 
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que se efectúa una descripción de los agentes que en ellas participan y las relaciones que 
surgen entre estos agentes. El presente trabajo contribuye a completar el método utili­
zado en estos análisis puesto que las relaciones entre los agentes han sido analizadas 
mediante el grado de participación y escalas medias de estos agentes en cada una de las 
fases del ciclo productivo. En relación a la industria vitivinícola de la DOCa Rioja, los 
resultados obtenidos también contribuyen a mejorar el actual conocimiento del sector 
conseguido por medio de los estudios realizados por Sainz (2001) y Barco et al. (2007).

El objetivo de este trabajo es estudiar la configuración interna del sector vitiviní­
cola en el ámbito de la DOCa Rioja, a partir del análisis de la estructura vertical y 
horizontal de dicho sector en el año 2007.

Para atender a este objetivo, el trabajo se estructura de la siguiente manera. En el 
siguiente apartado se ofrece un marco teórico para el estudio de la organización in­
terna de la industria. En el tercer apartado se presentan evidencias y los principales 
resultados del análisis de la organización interna en el sector vitivinícola. Por últi­
mo, se presentan las principales conclusiones obtenidas.

2.	 EL MARCO TEÓRICO PARA EL ANÁLISIS DE LA ORGANIZACIÓN 
INTERNA DE LA INDUSTRIA DESDE LA PERSPECTIVA DE LA EFICIENCIA

La identificación de los diferentes agentes económicos de una industria, su ta­
maño, su importancia en las distintas fases del proceso productivo y las transaccio­
nes que se producen entre ellos, permiten conocer la organización interna de dicha 
industria. El estudio de la organización interna de la industria se realiza bajo las 
perspectivas horizontal y vertical, lo que permite el análisis de la configuración hori­
zontal y vertical de la industria.

La configuración horizontal de la industria recoge tanto el número de empresas que 
compiten entre sí en la industria produciendo bienes y servicios a consumidores finales o 
a empresas de otra industria, como las diferencias en sus tamaños (Besanko et al., 2007).

La consideración de estas dos importantes variables en la configuración hori­
zontal de la industria, el número de empresas (elevado o muy bajo) y las diferencias 
en tamaños (grandes o pequeñas) permite establecer la siguiente tipología de estruc­
turas de la industria, que se caracterizan por suponer diferencias en el grado de 
competencia y cooperación entre las empresas:

—	 Estructura de mercado fragmentada: próxima a la estructura de competencia 
perfecta; muchas empresas sin apenas diferencias entre sus tamaños.

—	 Estructura de mercado dominada por las empresas grandes: muchas empre­
sas pero con grandes asimetrías entre sus tamaños, donde previsiblemente 
las empresas más grandes toman decisiones y las pequeñas se adaptan a las 
decisiones tomadas por las grandes.
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—	 Estructura de mercado de oligopolio simétrico: pocas empresas similares en 
tamaño, donde mayor es la probabilidad de que las empresas se coordinen o 
cooperen entre sí con el objeto de reducir la competencia y mejorar sus re­
sultados.

—	 Oligopolio asimétrico: dónde previsiblemente aparecen comportamientos de 
líder-seguidor.

La configuración vertical se refiere a la distribución de las actividades que inter­
vienen en la producción y venta de bienes finales de la industria, entre las diferentes 
empresas o dentro de una misma empresa. La configuración vertical es el reflejo del 
grado de integración vertical de las empresas de una industria, así como de las mo­
dalidades que adopta esa decisión.

La configuración vertical de la industria puede responder a dos razones: la bús­
queda de la eficiencia, es decir, la minimización de costes de transacción y producción, 
o la búsqueda de poder de mercado. En este trabajo, nos centraremos en el primer as­
pecto, es decir, en la configuración vertical de la industria basada en la búsqueda de 
eficiencia sin considerar por tanto las configuraciones resultantes de comportamientos 
estratégicos dirigidas a mantener o incrementar el poder de mercado1.

Para ilustrar el estudio de la internalización (fabricar) o externalización de activi­
dades (subcontratar) del proceso productivo con el objetivo de minimizar los costes 
de transacción y producción, haremos uso del gráfico n.º 1 donde suponemos una 
empresa completamente integrada que realiza dos actividades productivas y consecu­
tivas para la obtención del producto final (véase Salas, 1991). El proceso productivo 
correspondiente a la primera actividad realizada, muestra que las economías de escala 
se agotan rápidamente para un volumen de producción (tamaño) muy pequeño, 
existiendo a partir de éste rendimientos decrecientes a escala, mientras que el proceso 
productivo correspondiente a la segunda actividad muestra rendimientos crecientes a 
escala hasta alcanzar un volumen de producción por unidad de tiempo muy grande. 
El gráfico n.º 1 recoge las escalas eficientes (q1, q2), los costes medios unitarios de 
cada proceso (CM1, CM2) y el coste medio total para los dos procesos.

En esta situación, la empresa elegirá producir una escala de producción qe
 pues­

to que minimiza su coste total de producción. Esta solución no se corresponde con 
la configuración más eficiente, puesto que el coste total es superior al coste total mí­
nimo que se obtiene cuando los dos procesos trabajan a su respectiva escala eficien­
te. Para conseguir trabajar con una configuración más eficiente, la empresa podría 
realizar transacciones que le permitieran aumentar la escala del proceso uno e igua­
lar la escala aumentada de éste a la escala del proceso dos. Para ello, la empresa tiene 
tres alternativas o tres formas de gobernar las transacciones: la empresa, el mercado, 
y formas intermedias o híbridas.

1  Este punto de vista puede analizarse en (Scherer y Ross, 1990).
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Gráfico n.º 1.  �ESCALAS EFICIENTES, COSTES MEDIOS UNITARIOS
Y TOTAL DE PRODUCCIÓN

CM1

CM2 

CMT

C. M. Total 
C. Medio

qe q1 Producciónq1 

CM1

CM2

MTC

Fuente: Elaboración propia.

Una primera opción que tiene la empresa es seguir haciendo uso de la empresa 
como forma de gobierno de las transacciones pero incrementando el aprovisiona­
miento del input correspondiente al proceso uno. Es decir, para mejorar su eficiencia, 
la empresa puede abrir tantas plantas productivas especializadas en la actividad uno 
como sean necesarias hasta cubrir la escala eficiente de la actividad correspondiente al 
segundo proceso productivo (ver gráfico n.º 2). Con esta opción, la empresa no tiene 
que efectuar transacciones con otros agentes externos a la empresa. Sin embargo, esta 
opción no está exenta de costes (D’Aveni y Ravenscraft, 1994; Mahoney, 1992), ya que 
la empresa debe establecer sistemas de coordinación internos que coordinen las activi­
dades dentro de cada una de las plantas productivas especializadas en el proceso 1 y las 
transacciones entre plantas, lo cual se traduce en costes de gestión y coordinación.

Estos costes serán mayores a medida que aumenta el tamaño de la empresa, puesto 
que cuanto mayor sea la dimensión de la empresa mayor será la complejidad de su es­
tructura organizativa y mayores los costes asociados a dicha estructura. En concreto, a 
mayor complejidad de la empresa, mayores serán los costes por la pérdida de control, 
como consecuencia de la disminución y distorsión de la información que se produce al 
fluir ésta por una organización más grande y compleja (Williamson, 1967); mayores los 
costes de agencia, derivados de la necesidad de delegar tareas a medida que aumenta el 
tamaño de la empresa (Jensen y Meckling, 1976); y mayores los costes de influencia, 
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que surgen como consecuencia de la estructura vertical de autoridad cuando emplea­
dos de la empresa situados en un nivel determinado tratan de influir con sus acciones 
en las decisiones tomadas por los niveles superiores (Milgrom y Roberts, 1988).

Gráfico n.º 2.  �ESCALAS EFICIENTES, COSTES MEDIOS UNITARIOS Y TOTAL DE 
PRODUCCIÓN

CMT

CM2

C. M. Total 
C. Medio

qe Producciónq1
1

CM1

CM2

CMT

q1
2 q1

3 q1
4 ...... q1

n-1

Fuente: Elaboración propia.

En el caso de que los costes de la integración vertical sean elevados, una segunda 
alternativa que tienen las empresas para conseguir trabajar de forma eficiente es la 
adquisición del input necesario correspondiente al proceso uno en el mercado2. En 
este caso, las empresas especializadas en el proceso dos adquieren el input necesario 
del proceso uno de empresas especializadas en este proceso. En esta situación, debe­
remos tener en cuenta los costes que se generarán como consecuencia de la transac­
ción, es decir, los costes derivados de determinar las condiciones y precios de inter­
cambio y los costes de garantizar que las condiciones de los acuerdos van a 
cumplirse (Coase, 1937; Williamson, 1975). Williamson (1985) clasifica estos costes 
de transacción en costes ex ante y costes ex post dependiendo de si se producen con 

2  Tradicionalmente estas dos formas de gobierno han sido presentadas como dos mecanismos alternati­
vos de gobierno de las transacciones. Sin embargo, las empresas con frecuencia usan los dos mecanis­
mos de forma que, una parte de los input es obtenida en el mercado y otra parte es suministrada por la 
propia empresa que está integrada parcialmente hacia atrás (Bradach y Eccles, 1989; Harrigan, 1986; 
Parmigiani, 2007; Botti et al., 2009)
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carácter previo o posterior a la transacción. Estos costes pueden ser especialmente 
elevados en el caso que sea necesario invertir en activos específicos y exista una ele­
vada incertidumbre (Poppo y Zenger, 1998; Walker y Weber, 1987, 1984; Montever­
de y Teece, 1982; Klein et al., 1978).

Sin embargo, la opción del mercado no será la más eficiente si como resultado 
de la especialización, una única empresa especializada por ejemplo en el proceso dos 
cubriese toda la demanda del mercado, es decir, gozase de una situación de mono­
polio. En esta situación esta empresa monopolista podría adoptar un comporta­
miento oportunista (puede exigir a las empresas especializadas en el proceso uno 
que le vendan a precio de coste). Para evitar este tipo de comportamiento, sin poner 
en peligro las ventajas de la especialización que permiten aprovechar las economías 
de escala, las empresas pueden utilizar una tercera forma de gobierno alternativa de­
nominada forma híbrida3. En este caso, las empresas especializadas en el proceso 
uno crean una empresa común (cooperativa4) a la cual suministran el input obteni­
do en sus procesos. Con esta alternativa, los agentes especializados en el proceso uno 
mantienen la identidad jurídica de sus empresas correspondientes al primer proceso 
y venden los productos obtenidos en ellas a la empresa que poseen de forma conjun­
ta con el resto de agentes. Con esta venta, estos agentes se convierten en comprado­
res y vendedores de sus propios productos (Shaffer, 1987). De esta forma, la coope­
rativa permite, por un lado, aprovechar las economías de escala derivadas de un 
aumento en la escala (Valentinov, 2007). Por otro lado, también permite economi­
zar en costes de transacción y coordinación (Valentinov, 2007; Hendrikse y Oijen, 
2004; Olilla y Nilsson, 1997; Sexton y Iskow, 1993). El ahorro en costes de transac­
ción se produce porque la cooperativa es suministrada directamente por el conjunto 
de empresas independientes especializadas en el proceso uno, pero asociadas para la 
realización del proceso dos. De esta forma, la cooperativa ahorra en los costes ex 
ante de búsqueda de suministradores, determinación de precios y condiciones de in­
tercambio. Además, y dado que los agentes del proceso uno son los propietarios de 
la empresa cooperativa que compra su producto, se evitan costes de coordinación y 
los ex post derivados de comportamientos oportunistas en las transacciones.

Por lo tanto, la decisión de internalización y externalización de actividades debe 
ser explicada en términos de la minimización de los costes de producción y de tran­
sacción que puedan producirse como consecuencia de los mecanismos diseñados 
para efectuar las transacciones entre procesos. El análisis de estos costes de transac­
ción determinará qué opción resulta más adecuada, es decir, mantener los procesos 
secuencialmente coordinados dentro de la empresa, separarlos en empresas diferen­
tes o recurrir a formas intermedias de organización.

3  Estas formas de gobierno son denominadas híbridas porque poseen características propias del merca­
do y de la empresa (Williamson, 1996).
4  Otros trabajos anteriores como Menard (2006; 2007) y Coque (2008) también consideran a la empre­
sa cooperativa como una forma híbrida. 
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3.	 LA ORGANIZACIÓN DE LA INDUSTRIA DE LA DOCA RIOJA

Para obtener una aproximación a la organización interna de la industria de la 
DOCa Rioja, este apartado se divide en dos subapartados. En el primero, se delimita 
la industria, los agentes que en ella intervienen y se enumeran las sucesivas etapas 
del ciclo productivo. Posteriormente, se describe la organización de la industria a 
través de la descripción de su configuración horizontal y vertical.

3.1.	 Delimitación de la industria, agentes participantes y etapas del ciclo 
productivo en DOCa Rioja

En este trabajo la industria objeto de estudio está formada por el conjunto de 
bodegas adscritas a la Denominación de Origen Calificada Rioja. Las empresas per­
tenecientes a este sector de la DOCa Rioja se distribuyen de acuerdo a cuatro catego­
rías de agentes contempladas en el Reglamento de la Denominación de origen: cose­
cheros, cooperativas, criadores y almacenistas. Estos agentes los podemos identificar 
de la siguiente manera; los cosecheros son viticultores individuales que han realiza­
do un proceso de integración vertical hacia adelante en el proceso de elaboración del 
vino con su propia producción de uva. Las cooperativas son una asociación de viti­
cultores que han realizado conjuntamente un proceso de integración vertical hacia 
adelante. Los criadores son otras bodegas que realizan el proceso de elaboración del 
vino con su propia producción y/o con la uva que compran a otros agentes.

Y por último, los almacenistas son aquellos agentes que compran y venden ac­
tuando como simple intermediarios realizando actividades de almacenamiento, 
aunque también podemos encontrar almacenistas que elaboran y embotellan vino, 
pero para ello es necesario que figuren inscritos en otros registros además del de al­
macenamiento. A estas cuatro tipos de empresas hay que añadir un quinto agente, 
los viticultores independientes, que son productores de uva que no figuran asocia­
dos a una cooperativa, ni son cosecheros es decir, venden la uva sin elaborar.

En el caso concreto de la DOCa Rioja, el ciclo productivo se puede dividir en 
cuatro etapas: obtención de la uva, elaboración de vino a granel, crianza o envejeci­
miento, y embotellado. Respecto a estas etapas resulta conveniente aclarar que la 
fase de crianza es una etapa opcional (Sáinz, 2001). Es decir, una vez que se elabora 
el vino y es embotellado, se obtiene una botella de «vino joven» que puede venderse 
directamente. El envejecimiento mixto de estos vinos en barrica y botella permite 
que éstos obtengan la mención de crianza, reserva y gran reserva5.

5  Concretamente, para obtener la indicación de crianza es necesario que los vinos permanezcan en bo­
dega durante, al menos, dos años naturales. Deben someterse al sistema tradicional de envejecimiento 
mixto en barrica de roble de forma continuada y sin interrupción durante un año, como mínimo, para 
vinos tintos y durante seis meses, como mínimo, para vinos blancos y rosados, complementado con el 
posterior envejecimiento en botella. La indicación de Reserva la obtienen aquellos vinos que han enveje­
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3.2.	 Configuración horizontal y vertical de la industria

El análisis de la configuración horizontal se realiza a partir de la distribución del 
número de empresas, diferenciando por tipos de bodega o agente y por tamaños 
(tomando como medida de tamaño los tramos de venta de vino en miles de litros), 
lo que permite obtener para cada uno de los tramos de venta, la concentración de las 
ventas, una vez elaborado el producto final es decir, la concentración de las ventas 
en la comercialización de vino embotellado (ver cuadro n.º 1).

Cuadro n.º 1.  �COMERCIALIZACIÓN DE VINO EMBOTELLADO POR TIPOS DE 
BODEGA (AÑO 2007)

Tipo de bodega
Tramos de venta
(miles de litros)

N.º
Ventas

(miles de 
litros)

 % 
s/total

Acumulado

N.º
Ventas

(miles de 
litros)

 % 
s/total

Criadores

> 10.000     5 84.584 31,14     5   84.584   31,14

8.000-10.000     3 27.095   9,98     8 111.679   41,12

6.000-8.000     1 6.265   2,31     9 117.944   43,43

4.000-6.000     3 14.843   5,46   12 132.787   48,89

2.000-4.000   17 47.688 17,56   29 180.475   66,45

500-2.000   39 39.298 14,47   68 219.773   80,92

<500 271 29.988 11,04 339 249.761   91,96

Almacenistas <500   38   1.687   0,62 377 251.448   92,58

Cooperativas

8.000-10.000     1   9.313   3,43 378 260.761   96,01

500-2.000     6   6.712   2,47 384 267.473   98,48

<500     20   2.096   0,77 404 269.569   99,25

Cosecheros <500   94   2.042   0,75 498 271.611 100,00

Total 498 271.611 100,00

Fuente: Elaboración propia a partir de la memoria del Consejo Regulador de la DOCa Rioja (año 2007).

cido en barrica de roble y botella durante un período total de treinta y seis meses, como mínimo, con 
una duración mínima en crianza en barrica de roble de doce meses para los vinos tintos. Para vinos 
blancos y rosados, el periodo total de envejecimiento es de veinticuatro meses, como mínimo, con una 
duración mínima de crianza en barrica de seis meses. Por último, la indicación de Gran Reserva la obtie­
nen los vinos con un envejecimiento de veinticuatro meses, como mínimo, en barrica de roble, seguida 
y complementada de un envejecimiento en botella de treinta y seis meses, también como mínimo en el 
caso de los vinos tintos. Los vinos blancos y rosados deben envejecer en barrica de roble y botella duran­
te un periodo total de cuarenta y ocho meses, como mínimo, con una duración mínima de envejeci­
miento en barrica de roble de seis meses.
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De la distribución acumulada de las ventas puede deducirse la alta concentra­
ción de la industria, en la que las cinco empresas más grandes con tramos de ven­
ta superiores a diez millones de litros concentran más del 31  % del total de las 
ventas y entre las 13 empresas más grandes (doce criadores y una cooperativa) 
comercializan más del 50 % del total. También, existe un número muy elevado 
de bodegas con un tamaño muy pequeño, concretamente entre las 423 bodegas 
que poseen tramos de ventas inferiores a medio millón de litros comercializan 
algo más de un 13 %.

A partir de esta información correspondiente al número de bodegas competi­
doras en la venta del producto final, y de sus diferencias en tamaños podemos es­
tablecer que la industria vitivinícola en el ámbito de la DOCa Rioja, se correspon­
de con una industria dominada por las empresas grandes. Es decir, se trata de una 
industria en la que existen muchas empresas con grandes diferencias en sus tama­
ños, donde las empresas más pequeñas se adaptan a las decisiones de las empresas 
grandes.

La comparación de esta configuración horizontal con la que mostraba la indus­
tria hace diez años, nos permite averiguar si esta estructura se ha modificado o ha 
permanecido estable a lo largo del tiempo. En el cuadro n.º 2 se muestran las prin­
cipales variables que permiten esta comparación. De su lectura, se desprende que 
en ambos momentos del tiempo la industria estaba formada por un gran número 
de bodegas con grandes diferencias en sus tamaños. Concretamente, en 1997 un to­
tal de 355 bodegas comercializaban vino embotellado en la DOCa Rioja. Entre estas 
empresas, las cinco empresas más grandes comercializaban casi un 35 % y entre las 
trece más grandes casi un 58  % del total de vino embotellado comercializado. El 
número de bodegas que comercializan vino embotellado en 2007, crece en algo 
más de un 40 % respecto a 1997, siendo un total de 498 las bodegas que comerciali­
zan vino embotellado en 2007. Este crecimiento en el número de empresas también 
supone un aumento en el número de litros totales comercializados. Concretamen­
te, en 2007 se comercializan 65 millones de litros más que en 1997, lo que supone 
un incremento del 31,70 % en el total de litros comercializados. La nueva partici­
pación relativa en 2007, tras la entrada de nuevas empresas e incremento en el nú­
mero de litros comercializados, muestra que las cinco y trece empresas más grandes 
comercializan aproximadamente un 31 % y 52 % de vino embotellado respectiva­
mente.

Estos datos nos indican que la entrada de nuevas empresas se produce sin una 
modificación importante en el porcentaje de participación de las empresas más 
grandes. Es decir, la nueva entrada de empresas se produce variando el porcentaje 
de participación de las empresas más pequeñas. Este hecho puede apreciarse clara­
mente cuando se compara el número de empresas que acumulan más del 85 % de 
las ventas totales. Concretamente, este porcentaje se alcanzaba por las ventas acu­
muladas de 65 empresas en 1997. Sin embargo, en 2007 este porcentaje se alcanza 
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con unas ventas acumuladas de 75 empresas. Por lo tanto, el análisis de la evolu­
ción de las características estructurales de la industria constata la inexistencia de 
cambios importantes en el grado de concentración. En concreto, se mantiene 
prácticamente en las grandes empresas, produciéndose una ligera reducción de la 
concentración en las más pequeñas.

Cuadro n.º 2.  COMERCIALIZACIÓN DE VINO EMBOTELLADO AÑOS 1997 Y 2007

1997 2007

Ventas (miles de litros) 205.240 271.611

Número de bodegas total 355 498

% Ventas s/ total  
(N.º bodegas acumulado)

34,6 (5)
57,9 (13)

89,51 (65)

31,14 (5)
52,31(13)
86,82 (45)

Fuente: Elaboración propia a partir de las memorias del Consejo Regulador de la DOCa Rioja (años 1997 y 2007).

Para la obtención del producto final, es decir, una botella de vino embotellado, 
es necesaria la realización de las diferentes etapas del ciclo productivo ya enumera­
das. Con el objetivo de efectuar el análisis de la industria desde la perspectiva verti­
cal, se ha calculado la participación de cada agente en porcentaje, y su escala media 
en cada una de las etapas del ciclo productivo (ver cuadros n.º 3 y 4).

Cuadro n.º 3.  �PARTICIPACIÓN EN PORCENTAJE DE LOS DIFERENTES AGENTES 
EN EL SISTEMA DE VALOR DE LA DOCA RIOJA (AÑO 2007)

Etapas
Viticultores 

independientes
Viticultores 
asociados

Viticultores 
cosecheros

Almacenistas Criadores

Obtención de uva (41,86-44,12) 36,42 5,46 (0-2,26) 14,00

Elaboración — 29,93 5,76 2,39 61,93

Embotellado —   6,67 0,75 0,62 91,96

Crianza —   3,41 — — 96,59

Fuente: Elaboración propia a partir de la memoria del Consejo Regulador de la DOCa Rioja (año 2007).

La participación de cada agente o tipo de bodega en las distintas fases del ciclo 
productivo se ha obtenido de la siguiente forma: a) la participación de cada agente 
en la fase de obtención de uva ha sido calculada a través del cociente del número de 
hectáreas poseídas por cada tipo de agente entre el número de hectáreas totales de la 
DOCa Rioja; b) la participación por agente en la fase de elaboración de vino se ob­
tiene a partir del número de litros elaborados por cada tipo de agente entre el total 
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de litros elaborados en DOCa Rioja; c) en la fase de crianza a través de la capacidad 
de almacenamiento en barrica de cada tipo de agente entre la capacidad total de en­
vejecimiento; y d) por último, la participación en la fase de embotellado como la co­
mercialización de vino embotellado de cada tipo de agente entre el total de vino em­
botellado comercializado en la DOCa Rioja. Como ya ha sido comentado, la crianza 
de los vinos en DOCa Rioja requiere un envejecimiento mixto en barricas y en bote­
lla. Es decir, el vino es envejecido antes y después del embotellado. La participación 
de los agentes en los dos procesos de envejecimiento es la misma, puesto que la mis­
ma cantidad de litros es envejecida en barrica y en botella. Por este motivo hemos 
considerado únicamente la fase de crianza que engloba a los dos procesos y la hemos 
situado después de la fase de embotellado.

De la lectura del cuadro n.º 3, puede apreciarse la especialización de los agentes 
en cada una de las etapas del proceso productivo. Concretamente, la obtención de 
uva es realizada fundamentalmente por los diferentes tipos de viticultores y criado­
res. La fase de elaboración, es realizada principalmente por los criadores y por las 
cooperativas, quienes respectivamente aumentan y reducen su participación respec­
to a la obtención de uva. La etapa de crianza aparece repartida exclusivamente entre 
las cooperativas y los criadores, aunque son estos últimos quienes disponen de casi 
la totalidad de la capacidad de crianza. Por último, la comercialización de vino em­
botellado vuelve a repartirse entre los cuatro agentes con una participación de nue­
vo mayoritaria de los criadores.

La especialización observada por parte de los distintos agentes económicos tiene 
como consecuencia la necesidad de establecer transacciones entre ellos hasta com­
pletar el ciclo productivo. La necesidad de efectuar estas transacciones puede dedu­
cirse claramente si analizamos las diferentes escalas a las que operan en cada una de 
las fases consideradas. Con este objetivo, se han calculado las escalas medias de cada 
colectivo, es decir la escala por tipo de agente en cada una de las fases del ciclo pro­
ductivo. Estas escalas están expresadas en litros, excepto la fase de obtención de la 
materia prima, es decir la uva, que se mide en kilogramos6, y han sido calculadas 
para cada fase y colectivo de agentes como el cociente entre la cantidad de kilogra­
mos y litros, producidos, elaborados y embotellados por ese colectivo entre el total 
de agentes pertenecientes a ese colectivo. Respecto a estas escalas tenemos que hacer 
dos consideraciones. En primer lugar, tal y como se ha comentado, estas escalas 
muestran la actividad media de cada colectivo en las diferentes etapas y por lo tanto, 
dada la dispersión de tamaños mostrada en el cuadro n.º 1 no todos los agentes de 
un mismo colectivo presentan el mismo comportamiento en cuanto a actividades y 

6  El proceso de elaboración está regulado por el Reglamento de la DOCa Rioja, de tal forma que el ren­
dimiento máximo obtenido en la fase de transformación, no puede ser superior a 70 litros de vino por 
cada 100 kilogramos de uva. En función de las circunstancias de la campaña, el Consejo regulador pue­
de reducir este rendimiento máximo, aunque también puede aumentarse con un límite máximo de 72 
litros por 100 kilogramos de uva.
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transacciones realizadas. Es decir, el análisis efectuado, dado que se efectuará a par­
tir de valores medios, permitirá describir las actividades y transacciones efectuadas 
por cada colectivo en términos medios. En segundo lugar, y con el objetivo de re­
presentar gráficamente estos procesos7, hemos efectuado el supuesto de que estas es­
calas medias a las que trabajan los agentes se corresponden con los tamaños eficien­
tes en cada proceso.

Cuadro n.º 4.  �ESCALA MEDIA DE LOS DIFERENTES AGENTES EN EL SISTEMA DE 
VALOR DE LA DOCA RIOJA (AÑO 2007)

Etapas
Viticultores 

independientes
Viticultores 
asociados

Viticultores 
cosecheros

Almacenistas Criadores

Obtención de 
uva**

23.383,74
19.243,86++

4.061.494,79+
23.383,74

Elaboración* — 2.214.070,00 21.945,89 75.903,00 465.610,28

Crianza en barrica 
y botella*

— 352.704,81 — — 732.073,90

Embotellado* — 671.148,15 21.723,40 44.394,74 736.846,61

	 **:	 Etapa del ciclo productivo en kilogramos.
	 * :	 Etapa del ciclo productivo en litros.
	++:	 Escala media por titular asociado.
	 +:	 Escala media por cooperativa.

Fuente: Elaboración propia a partir de la memoria del Consejo Regulador de la DOCa Rioja (año 2007)

Las escalas medias de cada agente en cada una de las etapas del ciclo productivo 
son ofrecidas en el cuadro n.º 4. De su lectura se desprende que la fase de cultivo de 
la vid, es la fase que trabaja con menor escala media para todos los tipos de agentes. 
Concretamente, con los datos ofrecidos por el Consejo Regulador se ha calculado el 
valor medio en el año 2007 en 19.243,86 kilogramos de uva por titular asociado a 
una cooperativa y 23.383,74 kilogramos por titular no asociado a una cooperativa 
(viticultores independientes, cosecheros, almacenistas y criadores). Estos datos re­
flejan una clara proximidad entre los distintos agentes en cuanto a la escala media 
utilizada en la fase de obtención de la uva, deduciéndose que previsiblemente todos 
ellos se aproximan a una escala media óptima. Por otro lado, y con relación al tipo 
de agente «cooperativas» la tabla refleja la escala media por agricultor asociado a la 
cooperativa, 19.243,86 kilogramos por agricultor, y la escala correspondiente a la 
cooperativa, 4.061.494,79 kilogramos. El incremento en la escala que permite la 
asociación de viticultores dará lugar a un ahorro en costes derivado del aprovecha­

7  La representación gráfica se refiere a las fases de obtención de uva, elaboración y embotellado. La fase 
de crianza no se representa gráficamente puesto que, como ha sido comentado, se trata de una fase op­
cional que es realizada de forma interna por parte de cada bodega. 



IDANA SALAZAR TERREROS, CARMEN GALVE GÓRRIZ

294

Ekonomiaz N.º 77, 2.º cuatrimestre, 2011

miento de las economías de escala de la siguiente fase de elaboración del ciclo pro­
ductivo. Es importante destacar que el aumento de escala en la elaboración, que la 
asociación de la cooperativa permite, se consigue manteniendo las ventajas de la es­
pecialización, puesto que los viticultores siguen manteniendo la titularidad de sus 
explotaciones. Con esta alternativa, viticultores independientes especializados en el 
proceso «obtención de la uva» mantienen la identidad jurídica de sus empresas co­
rrespondientes a este proceso y venden los productos obtenidos en ellas a la empre­
sa cooperativa que poseen de forma conjunta. Con esta venta, estos agentes se con­
vierten en compradores y vendedores de sus propios productos. De esta forma, la 
cooperativa permite, por un lado, aprovechar las economías de escala derivadas de 
un aumento en la escala, y por otro lado, economizar en costes de transacción y co­
ordinación.

Adicionalmente, del cuadro n.º 4 se desprende que la cooperativa no procesa 
en la siguiente fase de «elaboración del vino» toda la uva que obtiene resultado de 
la asociación de los viticultores, por lo que se deduce que parte de su uva es sumi­
nistrada a otros agentes. La parte demandante de la de uva está formada funda­
mentalmente por los criadores y por el resto de agentes en la medida que no se au­
toabastezcan con sus propias uvas. Después de la venta de parte de la uva a otro 
tipo de agentes, y una vez transformada la uva en vino, la escala media óptima de 
elaboración de vino es de 2.214.070,00 litros, inferior a la escala de obtención de 
uva como resultado de la asociación de viticultores (4.061.494,79 kilogramos), lo 
que previsiblemente signifique que no existe una única escala eficiente óptima para 
la cooperativa en la fase de elaboración sino múltiples tamaños o escalas eficientes 
óptimas.

El otro agente especializado en esta fase de elaboración son los criadores. En 
efecto, los criadores presentan una escala superior en el proceso de «elaboración de 
vino» que la correspondiente al proceso de «obtención de la uva». Para poder traba­
jar en una escala superior en el proceso de elaboración tienen que comprar uva a la 
parte oferente de la producción, es decir, viticultores independientes y cooperativas. 
Concretamente, la compra de uva permite a los criadores trabajar a una escala de 
465.610,28 litros en la fase de elaboración, superior a la escala del proceso de obten­
ción de la uva.

Asimismo, los criadores tienen que comprar también vino elaborado (vino a 
granel) a otros agentes para realizar la siguiente fase del ciclo productivo «embote­
llado». Esta transacción de vino granel puede deducirse al analizar las escalas medias 
del proceso en tres de las cooperativas y de los criadores (ver gráficos n.º 3 y n.º 4). 
Concretamente, la venta por parte de las cooperativas de vino a granel hace que dis­
minuya la escala en la fase de embotellado respecto a la de elaboración (de 
2.214.070,00 litros en la fase de elaboración a 671.148,15 en la de embotellado). Por 
su parte, los criadores mediante esta compra pueden aumentar la escala de los 
465.610,28 litros en la fase de elaboración a 736.758,11 en la fase de embotellado.
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Gráfico n.º 3.  �COSTES MEDIOS UNITARIOS DE PRODUCCIÓN
DE LA COOPERATIVA

CM1

CM2 

CM1

CM2

CMT

... q3
...

CM3

CM3

q1
1q1

2 q1
3 q1

iq1
i+1 q1

jq1
j+1 q1

n-2q1
n-1q2

... ... Producción

q1
1 = q1

2 = ... = q1
n-1 = q1

n = 19.243,86; q2 = 2.214.070,00; q3 = 671.148,15

Fuente: Elaboración propia.

Por último, otro de los agentes que participan en la DOCa Rioja en todas las 
etapas consideradas son los cosecheros. Por definición, estos agentes están integra­
dos verticalmente hacia delante en el proceso de elaboración con su producción de 
uva. Por este motivo, los criadores poseen una escala muy similar en la fase de ob­
tención de materia prima y elaboración. La similitud entre el tamaño de la fase ela­
boración y de embotellado, que se desprende del cuadro n.º 4, nos indica que este 
colectivo no realiza por término medio compra de vino a granel para su posterior 
embotellado. Es decir, los cosecheros que han decidido no vender vino a granel es­
tán integrados verticalmente hacia delante en el embotellado con la cantidad de vino 
a granel que elaboran y, por termino medio, no compran más vino a granel para su 
posterior embotellado.

Puesto que la escala que muestran los cosecheros en la fase de elaboración y em­
botellado es muy inferior a la del resto de agentes, de acuerdo a los análisis plantea­
dos, el coste de estas dos fases para los cosecheros debe ser superior al coste de estas 
fases para las cooperativas y criadores. Como consecuencia de estas diferencias, po­
demos preguntarnos por qué si las cooperativas agrupan a sus socios mediante una 
integración vertical hacia delante para participar en la siguiente fase, existen otros 
agentes que lo realizan de forma individual y con una escala inferior. Este es el caso, 
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como ya se ha comentado, de los cosecheros, que son viticultores que de forma indi­
vidual realizan una integración vertical hacia delante para participar en la fase de 
elaboración. La integración vertical individual hacia delante por parte de los cose­
cheros y con una escala inferior a la que se obtendrían si se asociasen a una coopera­
tiva, puede deberse al menos a tres motivos. En primer lugar, puede que no estén in­
teresados en la cooperativa como fórmula asociativa, por todas las implicaciones 
que conlleva la asociación con más personas para el desarrollo de actividades em­
presariales. En segundo lugar, con la elaboración y comercialización de su propio 
vino, estos agentes pueden acuñar sus propias marcas que en muchos casos son el 
reflejo del patrimonio y la identidad familiar durante varias generaciones. Por últi­
mo, la tradición y la calidad aportada por estos agentes a sus vinos elaborados, pue­
den ser atributos de diferenciación de producto que otras bodegas o el consumidor 
final busquen en la compra de vino.

4.	 CONCLUSIONES

En este trabajo se ha efectuado una descripción de la configuración interna de la 
industria vitivinícola en el ámbito de la DOCa Rioja desde una perspectiva horizon­

Gráfico n.º 4.  �COSTES MEDIOS UNITARIOS DE PRODUCCIÓN DE LOS 
CRIADORES

CM1

CM2 

CM1

CM2

q1 q2 q3 Producción

CM3

CM3

q1 = 23.383,74; q2 = 465.610,28; q3 = 736.758,11

Fuente: Elaboración propia.
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tal y vertical. El análisis desde las perspectiva horizontal, permite concluir que existe 
un gran número de empresas con grandes diferencias en sus tamaños, es decir se 
trata de una industria dominada por las grandes empresas. Concretamente, cinco 
empresas de un total de 498 que comercializan vino embotellado, concentran más 
de un 30 % de las ventas totales, y entre las trece más grandes comercializan más del 
50 % de las ventas totales de vino embotellado de la DOCa Rioja.

En los últimos diez años el número de bodegas que comercializa vino embote­
llado ha crecido en más de un 40 %. A pesar de este gran crecimiento, la estructura 
se ha mantenido y se ha producido una variación muy pequeña en el porcentaje de 
ventas acumulado por las grandes empresas. Sin embargo, el incremento en el nú­
mero de empresas ha producido variaciones en el porcentaje de ventas acumulado 
de las pequeñas empresas.

El mantenimiento de esta estructura puede responder a razones de eficiencia, es 
decir, se trata de una industria en la que el tamaño es una variable importante en la 
explicación de la eficiencia. En este sentido, Salazar y Galve (2008) y Sáinz (2001) 
corroboran esta afirmación obteniendo una relación positiva y estadísticamente sig­
nificativa entre el tamaño de la empresa y la eficiencia y rentabilidad como medidas 
de resultados (performance). Sin embargo, la existencia de esta relación no implica 
que el resto de empresas más pequeñas sean ineficientes. De hecho, el crecimiento 
continuado en los últimos años en el número de nuevas empresas nos llevaría con­
cluir que estas empresas son al menos tan eficientes como las grandes. Las empresas 
de menor tamaño estarían obteniendo mejoras de resultados a través de otras fuen­
tes de eficiencia diferentes a las economías de escala. En este sentido, el diferente 
comportamiento estratégico puede ser un factor explicativo de las ganancias de efi­
ciencia por parte de estas empresas. La diferenciación, entendida ésta como la venta 
de vinos superiores (vino crianza, reserva o gran reserva frente a vino joven), permi­
te a las empresas obtener sinergias derivadas de compartir recursos con el resto de 
actividades de la empresa. Es decir, las actividades de diferenciación, incrementan el 
valor del producto y a su vez, permiten obtener sinergias puesto que pueden reali­
zarse compartiendo canales de comercialización, capacidades de dirección e inver­
siones ya realizadas. Respecto a esta relación, Sáinz (2001) obtiene que las empresas 
con una ventaja competitiva más orientada hacia la diferenciación obtienen un ma­
yor rendimiento económico.

En cuanto al análisis vertical efectuado con la información de la participación y 
las escalas medias de cada uno de los agentes en las diferentes etapas del ciclo pro­
ductivo, podemos establecer varias conclusiones. En primer lugar, podemos con­
cluir que los diferentes agentes que actúan en la DOCa Rioja lo hacen de forma es­
pecializada en las distintas etapas del ciclo productivo. Concretamente, en la fase de 
obtención de uva, los agentes que participan en una mayor importancia son los viti­
cultores, ya sean independientes o asociados a una cooperativa. Los criadores y las 
cooperativas son los más predominantes en la fase de elaboración. En la fase de 
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crianza únicamente participan criadores y cooperativas, si bien se puede considerar 
que la participación de la cooperativas es muy pequeña. Por último, en la comercia­
lización de vino embotellado son los criadores los agentes que participan con mayor 
importancia, aunque las cooperativas también poseen una pequeña participación.

En segundo lugar, también se puede concluir que como consecuencia de esta es­
pecialización, los agentes realizan transacciones entre ellos hasta completar el ciclo 
productivo. Esta necesidad de efectuar transacciones entre ellos se deduce al analizar 
las escalas medias de cada agente en las diferentes fases del ciclo productivo. El au­
mento o disminución de la escala de la fase siguiente se deriva de las transacciones 
efectuadas (aunque existe un cierto grado de integración vertical hacia adelante y 
hacia atrás respecto a la fase en la que están especializados).

Por último, el análisis de la estructura vertical permite detectar la integración 
cooperativa como una forma diferente a la realización de transacciones gobernadas 
por la empresa y/o el mercado, que permite aumentar la escala en la fase siguiente 
del ciclo productivo. Como consecuencia de la asociación en la cooperativa, los agri­
cultores no solamente obtienen una mayor escala en la fase siguiente de elaboración, 
sino que también obtienen una mejor posición negociadora con el resto de agentes 
que la que obtendría cada agricultor por separado.
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lítica y la provisión de políticas públicas, con énfasis en el sistema español de des­
centralización. Ha publicado sus trabajos en diversas obras colectivas y en revistas 
académicas como Cambridge Journal of Economics, Regional and Federal Studies, Eu-
ropean Journal of Law and Economics, Journal of Interdisciplinary Economics, Hacien-
da Pública Española, El Trimestre Económico, y Presupuesto y Gasto Público, entre 
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otras. Ha sido Visiting Scholar en la George Mason University, Leeds University y la 
Universitá di Bologna, Italia. También ha sido editor invitado en un número espe­
cial de la Revista de Análisis Económico (Chile) y ha coeditado la obra Organización 
de gobiernos y mercados (publicaciones de Universidad de Valencia-Vigo).

VARELA LAFUENTE, Manuel. Catedrático de Economía Aplicada en la Uni­
versidad de Vigo desde 1992. Su principal línea de trabajo está relacionada con los 
recursos naturales y el medio ambiente, especialmente en el ámbito marino. Sus tra­
bajos recientes más significativos están publicados en Marine Policy, Ocean & Coas-
tal Management, Fisheries Research, Regional Environmental Change, The Journal of 
Disaster Studies Policy and Management, y Hacienda Pública Española.

VÁZQUEZ, Xosé H. Doctor Europeo en Organización de Empresas. Tras for­
marse en la Universidade de Santiago de Compostela y en la Escuela de Negocios de 
Århus (Dinamarca), fue investigador invitado en centros como UNISINOS (Porto 
Alegre, Brasil), ISCTE (Lisboa, Portugal), CRIC (Manchester, Reino Unido), Uni­
versitat Pompeu Fabra (Barcelona) y Universidad Carlos III (Madrid). Su investiga­
ción se ha centrado en la innovación contractual y organizativa, publicando sus tra­
bajos en revistas como Organization Science, Harvard Business Review, Research 
Policy, Organization Studies, Technology Analysis and Strategic Management, Indus-
trial and Corporate Change o Cambridge Journal of Economics. Actualmente ocupa 
una plaza de profesor titular en la Universidad de Vigo.
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NATURALEZA, OBJETIVOS  
Y PERFIL EDITORIAL DE 

LA REVISTA EKONOMIAZ

DECLARACIÓN DE OBJETIVOS

Las revistas, en tanto que son los principales medios de comunicación científica; 
poseen una gran responsabilidad en el desarrollo de la ciencia. Su forma de contri­
buir a él es estableciendo una política editorial definida y transparente respecto a los 
aspectos que tienen que ver con la ética de la investigación y publicación, el proceso 
de evaluación y «arbitraje»científico, la buena gestión profesional y otros aspectos 
editoriales fundamentales.

Ekonomiaz se fundó en 1985, lleva casi un cuarto de siglo inmersa en la comuni­
dad científica económica. Sus objetivos fundamentales son: a) la promoción de la 
investigación científica universitaria y la divulgación de sus resultados en los campos 
de la teoría y la economía empírica y aplicada, con especial atención a los de la Eco­
nomía, el Derecho y la Administración del Sector Público; b) la divulgación de cali­
dad de los avances científicos conseguidos en las áreas que cultiva; c) la colaboración 
en la racionalidad del proceso de toma de decisiones públicas en materia económica, 
facilitando explicaciones, fundamentos y datos para respaldar el diseño, la ejecución 
y la evaluación de las políticas económicas de la Administración Pública vasca.

Ekonomiaz siempre ha adoptado una perspectiva científica rigurosa basada en el 
realismo científico entre cuyos componentes figuran la objetividad, la imparciali­
dad, el enfoque global e interdisciplinar y la contrastación empírica de hipótesis y 
resultados. Con el subtítulo de Revista Vasca de Economía se ha querido subrayar 
que aunque sus análisis no se circunscriben exclusivamente a su ámbito territorial 
natural, el conocimiento de la economía vasca y la perspectiva del desarrollo y la in­
novación regional deben estar siempre presentes.

La concepción del contenido de la revista se basa en la elección de un tema central 
sobre el que pivotan los artículos. La elección de dichos temas se guía por el criterio de 
relevancia en su doble acepción de importancia y pertinencia: los temas seleccionados 
son aquellos que se encuentran en cada momento en el centro del debate académico, 
político y social. Sin embargo, Ekonomiaz no se limita a abordar los temas candentes del 
momento, con una visión a corto plazo; sino que como herramienta de prospección 
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económica a medio y largo plazo intenta también penetrar en el futuro, Por ello, Ekono-
miaz trata de situarse lo más cerca posible de la vanguardia del conocimiento plantean­
do temas que puedan llegar a ser objeto de especial interés y atención en el mundo aca­
démico y político. Además, la revista incorpora la sección «Otras colaboraciones»donde 
se publican trabajos originales «no solicitados expresamente»relativos a asuntos de inte­
rés en la economía real y la investigación académica.

GESTIÓN EDITORIAL 

La gestión editorial de la revista Ekonomiaz, que es uno de los elementos esen­
ciales de la política editorial, descansa en dos órganos: el Consejo de Redacción y la 
Dirección ejecutiva. El primero es el responsable de mantener la línea editorial, así 
como de la selección de los temas centrales de investigación, del asesoramiento cien­
tífico general y de la relación con centros de investigación y universidades. Los 
miembros de este consejo se eligen de acuerdo con principios de excelencia profe­
sional y académica, y capacidad investigadora, así como con criterios de experiencia 
en tareas de dirección, y, a ser posible, en la de edición de revistas científicas. Las 
funciones de dirección ejecutiva son asumidas por un equipo integrado por un di­
rector ejecutivo, un subdirector y tres editores. Este equipo es el responsable del 
buen funcionamiento de los procesos de selección, evaluación (basado en un siste­
ma de doble evaluación anónima) y publicación de los trabajos originales. 

Ekonomiaz está admitida en el Catálogo de revistas Latindex al cumplir la mayo­
ría de los criterios bibliográficos de calidad establecidos por el acreditado sistema de 
información, tanto para revistas escritas como electrónicas. Hay que subrayar que 
en el Catálogo Latindex sólo aparecen las revistas previamente seleccionadas y clasi­
ficadas según criterios internacionales de calidad editorial previamente probados y 
convenidos por el Sistema Latindex.

Dichos criterios son utilizados por la base de datos DICE (Difusión y Calidad 
Editorial de las Revistas Españolas de Humanidades y Ciencias Sociales y Jurídicas) 
que tiene como objetivo facilitar el conocimiento y la consulta de algunas de las ca­
racterísticas editoriales de las revistas españolas de Humanidades y Ciencias Sociales 
más estrechamente ligadas a la calidad. La base de datos DICE está desarrollada por 
el CINDOC (Centro de Información y Documentación científica) y la ANECA 
(Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación).

La revista Ekonomiaz está calificada dentro de las 17 mejores revistas vivas de 
Economía según los criterios de evaluación de revistas científicas del DICE pertene­
ciente al CINDOC del CSIC (Centro Superior de Investigaciones Científicas). Asi­
mismo, está incluido en el DOAJ (Directory of Open Access Journals) y en RePec, la 
mayor biblioteca digital mundial de acceso abierto.

Todos los artículos de los monográficos de la revista Ekonomiaz están accesibles 
en nuestra web http://www1.euskadi.net/ekonomiaz
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NORMAS DE PRESENTACIÓN  
DE TEXTOS ORIGINALES  

A LA REVISTA EKONOMIAZ

1.	 ORIGINALIDAD

La originalidad que exige Ekonomiaz obliga a que el contenido de los artículos 
no podrá haber sido publicado y tampoco figurar en otro trabajo que esté a punto 
de publicarse o en proceso de publicación en cualquier otra revista nacional o ex­
tranjera (en una versión similar traducida), ya sea de edición ordinaria o electrónica. 
Se entiende por publicación repetitiva no sólo el duplicado exacto de un artículo, 
sino también la publicación repetida de esencialmente la misma información y aná­
lisis, así como formar parte de un libro del autor o colectivo.

Además, en la carta de presentación de artículos originales se debe incluir la de­
claración de que el manuscrito se ha enviado solamente a Ekonomiaz y que, por tan­
to, no se ha enviado simultáneamente a ninguna otra.

De no haber una declaración expresa de la contribución específica de cada uno 
de los autores en un trabajo colectivo, se entiende que todos ellos indistintamente 
han participado en la concepción y el diseño, la recogida de datos, el análisis y la in­
terpretación de los mismos, la redacción del borrador, la revisión crítica del artículo 
y la aprobación final.

2.	 RIGOR Y CALIDAD

Los factores sobre los que se fundamenta la calidad exigida a los trabajos originales 
que se presentan y, en consecuencia, la decisión sobre la aceptación y rechazo de los 
originales por parte de Consejo de Redacción de Ekonomiaz son, básicamente, los si­
guientes:

— 	Originalidad de los resultados obtenidos o hipótesis verificadas (con distin­
tos grados). Actualidad y novedad científica.

— 	Relevancia social y epistemológica: utilidad o aplicabilidad y significación o 
avance en el conocimiento.

—	� Fiabilidad y validez científica, es decir, calidad metodológica contrastada.
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—	� Redacción excelente, estructura y coherencia lógica y buena presentación 
material. Los originales deberán estar escritos en lengua española, inglesa o 
euskera.

3.	 ESTILO

Debe cuidarse el estilo y la claridad de la escritura, respetarse escrupulosamente 
las normas gramaticales y recomendaciones de las autoridades de la lengua, y evitar­
se las expresiones redundantes e innecesarias. Cuando el idioma original no sea el 
inglés, se desaconseja el uso de anglicismos técnicos, salvo que no exista voz ni for­
ma de adaptación al español o al euskera, así como los anglicismos sintácticos o de 
construcción. Las normas internacionales ISO (UNE, en español) son de especial re­
levancia y deben tenerse en cuenta en el ámbito de la edición científica.

La Redacción de la revista podrá hacer modificaciones menores de redacción: 
eliminar errores gramaticales y tipográficos; expresiones poco afortunadas; giros 
vulgares o enrevesados, frases ambiguas o afirmaciones dudosas,… a fin de asegurar 
la corrección gramatical, la adecuación al estilo científico y el estricto respeto a las 
normas técnicas y de estilo de las fuentes más autorizadas: el Libro de Estilo del 
IVAP (Instituto Vasco de Administración Pública); y los diccionarios de la Real Aca­
demia de la Lengua Española y Euskaltzaindia.

Obviamente no pueden introducirse cambios en el contenido sustancial del artí­
culo sin conocimiento y aceptación del autor. Dado que la responsabilidad del con­
tenido de un trabajo así como su propiedad pertenecen a los autores hasta que no es 
publicado en Ekonomiaz, la revista les informará de los posibles cambios y modifica­
ciones de significado que hayan podido producirse durante la revisión crítica y esti­
lística del original, previa a su publicación, y pedirá autorización para modificar el 
contenido y adaptarlo al estilo editorial. El autor deberá aceptar las correcciones de 
estilo propuestas por Ekonomiaz o rechazarlas razonadamente.

4.	 EVALUACIÓN PRECEPTIVA

Los artículos originales recibidos son sometidos al proceso de doble evaluación 
anónima mediante evaluadores profesionales externos, independientemente de si 
los trabajos han sido presentados por los autores a la redacción sin solicitud previa o 
si han sido pedidos expresamente por los editores o el coordinador nombrado para 
dirigir el monográfico. Ekonomiaz cuenta con una cartera de evaluadores de primer 
nivel, acreditados por su participación activa y regular en procesos de evaluación de 
publicaciones nacionales y extranjeras de prestigio. El equipo de la redacción junto 
con el Consejo de Redacción supervisa y evalúa la calidad de las revisiones y de los 
evaluadores externos. 
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5.	 NORMAS DE PRESENTACIÓN FORMAL DE MANUSCRITOS

  1.	� Los originales, que podrán estar escritos en español, euskera o inglés, en 
formato MICROSOFT WORD® o compatible, deberán remitirse en ver­
sión electrónica bien  por correo electrónico (economia@ej-gv.es) o por co­
rreo ordinario (en disquette de 3,5», pen drive o en CD-Rom) a la siguiente 
dirección:

	 Revista EKONOMIAZ
	 Dirección de Economía y Planificación
	 Departamento de Economía y Hacienda
	 Eusko Jaurlaritza / Gobierno Vasco
	 Donostia-San Sebastián, 1
	 01010 Vitoria-Gasteiz

  2.	� La Redacción de Ekonomiaz acusará recibo de los originales, y notificará al 
autor, a la dirección de contacto señalada, las posibles incidencias del envío. 
Para cualquier información sobre el proceso editorial, los autores pueden 
contactar con la redacción en: <economia@ej-gv.es>.

  3.	� Los originales deberán estar mecanografiados a espacio y medio, con un 
cuerpo de letra de tipo 12 y con márgenes mínimos de 2,5 centímetros. La 
extensión de los trabajos deberá estar comprendida entre 25-40 páginas, in­
cluidos apéndices, cuadros y gráficos. En la primera página deberá constar 
el nombre del autor o autores junto con la institución a la que pertenezcan, 
además de una dirección de contacto, que incluirá tanto los datos postales 
como los números de teléfono, fax y la dirección de correo electrónico. Esta 
dirección de contacto será la empleada en las comunicaciones de los edito­
res de la revista.

  4.	� Cada original incluirá, en una hoja independiente, un resumen del trabajo 
de no más de 125 palabras en español y en inglés, un índice del contenido, 
una lista de palabras clave también en español e ingles (al menos dos y no 
más de cinco) y las referencias correspondientes a la clasificación del Jour-
nal of Economic Literature.

  5.	� El texto correspondiente al contenido del trabajo presentado deberá co­
menzar en una nueva página. Las distintas secciones en las que se estructu­
re el artículo han de numerarse de forma correlativa siguiendo la numera­
ción arábiga (incluyendo como 1ª la sección de introducción) y la rúbrica 
correspondiente se consignará en letras minúsculas tipo negrita. Consecuti­
vamente, los apartados de cada sección se numerarán con dos o, si fuera 
preciso, tres dígitos (por ejemplo: 2.3, 2.3.2). 

  6.	� Los cuadros, gráficos estadísticos y el material gráfico, en general, se nume­
rarán de forma consecutiva en cada categoría y siempre con números arábi­
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gos. En cuanto a su ubicación en el original, siempre figurarán al final del 
documento, tras las referencias y, en su caso, los apéndices; a lo largo del 
texto se indicará claramente el lugar preciso en el que deberán aparecer en 
la versión impresa. Su utilización debe ser siempre mesurada, no debiéndo­
se incluir información innecesaria o irrelevante.

  7.	� Si el artículo incluye representaciones gráficas, se adjuntarán los datos nu­
méricos que sirven de base para su elaboración.

  8.	� Las ecuaciones y cualquier otra expresión matemática deberán aparecer nu­
meradas de forma correlativa a lo largo del texto y con alineamiento al 
margen derecho.

  9.	� Las notas que se intercalen en el texto deberán limitarse por criterios de 
estricta oportunidad, de acuerdo con el desarrollo del trabajo. Para refe­
renciar las notas que pudieran incluirse en tablas o cuadros se usarán le­
tras minúsculas (a, b, etc.), presentado su contenido al pie del respectivo 
cuadro o gráfico. Los agradecimientos y cualquier otra información que 
pudiera incorporarse figurarán referenciadas mediante un asterisco aso­
ciado al título del artículo o al nombre del autor o autores según corres­
ponda.

10.	� Las referencias a la literatura científica invocadas en el trabajo figurarán tras 
la última sección del artículo y bajo la rúbrica Referencias bibliográficas. Se 
detallarán por orden alfabético de autores (no numerada). Su correcta veri­
ficación es responsabilidad del autor. Las citas aparecerán en el texto según 
el formato «autor-fecha», distinguiendo mediante letras minúsculas conse­
cutivas si existen coincidencias de autor y año. Las referencias en el texto 
que incluyan hasta dos autores deben ser completas, usándose la fórmula et 
al. para un mayor número de autores.

11.	� En cuanto a la composición de las entradas en la lista bibliográfica se ajus­
tarán al siguiente formato:

AUERBACH, A. y KOTLIKOFF, L. J. (1983): «National savings, econom­
ic welfare, and the structure of taxation», en Feldstein, M.S. (ed.), Be-
havioural simulation methods in tax policy analysis, NBER-The Univer­
sity of Chicago Press, 459-498, Chicago.

COWELL, F.A. (1990): Cheating the government: The economics of tax eva-
sion, Massachusetts MIT Press, Cambridge.

HOOVER, K. (1984): «Comment on Frazer and Boland-II», American Eco-
nomic Review, 74: 789-794.

——— 1988: The New Classical Macroeconomics, Blackwell, Oxford.

——— 1989: «Econometrics as Measurement», mimeo.
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——— 1990: «Scientific Research Program or Tribe? A joint appraisal of 
Lakatos and the New Classical Macroeconomics», University of Califor­
nia, working Paper, 69, Davis.

——— 1991a: «Calibration and the Econometrics of the Macroeconomy», 
mimeo.

——— 1991b: comunicación privada.

MIRRLEES, J.A. (1971): «An exploration in the theory of optimum income 
taxation», Review of Economic Studies, 38: 175-208.

SEGURA, J. (1991): «Cambios en la política de defensa de la competencia y 
la política industrial», Ekonomiaz, 21: 32-49.

12.	� En el caso de que el original se acepte para su publicación, el autor se com­
promete a satisfacer las recomendaciones y prescripciones de los informes 
de evaluación y presentar una versión mejorada. También deberá revisar las 
pruebas de imprenta en un plazo máximo de cuatro días desde su recepción. 

13.	� Los autores recibirán dos ejemplares del número de la revista en el que se 
publique el original, así como la versión definitiva en PDF de su artículo.

6.	 DERECHOS DE PROPIEDAD

EKONOMIAZ será recepcionista de todos los derechos de propiedad de los artí­
culos originales recibidos y publicados que serán gestionados conforme a la licencia 
Creative Commons   

 

, incluyendo reconocimiento y no uso comercial ni de 
obras derivadas, salvo permiso y en las condiciones establecidas por el propietario 
de los derechos.
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EKONOMIAZ
ÚLTIMOS NÚMEROS PUBLICADOS

50.	 El gobierno de la empresa
51.	 La propiedad intelectual en la sociedad de la información
52.	 Lecciones de la deflación: Estados Unidos frente a Japón
53.	 La política de clusters en el País Vasco
54.	� El siglo XX en la histori económica del País Vasco: de la gran empresa a las pymes.
55.	 Inversión extranjera directa y procesos de deslocalización
56.	 Ciencia, tecnología innovación y sociedad.
57.	 Valoración de activos ambientales: la catástrofe del Prestige
58.	 Ciudades Región Globales. Espacios creatiovs y Nueva Gobernanza
59.	 Capital Social. Innovación Organizativa y Desarrollo Económico
60.	 La evaluación de las políticas públicas
61.	 Economía y derecho de la competencia
62.	 La actividad emprendedora como motor de desarrollo económico
63.	 Infraestructuras tecnológicas. Soporte de la Economía del siglo XXI
64.	 Desarrollo sostenible y Agenda 21 Local
65.	 Responsabilidad social de la empresa. Más allá de la sabiduría convencional
66.	 Claves del sistema financiero
67.	 Economía del cambio climático. Diseño de políticas de mitigación y adaptación
68.	 Grupos empresariales. Nuevos agentes económicos de decisión.
69.	 La política fiscal. Perspectivas actuales
70.	 Sistemas regionales de innovación
71.	 Sociedades en emergencia energética
72.	� La financiarización de la Economía. El fracaso del crecimiento dirigido por las fi­

nanzas
73.	� Nueva política de transporte para el siglo XXI. La respuesta al reto de la sostenibilidad 
74.	 Gobernanza y competitividad territorial
75.	� Eco-innovación. Más allá de los factores, la productividad de los recursos naturales
76.	� Prospectiva y construcción de futuro

PRÓXIMOS NÚMEROS 

	 Industrias culturales
	 Cooperativismo
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SUSCRIPCIÓN A EKONOMIAZ

Para suscribirse a EKONOMIAZ deberá enviarse por correo postal el «Boletín 
de suscripción» debidamente rellenado acompañado de: o talón bancario a favor de 
la Tesorería General del Gobierno Vasco, o copia del resguardo de la transferencia 
bancaria a la cuenta abajo indicada.

BOLETÍN DE SUSCRIPCIÓN

Nombre o Razón Social . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                  
Domicilio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                             
Localidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                        D.P. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                  
Provincia o País . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                        
DNI/NIF . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                        Tfno. . . . . . . . . . . . . . . . . . .                 

TARIFAS:	 Suscripción anual (3 números)

	 • Particulares: 18 euros.
	 • Instituciones: 30 euros.
	 • Números sueltos: 12 euros.
	 • Estudiantes 20% de descuento

PAGO	��    Talón bancario a favor de «Tesorería General del Gobierno Vasco»
	  � Transferencia bancaria a la cuenta de Caja Vital: 2097 0178 17 0010964270

Firma o Sello

EKONOMIAZ
Ekonomia eta Ogasun Saila / Dpto. de Economía y Hacienda

Eusko Jaurlaritza/Gobierno Vasco. Donostia-San Sebastián z/g – 01010 Vitoria-Gasteiz
Tfno.: 945 019 038 – Fax: 945 019 062

E-mail: economia@ej-gv.es
http://www1.euskadi.net/ekonomiaz
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EKONOMIAZ ALDIZKARIAREN 
HARPIDETZA

EKONOMIAZ aldizkariaren harpidetza egiteko «Harpidetza orria»ren datuak 
bete behar dira. Gero Eusko Jaurlaritzako Altxortegi Orokorraren izenean egindako 
banku taloia edo behean adierazten den kontu zenbakira bidalitako transferentzia­
ren ordezkagiriaren kopia eta harpidetza orria bidali iezaizkiguzu.

HARPIDETZA-ORRIA

Interesatuaren edo Sozietatearen Izena . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                     
Helbidea . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                              
Herria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          P. K. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                  
Probintzia edo Herrialdea . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                
NAN/IFZ. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                        Tlf. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                   
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Durante muchos años la corriente principal del pensamiento económico, fun-
damentada en la economía neoclásica, se olvidó de la importancia de las 
instituciones. Actualmente es aceptado unánimemente, bajo una perspec-
tiva multidisciplinar de las ciencias económicas y sociales, que el marco insti-
tucional, entendido como el conjunto de instituciones políticas, económicas 
y sociales que organizan una sociedad, es el determinante subyacente del 
funcionamiento de las economías. De la mano de la Nueva Economía Institu-
cional nos adentramos así en el estudio de la relación entre calidad institucio-
nal y la economía para ver cómo una adecuada estructura de incentivos, la 
garantía de los derechos de propiedad y unos e�cientes costes de transac-
ción pueden facilitar la cooperación y el intercambio promoviendo el desarro-
llo económico. Ese estudio constituye además una guía indispensable para 
proponer en cada país las reformas estructurales adecuadas al presente con-
texto histórico, económico y social.
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